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Disposición transitoria tercera. Zonas de servidumbre
acústica.

En tanto no se aprueben el mapa acústico o las ser-
vidumbres acústicas procedentes de cada una de las
infraestructuras de competencia de la Administración
General del Estado, se entenderá por zona de servidum-
bre acústica de las mismas el territorio incluido en el
entorno de la infraestructura delimitado por los puntos
del territorio, o curva isófona, en los que se midan los
objetivos de calidad acústica que sean de aplicación a
las áreas acústicas correspondientes.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
menor rango se opongan a lo dispuesto en esta ley.

Disposición final primera. Fundamento constitucional
y carácter básico.

Esta ley se dicta al amparo de las competencias exclu-
sivas que al Estado otorga el artículo 149.1.16.a y 23.a
de la Constitución, en materia de bases y coordinación
general de la sanidad y de legislación básica sobre pro-
tección del medio ambiente. Se exceptúan de lo anterior
la disposición adicional quinta, que se dicta al amparo
del artículo 149.1.8.a, la disposición adicional sexta, que
se fundamenta en el artículo 149.1.14.a y los apartados 2
y 3 del artículo 4, las disposiciones adicionales segunda
y tercera y la disposición transitoria tercera que se dictan
de acuerdo con el artículo 149.1.13.a, 20.a, 21.a y 24.a

Disposición final segunda. Desarrollo reglamentario.

El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, dic-
tará las normas de desarrollo que requiera esta ley.

Disposición final tercera. Actualización de sanciones.

El Gobierno podrá, mediante real decreto, actualizar
el importe de las sanciones pecuniarias tipificadas en
el artículo 29.1, de acuerdo con la variación anual del
Indice de Precios al Consumo.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta ley.
Madrid, 17 de noviembre de 2003.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

20977 LEY 38/2003, de 17 de noviembre, General
de Subvenciones.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

Una parte importante de la actividad financiera del
sector público se canaliza a través de subvenciones, con

el objeto de dar respuesta, con medidas de apoyo finan-
ciero, a demandas sociales y económicas de personas
y entidades públicas o privadas.

Desde la perspectiva económica, las subvenciones son
una modalidad importante de gasto público y, por tanto,
deben ajustarse a las directrices de la política presupues-
taria. La política presupuestaria actual está orientada por
los criterios de estabilidad y crecimiento económico pac-
tados por los países de la Unión Europea, que, además,
en España han encontrado expresión normativa en las
leyes de estabilidad presupuestaria. Esta orientación de
la política presupuestaria ha seguido un proceso de con-
solidación de las cuentas públicas hasta la eliminación
del déficit público y se propone mantener, en lo sucesivo,
el equilibrio presupuestario.

Este proceso de consolidación presupuestaria no sólo
ha tenido unos efectos vigorizantes sobre nuestro cre-
cimiento, sino que, además, ha fortalecido nuestros fun-
damentos económicos.

La Ley de Estabilidad Presupuestaria vino a otorgar
seguridad jurídica y continuidad en la aplicación a los
principios inspiradores de la consolidación presupues-
taria, definiendo la envolvente de la actividad financiera
del sector público e introduciendo cambios en el pro-
cedimiento presupuestario que han mejorado sustancial-
mente tanto la transparencia en la elaboración, ejecución
y control del presupuesto como la asignación y gestión
de los recursos presupuestarios en un horizonte pluria-
nual orientado por los principios de eficacia, eficiencia
y calidad de las finanzas públicas.

La austeridad en el gasto corriente, la mejor selección
de las políticas públicas poniendo el énfasis en las prio-
ridades de gasto, así como el incremento del control
y de la evaluación, han reducido paulatinamente las nece-
sidades de financiación del sector público y han ampliado
las posibilidades financieras del sector privado, con efec-
tos dinamizadores sobre la actividad, el crecimiento y
desarrollo económico, y sobre la creación de empleo.

Definido el marco general del equilibrio presupues-
tario y, en particular, establecido un techo de gasto para
el Estado —que le impide gastar más y le impele a gastar
mejor—, es necesario descender a una esfera microe-
conómica para trasladar los principios rectores de la Ley
de Estabilidad Presupuestaria a los distintos componen-
tes del presupuesto.

La Ley General de Subvenciones tiene en cuenta esta
orientación y supone un paso más en el proceso de
perfeccionamiento y racionalización de nuestro sistema
económico, incardinándose en el conjunto de medidas
y reformas que se ha venido instrumentando desde que
se iniciara el proceso de apertura y liberalización de la
economía española.

En este sentido, cabe señalar que las reformas estruc-
turales de los sectores más oligopolizados, las políticas
para la estabilización macroeconómica y la moderniza-
ción del sector público español —incluida la privatización
parcial del sector público empresarial— han sido todas
ellas medidas garantes de la eliminación de mercados
cautivos, creando un entorno de libre, visible y sana com-
petencia, con los grandes beneficios que ésta genera
para todos los ciudadanos.

Uno de los principios que va a regir la nueva Ley
General de Subvenciones, que como ya se ha señalado
están inspirados en los de la Ley de Estabilidad Pre-
supuestaria, es el de la transparencia. Con este objeto,
las Administraciones deberán hacer públicas las subven-
ciones que concedan, y, a la vez, la ley establece la
obligación de formar una base de datos de ámbito nacio-
nal que contendrá información relevante sobre todas las
subvenciones concedidas.

Esta mayor transparencia, junto con la gran variedad
de instrumentos que se articulan en la ley, redunda de
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forma directa en un incremento de los niveles de eficiencia
y eficacia en la gestión del gasto público subvencional.
En este sentido, una mayor información acerca de las
subvenciones hará posible eliminar las distorsiones e inter-
ferencias que pudieran afectar al mercado, además de
facilitar la complementariedad y coherencia de las actua-
ciones de las distintas Administraciones públicas evitando
cualquier tipo de solapamiento.

En esta línea de mejora de la eficacia, la ley establece
igualmente la necesidad de elaborar un plan estratégico
de subvenciones, que introduzca una conexión entre los
objetivos y efectos que se pretenden conseguir, con los
costes previsibles y sus fuentes de financiación, con el
objeto de adecuar las necesidades públicas a cubrir a
través de las subvenciones con las previsiones de recur-
sos disponibles, con carácter previo a su nacimiento y
de forma plurianual.

Como elemento esencial de cierre de este proceso,
la ley establece un sistema de seguimiento a través del
control y evaluación de objetivos, que debe permitir que
aquellas líneas de subvenciones que no alcancen el nivel
de consecución de objetivos deseado o que resulte ade-
cuado al nivel de recursos invertidos puedan ser modi-
ficadas o sustituidas por otras más eficaces y eficientes,
o, en su caso, eliminadas.

Desde la perspectiva administrativa, las subvenciones
son una técnica de fomento de determinados compor-
tamientos considerados de interés general e incluso un
procedimiento de colaboración entre la Administración
pública y los particulares para la gestión de actividades
de interés público.

Existe una gran diversidad de subvenciones de dis-
tinta naturaleza, que se conceden mediante procedimien-
tos complejos, y, por lo tanto, deben ser objeto de un
seguimiento y control eficaces.

Los recursos económicos destinados a las subven-
ciones en España han ido creciendo paulatinamente en
los últimos años en los presupuestos de las distintas
Administraciones públicas. Además, gran parte de las
relaciones financieras entre España y la Unión Europea
se instrumentan mediante subvenciones financiadas,
total o parcialmente, con fondos comunitarios, que exi-
gen, por tanto, la necesaria coordinación. Por otra parte,
es igualmente necesario observar las directrices ema-
nadas de los órganos de la Unión Europea en materia
de ayudas públicas estatales y sus efectos en el mercado
y la competencia.

La mejora de la gestión y el seguimiento de las sub-
venciones, la corrección de las insuficiencias normativas
y el control de las conductas fraudulentas que se pueden
dar en este ámbito son esenciales para conseguir asig-
naciones eficaces y eficientes desde esta modalidad de
gasto y hacer compatible la creciente importancia de
las políticas de subvenciones con la actual orientación
de la política presupuestaria.

En la actualidad, esta materia, cuyo régimen jurídico
fue modificado ampliamente por la Ley 31/1990, de 27
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado
para 1991, y otras modificaciones posteriores, encuentra
su regulación en los artículos 81 y 82 del texto refundido
de la Ley General Presupuestaria, aprobado por el Real
Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre.
Con dichas modificaciones se trató de paliar, al menos
en parte, la dispersión y la existencia de lagunas en aspec-
tos muy relevantes que tradicionalmente han caracterizado
la legislación española sobre subvenciones.

A su vez, el Tribunal de Cuentas y un creciente sector
de la doctrina han venido propugnando la elaboración
de una ley general de subvenciones que resuelva defi-
nitivamente la situación de inseguridad jurídica y las lagu-
nas que todavía subsisten.

Por tanto, existe una clara conciencia de la necesidad
de dotar a este importante ámbito de actividad admi-

nistrativa de un régimen jurídico propio y específico que
permita superar las insuficiencias del que viene a sustituir
y contemple instrumentos y procedimientos que asegu-
ren una adecuada gestión y un eficaz control de las
subvenciones. En este sentido, la Ley General de Sub-
venciones se dirige a regular con carácter general los
elementos del régimen jurídico de las subvenciones y
contiene los aspectos nucleares, generales y fundamen-
tales de este sector del ordenamiento.

Por otra parte, la Ley General de Subvenciones es
un instrumento legislativo de regulación de una técnica
general de intervención administrativa que ha penetrado
de manera relevante en el ámbito de todas las Admi-
nistraciones públicas. El interés público demanda un tra-
tamiento homogéneo de la relación jurídica subvencional
en las diferentes Administraciones públicas.

La ordenación de un régimen jurídico común en la
relación subvencional constituye una finalidad nuclear
que se inspira directamente en el artículo 149.1.18.a de
la Constitución Española, a cuyo tenor el Estado tiene
la competencia exclusiva sobre las bases del régimen
jurídico de las Administraciones públicas y sobre el pro-
cedimiento administrativo común.

En virtud de la competencia de regulación de las
bases del régimen jurídico de las Administraciones públi-
cas, y dejando a salvo la competencia de autogobierno
que ostentan las comunidades autónomas, el Estado pue-
de establecer principios y reglas básicas sobre aspectos
organizativos y de funcionamiento de todas las Admi-
nistraciones públicas, determinando así los elementos
esenciales que garantizan un régimen jurídico unitario
aplicable a todas las Administraciones públicas (SSTC
núms. 32/1981, 227/1988 y 50/1999).

En materia de procedimiento administrativo común,
el Tribunal Constitucional no ha reducido el alcance de
esta materia competencial a la regulación del proce-
dimiento, sino que en este ámbito se han incluido los
principios y normas que prescriben la forma de elabo-
ración de los actos, los requisitos de validez y eficacia,
los modos de revisión y los medios de ejecución de los
actos administrativos, incluyendo las garantías generales
de los particulares en el seno del procedimiento (SSTC
núms. 227/1988 y 50/1999).

En materia sancionadora, el Tribunal Constitucional
ha señalado que las comunidades autónomas tienen
potestad sancionadora en las materias sustantivas sobre
las que ostentan competencias y, en su caso, pueden
regular las infracciones y sanciones ateniéndose a los
principios básicos del ordenamiento estatal, pero sin
introducir divergencias irrazonables o desproporciona-
das al fin perseguido respecto del régimen jurídico apli-
cable en otras partes del territorio, por exigencias deri-
vadas del artículo 149.1.1.a de la Constitución (SSTC
núms. 87/1985, 102/1985, 137/1986 y 48/1988).
Por ello ha declarado que pueden regularse con carácter
básico, de manera general, los tipos de ilícitos adminis-
trativos, los criterios para la calificación de su gravedad
y los límites máximos y mínimos de las correspondientes
sanciones, sin perjuicio de la legislación sancionadora que
puedan establecer las comunidades autónomas, que pue-
den modular tipos y sanciones en el marco de aquellas
normas básicas (STC núm. 227/1988).

De acuerdo con lo señalado, constituye legislación
básica la definición del ámbito de aplicación de la ley,
las disposiciones comunes que definen los elementos
subjetivos y objetivos de la relación jurídica subvencional,
el régimen de coordinación de la actuación de las dife-
rentes Administraciones públicas, determinadas normas
de gestión y justificación de las subvenciones, la invalidez
de la resolución de concesión, las causas y obligados
al reintegro de las subvenciones, el régimen material
de infracciones y las reglas básicas reguladoras de las
sanciones administrativas en el orden subvencional.
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II

Esta ley se estructura en un título preliminar y cuatro
títulos más, y contiene 69 artículos, 22 disposiciones
adicionales, dos disposiciones transitorias, una disposi-
ción derogatoria y tres disposiciones finales.

En el título preliminar se contienen las disposiciones
generales sobre la materia, estructurando, a su vez, su
contenido en dos capítulos. En el I se delimita el ámbito
objetivo y subjetivo de la ley y en el II se contienen
disposiciones comunes en las que se establecen los prin-
cipios inspiradores y los requisitos para el otorgamiento
de las subvenciones, la competencia para ello, obliga-
ciones de beneficiarios y entidades colaboradoras, así
como los requisitos para obtener tal condición, apro-
bación y contenido de las bases reguladoras de la sub-
vención, publicación e información de las subvenciones
concedidas, entre otros aspectos.

En el ámbito objetivo de aplicación de la ley se intro-
duce un elemento diferenciador que delimita el concepto
de subvención de otros análogos: la afectación de los
fondos públicos entregados al cumplimiento de un obje-
tivo, la ejecución de un proyecto específico, la realización
de una actividad o la adopción de un comportamiento
singular, ya realizados o por desarrollar. Si dicha afec-
tación existe, la entrega de fondos tendrá la conside-
ración de subvención y esta ley resultará de aplicación
a la misma.

Quedan fuera de dicho ámbito objetivo de aplicación
las prestaciones del sistema de la Seguridad Social y
prestaciones análogas, las cuales tienen un fundamento
constitucional propio y una legislación específica, no
homologable con la normativa reguladora de las sub-
venciones. Los beneficios fiscales y beneficios en la coti-
zación de la Seguridad Social, así como el crédito oficial,
quedan, igualmente, fuera del ámbito de aplicación de
la ley al no existir entrega de fondos públicos.

No obstante, cuando la Administración asuma la obli-
gación de satisfacer a la entidad prestamista todo o parte
de los intereses, tendrá la consideración de subvención
a los efectos de esta ley.

Los créditos concedidos por la Administración que
no tengan interés o con interés inferior al de mercado
se regirán por las disposiciones de la ley que resulten
adecuadas a su naturaleza, siempre que carezcan de
normativa específica.

Por último, la ley excluye de su ámbito objetivo los
premios que se otorguen sin la previa solicitud del bene-
ficiario, así como las subvenciones electorales y a par-
tidos políticos o grupos parlamentarios, por disponer
estas últimas de su propia regulación, sin perjuicio de
que se complete el régimen establecido por su propia
normativa reguladora.

También se determina expresamente el carácter
supletorio de la ley en relación con la concesión de sub-
venciones establecidas en normas de la Unión Europea
o en normas nacionales de desarrollo o transposición
de aquéllas, estableciéndose el régimen de responsa-
bilidad financiera derivada de la gestión de fondos pro-
cedentes de la Unión Europea.

Se ha considerado necesario introducir en esta ley
de forma expresa un conjunto de principios generales
que deben inspirar la actividad subvencional, incluyendo
un elemento de planificación, y procurando minimizar
los efectos distorsionadores del mercado que pudieran
derivarse del establecimiento de subvenciones. Asimis-
mo, y tomando como referencia la Ley de Contratos
de las Administraciones Públicas, se recogen los prin-
cipios que han de informar la gestión de subvenciones
(igualdad, publicidad, transparencia, objetividad, eficacia
y eficiencia), y los requisitos que deben necesariamente
cumplirse para proceder al otorgamiento de subvencio-

nes y para obtener la condición de beneficiario o entidad
colaboradora.

Se ha ampliado la relación de obligaciones de los
beneficiarios, incluyendo de forma expresa las de índole
contable y registral, con el objeto de garantizar la ade-
cuada realización de las actuaciones de comprobación
y control financiero.

Cuando en la gestión y distribución de los fondos
públicos participen entidades colaboradoras, se exige,
en todo caso, la formalización de un convenio de cola-
boración entre dicha entidad colaboradora y el órgano
concedente, en el que se regularán las condiciones y
obligaciones asumidas por aquélla. En la propia ley se
detalla el contenido mínimo que deben tener dichos con-
venios de colaboración.

Cuando la entidad colaboradora sea una entidad de
derecho privado, su selección deberá realizarse de acuer-
do con los principios de publicidad, concurrencia y obje-
tividad. No obstante lo anterior, si los términos en los
que se acuerde la colaboración se encontraran dentro
del objeto del contrato de asistencia técnica, o de cual-
quier otro de los regulados en el texto refundido de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16
de junio, será de aplicación plena esta norma, y no sólo
los principios anteriormente enunciados, tanto para la
selección de la entidad como para la determinación del
régimen jurídico y efectos de la colaboración.

En relación con las bases reguladoras de la concesión
de subvenciones, se amplía notablemente su contenido
mínimo, con el objeto de clarificar y completar adecua-
damente el régimen de cada subvención y facilitar las
posteriores actuaciones de comprobación y control.

III

El título I contiene las disposiciones reguladoras de
los procedimientos de concesión y gestión, estructuran-
do dicho contenido en cinco capítulos.

En el capítulo I se establece, como régimen general
de concesión, el de concurrencia competitiva, un régi-
men que debe permitir hacer efectivos los principios ins-
piradores del otorgamiento de subvenciones previstos
en la ley. La propuesta de concesión deberá formularse
con la participación de un órgano colegiado que tendrá
la composición que se determine en las bases regula-
doras.

En dicho capítulo se prevén también aquellos supues-
tos en que la subvención puede concederse de forma
directa.

En el capítulo II se regula el procedimiento de con-
cesión en régimen de concurrencia competitiva, dotando
al procedimiento de una gran flexibilidad. Se parte de
la configuración de un procedimiento de mínimos, com-
puesto por las actuaciones y trámites imprescindibles
al servicio de los principios de gestión anteriormente
enunciados, dejando abierta la posibilidad de que las
bases reguladoras establezcan aquellas fases adicionales
que resulten necesarias a la naturaleza, objeto o fines
de la subvención.

Con el fin de agilizar el procedimiento, se contempla
la posibilidad de sustituir la presentación de documen-
tación por una declaración responsable del solicitante,
siempre que así se prevea en la normativa reguladora.
La acreditación de los datos contenidos en dicha decla-
ración deberá requerirse antes de formular la propuesta
de resolución del procedimiento.

Se prevé la posibilidad de emplear certificados tele-
máticos o transmisiones de datos, de acuerdo con lo
establecido en la normativa reglamentaria que regule
la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y
telemáticas por la Administración General del Estado,
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conllevando la presentación de la solicitud de subven-
ción, la autorización al órgano gestor para recabar los
certificados a emitir por la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria y por la Tesorería General de la
Seguridad Social.

Con la misma finalidad, en la instrucción del proce-
dimiento se prevé la posibilidad de establecer una fase
de preevaluación de las solicitudes a efectos de verificar
determinadas condiciones o requisitos de carácter pura-
mente administrativo y ajustar la fase de evaluación, más
compleja, únicamente a aquellos solicitantes que hayan
cumplido dichos requisitos.

Se prevé la reformulación de las solicitudes presen-
tadas cuando el importe de la subvención que se propone
sea inferior al que figura en la solicitud y su objeto sea
financiar varias actividades a desarrollar por el solici-
tante. Este último deberá reformular la solicitud para
adecuarla a la nueva cuantía y se remitirá, con la con-
formidad del órgano instructor, al competente para
resolver.

En el capítulo III se regula el procedimiento de con-
cesión directa, aplicable únicamente en los supuestos
previstos en la ley, y caracterizado por la no exigencia
del cumplimiento de los principios de publicidad y con-
currencia. Cuando se trate de subvenciones en que se
acredite la dificultad de convocatoria pública o existan
razones excepcionales de interés público, social, eco-
nómico o humanitario que la desaconsejen, la compe-
tencia para aprobar las normas que regulan la concesión
directa se reserva al Gobierno, a propuesta del titular
del departamento interesado.

En el capítulo IV se regula la gestión y justificación
por el beneficiario y, en su caso, entidad colaboradora
de las subvenciones concedidas. Se prevé expresamente
la posibilidad del beneficiario de concertar con terceros
la ejecución parcial de la actividad subvencionada, siem-
pre que así se prevea en las bases reguladoras, con
un límite establecido en la propia ley, sin perjuicio de
que en las bases reguladoras se especifique otro distinto.

En materia de justificación se prevé el establecimiento
por vía reglamentaria de un sistema de validación y
estampillado de justificantes de gasto con el fin de evitar
comportamientos fraudulentos y mejorar la eficacia de
las actuaciones de comprobación y control.

En este capítulo se regulan igualmente los gastos
que pueden tener la consideración de subvencionables,
así como el límite cuantitativo a partir del cual no podrán
ser subvencionados: el valor de mercado de los mismos.
Esta última previsión se completa con la posibilidad que
la ley reconoce a la Administración de comprobar los
valores declarados por el beneficiario en la justificación
del empleo de los fondos.

Por último, se recoge de forma expresa la facultad
del órgano concedente de comprobar la realización de
la actividad y el cumplimiento del objeto de la subvención
por parte del beneficiario, así como la justificación por
éste presentada.

En el capítulo V, procedimiento de gestión presupues-
taria, se establece como regla general que el pago de
la subvención exigirá la previa justificación por parte del
beneficiario de la realización del objeto de la subvención,
perdiéndose el derecho al cobro total o parcial de la
subvención en caso contrario, así como cuando concurra
alguna de las causas de reintegro contempladas en la
ley. Tampoco podrá procederse al pago de la subvención
mientras el beneficiario sea deudor por resolución de
procedencia de reintegro o no esté al corriente en el
cumplimiento de sus obligaciones tributarias y con la
Seguridad Social.

Con el fin de facilitar la realización del objeto de la
subvención por parte de los beneficiarios, se contempla
la posibilidad de realizar pagos a cuenta y anticipados.

Igualmente, se prevé que la entidad concedente
pueda acordar, como medida cautelar, la retención de
cantidades pendientes de abonar, cuando se hubiese
iniciado procedimiento de reintegro respecto del bene-
ficiario o entidad colaboradora. La adopción de dicha
medida cautelar deberá someterse al régimen jurídico
previsto en la ley.

IV

El título II versa sobre el reintegro de subvenciones,
estructurando su contenido en dos capítulos.

En el capítulo I se establece el régimen general de
reintegros, regulándose en primer lugar los que derivan
de la nulidad del acuerdo de concesión, para recoger
a continuación las causas de reintegro.

De esta regulación cabe destacar la adecuación de
las causas de reintegro a las obligaciones de benefi-
ciarios y entidades colaboradoras.

El incumplimiento del resto de las obligaciones, así
como la resistencia, excusa o negativa a las actuaciones
de control, serán causa de reintegro cuando ello impo-
sibilite verificar el empleo dado a los fondos percibidos,
o el cumplimiento de la finalidad y de la realidad y
regularidad de las actividades subvencionadas, o la
concurrencia de subvenciones, ingresos o recursos
para la misma finalidad.

Se prevé la posibilidad de que el reintegro se refiera
únicamente a parte de la subvención concedida, siempre
que el cumplimiento por parte del beneficiario se aproxi-
me de forma significativa al cumplimiento total.

Este capítulo se completa con la regulación de la
prescripción del derecho de la Administración para exigir
el reintegro, concluyendo con la enumeración de los obli-
gados al reintegro y responsables: de la obligación de
reintegrar responden no sólo los beneficiarios y entida-
des colaboradoras, sino también los administradores de
las sociedades mercantiles, o aquellos que ostenten la
representación legal de otras personas jurídicas, los
socios y partícipes en el capital de entidades disueltas
y liquidadas y los herederos o legatarios en la forma
y en los términos previstos en la ley.

En el capítulo II se establecen las líneas básicas del
procedimiento de reintegro y la competencia para exi-
girlo, que será en todo caso de la entidad concedente.
En el supuesto de que la entidad concedente hubiera
finalizado ya el procedimiento de reintegro, las canti-
dades liquidadas deberán ser tenidas en cuenta en las
actuaciones que, en su caso, practique la Intervención
General de la Administración del Estado.

V

El título III se encuentra dedicado al control financiero
de subvenciones, introduciendo importantes novedades
para la consecución de un control eficaz y garante de
los derechos de beneficiarios y entidades colaboradoras.

En este título se establece la competencia para el
ejercicio del control, los deberes y facultades del personal
controlador, la obligación de colaboración de beneficia-
rios, entidades colaboradoras y terceros, las líneas bási-
cas del procedimiento de control financiero y los efectos
de los informes.

Se establece expresamente el deber de colaboración,
haciéndolo extensivo, en el ámbito del control financiero,
no sólo a beneficiarios y entidades colaboradoras, sino
también a terceros relacionados con el objeto de la sub-
vención o con su justificación, determinándose, a su vez,
cuáles son las facultades de la Intervención General de
la Administración del Estado.

En el ejercicio del control financiero, el personal con-
trolador tiene la consideración de agente de la autoridad,
debiendo recibir de las autoridades y de quienes en gene-
ral ejerzan funciones públicas la debida colaboración y
apoyo.



BOE núm. 276 Martes 18 noviembre 2003 40509

El procedimiento de control financiero, una vez ini-
ciado, se somete a un plazo específico con posibilidad
de ampliación en determinados supuestos.

Se prevé la documentación de las actuaciones de
control financiero en diligencias e informes, y se les otor-
ga naturaleza de documentos públicos, haciendo prueba
de los hechos que contengan, salvo que se acredite lo
contrario.

Se adecua la regulación de los procedimientos de
reintegro y su articulación con el control financiero
de perceptores de subvenciones, de forma que las posi-
bles discrepancias internas entre el órgano de control
y los gestores se resuelvan internamente y no se tras-
laden a los particulares, reduciéndose la carga de for-
mulación de alegaciones a un solo procedimiento.

VI

Otro de los objetivos que se persiguen con esta ley
es el de tipificar adecuadamente las infracciones admi-
nistrativas en materia de subvenciones, incluyendo una
graduación del ilícito administrativo por razón de la con-
ducta punible, y un régimen jurídico de sanciones acorde
con la naturaleza de la conducta infractora. A tal efecto,
el título IV contiene el nuevo régimen de infracciones
y sanciones en esta materia, estructurando su contenido
en dos capítulos.

En el capítulo I se tipifican las conductas de bene-
ficiarios, entidades colaboradoras y terceros relacionados
con el objeto de la subvención o su justificación, que son
constitutivas de infracción administrativa, clasificándolas
en leves, graves y muy graves. También se determina
quiénes son responsables de dichas conductas y se enu-
meran los supuestos de exención de responsabilidad.

En el capítulo II se establecen las clases de sanciones,
los criterios de graduación para la concreción de las
mismas, y aquellas que corresponde imponer a conduc-
tas tipificadas como infracciones, en función de si son
calificadas como leves, graves o muy graves. También
se establece el plazo de prescripción de infracciones
y sanciones y las causas de extinción de la responsa-
bilidad derivada de las infracciones.

También se determina en este capítulo la competen-
cia para imponer sanciones, recayendo en los titulares
de los ministerios concedentes.

Por último, se especifican en este capítulo, respecto
de las sanciones pecuniarias, determinados supuestos
de responsabilidad subsidiaria y solidaria que afectan
a los administradores de las sociedades mercantiles, o
aquellos que ostenten la representación legal de otras
personas jurídicas, y a los socios y partícipes en el capital
de entidades disueltas y liquidadas en la forma y en
los términos previstos en la ley.

Con la aplicación al articulado del texto de los criterios
enunciados en esta exposición de motivos, se trata de
conseguir una Ley General de Subvenciones que res-
ponda adecuadamente a las necesidades que la actividad
subvencional de las Administraciones públicas exige
actualmente en los distintos aspectos contemplados.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

CAPÍTULO I

Del ámbito de aplicación de la ley

Artículo 1. Objeto.

Esta ley tiene por objeto la regulación del régimen
jurídico general de las subvenciones otorgadas por las
Administraciones públicas.

Artículo 2. Concepto de subvención.

1. Se entiende por subvención, a los efectos de esta
ley, toda disposición dineraria realizada por cualesquiera
de los sujetos contemplados en el artículo 3 de esta
ley, a favor de personas públicas o privadas, y que cumpla
los siguientes requisitos:

a) Que la entrega se realice sin contraprestación
directa de los beneficiarios.

b) Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de
un determinado objetivo, la ejecución de un proyecto,
la realización de una actividad, la adopción de un com-
portamiento singular, ya realizados o por desarrollar, o
la concurrencia de una situación, debiendo el beneficiario
cumplir las obligaciones materiales y formales que se
hubieran establecido.

c) Que el proyecto, la acción, conducta o situación
financiada tenga por objeto el fomento de una actividad
de utilidad pública o interés social o de promoción de
una finalidad pública.

2. No están comprendidas en el ámbito de aplica-
ción de esta ley las aportaciones dinerarias entre dife-
rentes Administraciones públicas, así como entre la
Administración y los organismos y otros entes públicos
dependientes de éstas, destinadas a financiar globalmen-
te la actividad de cada ente en el ámbito propio de sus
competencias, resultando de aplicación lo dispuesto de
manera específica en su normativa reguladora.

3. Tampoco estarán comprendidas en el ámbito de
aplicación de esta ley las aportaciones dinerarias que
en concepto de cuotas, tanto ordinarias como extraor-
dinarias, realicen las entidades que integran la Admi-
nistración local a favor de las asociaciones a que se
refiere la disposición adicional quinta de la Ley 7/1985,
de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

4. No tienen carácter de subvenciones los siguien-
tes supuestos:

a) Las prestaciones contributivas y no contributivas
del Sistema de la Seguridad Social.

b) Las pensiones asistenciales por ancianidad a
favor de los españoles no residentes en España, en los
términos establecidos en su normativa reguladora.

c) También quedarán excluidas, en la medida en
que resulten asimilables al régimen de prestaciones no
contributivas del Sistema de Seguridad Social, las pres-
taciones asistenciales y los subsidios económicos a favor
de españoles no residentes en España, así como las pres-
taciones a favor de los afectados por el virus de inmu-
nodeficiencia humana y de los minusválidos.

d) Las prestaciones a favor de los afectados
por el síndrome tóxico y las ayudas sociales a las per-
sonas con hemofilia u otras coagulopatías congénitas
que hayan desarrollado la hepatitis C reguladas en la
Ley 14/2002, de 5 de junio.

e) Las prestaciones derivadas del sistema de clases
pasivas del Estado, pensiones de guerra y otras pen-
siones y prestaciones por razón de actos de terrorismo.

f) Las prestaciones reconocidas por el Fondo de
Garantía Salarial.

g) Los beneficios fiscales y beneficios en la coti-
zación a la Seguridad Social.

h) El crédito oficial, salvo en los supuestos en que
la Administración pública subvencione al prestatario la
totalidad o parte de los intereses u otras contrapres-
taciones de la operación de crédito.

Artículo 3. Ámbito de aplicación subjetivo.

Las subvenciones otorgadas por las Administraciones
públicas se ajustarán a las prescripciones de esta ley.

1. Se entiende por Administraciones públicas a los
efectos de esta ley:

a) La Administración General del Estado.
b) Las entidades que integran la Administración

local.
c) La Administración de las comunidades autónomas.
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2. Deberán asimismo ajustarse a esta ley las sub-
venciones otorgadas por los organismos y demás enti-
dades de derecho público con personalidad jurídica
propia vinculadas o dependientes de cualquiera de las
Administraciones públicas en la medida en que las
subvenciones que otorguen sean consecuencia del ejer-
cicio de potestades administrativas.

Serán de aplicación los principios de gestión con-
tenidos en esta ley y los de información a que se hace
referencia en el artículo 20 al resto de las entregas dine-
rarias sin contraprestación, que realicen los entes del
párrafo anterior que se rijan por derecho privado. En
todo caso, las aportaciones gratuitas habrán de tener
relación directa con el objeto de la actividad contenido
en la norma de creación o en sus estatutos.

3. Los preceptos de esta ley serán de aplicación
a la actividad subvencional de las Administraciones de
las comunidades autónomas, así como a los organismos
públicos y las restantes entidades de derecho público
con personalidad jurídica propia vinculadas o dependien-
tes de las mismas, de acuerdo con lo establecido en
la disposición final primera.

4. Será igualmente aplicable esta ley a las siguientes
subvenciones:

a) Las establecidas en materias cuya regulación ple-
na o básica corresponda al Estado y cuya gestión sea
competencia total o parcial de otras Administraciones
públicas.

b) Aquellas en cuya tramitación intervengan órga-
nos de la Administración General del Estado o de las
entidades de derecho público vinculadas o dependientes
de aquélla, conjuntamente con otras Administraciones,
en cuanto a las fases del procedimiento que corresponda
gestionar a dichos órganos.

Artículo 4. Exclusiones del ámbito de aplicación de la
ley.

Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta
ley:

a) Los premios que se otorguen sin la previa soli-
citud del beneficiario.

b) Las subvenciones previstas en la Ley Orgáni-
ca 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral Gene-
ral.

c) Las subvenciones reguladas en la Ley Orgáni-
ca 3/1987, de 2 de julio, de Financiación de los Partidos
Políticos.

d) Las subvenciones a los grupos parlamentarios de
las Cámaras de las Cortes Generales, en los términos
previstos en los Reglamentos del Congreso de los Dipu-
tados y del Senado, así como las subvenciones a los
grupos parlamentarios de las Asambleas autonómicas
y a los grupos políticos de las corporaciones locales,
según establezca su propia normativa.

Artículo 5. Régimen jurídico de las subvenciones.

1. Las subvenciones se regirán, en los términos esta-
blecidos en el artículo 3, por esta ley y sus disposiciones
de desarrollo, las restantes normas de derecho admi-
nistrativo, y, en su defecto, se aplicarán las normas de
derecho privado.

2. Las subvenciones que se otorguen por consor-
cios, mancomunidades u otras personificaciones públi-
cas creadas por varias Administraciones públicas u orga-
nismos o entes dependientes de ellas y las subvenciones
que deriven de convenios formalizados entre éstas se
regularán de acuerdo con lo establecido en el instru-
mento jurídico de creación o en el propio convenio que,
en todo caso, deberán ajustarse a las disposiciones con-
tenidas en esta ley.

Artículo 6. Régimen jurídico de las subvenciones finan-
ciadas con cargo a fondos de la Unión Europea.

1. Las subvenciones financiadas con cargo a fondos
de la Unión Europea se regirán por las normas comu-
nitarias aplicables en cada caso y por las normas nacio-
nales de desarrollo o transposición de aquéllas.

2. Los procedimientos de concesión y de control
de las subvenciones regulados en esta ley tendrán carác-
ter supletorio respecto de las normas de aplicación direc-
ta a las subvenciones financiadas con cargo a fondos
de la Unión Europea.

Artículo 7. Responsabilidad financiera derivada de la
gestión de fondos procedentes de la Unión Europea.

1. Las Administraciones públicas o sus órganos o
entidades gestoras que, de acuerdo con sus respectivas
competencias, realicen actuaciones de gestión y control
de las ayudas financiadas por cuenta del Fondo Europeo
de Orientación y Garantía Agraria (secciones Orientación
y Garantía), Fondo Europeo de Desarrollo Regional,
Fondo Social Europeo, Instrumento Financiero de Orien-
tación Pesquera y Fondo de Cohesión, así como de cua-
lesquiera otros fondos comunitarios, asumirán las
responsabilidades que se deriven de dichas actuaciones,
incluidas las que sobrevengan por decisiones de los órga-
nos de la Unión Europea, y especialmente en lo relativo
al proceso de liquidación de cuentas y a la aplicación
de la disciplina presupuestaria por parte de la Comisión
Europea.

2. Los órganos competentes de la Administración
General del Estado para proponer o coordinar los pagos
de las ayudas de cada fondo o instrumento, previa
audiencia de las entidades afectadas mencionadas en
el apartado anterior, resolverán acerca de la determi-
nación de las referidas responsabilidades financieras. De
dichas resoluciones se dará traslado al Ministerio de
Hacienda para que se efectúen las liquidaciones, deduc-
ciones o compensaciones financieras pertinentes a apli-
car a las entidades afectadas.

3. Las compensaciones financieras que deban rea-
lizarse como consecuencia de las actuaciones señaladas
en el apartado anterior se llevarán a cabo por la Dirección
General del Tesoro y Política Financiera, mediante la
deducción de sus importes en los futuros libramientos
que se realicen por cuenta de los citados fondos e ins-
trumentos financieros de la Unión Europea, de acuerdo
con la respectiva naturaleza de cada uno de ellos y con
los procedimientos que se establezcan mediante orden
conjunta de los Ministerios de Economía y de Hacienda,
previo informe de los departamentos competentes.

CAPÍTULO II

Disposiciones comunes a las subvenciones públicas

Artículo 8. Principios generales.

1. Los órganos de las Administraciones públicas o
cualesquiera entes que propongan el establecimiento de
subvenciones, con carácter previo, deberán concretar
en un plan estratégico de subvenciones los objetivos
y efectos que se pretenden con su aplicación, el plazo
necesario para su consecución, los costes previsibles
y sus fuentes de financiación, supeditándose en todo
caso al cumplimiento de los objetivos de estabilidad
presupuestaria.

2. Cuando los objetivos que se pretenden conseguir
afecten al mercado, su orientación debe dirigirse a corre-
gir fallos claramente identificados y sus efectos deben
ser mínimamente distorsionadores.
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3. La gestión de las subvenciones a que se refiere
esta ley se realizará de acuerdo con los siguientes prin-
cipios:

a) Publicidad, transparencia, concurrencia, objetivi-
dad, igualdad y no discriminación.

b) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fija-
dos por la Administración otorgante.

c) Eficiencia en la asignación y utilización de los
recursos públicos.

Artículo 9. Requisitos para el otorgamiento de las sub-
venciones.

1. En aquellos casos en los que, de acuerdo con
los artículos 87 a 89 del Tratado Constitutivo de la Unión
Europea, deban comunicarse los proyectos para el esta-
blecimiento, la concesión o la modificación de una sub-
vención, las Administraciones públicas o cualesquiera
entes deberán comunicar a la Comisión de la Unión
Europea los oportunos proyectos de acuerdo con el ar-
tículo 10 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y en los términos
que se establezcan reglamentariamente, al objeto que
se declare la compatibilidad de las mismas. En estos
casos, no se podrá hacer efectiva una subvención en
tanto no sea considerada compatible con el mercado
común.

2. Con carácter previo al otorgamiento de las sub-
venciones, deberán aprobarse las normas que establez-
can las bases reguladoras de concesión en los términos
establecidos en esta ley.

3. Las bases reguladoras de cada tipo de subven-
ción se publicarán en el «Boletín Oficial del Estado» o
en el diario oficial correspondiente.

4. Adicionalmente, el otorgamiento de una subven-
ción debe cumplir los siguientes requisitos:

a) La competencia del órgano administrativo con-
cedente.

b) La existencia de crédito adecuado y suficiente
para atender las obligaciones de contenido económico
que se derivan de la concesión de la subvención.

c) La tramitación del procedimiento de concesión
de acuerdo con las normas que resulten de aplicación.

d) La fiscalización previa de los actos administra-
tivos de contenido económico, en los términos previstos
en las leyes.

e) La aprobación del gasto por el órgano compe-
tente para ello.

Artículo 10. Órganos competentes para la concesión
de subvenciones.

1. Los ministros y los secretarios de Estado en la
Administración General del Estado y los presidentes o
directores de los organismos públicos y demás entidades
que tengan que ajustar su actividad al derecho público
son los órganos competentes para conceder subvencio-
nes, en sus respectivos ámbitos, previa consignación pre-
supuestaria para este fin.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior,
para autorizar la concesión de subvenciones de cuantía
superior a 12 millones de euros será necesario acuerdo
del Consejo de Ministros o, en el caso de que así lo
establezca la normativa reguladora de la subvención, de
la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Eco-
nómicos.

La autorización a que se refiere el párrafo anterior
no implicará la aprobación del gasto, que, en todo caso,
corresponderá al órgano competente para la concesión
de la subvención.

3. Las facultades para conceder subvenciones, a
que se refiere este artículo, podrán ser objeto de des-
concentración mediante real decreto acordado en Con-
sejo de Ministros.

4. La competencia para conceder subvenciones en
las corporaciones locales corresponde a los órganos que
tengan atribuidas tales funciones en la legislación de
régimen local.

Artículo 11. Beneficiarios.

1. Tendrá la consideración de beneficiario de sub-
venciones la persona que haya de realizar la actividad
que fundamentó su otorgamiento o que se encuentre
en la situación que legitima su concesión.

2. Cuando el beneficiario sea una persona jurídica,
y siempre que así se prevea en las bases reguladoras,
los miembros asociados del beneficiario que se
comprometan a efectuar la totalidad o parte de las acti-
vidades que fundamentan la concesión de la subvención
en nombre y por cuenta del primero tendrán igualmente
la consideración de beneficiarios.

3. Cuando se prevea expresamente en las bases regu-
ladoras, podrán acceder a la condición de beneficiario las
agrupaciones de personas físicas o jurídicas, públicas o
privadas, las comunidades de bienes o cualquier otro tipo
de unidad económica o patrimonio separado que, aun
careciendo de personalidad jurídica, puedan llevar a cabo
los proyectos, actividades o comportamientos o se encuen-
tren en la situación que motiva la concesión de la sub-
vención.

Cuando se trate de agrupaciones de personas físicas
o jurídicas, públicas o privadas sin personalidad, deberán
hacerse constar expresamente, tanto en la solicitud
como en la resolución de concesión, los compromisos
de ejecución asumidos por cada miembro de la agru-
pación, así como el importe de subvención a aplicar por
cada uno de ellos, que tendrán igualmente la conside-
ración de beneficiarios. En cualquier caso, deberá
nombrarse un representante o apoderado único de la
agrupación, con poderes bastantes para cumplir las obli-
gaciones que, como beneficiario, corresponden a la
agrupación. No podrá disolverse la agrupación hasta que
haya transcurrido el plazo de prescripción previsto en
los artículos 39 y 65 de esta ley.

Artículo 12. Entidades colaboradoras.

1. Será entidad colaboradora aquella que, actuando
en nombre y por cuenta del órgano concedente a todos
los efectos relacionados con la subvención, entregue y
distribuya los fondos públicos a los beneficiarios cuando
así se establezca en las bases reguladoras, o colabore
en la gestión de la subvención sin que se produzca la
previa entrega y distribución de los fondos recibidos.
Estos fondos, en ningún caso, se considerarán integran-
tes de su patrimonio.

Igualmente tendrán esta condición los que habiendo
sido denominados beneficiarios conforme a la normativa
comunitaria tengan encomendadas, exclusivamente, las
funciones enumeradas en el párrafo anterior.

2. Podrán ser consideradas entidades colaborado-
ras los organismos y demás entes públicos, las socie-
dades mercantiles participadas íntegra o mayoritaria-
mente por las Administraciones públicas, organismos o
entes de derecho público y las asociaciones a que se
refiere la disposición adicional quinta de la Ley 7/1985,
de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen
Local, así como las demás personas jurídicas públicas
o privadas que reúnan las condiciones de solvencia y
eficacia que se establezcan.

3. Las comunidades autónomas y las corporaciones
locales podrán actuar como entidades colaboradoras de
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las subvenciones concedidas por la Administración
General del Estado, sus organismos públicos y demás
entes que tengan que ajustar su actividad al derecho
público. De igual forma, y en los mismos términos, la
Administración General del Estado y sus organismos
públicos podrán actuar como entidades colaboradoras
respecto de las subvenciones concedidas por las comu-
nidades autónomas y corporaciones locales.

Artículo 13. Requisitos para obtener la condición de
beneficiario o entidad colaboradora.

1. Podrán obtener la condición de beneficiario o
entidad colaboradora las personas o entidades que se
encuentren en la situación que fundamenta la concesión
de la subvención o en las que concurran las circuns-
tancias previstas en las bases reguladoras y en la con-
vocatoria.

2. No podrán obtener la condición de beneficiario
o entidad colaboradora de las subvenciones reguladas
en esta ley las personas o entidades en quienes concurra
alguna de las circunstancias siguientes, salvo que por
la naturaleza de la subvención se exceptúe por su nor-
mativa reguladora:

a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme
a la pena de pérdida de la posibilidad de obtener sub-
venciones o ayudas públicas.

b) Haber solicitado la declaración de concurso,
haber sido declarados insolventes en cualquier proce-
dimiento, hallarse declarados en concurso, estar sujetos
a intervención judicial o haber sido inhabilitados con-
forme a la Ley Concursal sin que haya concluido el perío-
do de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación
del concurso.

c) Haber dado lugar, por causa de la que hubiesen
sido declarados culpables, a la resolución firme de cual-
quier contrato celebrado con la Administración.

d) Estar incursa la persona física, los administrado-
res de las sociedades mercantiles o aquellos que osten-
ten la representación legal de otras personas jurídicas,
en alguno de los supuestos de la Ley 12/1995, de 11
de mayo, de Incompatibilidades de los Miembros del
Gobierno de la Nación y de los Altos Cargos de la Admi-
nistración General del Estado, de la Ley 53/1984, de 26
de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Ser-
vicio de las Administraciones Públicas, o tratarse de cual-
quiera de los cargos electivos regulados en la Ley Orgá-
nica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral
General, en los términos establecidos en la misma o
en la normativa autonómica que regule estas materias.

e) No hallarse al corriente en el cumplimiento de
las obligaciones tributarias o frente a la Seguridad Social
impuestas por las disposiciones vigentes, en la forma
que se determine reglamentariamente.

f) Tener la residencia fiscal en un país o territorio
calificado reglamentariamente como paraíso fiscal.

g) No hallarse al corriente de pago de obligaciones
por reintegro de subvenciones en los términos que regla-
mentariamente se determinen.

h) Haber sido sancionado mediante resolución firme
con la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones
según esta ley o la Ley General Tributaria.

No podrán acceder a la condición de beneficiarios
las agrupaciones previstas en el segundo párrafo del
apartado 3 del artículo 11 de esta ley cuando concurra
alguna de las prohibiciones anteriores en cualquiera de
sus miembros.

3. En ningún caso podrán obtener la condición de
beneficiario o entidad colaboradora de las subvenciones
reguladas en esta ley las asociaciones incursas en las
causas de prohibición previstas en los apartados 5 y 6

del artículo 4 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de
marzo, reguladora del Derecho de Asociación.

Tampoco podrán obtener la condición de beneficiario
o entidad colaboradora las asociaciones respecto de las
que se hubiera suspendido el procedimiento adminis-
trativo de inscripción por encontrarse indicios racionales
de ilicitud penal, en aplicación de lo dispuesto en el
artículo 30.4 de la Ley Orgánica 1/2002, en tanto no
recaiga resolución judicial firme en cuya virtud pueda
practicarse la inscripción en el correspondiente registro.

4. Las prohibiciones contenidas en los párrafos b),
d), e), f) y g) del apartado 2 y en el apartado 3 de este
artículo se apreciarán de forma automática y subsistirán
mientras concurran las circunstancias que, en cada caso,
las determinen.

5. Las prohibiciones contenidas en los párrafos a)
y h) del apartado 2 de este artículo se apreciarán de
forma automática. El alcance de la prohibición será el
que determine la sentencia o resolución firme. En su
defecto, el alcance se fijará de acuerdo con el proce-
dimiento determinado reglamentariamente, sin que pue-
da exceder de cinco años en caso de que la prohibición
no derive de sentencia firme.

6. La apreciación y alcance de la prohibición con-
tenida en el párrafo c) del apartado 2 de este artículo
se determinará de acuerdo con lo establecido en el ar-
tículo 21, en relación con el artículo 20.c) del texto refun-
dido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo
2/2002, de 16 de junio.

7. La justificación por parte de las personas o enti-
dades de no estar incursos en las prohibiciones para
obtener la condición de beneficiario o entidad colabo-
radora, señaladas en los apartados 2 y 3 de este artículo,
podrá realizarse mediante testimonio judicial, certifica-
dos telemáticos o transmisiones de datos, de acuerdo
con lo establecido en la normativa reglamentaria que
regule la utilización de técnicas electrónicas, informá-
ticas y telemáticas por la Administración General del
Estado o de las comunidades autónomas, o certificación
administrativa, según los casos, y cuando dicho documen-
to no pueda ser expedido por la autoridad competente,
podrá ser sustituido por una declaración responsable otor-
gada ante una autoridad administrativa o notario público.

Artículo 14. Obligaciones de los beneficiarios.

1. Son obligaciones del beneficiario:

a) Cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, realizar
la actividad o adoptar el comportamiento que funda-
menta la concesión de las subvenciones.

b) Justificar ante el órgano concedente o la entidad
colaboradora, en su caso, el cumplimiento de los requi-
sitos y condiciones, así como la realización de la actividad
y el cumplimiento de la finalidad que determinen la con-
cesión o disfrute de la subvención.

c) Someterse a las actuaciones de comprobación,
a efectuar por el órgano concedente o la entidad cola-
boradora, en su caso, así como cualesquiera otras de
comprobación y control financiero que puedan realizar
los órganos de control competentes, tanto nacionales
como comunitarios, aportando cuanta información le sea
requerida en el ejercicio de las actuaciones anteriores.

d) Comunicar al órgano concedente o la entidad
colaboradora la obtención de otras subvenciones, ayu-
das, ingresos o recursos que financien las actividades
subvencionadas.

Esta comunicación deberá efectuarse tan pronto
como se conozca y, en todo caso, con anterioridad a
la justificación de la aplicación dada a los fondos per-
cibidos.
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e) Acreditar con anterioridad a dictarse la propuesta
de resolución de concesión que se halla al corriente en
el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente
a la Seguridad Social, en la forma que se determine
reglamentariamente, y sin perjuicio de lo establecido en
la disposición adicional decimoctava de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

f) Disponer de los libros contables, registros diligen-
ciados y demás documentos debidamente auditados en
los términos exigidos por la legislación mercantil y sec-
torial aplicable al beneficiario en cada caso, así como
cuantos estados contables y registros específicos sean
exigidos por las bases reguladoras de las subvenciones,
con la finalidad de garantizar el adecuado ejercicio de
las facultades de comprobación y control.

g) Conservar los documentos justificativos de la apli-
cación de los fondos recibidos, incluidos los documentos
electrónicos, en tanto puedan ser objeto de las actua-
ciones de comprobación y control.

h) Adoptar las medidas de difusión contenidas en
el apartado 4 del artículo 18 de esta ley.

i) Proceder al reintegro de los fondos percibidos en
los supuestos contemplados en el artículo 37 de esta ley.

2. La rendición de cuentas de los perceptores de sub-
venciones, a que se refiere el artículo 34.3 de la Ley
7/1988, de 5 de abril, de funcionamiento del Tribunal
de Cuentas, se instrumentará a través del cumplimiento
de la obligación de justificación al órgano concedente o
entidad colaboradora, en su caso, de la subvención, regu-
lada en el párrafo b) del apartado 1 de este artículo.

Artículo 15. Obligaciones de las entidades colabora-
doras.

1. Son obligaciones de la entidad colaboradora:

a) Entregar a los beneficiarios los fondos recibidos
de acuerdo con los criterios establecidos en las bases
reguladoras de la subvención y en el convenio suscrito
con la entidad concedente.

b) Comprobar, en su caso, el cumplimiento y efec-
tividad de las condiciones o requisitos determinantes
para su otorgamiento, así como la realización de la acti-
vidad y el cumplimiento de la finalidad que determinen
la concesión o disfrute de la subvención.

c) Justificar la entrega de los fondos percibidos ante
el órgano concedente de la subvención y, en su caso,
entregar la justificación presentada por los beneficiarios.

d) Someterse a las actuaciones de comprobación
que respecto de la gestión de dichos fondos pueda efec-
tuar el órgano concedente, así como cualesquiera otras
de comprobación y control financiero que puedan rea-
lizar los órganos de control competentes, tanto nacio-
nales como comunitarios, aportando cuanta información
le sea requerida en el ejercicio de las actuaciones ante-
riores.

2. Cuando la Administración General del Estado, sus
organismos públicos o las comunidades autónomas
actúen como entidades colaboradoras, las actuaciones
de comprobación y control a que se hace referencia
en el párrafo d) del apartado anterior se llevarán a cabo
por los correspondientes órganos dependientes de las
mismas, sin perjuicio de las competencias de los órganos
de control comunitarios y de las del Tribunal de Cuentas.

Artículo 16. Convenio de colaboración.

1. Se formalizará un convenio de colaboración entre
el órgano administrativo concedente y la entidad cola-

boradora en el que se regularán las condiciones y obli-
gaciones asumidas por ésta.

2. El convenio de colaboración no podrá tener un
plazo de vigencia superior a cuatro años, si bien podrá
preverse en el mismo su modificación y su prórroga por
mutuo acuerdo de las partes antes de la finalización
de aquél, sin que la duración total de las prórrogas pueda
ser superior a la vigencia del período inicial y sin que
en conjunto la duración total del convenio de colabo-
ración pueda exceder de seis años.

No obstante, cuando la subvención tenga por objeto
la subsidiación de préstamos, la vigencia del convenio
podrá prolongarse hasta la total cancelación de los prés-
tamos.

3. El convenio de colaboración deberá contener,
como mínimo, los siguientes extremos:

a) Definición del objeto de la colaboración y de la
entidad colaboradora.

b) Identificación de la normativa reguladora especial
de las subvenciones que van a ser gestionadas por la
entidad colaboradora.

c) Plazo de duración del convenio de colaboración.
d) Medidas de garantía que sea preciso constituir

a favor del órgano administrativo concedente, medios
de constitución y procedimiento de cancelación.

e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la
entidad colaboradora en las diferentes fases del proce-
dimiento de gestión de las subvenciones.

f) En caso de colaboración en la distribución de los
fondos públicos, determinación del período de entrega
de los fondos a la entidad colaboradora y de las con-
diciones de depósito de los fondos recibidos hasta su
entrega posterior a los beneficiarios.

g) En caso de colaboración en la distribución de
los fondos públicos, condiciones de entrega a los bene-
ficiarios de las subvenciones concedidas por el órgano
administrativo concedente.

h) Forma de justificación por parte de los benefi-
ciarios del cumplimiento de las condiciones para el otor-
gamiento de las subvenciones y requisitos para la veri-
ficación de la misma.

i) Plazo y forma de la presentación de la justificación
de las subvenciones aportada por los beneficiarios y,
en caso de colaboración en la distribución de los fondos
públicos, de acreditación por parte de la entidad cola-
boradora de la entrega de los fondos a los beneficiarios.

j) Determinación de los libros y registros contables
específicos que debe llevar la entidad colaboradora para
facilitar la adecuada justificación de la subvención y la
comprobación del cumplimiento de las condiciones esta-
blecidas.

k) Obligación de reintegro de los fondos en el
supuesto de incumplimiento de los requisitos y obliga-
ciones establecidas para la concesión de la subvención
y, en todo caso, en los supuestos regulados en el artícu-
lo 37 de esta ley.

l) Obligación de la entidad colaboradora de some-
terse a las actuaciones de comprobación y control pre-
vistas en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15
de esta ley.

m) Compensación económica que en su caso se
fije a favor de la entidad colaboradora.

4. Cuando las comunidades autónomas o las cor-
poraciones locales actúen como entidades colaborado-
ras, la Administración General del Estado o los orga-
nismos públicos vinculados o dependientes de la misma
suscribirán con aquéllas los correspondientes convenios
en los que se determinen los requisitos para la distri-
bución y entrega de los fondos, los criterios de justi-
ficación y de rendición de cuentas.

De igual forma, y en los mismos términos, se pro-
cederá cuando la Administración General del Estado o
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los organismos públicos vinculados o dependientes de
la misma actúen como entidades colaboradoras respecto
de las subvenciones concedidas por las comunidades
autónomas o las corporaciones locales.

5. Cuando las entidades colaboradoras sean perso-
nas sujetas a derecho privado, se seleccionarán previa-
mente mediante un procedimiento sometido a los prin-
cipios de publicidad, concurrencia, igualdad y no dis-
criminación y la colaboración se formalizará mediante
convenio, salvo que por objeto de la colaboración resulte
de aplicación plena el texto refundido de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas, aprobado por
el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.

El contrato, que incluirá necesariamente el contenido
mínimo previsto en el apartado 3 de este artículo, así
como el que resulte preceptivo de acuerdo con la nor-
mativa reguladora de los contratos administrativos, debe-
rá hacer mención expresa al sometimiento del contratista
al resto de las obligaciones impuestas a las entidades
colaboradoras por esta ley.

Artículo 17. Bases reguladoras de la concesión de las
subvenciones.

1. En el ámbito de la Administración General del
Estado, así como de los organismos públicos y restantes
entidades de derecho público con personalidad jurídica
propia vinculadas o dependientes de aquélla, los minis-
tros correspondientes establecerán las oportunas bases
reguladoras de la concesión.

Las citadas bases se aprobarán por orden ministerial,
de acuerdo con el procedimiento previsto en el artícu-
lo 24 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del
Gobierno, y previo informe de los servicios jurídicos y
de la Intervención Delegada correspondiente, y serán
objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

No será necesaria la promulgación de orden minis-
terial cuando las normas sectoriales específicas de cada
subvención incluyan las citadas bases reguladoras con
el alcance previsto en el apartado 3 de este artículo.

2. Las bases reguladoras de las subvenciones de
las corporaciones locales se deberán aprobar en el marco
de las bases de ejecución del presupuesto, a través de
una ordenanza general de subvenciones o mediante una
ordenanza específica para las distintas modalidades de
subvenciones.

3. La norma reguladora de las bases de concesión
de las subvenciones concretará, como mínimo, los
siguientes extremos:

a) Definición del objeto de la subvención.
b) Requisitos que deberán reunir los beneficiarios

para la obtención de la subvención, y, en su caso, los
miembros de las entidades contempladas en el apar-
tado 2 y segundo párrafo del apartado 3 del artícu-
lo 11 de esta ley, y forma y plazo en que deben pre-
sentarse las solicitudes.

c) Condiciones de solvencia y eficacia que hayan
de reunir las personas jurídicas a las que se refiere el
apartado 2 del artículo 12 de esta ley.

d) Procedimiento de concesión de la subvención.
e) Criterios objetivos de otorgamiento de la subven-

ción y, en su caso, ponderación de los mismos.
f) Cuantía individualizada de la subvención o crite-

rios para su determinación.
g) Órganos competentes para la ordenación, ins-

trucción y resolución del procedimiento de concesión
de la subvención y el plazo en que será notificada la
resolución.

h) Determinación, en su caso, de los libros y regis-
tros contables específicos para garantizar la adecuada
justificación de la subvención.

i) Plazo y forma de justificación por parte del bene-
ficiario o de la entidad colaboradora, en su caso, del
cumplimiento de la finalidad para la que se concedió
la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos.

j) Medidas de garantía que, en su caso, se considere
preciso constituir a favor del órgano concedente, medios
de constitución y procedimiento de cancelación.

k) Posibilidad de efectuar pagos anticipados y abo-
nos a cuenta, así como el régimen de garantías que,
en su caso, deberán aportar los beneficiarios.

l) Circunstancias que, como consecuencia de la alte-
ración de las condiciones tenidas en cuenta para la con-
cesión de la subvención, podrán dar lugar a la modi-
ficación de la resolución.

m) Compatibilidad o incompatibilidad con otras sub-
venciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma
finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones
o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión
Europea o de organismos internacionales.

n) Criterios de graduación de los posibles incum-
plimientos de condiciones impuestas con motivo de la
concesión de las subvenciones. Estos criterios resultarán
de aplicación para determinar la cantidad que finalmente
haya de percibir el beneficiario o, en su caso, el importe
a reintegrar, y deberán responder al principio de pro-
porcionalidad.

Artículo 18. Publicidad de las subvenciones concedi-
das.

1. Los órganos administrativos concedentes publi-
carán en el diario oficial correspondiente, y en los
términos que se fijen reglamentariamente, las subven-
ciones concedidas con expresión de la convocatoria, el
programa y crédito presupuestario al que se imputen,
beneficiario, cantidad concedida y finalidad o finalidades
de la subvención.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado
anterior, la publicidad de las subvenciones concedidas
por entidades locales de menos de 50.000 habitantes
podrá realizarse en el tablón de anuncios. Además, cuan-
do se trate de entidades locales de más de 5.000 habi-
tantes, en el diario oficial correspondiente se publicará
un extracto de la resolución por la que se ordena la
publicación, indicando los lugares donde se encuentra
expuesto su contenido íntegro.

3. No será necesaria la publicación en el diario ofi-
cial de la Administración competente la concesión de
las subvenciones en los siguientes supuestos:

a) Cuando las subvenciones públicas tengan asig-
nación nominativa en los presupuestos de las Adminis-
traciones, organismos y demás entidades públicas a que
se hace referencia en el artículo 3 de esta ley.

b) Cuando su otorgamiento y cuantía, a favor de
beneficiario concreto, resulten impuestos en virtud de
norma de rango legal.

c) Cuando los importes de las subvenciones con-
cedidas, individualmente consideradas, sean de cuantía
inferior a 3.000 euros. En este supuesto, las bases regu-
ladoras deberán prever la utilización de otros procedi-
mientos que, de acuerdo con sus especiales caracte-
rísticas, cuantía y número, aseguren la publicidad de los
beneficiarios de las mismas.

d) Cuando la publicación de los datos del benefi-
ciario en razón del objeto de la subvención pueda ser
contraria al respeto y salvaguarda del honor, la intimidad
personal y familiar de las personas físicas en virtud de
lo establecido en la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo,
de protección civil del derecho al honor, a la intimidad
personal y familiar y a la propia imagen, y haya sido
previsto en su normativa reguladora.
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4. Los beneficiarios deberán dar la adecuada publi-
cidad del carácter público de la financiación de progra-
mas, actividades, inversiones o actuaciones de cualquier
tipo que sean objeto de subvención, en los términos
reglamentariamente establecidos.

Artículo 19. Financiación de las actividades subvencio-
nadas.

1. La normativa reguladora de la subvención podrá
exigir un importe de financiación propia para cubrir la
actividad subvencionada. La aportación de fondos pro-
pios al proyecto o acción subvencionada habrá de ser
acreditada en los términos previstos en el artículo 30
de esta ley.

2. La normativa reguladora de la subvención deter-
minará el régimen de compatibilidad o incompatibilidad
para la percepción de otras subvenciones, ayudas, ingre-
sos o recursos para la misma finalidad, procedentes de
cualesquiera Administraciones o entes públicos o pri-
vados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos
internacionales, sin perjuicio de lo dispuesto en el apar-
tado siguiente.

3. El importe de las subvenciones en ningún caso
podrá ser de tal cuantía que, aisladamente o en con-
currencia con otras subvenciones, ayudas, ingresos o
recursos, supere el coste de la actividad subvencionada.

4. Toda alteración de las condiciones tenidas en
cuenta para la concesión de la subvención, y en todo
caso la obtención concurrente de otras aportaciones fue-
ra de los casos permitidos en las normas reguladoras,
podrá dar lugar a la modificación de la resolución de
concesión, en los términos establecidos en la normativa
reguladora de la subvención.

5. Los rendimientos financieros que se generen por
los fondos librados a los beneficiarios incrementarán el
importe de la subvención concedida y se aplicarán igual-
mente a la actividad subvencionada, salvo que, por razo-
nes debidamente motivadas, se disponga lo contrario
en las bases reguladoras de la subvención.

Este apartado no será de aplicación en los supuestos
en que el beneficiario sea una Administración pública.

Artículo 20. Información sobre la gestión de subven-
ciones.

1. Los sujetos contemplados en el artículo 3 de esta
ley deberán facilitar a la Intervención General de la Admi-
nistración del Estado, a efectos meramente estadísticos
e informativos y en aplicación del artículo 4.1.c) de la
Ley 30/1992, información sobre las subvenciones por
ellos gestionadas, en los términos previstos reglamen-
tariamente, al objeto de formar una base de datos nacio-
nal, para dar cumplimiento a la exigencia de la Unión
Europea, mejorar la eficacia, controlar la acumulación
y concurrencia de subvenciones y facilitar la planifica-
ción, seguimiento y actuaciones de control.

2. La referida base de datos contendrá, al menos,
referencia a las bases reguladoras de la subvención, con-
vocatorias, identificación de los beneficiarios con la sub-
vención otorgada y efectivamente percibida, resoluciones
de reintegro y sanciones impuestas. Igualmente contendrá
la identificación de las personas incursas en alguna de
las prohibiciones contempladas en el artículo 13 de esta
ley.

3. La cesión de datos de carácter personal que, en
virtud de los apartados precedentes, debe efectuarse
a la Intervención General de la Administración del Estado
no requerirá el consentimiento del afectado.

4. La información incluida en la base de datos nacio-
nal tendrá carácter reservado, sin que pueda ser cedida
o comunicada a terceros, salvo que la cesión tenga por
objeto:

a) La colaboración con cualquier Administración
pública para la lucha contra el fraude en la obtención
o percepción de ayudas o subvenciones a cargo de fon-
dos públicos o de la Unión Europea.

b) La investigación o persecución de delitos públi-
cos por los órganos jurisdiccionales o el Ministerio Públi-
co.

c) La colaboración con las Administraciones tribu-
taria y de la Seguridad Social en el ámbito de sus com-
petencias.

d) La colaboración con las comisiones parlamenta-
rias de investigación en el marco legalmente establecido.

e) La colaboración con el Tribunal de Cuentas u
órganos de fiscalización externa de las comunidades
autónomas en el ejercicio de sus funciones.

f) La colaboración con la Comisión de Vigilancia de
Actividades de Financiación del Terrorismo en el ejercicio
de sus funciones de acuerdo con lo previsto en el artícu-
lo 8 de la Ley de Prevención y Bloqueo de la Financiación
del Terrorismo.

5. Las autoridades y el personal al servicio de las
Administraciones públicas que tengan conocimiento de
estos datos estarán obligados al más estricto y completo
secreto profesional respecto de los mismos, salvo en
los casos citados en el apartado anterior. Con indepen-
dencia de las responsabilidades penales o civiles que
pudieren corresponder, la infracción de este particular
deber de secreto se considerará siempre falta discipli-
naria muy grave.

Artículo 21. Régimen de garantías.

El régimen de las garantías, medios de constitución,
depósito y cancelación que tengan que constituir los
beneficiarios o las entidades colaboradoras se estable-
cerá reglamentariamente.

TÍTULO I

Procedimientos de concesión y gestión
de las subvenciones

CAPÍTULO I

Del procedimiento de concesión

Artículo 22. Procedimientos de concesión.

1. El procedimiento ordinario de concesión de sub-
venciones se tramitará en régimen de concurrencia com-
petitiva. A efectos de esta ley, tendrá la consideración
de concurrencia competitiva el procedimiento mediante
el cual la concesión de las subvenciones se realiza
mediante la comparación de las solicitudes presentadas,
a fin de establecer una prelación entre las mismas de
acuerdo con los criterios de valoración previamente fija-
dos en las bases reguladoras y en la convocatoria, y
adjudicar, con el límite fijado en la convocatoria dentro
del crédito disponible, aquellas que hayan obtenido
mayor valoración en aplicación de los citados criterios.

En este supuesto, y sin perjuicio de las especialidades
que pudieran derivarse de la capacidad de autoorga-
nización de las Administraciones públicas, la propuesta
de concesión se formulará al órgano concedente por
un órgano colegiado a través del órgano instructor. La
composición del órgano colegiado será la que establez-
can las correspondientes bases reguladoras.

Excepcionalmente, siempre que así se prevea en las
bases reguladoras, el órgano competente procederá al
prorrateo, entre los beneficiarios de la subvención, del
importe global máximo destinado a las subvenciones.
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2. Podrán concederse de forma directa las siguien-
tes subvenciones:

a) Las previstas nominativamente en los Presupues-
tos Generales del Estado, de las comunidades autónomas
o de las entidades locales, en los términos recogidos
en los convenios y en la normativa reguladora de estas
subvenciones.

b) Aquellas cuyo otorgamiento o cuantía venga
impuesto a la Administración por una norma de rango
legal, que seguirán el procedimiento de concesión que
les resulte de aplicación de acuerdo con su propia nor-
mativa.

c) Con carácter excepcional, aquellas otras subven-
ciones en que se acrediten razones de interés público,
social, económico o humanitario, u otras debidamente
justificadas que dificulten su convocatoria pública.

3. No podrán otorgarse subvenciones por cuantía
superior a la que se determine en la convocatoria.

CAPÍTULO II

Del procedimiento de concesión en régimen
de concurrencia competitiva

Artículo 23. Iniciación.

1. El procedimiento para la concesión de subven-
ciones se inicia siempre de oficio.

2. La iniciación de oficio se realizará siempre median-
te convocatoria aprobada por el órgano competente, que
desarrollará el procedimiento para la concesión de las sub-
venciones convocadas según lo establecido en este capí-
tulo y de acuerdo con los principios de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, y tendrá necesariamente el siguiente contenido:

a) Indicación de la disposición que establezca, en
su caso, las bases reguladoras y del diario oficial en
que está publicada, salvo que en atención a su espe-
cificidad éstas se incluyan en la propia convocatoria.

b) Créditos presupuestarios a los que se imputa la
subvención y cuantía total máxima de las subvenciones
convocadas dentro de los créditos disponibles o, en su
defecto, cuantía estimada de las subvenciones.

c) Objeto, condiciones y finalidad de la concesión
de la subvención.

d) Expresión de que la concesión se efectúa median-
te un régimen de concurrencia competitiva.

e) Requisitos para solicitar la subvención y forma
de acreditarlos.

f) Indicación de los órganos competentes para la
instrucción y resolución del procedimiento.

g) Plazo de presentación de solicitudes, a las que
serán de aplicación las previsiones contenidas en el apar-
tado 3 de este artículo.

h) Plazo de resolución y notificación.
i) Documentos e informaciones que deben acom-

pañarse a la petición.
j) En su caso, posibilidad de reformulación de soli-

citudes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27
de esta ley.

k) Indicación de si la resolución pone fin a la vía
administrativa y, en caso contrario, órgano ante el que
ha de interponerse recurso de alzada.

l) Criterios de valoración de las solicitudes.
m) Medio de notificación o publicación, de confor-

midad con lo previsto en el artículo 59 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

3. Las solicitudes de los interesados acompañarán
los documentos e informaciones determinados en la nor-
ma o convocatoria, salvo que los documentos exigidos
ya estuvieran en poder de cualquier órgano de la Admi-
nistración actuante, en cuyo caso el solicitante podrá
acogerse a lo establecido en el párrafo f) del artículo
35 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, siempre que se haga
constar la fecha y el órgano o dependencia en que fueron
presentados o, en su caso, emitidos, y cuando no hayan
transcurrido más de cinco años desde la finalización del
procedimiento al que correspondan.

En los supuestos de imposibilidad material de obtener
el documento, el órgano competente podrá requerir al
solicitante su presentación, o, en su defecto, la acre-
ditación por otros medios de los requisitos a que se
refiere el documento, con anterioridad a la formulación
de la propuesta de resolución.

La presentación telemática de solicitudes y documen-
tación complementaria se realizará en los términos pre-
vistos en la disposición adicional decimoctava de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

A efectos de lo previsto en el apartado 3 de la citada
disposición adicional decimoctava, la presentación de
la solicitud por parte del beneficiario conllevará la auto-
rización al órgano gestor para recabar los certificados
a emitir por la Agencia Estatal de Administración Tri-
butaria y por la Tesorería General de la Seguridad Social.

4. A efectos de lo dispuesto en los apartados ante-
riores, la normativa reguladora de la subvención podrá
admitir la sustitución de la presentación de determinados
documentos por una declaración responsable del soli-
citante. En este caso, con anterioridad a la propuesta
de resolución de concesión de la subvención se deberá
requerir la presentación de la documentación que acre-
dite la realidad de los datos contenidos en la citada decla-
ración, en un plazo no superior a 15 días.

5. Si la solicitud no reúne los requisitos establecidos
en la norma de convocatoria, el órgano competente
requerirá al interesado para que la subsane en el plazo
máximo e improrrogable de 10 días, indicándole que
si no lo hiciese se le tendrá por desistido de su solicitud,
previa resolución que deberá ser dictada en los términos
previstos en el artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Artículo 24. Instrucción.

1. La instrucción del procedimiento de concesión
de subvenciones corresponde al órgano que se designe
en la convocatoria.

2. El órgano competente para la instrucción reali-
zará de oficio cuantas actuaciones estime necesarias
para la determinación, conocimiento y comprobación de
los datos en virtud de los cuales debe formularse la pro-
puesta de resolución.

3. Las actividades de instrucción comprenderán:
a) Petición de cuantos informes estime necesarios

para resolver o que sean exigidos por las normas que
regulan la subvención. En la petición se hará constar,
en su caso, el carácter determinante de aquellos informes
que sean preceptivos. El plazo para su emisión será de 10
días, salvo que el órgano instructor, atendiendo a las
características del informe solicitado o del propio pro-
cedimiento, solicite su emisión en un plazo menor o
mayor, sin que en este último caso pueda exceder de
dos meses.
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Cuando en el plazo señalado no se haya emitido el
informe calificado por disposición legal expresa como
preceptivo y determinante, o, en su caso, vinculante,
podrá interrumpirse el plazo de los trámites sucesivos.

b) Evaluación de las solicitudes o peticiones, efec-
tuada conforme con los criterios, formas y prioridades
de valoración establecidos en la norma reguladora de
la subvención o, en su caso, en la convocatoria.

La norma reguladora de la subvención podrá con-
templar la posibilidad de establecer una fase de pre-
evaluación en la que se verificará el cumplimiento de
las condiciones impuestas para adquirir la condición de
beneficiario de la subvención.

4. Una vez evaluadas las solicitudes, el órgano cole-
giado al que se refiere el apartado 1 del artículo 22
de esta ley deberá emitir informe en el que se concrete
el resultado de la evaluación efectuada.

El órgano instructor, a la vista del expediente y del
informe del órgano colegiado, formulará la propuesta
de resolución provisional, debidamente motivada, que
deberá notificarse a los interesados en la forma que esta-
blezca la convocatoria, y se concederá un plazo de 10
días para presentar alegaciones.

Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando
no figuren en procedimiento ni sean tenidos en cuenta
otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las adu-
cidas por los interesados. En este caso, la propuesta
de resolución formulada tendrá el carácter de definitiva.

Examinadas las alegaciones aducidas en su caso por
los interesados, se formulará la propuesta de resolución
definitiva, que deberá expresar el solicitante o la relación
de solicitantes para los que se propone la concesión
de la subvención, y su cuantía, especificando su eva-
luación y los criterios de valoración seguidos para efec-
tuarla.

El expediente de concesión de subvenciones conten-
drá el informe del órgano instructor en el que conste
que de la información que obra en su poder se desprende
que los beneficiarios cumplen todos los requisitos nece-
sarios para acceder a las mismas.

5. La propuesta de resolución definitiva, cuando
resulte procedente de acuerdo con las bases regulado-
ras, se notificará a los interesados que hayan sido pro-
puestos como beneficiarios en la fase de instrucción,
para que en el plazo previsto en dicha normativa comu-
niquen su aceptación.

6. Las propuestas de resolución provisional y defi-
nitiva no crean derecho alguno a favor del beneficiario
propuesto, frente a la Administración, mientras no se
le haya notificado la resolución de concesión.

Artículo 25. Resolución.

1. Una vez aprobada la propuesta de resolución defi-
nitiva, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 89
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, y, en su caso, en la
correspondiente norma o convocatoria, el órgano com-
petente resolverá el procedimiento.

2. La resolución se motivará de conformidad con
lo que dispongan las bases reguladoras de la subvención
debiendo, en todo caso, quedar acreditados en el pro-
cedimiento los fundamentos de la resolución que se
adopte.

3. La resolución, además de contener el solicitante
o relación de solicitantes a los que se concede la sub-
vención, hará constar, en su caso, de manera expresa,
la desestimación del resto de las solicitudes.

4. El plazo máximo para resolver y notificar la reso-
lución del procedimiento no podrá exceder de seis
meses, salvo que una norma con rango de ley establezca

un plazo mayor o así venga previsto en la normativa
de la Unión Europea. El plazo se computará a partir de
la publicación de la correspondiente convocatoria, salvo
que la misma posponga sus efectos a una fecha pos-
terior.

En el supuesto de subvenciones tramitadas por otras
Administraciones públicas en las que corresponda la
resolución a la Administración General del Estado o a
las entidades de derecho público vinculadas o depen-
dientes de ésta, este plazo se computará a partir del
momento en que el órgano otorgante disponga de la
propuesta o de la documentación que la norma regu-
ladora de la subvención determine.

5. El vencimiento del plazo máximo sin haberse noti-
ficado la resolución legitima a los interesados para enten-
der desestimada por silencio administrativo la solicitud
de concesión de la subvención.

Artículo 26. Notificación de la resolución.

La resolución del procedimiento se notificará a los
interesados de acuerdo con lo previsto en el artícu-
lo 58 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común. La práctica de dicha
notificación o publicación se ajustará a las disposiciones
contenidas en el artículo 59 de la citada ley.

Artículo 27. Reformulación de las solicitudes.

1. Cuando la subvención tenga por objeto la finan-
ciación de actividades a desarrollar por el solicitante y
el importe de la subvención de la propuesta de resolución
provisional sea inferior al que figura en la solicitud pre-
sentada, se podrá instar del beneficiario, si así se ha
previsto en las bases reguladoras, la reformulación de
su solicitud para ajustar los compromisos y condiciones
a la subvención otorgable.

2. Una vez que la solicitud merezca la conformidad
del órgano colegiado, se remitirá con todo lo actuado
al órgano competente para que dicte la resolución.

3. En cualquier caso, la reformulación de solicitudes
deberá respetar el objeto, condiciones y finalidad de la
subvención, así como los criterios de valoración esta-
blecidos respecto de las solicitudes o peticiones.

CAPÍTULO III

Del procedimiento de concesión directa

Artículo 28. Concesión directa.

1. La resolución de concesión y, en su caso, los
convenios a través de los cuales se canalicen estas sub-
venciones establecerán las condiciones y compromisos
aplicables de conformidad con lo dispuesto en esta ley.

Los convenios serán el instrumento habitual para
canalizar las subvenciones previstas nominativamente
en los Presupuestos Generales del Estado, o en los de
las corporaciones locales, sin perjuicio de lo que a este
respecto establezca su normativa reguladora.

2. El Gobierno aprobará por real decreto, a propues-
ta del ministro competente y previo informe del Minis-
terio de Hacienda, las normas especiales reguladoras
de las subvenciones reguladas en el párrafo c) del apar-
tado 2 del artículo 22 de esta ley.

3. El real decreto a que se hace referencia en el
apartado anterior deberá ajustarse a las previsiones con-
tenidas en esta ley, salvo en lo que afecte a la aplicación
de los principios de publicidad y concurrencia, y con-
tendrá como mínimo los siguientes extremos:

a) Definición del objeto de las subvenciones, con
indicación del carácter singular de las mismas y las razo-
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nes que acreditan el interés público, social, económico
o humanitario y aquéllas que justifican la dificultad de
su convocatoria pública.

b) Régimen jurídico aplicable.
c) Beneficiarios y modalidades de ayuda.
d) Procedimiento de concesión y régimen de jus-

tificación de la aplicación dada a las subvenciones por
los beneficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras.

CAPÍTULO IV

Del procedimiento de gestión y justificación
de la subvención pública

Artículo 29. Subcontratación de las actividades sub-
vencionadas por los beneficiarios.

1. A los efectos de esta ley, se entiende que un
beneficiario subcontrata cuando concierta con terceros
la ejecución total o parcial de la actividad que constituye
el objeto de la subvención. Queda fuera de este concepto
la contratación de aquellos gastos en que tenga que
incurrir el beneficiario para la realización por sí mismo
de la actividad subvencionada.

2. El beneficiario únicamente podrá subcontratar,
total o parcialmente, la actividad cuando la normativa
reguladora de la subvención así lo prevea. La actividad
subvencionada que el beneficiario subcontrate con ter-
ceros no excederá del porcentaje que se fije en las bases
reguladoras de la subvención. En el supuesto de que
tal previsión no figure, el beneficiario podrá subcontratar
hasta un porcentaje que no exceda del 50 por ciento
del importe de la actividad subvencionada.

En ningún caso podrán subcontratarse actividades
que, aumentando el coste de la actividad subvencionada,
no aporten valor añadido al contenido de la misma.

3. Cuando la actividad concertada con terceros
exceda del 20 por ciento del importe de la subvención
y dicho importe sea superior a 60.000 euros, la sub-
contratación estará sometida al cumplimiento de los
siguientes requisitos:

a) Que el contrato se celebre por escrito.
b) Que la celebración del mismo se autorice pre-

viamente por la entidad concedente de la subvención
en la forma que se determine en las bases reguladoras.

4. No podrá fraccionarse un contrato con el objeto
de disminuir la cuantía del mismo y eludir el cumpli-
miento de los requisitos exigidos en el apartado anterior.

5. Los contratistas quedarán obligados sólo ante el
beneficiario, que asumirá la total responsabilidad de la
ejecución de la actividad subvencionada frente a la Admi-
nistración.

6. A efectos de lo previsto en el apartado anterior,
los beneficiarios serán responsables de que en la eje-
cución de la actividad subvencionada concertada con
terceros se respeten los límites que se establezcan en
la normativa reguladora de la subvención en cuanto a
la naturaleza y cuantía de gastos subvencionables, y los
contratistas estarán sujetos al deber de colaboración pre-
visto en el artículo 46 de esta ley para permitir la ade-
cuada verificación del cumplimiento de dichos límites.

7. En ningún caso podrá concertarse por el bene-
ficiario la ejecución total o parcial de las actividades sub-
vencionadas con:

a) Personas o entidades incursas en alguna de las
prohibiciones del artículo 13 de esta ley.

b) Personas o entidades que hayan percibido otras
subvenciones para la realización de la actividad objeto
de contratación.

c) Intermediarios o asesores en los que los pagos
se definan como un porcentaje de coste total de la ope-
ración, a menos que dicho pago esté justificado con
referencia al valor de mercado del trabajo realizado o
los servicios prestados.

d) Personas o entidades vinculadas con el benefi-
ciario, salvo que concurran las siguientes circunstancias:

1.a Que la contratación se realice de acuerdo con
las condiciones normales de mercado.

2.a Que se obtenga la previa autorización del órgano
concedente en los términos que se fijen en las bases
reguladoras.

e) Personas o entidades solicitantes de ayuda o sub-
vención en la misma convocatoria y programa, que no
hayan obtenido subvención por no reunir los requisitos
o no alcanzar la valoración suficiente.

Artículo 30. Justificación de las subvenciones públicas.

1. La justificación del cumplimiento de las condi-
ciones impuestas y de la consecución de los objetivos
previstos en el acto de concesión de la subvención se
documentará de la manera que se determine reglamen-
tariamente, pudiendo revestir la forma de cuenta jus-
tificativa del gasto realizado o acreditarse dicho gasto
por módulos o mediante la presentación de estados con-
tables, según se disponga en la normativa reguladora.

2. La rendición de la cuenta justificativa constituye
un acto obligatorio del beneficiario o de la entidad cola-
boradora, en la que se deben incluir, bajo responsabilidad
del declarante, los justificantes de gasto o cualquier otro
documento con validez jurídica que permitan acreditar
el cumplimiento del objeto de la subvención pública.
La forma de la cuenta justificativa y el plazo de rendición
de la misma vendrán determinados por las correspon-
dientes bases reguladoras de las subvenciones públicas.

A falta de previsión de las bases reguladoras, la cuen-
ta deberá incluir declaración de las actividades realizadas
que han sido financiadas con la subvención y su coste,
con el desglose de cada uno de los gastos incurridos,
y su presentación se realizará, como máximo, en el plazo
de tres meses desde la finalización del plazo para la
realización de la actividad.

3. Los gastos se acreditarán mediante facturas y
demás documentos de valor probatorio equivalente con
validez en el tráfico jurídico mercantil o con eficacia admi-
nistrativa, en los términos establecidos reglamentaria-
mente.

La acreditación de los gastos también podrá efec-
tuarse mediante facturas electrónicas, siempre que cum-
plan los requisitos exigidos para su aceptación en el
ámbito tributario.

Reglamentariamente, se establecerá un sistema de
validación y estampillado de justificantes de gasto que
permita el control de la concurrencia de subvenciones.

4. Cuando las actividades hayan sido financiadas,
además de con la subvención, con fondos propios u
otras subvenciones o recursos, deberá acreditarse en
la justificación el importe, procedencia y aplicación de
tales fondos a las actividades subvencionadas.

5. En el supuesto de adquisición de bienes inmue-
bles, además de los justificantes establecidos en el apar-
tado 3 de este artículo, debe aportarse certificado de
tasador independiente debidamente acreditado e inscrito
en el correspondiente registro oficial.

6. Los miembros de las entidades previstas en el
apartado 2 y segundo párrafo del apartado 3 del artícu-
lo 11 de esta ley vendrán obligados a cumplir los requi-
sitos de justificación respecto de las actividades reali-
zadas en nombre y por cuenta del beneficiario, del modo
en que se determina en los apartados anteriores. Esta
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documentación formará parte de la justificación que vie-
ne obligado a rendir el beneficiario que solicitó la sub-
vención.

7. Las subvenciones que se concedan en atención
a la concurrencia de una determinada situación en el
perceptor no requerirán otra justificación que la acre-
ditación por cualquier medio admisible en derecho de
dicha situación previamente a la concesión, sin perjuicio
de los controles que pudieran establecerse para verificar
su existencia.

8. El incumplimiento de la obligación de justificación
de la subvención en los términos establecidos en este
capítulo o la justificación insuficiente de la misma llevará
aparejado el reintegro en las condiciones previstas en
el artículo 37 de esta ley.

Artículo 31. Gastos subvencionables.

1. Se consideran gastos subvencionables, a los
efectos previstos en esta ley, aquellos que de manera
indubitada respondan a la naturaleza de la actividad sub-
vencionada, y se realicen en el plazo establecido por
las diferentes bases reguladoras de las subvenciones.
En ningún caso el coste de adquisición de los gastos
subvencionables podrá ser superior al valor de mercado.

2. Salvo disposición expresa en contrario en las
bases reguladoras de las subvenciones, se considerará
gasto realizado el que ha sido efectivamente pagado
con anterioridad a la finalización del período de justi-
ficación determinado por la normativa reguladora de la
subvención.

3. Cuando el importe del gasto subvencionable
supere la cuantía de 30.000 euros en el supuesto de
coste por ejecución de obra, o de 12.000 euros en el
supuesto de suministro de bienes de equipo o prestación
de servicios por empresas de consultoría o asistencia
técnica, el beneficiario deberá solicitar como mínimo tres
ofertas de diferentes proveedores, con carácter previo
a la contracción del compromiso para la prestación del
servicio o la entrega del bien, salvo que por las especiales
características de los gastos subvencionables no exista
en el mercado suficiente número de entidades que lo
suministren o presten, o salvo que el gasto se hubiera
realizado con anterioridad a la solicitud de la subvención.

La elección entre las ofertas presentadas, que debe-
rán aportarse en la justificación, o, en su caso, en la
solicitud de la subvención, se realizará conforme a cri-
terios de eficiencia y economía, debiendo justificarse
expresamente en una memoria la elección cuando no
recaiga en la propuesta económica más ventajosa.

4. En el supuesto de adquisición, construcción, reha-
bilitación y mejora de bienes inventariables, se seguirán
las siguientes reglas:

a) Las bases reguladoras fijarán el período durante
el cual el beneficiario deberá destinar los bienes al fin
concreto para el que se concedió la subvención, que
no podrá ser inferior a cinco años en caso de bienes
inscribibles en un registro público, ni a dos años para
el resto de bienes.

En el caso de bienes inscribibles en un registro públi-
co, deberá hacerse constar en la escritura esta circuns-
tancia, así como el importe de la subvención concedida,
debiendo ser objeto estos extremos de inscripción en
el registro público correspondiente.

b) El incumplimiento de la obligación de destino
referida en el párrafo anterior, que se producirá en todo
caso con la enajenación o el gravamen del bien, será
causa de reintegro, en los términos establecidos en el
capítulo II del título II de esta ley, quedando el bien afecto
al pago del reintegro cualquiera que sea su poseedor,
salvo que resulte ser un tercero protegido por la fe públi-
ca registral o se justifique la adquisición de los bienes

con buena fe y justo título o en establecimiento mercantil
o industrial, en caso de bienes muebles no inscribibles.

5. No se considerará incumplida la obligación de
destino referida en el anterior apartado 4 cuando:

a) Tratándose de bienes no inscribibles en un regis-
tro público, fueran sustituidos por otros que sirvan en
condiciones análogas al fin para el que se concedió la
subvención y este uso se mantenga hasta completar
el período establecido, siempre que la sustitución haya
sido autorizada por la Administración concedente.

b) Tratándose de bienes inscribibles en un registro
público, el cambio de destino, enajenación o gravamen
sea autorizado por la Administración concedente. En este
supuesto, el adquirente asumirá la obligación de destino
de los bienes por el período restante y, en caso de incum-
plimiento de la misma, del reintegro de la subvención.

6. Las bases reguladoras de las subvenciones esta-
blecerán, en su caso, las reglas especiales que se con-
sideren oportunas en materia de amortización de los
bienes inventariables. No obstante, el carácter subven-
cionable del gasto de amortización estará sujeto a las
siguientes condiciones:

a) Que las subvenciones no hayan contribuido a la
compra de los bienes.

b) Que la amortización se calcule de conformidad
con las normas de contabilidad generalmente aceptadas.

c) Que el coste se refiera exclusivamente al período
subvencionable.

7. Los gastos financieros, los gastos de asesoría jurí-
dica o financiera, los gastos notariales y registrales y
los gastos periciales para la realización del proyecto
subvencionado y los de administración específicos son
subvencionables si están directamente relacionados con
la actividad subvencionada y son indispensables para
la adecuada preparación o ejecución de la misma, y siem-
pre que así se prevea en las bases reguladoras. Con
carácter excepcional, los gastos de garantía bancaria
podrán ser subvencionados cuando así lo prevea la nor-
mativa reguladora de la subvención.

En ningún caso serán gastos subvencionables:

a) Los intereses deudores de las cuentas bancarias.
b) Intereses, recargos y sanciones administrativas

y penales.
c) Los gastos de procedimientos judiciales.

8. Los tributos son gasto subvencionable cuando
el beneficiario de la subvención los abona efectivamente.
En ningún caso se consideran gastos subvencionables
los impuestos indirectos cuando sean susceptibles de
recuperación o compensación ni los impuestos perso-
nales sobre la renta.

9. Los costes indirectos habrán de imputarse por
el beneficiario a la actividad subvencionada en la parte
que razonablemente corresponda de acuerdo con prin-
cipios y normas de contabilidad generalmente admitidas
y, en todo caso, en la medida en que tales costes corres-
pondan al período en que efectivamente se realiza la
actividad.

Artículo 32. Comprobación de subvenciones.

1. El órgano concedente comprobará la adecuada
justificación de la subvención, así como la realización
de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que
determinen la concesión o disfrute de la subvención.

2. La entidad colaboradora, en su caso, realizará,
en nombre y por cuenta del órgano concedente, las com-
probaciones previstas en el párrafo b) del apartado 1
del artículo 15 de esta ley.
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Artículo 33. Comprobación de valores.

1. La Administración podrá comprobar el valor de
mercado de los gastos subvencionados empleando uno
o varios de los siguientes medios:

a) Precios medios de mercado.
b) Cotizaciones en mercados nacionales y extran-

jeros.
c) Estimación por referencia a los valores que figu-

ren en los registros oficiales de carácter fiscal.
d) Dictamen de peritos de la Administración.
e) Tasación pericial contradictoria.
f) Cualesquiera otros medios de prueba admitidos

en derecho.

2. El valor comprobado por la Administración servirá
de base para el cálculo de la subvención y se notificará,
debidamente motivado y con expresión de los medios
y criterios empleados, junto con la resolución del acto
que contiene la liquidación de la subvención.

3. El beneficiario podrá, en todo caso, promover la
tasación pericial contradictoria, en corrección de los
demás procedimientos de comprobación de valores
señalados en el apartado 1 de este artículo, dentro del
plazo del primer recurso que proceda contra la resolución
del procedimiento en el que la Administración ejerza
la facultad prevista en el apartado anterior.

La presentación de la solicitud de tasación pericial
contradictoria determinará la suspensión de la ejecución
del procedimiento resuelto y del plazo para interponer
recurso contra éste.

4. Si la diferencia entre el valor comprobado por
la Administración y la tasación practicada por el perito
del beneficiario es inferior a 120.000 euros y al 10 por
ciento del valor comprobado por la Administración, la
tasación del perito del beneficiario servirá de base para
el cálculo de la subvención. En caso contrario, deberá
designarse un perito tercero en los términos que se deter-
minen reglamentariamente.

Los honorarios del perito del beneficiario serán satis-
fechos por éste. Cuando la tasación practicada por el
perito tercero fuese inferior al valor justificado por el
beneficiario, todos los gastos de la pericia serán abo-
nados por éste, y, por el contrario, caso de ser superior,
serán de cuenta de la Administración.

La valoración del perito tercero servirá de base para
la determinación del importe de la subvención.

CAPÍTULO V

Del procedimiento de gestión presupuestaria

Artículo 34. Procedimiento de aprobación del gasto y
pago.

1. Con carácter previo a la convocatoria de la sub-
vención o a la concesión directa de la misma, deberá
efectuarse la aprobación del gasto en los términos pre-
vistos en la Ley General Presupuestaria o en las normas
presupuestarias de las restantes Administraciones
públicas.

2. La resolución de concesión de la subvención con-
llevará el compromiso del gasto correspondiente.

3. El pago de la subvención se realizará previa jus-
tificación, por el beneficiario, de la realización de la acti-
vidad, proyecto, objetivo o adopción del comportamiento
para el que se concedió en los términos establecidos
en la normativa reguladora de la subvención.

Se producirá la pérdida del derecho al cobro total
o parcial de la subvención en el supuesto de falta de
justificación o de concurrencia de alguna de las causas
previstas en el artículo 37 de esta ley.

4. Cuando la naturaleza de la subvención así lo jus-
tifique, podrán realizarse pagos a cuenta. Dichos abonos
a cuenta podrán suponer la realización de pagos frac-
cionados que responderán al ritmo de ejecución de las
acciones subvencionadas, abonándose por cuantía equi-
valente a la justificación presentada.

También se podrán realizar pagos anticipados que
supondrán entregas de fondos con carácter previo a la
justificación, como financiación necesaria para poder lle-
var a cabo las actuaciones inherentes a la subvención.
Dicha posibilidad y el régimen de garantías deberán pre-
verse expresamente en la normativa reguladora de la
subvención.

En ningún caso podrán realizarse pagos anticipados
a beneficiarios cuando se haya solicitado la declaración
de concurso, hayan sido declarados insolventes en cual-
quier procedimiento, se hallen declarados en concurso,
estén sujetos a intervención judicial o hayan sido inha-
bilitados conforme a la Ley Concursal sin que haya con-
cluido el período de inhabilitación fijado en la sentencia
de calificación del concurso, hayan sido declarados en
quiebra, en concurso de acreedores, insolvente fallido
en cualquier procedimiento o sujeto a intervención judi-
cial, haber iniciado expediente de quita y espera o de
suspensión de pagos o presentado solicitud judicial de
quiebra o de concurso de acreedores, mientras, en su
caso, no fueran rehabilitados.

La realización de pagos a cuenta o pagos anticipados,
así como el régimen de garantías, deberán preverse
expresamente en la normativa reguladora de la subven-
ción.

5. No podrá realizarse el pago de la subvención en
tanto el beneficiario no se halle al corriente en el cum-
plimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la
Seguridad Social o sea deudor por resolución de pro-
cedencia de reintegro.

Artículo 35. Retención de pagos.

1. Una vez acordado el inicio del procedimiento de
reintegro, como medida cautelar, el órgano concedente
puede acordar, a iniciativa propia o de una decisión de
la Comisión Europea o a propuesta de la Intervención
General de la Administración del Estado o de la autoridad
pagadora, la suspensión de los libramientos de pago
de las cantidades pendientes de abonar al beneficiario
o entidad colaboradora, sin superar, en ningún caso, el
importe que fijen la propuesta o resolución de inicio
del expediente de reintegro, con los intereses de demora
devengados hasta aquel momento.

2. La imposición de esta medida cautelar debe acor-
darse por resolución motivada, que debe notificarse al
interesado, con indicación de los recursos pertinentes.

3. En todo caso, procederá la suspensión si existen
indicios racionales que permitan prever la imposibilidad
de obtener el resarcimiento, o si éste puede verse frus-
trado o gravemente dificultado, y, en especial, si el per-
ceptor hace actos de ocultación, gravamen o disposición
de sus bienes.

4. La retención de pagos estará sujeta, en cualquiera
de los supuestos anteriores, al siguiente régimen jurídico:

a) Debe ser proporcional a la finalidad que se pre-
tende conseguir, y, en ningún caso, debe adoptarse si
puede producir efectos de difícil o imposible reparación.

b) Debe mantenerse hasta que se dicte la resolución
que pone fin al expediente de reintegro, y no puede
superar el período máximo que se fije para su trami-
tación, incluidas prórrogas.

c) No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior,
debe levantarse cuando desaparezcan las circunstancias
que la originaron o cuando el interesado proponga la
sustitución de esta medida cautelar por la constitución
de una garantía que se considere suficiente.
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TÍTULO II

Del reintegro de subvenciones

CAPÍTULO I

Del reintegro

Artículo 36. Invalidez de la resolución de concesión.

1. Son causas de nulidad de la resolución de con-
cesión:

a) Las indicadas en el artículo 62.1 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

b) La carencia o insuficiencia de crédito, de confor-
midad con lo establecido en el artículo 60 de la Ley General
Presupuestaria y las demás normas de igual carácter de
las Administraciones públicas sujetas a esta ley.

2. Son causas de anulabilidad de la resolución de
concesión las demás infracciones del ordenamiento jurí-
dico, y, en especial, de las reglas contenidas en esta
ley, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 63
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

3. Cuando el acto de concesión incurriera en alguno
de los supuestos mencionados en los apartados ante-
riores, el órgano concedente procederá a su revisión de
oficio o, en su caso, a la declaración de lesividad y ulterior
impugnación, de conformidad con lo establecido en los
artículos 102 y 103 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4. La declaración judicial o administrativa de nulidad
o anulación llevará consigo la obligación de devolver
las cantidades percibidas.

5. No procederá la revisión de oficio del acto de
concesión cuando concurra alguna de las causas de rein-
tegro contempladas en el artículo siguiente.

Artículo 37. Causas de reintegro.

1. También procederá el reintegro de las cantidades
percibidas y la exigencia del interés de demora corres-
pondiente desde el momento del pago de la subvención
hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del
reintegro, en los siguientes casos:

a) Obtención de la subvención falseando las con-
diciones requeridas para ello u ocultando aquéllas que
lo hubieran impedido.

b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, de
la actividad, del proyecto o la no adopción del com-
portamiento que fundamentan la concesión de la sub-
vención.

c) Incumplimiento de la obligación de justificación
o la justificación insuficiente, en los términos estable-
cidos en el artículo 30 de esta ley, y en su caso, en
las normas reguladoras de la subvención.

d) Incumplimiento de la obligación de adoptar las
medidas de difusión contenidas en el apartado 4 del
artículo 18 de esta ley.

e) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las
actuaciones de comprobación y control financiero pre-
vistas en los artículos 14 y 15 de esta ley, así como
el incumplimiento de las obligaciones contables, regis-
trales o de conservación de documentos cuando de ello
se derive la imposibilidad de verificar el empleo dado
a los fondos percibidos, el cumplimiento del objetivo,
la realidad y regularidad de las actividades subvencio-

nadas, o la concurrencia de subvenciones, ayudas, ingre-
sos o recursos para la misma finalidad, procedentes de
cualesquiera Administraciones o entes públicos o pri-
vados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos
internacionales.

f) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por
la Administración a las entidades colaboradoras y bene-
ficiarios, así como de los compromisos por éstos asu-
midos, con motivo de la concesión de la subvención,
siempre que afecten o se refieran al modo en que se
han de conseguir los objetivos, realizar la actividad, eje-
cutar el proyecto o adoptar el comportamiento que fun-
damenta la concesión de la subvención.

g) Incumplimiento de las obligaciones impuestas
por la Administración a las entidades colaboradoras y
beneficiarios, así como de los compromisos por éstos
asumidos, con motivo de la concesión de la subvención,
distintos de los anteriores, cuando de ello se derive la
imposibilidad de verificar el empleo dado a los fondos
percibidos, el cumplimiento del objetivo, la realidad y
regularidad de las actividades subvencionadas, o la con-
currencia de subvenciones, ayudas, ingresos o recursos
para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera
Administraciones o entes públicos o privados, naciona-
les, de la Unión Europea o de organismos internacionales.

h) La adopción, en virtud de lo establecido en los
artículos 87 a 89 del Tratado de la Unión Europea, de
una decisión de la cual se derive una necesidad de
reintegro.

i) En los demás supuestos previstos en la normativa
reguladora de la subvención.

2. Cuando el cumplimiento por el beneficiario o, en
su caso, entidad colaboradora se aproxime de modo sig-
nificativo al cumplimiento total y se acredite por éstos
una actuación inequívocamente tendente a la satisfac-
ción de sus compromisos, la cantidad a reintegrar vendrá
determinada por la aplicación de los criterios enunciados
en el párrafo n) del apartado 3 del artículo 17 de esta
ley o, en su caso, las establecidas en la normativa auto-
nómica reguladora de la subvención.

3. Igualmente, en el supuesto contemplado en el
apartado 3 del artículo 19 de esta ley procederá el rein-
tegro del exceso obtenido sobre el coste de la actividad
subvencionada, así como la exigencia del interés de
demora correspondiente.

Artículo 38. Naturaleza de los créditos a reintegrar y
de los procedimientos para su exigencia.

1. Las cantidades a reintegrar tendrán la conside-
ración de ingresos de derecho público, resultando de
aplicación para su cobranza lo previsto en la Ley General
Presupuestaria.

2. El interés de demora aplicable en materia de sub-
venciones será el interés legal del dinero incrementado
en un 25 por ciento, salvo que la Ley de Presupuestos
Generales del Estado establezca otro diferente.

3. El destino de los reintegros de los fondos de la
Unión Europea tendrá el tratamiento que en su caso
determine la normativa comunitaria.

4. Los procedimientos para la exigencia del rein-
tegro de las subvenciones, tendrán siempre carácter
administrativo.

Artículo 39. Prescripción.

1. Prescribirá a los cuatro años el derecho de la
Administración a reconocer o liquidar el reintegro.

2. Este plazo se computará, en cada caso:
a) Desde el momento en que venció el plazo para

presentar la justificación por parte del beneficiario o enti-
dad colaboradora.
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b) Desde el momento de la concesión, en el supues-
to previsto en el apartado 7 del artículo 30.

c) En el supuesto de que se hubieran establecido
condiciones u obligaciones que debieran ser cumplidas
o mantenidas por parte del beneficiario o entidad cola-
boradora durante un período determinado de tiempo,
desde el momento en que venció dicho plazo.

3. El cómputo del plazo de prescripción se interrum-
pirá:

a) Por cualquier acción de la Administración, rea-
lizada con conocimiento formal del beneficiario o de la
entidad colaboradora, conducente a determinar la exis-
tencia de alguna de las causas de reintegro.

b) Por la interposición de recursos de cualquier cla-
se, por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción
penal o por la presentación de denuncia ante el Minis-
terio Fiscal, así como por las actuaciones realizadas con
conocimiento formal del beneficiario o de la entidad cola-
boradora en el curso de dichos recursos.

c) Por cualquier actuación fehaciente del beneficia-
rio o de la entidad colaboradora conducente a la liqui-
dación de la subvención o del reintegro.

Artículo 40. Obligados al reintegro.

1. Los beneficiarios y entidades colaboradoras, en
los casos contemplados en el artículo 37 de esta ley,
deberán reintegrar la totalidad o parte de las cantidades
percibidas más los correspondientes intereses de demo-
ra, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo b) del apar-
tado 5 del artículo 31 de esta ley en el ámbito estatal.
Esta obligación será independiente de las sanciones que,
en su caso, resulten exigibles.

2. Los miembros de las personas y entidades con-
templadas en el apartado 2 y en el segundo párrafo
del apartado 3 del artículo 11 de esta ley responderán
solidariamente de la obligación de reintegro del bene-
ficiario en relación a las actividades subvencionadas que
se hubieran comprometido a efectuar.

Responderán solidariamente de la obligación de rein-
tegro los representantes legales del beneficiario cuando
éste careciera de capacidad de obrar.

Responderán solidariamente los miembros, partícipes
o cotitulares de las entidades a que se refiere el apar-
tado 3 del artículo 11 en proporción a sus respectivas
participaciones, cuando se trate de comunidades de bie-
nes o cualquier otro tipo de unidad económica o patri-
monio separado.

3. Responderán subsidiariamente de la obligación
de reintegro los administradores de las sociedades mer-
cantiles, o aquellos que ostenten la representación legal
de otras personas jurídicas, que no realizasen los actos
necesarios que fueran de su incumbencia para el cum-
plimiento de las obligaciones infringidas, adoptasen
acuerdos que hicieran posibles los incumplimientos o
consintieran el de quienes de ellos dependan.

Asimismo, los que ostenten la representación legal de
las personas jurídicas, de acuerdo con las disposiciones
legales o estatutarias que les resulten de aplicación, que
hayan cesado en sus actividades responderán subsidia-
riamente en todo caso de las obligaciones de reintegro
de éstas.

4. En el caso de sociedades o entidades disueltas
y liquidadas, sus obligaciones de reintegro pendientes
se transmitirán a los socios o partícipes en el capital
que responderán de ellas solidariamente y hasta el límite
del valor de la cuota de liquidación que se les hubiera
adjudicado.

5. En caso de fallecimiento del obligado al reintegro,
la obligación de satisfacer las cantidades pendientes de

restitución se transmitirá a sus causahabientes, sin per-
juicio de lo que establezca el derecho civil común, foral
o especial aplicable a la sucesión para determinados
supuestos, en particular para el caso de aceptación de
la herencia a beneficio de inventario.

CAPÍTULO II

Del procedimiento de reintegro

Artículo 41. Competencia para la resolución del pro-
cedimiento de reintegro.

1. El órgano concedente será el competente para
exigir del beneficiario o entidad colaboradora el reintegro
de subvenciones mediante la resolución del procedimien-
to regulado en este capítulo, cuando aprecie la existencia
de alguno de los supuestos de reintegro de cantidades
percibidas establecidos en el artículo 37 de esta ley.

2. Si el reintegro es acordado por los órganos de
la Unión Europea, el órgano a quien corresponda la ges-
tión del recurso ejecutará dichos acuerdos.

3. Cuando la subvención haya sido concedida por
la Comisión Europea u otra institución comunitaria y la
obligación de restituir surgiera como consecuencia de
la actuación fiscalizadora, distinta del control financiero
de subvenciones regulado en el título III de esta ley,
correspondiente a las instituciones españolas habilitadas
legalmente para la realización de estas actuaciones, el
acuerdo de reintegro será dictado por el órgano gestor
nacional de la subvención. El mencionado acuerdo se
dictará de oficio o a propuesta de otras instituciones
y órganos de la Administración habilitados legalmente
para fiscalizar fondos públicos.

Artículo 42. Procedimiento de reintegro.

1. El procedimiento de reintegro de subvenciones se
regirá por las disposiciones generales sobre procedimien-
tos administrativos contenidas en el título VI de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, sin perjuicio de las especialidades que
se establecen en esta ley y en sus disposiciones de desarro-
llo.

2. El procedimiento de reintegro de subvenciones
se iniciará de oficio por acuerdo del órgano competente,
bien por propia iniciativa, bien como consecuencia de
orden superior, a petición razonada de otros órganos
o por denuncia. También se iniciará a consecuencia del
informe de control financiero emitido por la Intervención
General de la Administración del Estado.

3. En la tramitación del procedimiento se garanti-
zará, en todo caso, el derecho del interesado a la audien-
cia.

4. El plazo máximo para resolver y notificar la reso-
lución del procedimiento de reintegro será de 12 meses
desde la fecha del acuerdo de iniciación. Dicho plazo
podrá suspenderse y ampliarse de acuerdo con lo pre-
visto en los apartados 5 y 6 del artículo 42 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Si transcurre el plazo para resolver sin que se haya
notificado resolución expresa, se producirá la caducidad
del procedimiento, sin perjuicio de continuar las actua-
ciones hasta su terminación y sin que se considere
interrumpida la prescripción por las actuaciones reali-
zadas hasta la finalización del citado plazo.

5. La resolución del procedimiento de reintegro pon-
drá fin a la vía administrativa.
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Artículo 43. Coordinación de actuaciones.

El pronunciamiento del órgano gestor respecto a la
aplicación de los fondos por los perceptores de sub-
venciones se entenderá sin perjuicio de las actuaciones
de control financiero que competen a la Intervención
General de la Administración del Estado.

TÍTULO III

Del control financiero de subvenciones

Artículo 44. Objeto y competencia para el ejercicio del
control financiero de subvenciones.

1. El control financiero de subvenciones se ejercerá
respecto de beneficiarios y, en su caso, entidades cola-
boradoras por razón de las subvenciones de la Admi-
nistración General del Estado y organismos y entidades
vinculados o dependientes de aquélla, otorgadas con
cargo a los Presupuestos Generales del Estado o a los
fondos de la Unión Europea.

2. El control financiero de subvenciones tendrá
como objeto verificar:

a) La adecuada y correcta obtención de la subven-
ción por parte del beneficiario.

b) El cumplimiento por parte de beneficiarios y enti-
dades colaboradoras de sus obligaciones en la gestión
y aplicación de la subvención.

c) La adecuada y correcta justificación de la sub-
vención por parte de beneficiarios y entidades colabo-
radoras.

d) La realidad y la regularidad de las operaciones
que, de acuerdo con la justificación presentada por bene-
ficiarios y entidades colaboradoras, han sido financiadas
con la subvención.

e) La adecuada y correcta financiación de las acti-
vidades subvencionadas, en los términos establecidos
en el apartado 3 del artículo 19 de este ley.

f) La existencia de hechos, circunstancias o situa-
ciones no declaradas a la Administración por beneficia-
rios y entidades colaboradoras y que pudieran afectar
a la financiación de las actividades subvencionadas, a
la adecuada y correcta obtención, utilización, disfrute
o justificación de la subvención, así como a la realidad
y regularidad de las operaciones con ella financiadas.

3. La competencia para el ejercicio del control finan-
ciero de subvenciones corresponderá a la Intervención
General de la Administración del Estado, sin perjuicio
de las funciones que la Constitución y las leyes atribuyan
al Tribunal de Cuentas y de lo dispuesto en el artícu-
lo 6 de esta ley.

4. El control financiero de subvenciones podrá con-
sistir en:

a) El examen de registros contables, cuentas o esta-
dos financieros y la documentación que los soporte, de
beneficiarios y entidades colaboradoras.

b) El examen de operaciones individualizadas y con-
cretas relacionadas o que pudieran afectar a las sub-
venciones concedidas.

c) La comprobación de aspectos parciales y con-
cretos de una serie de actos relacionados o que pudieran
afectar a las subvenciones concedidas.

d) La comprobación material de las inversiones
financiadas.

e) Las actuaciones concretas de control que deban
realizarse conforme con lo que en cada caso establezca
la normativa reguladora de la subvención y, en su caso,
la resolución de concesión.

f) Cualesquiera otras comprobaciones que resulten
necesarias en atención a las características especiales
de las actividades subvencionadas.

5. El control financiero podrá extenderse a las per-
sonas físicas o jurídicas a las que se encuentren asociados
los beneficiarios, así como a cualquier otra persona sus-
ceptible de presentar un interés en la consecución de
los objetivos, en la realización de las actividades, en la
ejecución de los proyectos o en la adopción de los com-
portamientos.

Artículo 45. Control financiero de ayudas y subvencio-
nes financiadas total o parcialmente con cargo a
fondos comunitarios.

1. En las ayudas y subvenciones financiadas total
o parcialmente con cargo a fondos comunitarios, la Inter-
vención General de la Administración del Estado será
el órgano competente para establecer, de acuerdo con
la normativa comunitaria y nacional vigente, la necesaria
coordinación de controles, manteniendo a estos solos
efectos las necesarias relaciones con los órganos corres-
pondientes de la Comisión Europea, de los entes terri-
toriales y de la Administración General del Estado.

2. En las ayudas financiadas por el Fondo Europeo
de Orientación y de Garantía Agraria, la Intervención
General de la Administración del Estado realizará los
cometidos asignados al servicio específico contemplado
en el artículo 11 del Reglamento (CEE) n.o 4045/89
del Consejo de las Comunidades Europeas, de 21 de
diciembre de 1989, relativo a los controles, por los Esta-
dos miembros, de las operaciones comprendidas en el
sistema de financiación por el Fondo Europeo de Orien-
tación y Garantía Agraria (FEOGA), sección Garantía.

Los controles previstos en el Reglamento (CEE)
n.o 4045/89 serán realizados, de acuerdo con sus res-
pectivas competencias, por los siguientes órganos y enti-
dades de ámbito nacional y autonómico:

a) La Agencia Estatal de Administración Tributaria.
b) Los órganos de control interno de las Adminis-

traciones de las comunidades autónomas.

La Intervención General de la Administración del Esta-
do, como servicio específico para la aplicación del refe-
rido reglamento:

a) Elaborará los planes anuales de control en coor-
dinación con los órganos de control de ámbito nacional
y autonómico.

b) Será el órgano encargado de la relación con los
servicios correspondientes de la Comisión de la Unión
Europea en el ámbito del Reglamento (CEE) n.o 4045/89,
centralizará la información relativa a su cumplimiento
y elaborará el informe anual sobre su aplicación, según
lo previsto en los artículos 9.1 y 10.1.

c) Efectuará los controles previstos en el plan anual
cuando razones de orden territorial o de otra índole así
lo aconsejen.

d) Velará por la aplicación en España, en todos sus
términos, del Reglamento (CEE) n.o 4045/89.

3. Los órganos de control de las Administraciones
públicas, en aplicación de la normativa comunitaria,
podrán llevar a cabo, además, controles y verificaciones
de los procedimientos de gestión de los distintos órganos
gestores que intervengan en la concesión y gestión y
pago de las ayudas cofinanciadas con fondos comuni-
tarios que permitan garantizar la correcta gestión finan-
ciera de los fondos comunitarios.

4. La Intervención General de la Administración del
Estado y los órganos de control financiero del resto de
las Administraciones públicas deberán acreditar ante el
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órgano competente los gastos en que hubieran incurrido
como consecuencia de la realización de controles finan-
cieros de fondos comunitarios, a efectos de su finan-
ciación de acuerdo con lo establecido en la normativa
comunitaria reguladora de gastos subvencionables con
cargo a dichos fondos.

Artículo 46. Obligación de colaboración.

1. Los beneficiarios, las entidades colaboradoras y
los terceros relacionados con el objeto de la subvención
o su justificación estarán obligados a prestar colabora-
ción y facilitar cuanta documentación sea requerida en
el ejercicio de las funciones de control que corresponden,
dentro del ámbito de la Administración concedente, a
la Intervención General de la Administración del Estado,
de las comunidades autónomas o de las corporaciones
locales, así como a los órganos que, de acuerdo con
la normativa comunitaria, tengan atribuidas funciones
de control financiero, a cuyo fin tendrán las siguientes
facultades:

a) El libre acceso a la documentación objeto de com-
probación, incluidos los programas y archivos en sopor-
tes informáticos.

b) El libre acceso a los locales de negocio y demás
establecimientos o lugares en que se desarrolle la acti-
vidad subvencionada o se permita verificar la realidad
y regularidad de las operaciones financiadas con cargo
a la subvención.

c) La obtención de copia o la retención de las fac-
turas, documentos equivalentes o sustitutivos y de cual-
quier otro documento relativo a las operaciones en las
que se deduzcan indicios de la incorrecta obtención, dis-
frute o destino de la subvención.

d) El libre acceso a información de las cuentas ban-
carias en las entidades financieras donde se pueda haber
efectuado el cobro de las subvenciones o con cargo
a las cuales se puedan haber realizado las disposiciones
de los fondos.

2. La negativa al cumplimiento de esta obligación
se considerará resistencia, excusa, obstrucción o nega-
tiva a los efectos previstos en el artículo 37 de esta
ley, sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, pudie-
ran corresponder.

Artículo 47. Facultades del personal controlador.

1. Los funcionarios de la Intervención General de
la Administración del Estado, en el ejercicio de las fun-
ciones de control financiero de subvenciones, serán con-
siderados agentes de la autoridad.

Tendrán esta misma consideración los funcionarios
de los órganos que tengan atribuidas funciones de con-
trol financiero, de acuerdo con la normativa comunitaria.

2. Las autoridades, cualquiera que sea su natura-
leza, así como los jefes o directores de oficinas públicas,
organismos autónomos y otros entes de derecho público
y quienes, en general, ejerzan funciones públicas o
desarrollen su trabajo en dichas entidades deberán pres-
tar la debida colaboración y apoyo a los funcionarios
encargados de la realización del control financiero de
subvenciones.

3. Los juzgados y tribunales deberán facilitar a la
Administración, de oficio o a requerimiento de ésta, cuan-
tos datos con trascendencia en la aplicación de sub-
venciones se desprendan de las actuaciones judiciales
de las que conozcan, respetando, en su caso, el secreto
de las diligencias sumariales.

4. El Servicio Jurídico del Estado deberá prestar la
asistencia jurídica que, en su caso, corresponda a los
funcionarios que, como consecuencia de su participación
en actuaciones de control financiero de subvenciones,
sean objeto de citaciones por órgano jurisdiccional.

Artículo 48. Deberes del personal controlador.

1. El personal controlador que realice el control
financiero de subvenciones deberá guardar la confiden-
cialidad y el secreto respecto de los asuntos que conoz-
can por razón de su trabajo.

Los datos, informes o antecedentes obtenidos en el
ejercicio de dicho control sólo podrán utilizarse para los
fines asignados al mismo, servir de fundamento para
la exigencia de reintegro y, en su caso, para poner en
conocimiento de los órganos competentes los hechos
que puedan ser constitutivos de infracción administra-
tiva, responsabilidad contable o penal.

2. Cuando en la práctica de un control financiero el
funcionario actuante aprecie que los hechos acreditados
en el expediente pudieran ser susceptibles de constituir
una infracción administrativa o de responsabilidades con-
tables o penales, lo deberá poner en conocimiento de
la Intervención General de la Administración del Estado
a efectos de que, si procede, remita lo actuado al órgano
competente para la iniciación de los oportunos procedi-
mientos.

Artículo 49. Del procedimiento de control financiero.

1. El ejercicio del control financiero de subvenciones
se adecuará al plan anual de auditorías y sus modifi-
caciones que apruebe anualmente la Intervención Gene-
ral de la Administración del Estado. Reglamentariamente
se determinarán los supuestos en que, como consecuen-
cia de la realización de un control, se pueda extender
el ámbito más allá de lo previsto inicialmente en el plan.

No obstante, no será necesario incluir en el plan de
auditorías y actuaciones de control financiero de la Inter-
vención General de la Administración del Estado, las
comprobaciones precisas que soliciten otros Estados
miembros en aplicación de reglamentos comunitarios
sobre beneficiarios perceptores de fondos comunitarios.

2. La iniciación de las actuaciones de control finan-
ciero sobre beneficiarios y, en su caso, entidades cola-
boradoras se efectuará mediante su notificación a éstos,
en la que se indicará la naturaleza y alcance de las actua-
ciones a desarrollar, la fecha de personación del equipo
de control que va a realizarlas, la documentación que
en un principio debe ponerse a disposición del mismo
y demás elementos que se consideren necesarios. Los
beneficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras
deberán ser informados, al inicio de las actuaciones, de
sus derechos y obligaciones en el curso de las mismas.
Estas actuaciones serán comunicadas, igualmente, a los
órganos gestores de las subvenciones.

3. Cuando en el desarrollo del control financiero se
determine la existencia de circunstancias que pudieran
dar origen a la devolución de las cantidades percibidas
por causas distintas a las previstas en el artículo 37,
se pondrán los hechos en conocimiento del órgano con-
cedente de la subvención, que deberá informar sobre
las medidas adoptadas, pudiendo acordarse la suspen-
sión del procedimiento de control financiero.

La suspensión del procedimiento deberá notificarse
al beneficiario o entidad colaboradora.

4. La finalización de la suspensión, que en todo caso
deberá notificarse al beneficiario o entidad colaboradora,
se producirá cuando:

a) Una vez adoptadas por el órgano concedente las
medidas que, a su juicio, resulten oportunas, las mismas
serán comunicadas al órgano de control.

b) Si, transcurridos tres meses desde el acuerdo de
suspensión, no se hubiera comunicado la adopción de
medidas por parte del órgano gestor.
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5. Cuando en el ejercicio de las funciones de control
financiero se deduzcan indicios de la incorrecta obten-
ción, destino o justificación de la subvención percibida,
la Intervención General de la Administración del Estado
podrá acordar la adopción de las medidas cautelares
que se estimen precisas al objeto de impedir la desa-
parición, destrucción o alteración de las facturas, docu-
mentos equivalentes o sustitutivos y de cualquier otro
documento relativo a las operaciones en que tales indi-
cios se manifiesten.

Las medidas habrán de ser proporcionadas al fin que
se persiga. En ningún caso se adoptarán aquéllas que
puedan producir un perjuicio de difícil o imposible repa-
ración.

6. Las actuaciones de control financiero sobre bene-
ficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras finali-
zarán con la emisión de los correspondientes informes
comprensivos de los hechos puestos de manifiesto y
de las conclusiones que de ellos se deriven.

Cuando el órgano concedente, en aplicación de lo
dispuesto en el apartado 4 anterior, comunicara el inicio
de actuaciones que pudieran afectar a la validez del acto
de concesión, la finalización del procedimiento de control
financiero de subvenciones se producirá mediante reso-
lución de la Intervención General de la Administración
del Estado en la que se declarará la improcedencia de
continuar las actuaciones de control, sin perjuicio de
que, una vez recaída en resolución declarando la validez
total o parcial del acto de concesión, pudieran volver
a iniciarse las actuaciones.

7. Las actuaciones de control financiero sobre bene-
ficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras, deberán
concluir en el plazo máximo de 12 meses a contar desde
la fecha de notificación a aquéllos del inicio de las mis-
mas. Dicho plazo podrá ampliarse, con el alcance y requi-
sitos que se determinen reglamentariamente, cuando en
las actuaciones concurra alguna de las siguientes cir-
cunstancias:

a) Que se trate de actuaciones que revistan especial
complejidad.

b) Cuando en el transcurso de las actuaciones se
descubra que el beneficiario o entidad colaboradora han
ocultado información o documentación esencial para un
adecuado desarrollo del control.

8. A los efectos del plazo previsto en el apartado
anterior, no se computarán las dilaciones imputables al
beneficiario o entidad colaboradora, en su caso, ni los
períodos de interrupción justificada que se especifiquen
reglamentariamente.

Artículo 50. Documentación de las actuaciones de con-
trol financiero.

1. Las actuaciones de control financiero se docu-
mentarán en diligencias, para reflejar hechos relevantes
que se pongan de manifiesto en el ejercicio del mismo,
y en informes, que tendrán el contenido y estructura
y cumplirán los requisitos que se determinen reglamen-
tariamente.

2. Los informes se notificarán a los beneficiarios o
entidades colaboradoras que hayan sido objeto de con-
trol. Una copia del informe se remitirá al órgano gestor
que concedió la subvención señalando en su caso la
necesidad de iniciar expedientes de reintegro y sancio-
nador.

3. Tanto las diligencias como los informes tendrán
naturaleza de documentos públicos y harán prueba de
los hechos que motiven su formalización, salvo que se
acredite lo contrario.

Artículo 51. Efectos de los informes de control finan-
ciero.

1. Cuando en el informe emitido por la Intervención
General de la Administración del Estado se recoja la
procedencia de reintegrar la totalidad o parte de la sub-
vención, el órgano gestor deberá acordar, con base en
el referido informe y en el plazo de un mes, el inicio
del expediente de reintegro, notificándolo así al bene-
ficiario o entidad colaboradora, que dispondrá de 15 días
para alegar cuanto considere conveniente en su defensa.

2. El órgano gestor deberá comunicar a la Interven-
ción General de la Administración del Estado en el plazo
de un mes a partir de la recepción del informe de control
financiero la incoación del expediente de reintegro o
la discrepancia con su incoación, que deberá ser moti-
vada. En este último caso, la Intervención General de
la Administración del Estado podrá emitir informe de
actuación dirigido al titular del departamento del que
dependa o esté adscrito el órgano gestor de la subven-
ción, del que dará traslado asimismo al órgano gestor.

El titular del departamento, una vez recibido dicho
informe, manifestará a la Intervención General de la
Administración del Estado, en el plazo máximo de dos
meses, su conformidad o disconformidad con el con-
tenido del mismo. La conformidad con el informe de
actuación vinculará al órgano gestor para la incoación
del expediente de reintegro.

En caso de disconformidad, la Intervención General
de la Administración del Estado podrá elevar, a través
del Ministro de Hacienda, el referido informe a la con-
sideración de:

a) El Consejo de Ministros, cuando la disconformi-
dad se refiera a un importe superior a 12 millones de
euros.

b) La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos
Económicos, en el resto de los casos.

La decisión adoptada por cualquiera de estos órganos
resolverá la discrepancia.

3. Una vez iniciado el expediente de reintegro y a
la vista de las alegaciones presentadas o, en cualquier
caso, transcurrido el plazo otorgado para ello, el órgano
gestor deberá trasladarlas, junto con su parecer, a la
Intervención General de la Administración del Estado,
que emitirá informe en el plazo de un mes.

La resolución del procedimiento de reintegro no podrá
separarse del criterio recogido en el informe de la Inter-
vención General de la Administración del Estado. Cuando
el órgano gestor no acepte este criterio, con carácter
previo a la propuesta de resolución, planteará discre-
pancia que será resuelta de acuerdo con el procedimien-
to previsto en la Ley General Presupuestaria en materia
de gastos, y en el tercer párrafo del apartado anterior.

4. Una vez recaída resolución, y simultáneamente
a su notificación, el órgano gestor dará traslado de la
misma a la Intervención General de la Administración
del Estado.

5. La formulación de la resolución del procedimiento
de reintegro con omisión del trámite previsto en el apar-
tado 3 dará lugar a la anulabilidad de dicha resolución,
que podrá ser convalidada mediante acuerdo del Consejo
de Ministros, que será también competente para su revi-
sión de oficio.

A los referidos efectos, la Intervención General de
la Administración del Estado elevará al Consejo de Minis-
tros, a través del Ministro de Hacienda, informe relativo
a las resoluciones de reintegro incursas en la citada cau-
sa de anulabilidad de que tuviera conocimiento.
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TÍTULO IV

Infracciones y sanciones administrativas
en materia de subvenciones

CAPÍTULO I

De las infracciones administrativas

Artículo 52. Concepto de infracción.

Constituyen infracciones administrativas en materia
de subvenciones las acciones y omisiones tipificadas en
esta ley y serán sancionables incluso a título de simple
negligencia.

Artículo 53. Responsables.

Serán responsables de las infracciones administra-
tivas en materia de subvenciones las personas físicas
o jurídicas, públicas o privadas, así como los entes sin
personalidad a los que se refiere el apartado 3 del artícu-
lo 11 de esta ley, que por acción u omisión incurran
en los supuestos tipificados como infracciones en esta
ley y, en particular, las siguientes:

a) Los beneficiarios de subvenciones, así como los
miembros de las personas o entidades contempladas
en el apartado 2 y segundo párrafo del apartado 3 del
artículo 11 de esta ley, en relación con las actividades
subvencionadas que se hubieran comprometido a rea-
lizar.

b) Las entidades colaboradoras.
c) El representante legal de los beneficiarios de sub-

venciones que carezcan de capacidad de obrar.
d) Las personas o entidades relacionadas con el

objeto de la subvención o su justificación, obligadas a
prestar colaboración y facilitar cuanta documentación
sea requerida en cumplimiento de lo dispuesto en el
artículo 46 de esta ley.

Artículo 54. Supuestos de exención de responsabili-
dad.

Las acciones u omisiones tipificadas en esta ley no
darán lugar a responsabilidad por infracción administra-
tiva en materia de subvenciones en los siguientes
supuestos:

a) Cuando se realicen por quienes carezcan de capa-
cidad de obrar.

b) Cuando concurra fuerza mayor.
c) Cuando deriven de una decisión colectiva, para

quienes hubieran salvado su voto o no hubieran asistido
a la reunión en que se tomó aquélla.

Artículo 55. Concurrencia de actuaciones con el orden
jurisdiccional penal.

1. En los supuestos en que la conducta pudiera ser
constitutiva de delito, la Administración pasará el tanto
de culpa a la jurisdicción competente y se abstendrá
de seguir el procedimiento sancionador mientras la auto-
ridad judicial no dicte sentencia firme, tenga lugar el
sobreseimiento o el archivo de las actuaciones o se pro-
duzca la devolución del expediente por el Ministerio
Fiscal.

2. La pena impuesta por la autoridad judicial excluirá
la imposición de sanción administrativa.

3. De no haberse estimado la existencia de delito,
la Administración iniciará o continuará el expediente san-
cionador con base en los hechos que los tribunales hayan
considerado probados.

Artículo 56. Infracciones leves.

Constituyen infracciones leves los incumplimientos
de las obligaciones recogidas en esta ley y en las bases
reguladoras de subvenciones cuando no constituyan
infracciones graves o muy graves y no operen como
elemento de graduación de la sanción. En particular,
constituyen infracciones leves las siguientes conductas:

a) La presentación fuera de plazo de las cuentas
justificativas de la aplicación dada a los fondos perci-
bidos.

b) La presentación de cuentas justificativas inexac-
tas o incompletas.

c) El incumplimiento de las obligaciones formales
que, no estando previstas de forma expresa en el resto
de párrafos de este artículo, sean asumidas como con-
secuencia de la concesión de la subvención, en los tér-
minos establecidos reglamentariamente.

d) El incumplimiento de obligaciones de índole con-
table o registral, en particular:

1.o La inexactitud u omisión de una o varias ope-
raciones en la contabilidad y registros legalmente exi-
gidos.

2.o El incumplimiento de la obligación de llevar o
conservar la contabilidad, los registros legalmente esta-
blecidos, los programas y archivos informáticos que les
sirvan de soporte y los sistemas de codificación utili-
zados.

3.o La llevanza de contabilidades diversas que, refe-
ridas a una misma actividad y ejercicio económico, no
permitan conocer la verdadera situación de la entidad.

4.o La utilización de cuentas con significado distinto
del que les corresponde, según su naturaleza, que difi-
culte la comprobación de la realidad de las actividades
subvencionadas.

e) El incumplimiento de las obligaciones de conser-
vación de justificantes o documentos equivalentes.

f) El incumplimiento por parte de las entidades cola-
boradoras de las obligaciones establecidas en el artícu-
lo 15 de esta ley que no se prevean de forma expresa
en el resto de apartados de este artículo.

g) La resistencia, obstrucción, excusa o negativa a
las actuaciones de control financiero.

Se entiende que existen estas circunstancias cuando
el responsable de las infracciones administrativas en
materia de subvenciones, debidamente notificado al
efecto, haya realizado actuaciones tendentes a dilatar,
entorpecer o impedir las actuaciones de los funcionarios
de la Intervención General de la Administración del Esta-
do o de las comunidades autónomas en el ejercicio de
las funciones de control financiero.

Entre otras, constituyen resistencia, obstrucción,
excusa o negativa las siguientes conductas:

1.a No aportar o no facilitar el examen de docu-
mentos, informes, antecedentes, libros, registros, fiche-
ros, justificantes, asientos de contabilidad, programas
y archivos informáticos, sistemas operativos y de control
y cualquier otro dato objeto de comprobación.

2.a No atender algún requerimiento.
3.a La incomparecencia, salvo causa justificada, en

el lugar y tiempo señalado.
4.a Negar o impedir indebidamente la entrada o per-

manencia en locales de negocio y demás establecimien-
tos o lugares en que existan indicios probatorios para
la correcta justificación de los fondos recibidos por el
beneficiario o la entidad colaboradora o de la realidad
y regularidad de la actividad subvencionada.

5.a Las coacciones al personal controlador que rea-
lice el control financiero.

h) El incumplimiento de la obligación de colabora-
ción por parte de las personas o entidades a que se
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refiere el artículo 46 de esta ley, cuando de ello se derive
la imposibilidad de contrastar la información facilitada
por el beneficiario o la entidad colaboradora.

i) Las demás conductas tipificadas como infraccio-
nes leves en la normativa de la Unión Europea en materia
de subvenciones.

Artículo 57. Infracciones graves.

Constituyen infracciones graves las siguientes con-
ductas:

a) El incumplimiento de la obligación de comunicar
al órgano concedente o a la entidad colaboradora la
obtención de subvenciones, ayudas públicas, ingresos
o recursos para la misma finalidad, a que se refiere el
párrafo d) del apartado 1 del artículo 14 de esta ley.

b) El incumplimiento de las condiciones estableci-
das alterando sustancialmente los fines para los que la
subvención fue concedida.

c) La falta de justificación del empleo dado a los
fondos recibidos una vez transcurrido el plazo estable-
cido para su presentación.

d) La obtención de la condición de entidad cola-
boradora falseando los requisitos requeridos en las bases
reguladoras de la subvención u ocultando los que la
hubiesen impedido.

e) El incumplimiento por parte de la entidad cola-
boradora de la obligación de verificar, en su caso, el
cumplimiento y efectividad de las condiciones o requi-
sitos determinantes para el otorgamiento de las sub-
venciones, cuando de ello se derive la obligación de
reintegro.

f) Las demás conductas tipificadas como infraccio-
nes graves en la normativa de la Unión Europea en mate-
ria de subvenciones.

Artículo 58. Infracciones muy graves.

Constituyen infracciones muy graves las siguientes
conductas:

a) La obtención de una subvención falseando las
condiciones requeridas para su concesión u ocultando
las que la hubiesen impedido o limitado.

b) La no aplicación, en todo o en parte, de las can-
tidades recibidas a los fines para los que la subvención
fue concedida.

c) La resistencia, excusa, obstrucción o negativa a
las actuaciones de control previstas, respectivamente,
en el párrafo c) del apartado 1 del artículo 14 y en
el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de esta ley,
cuando de ello se derive la imposibilidad de verificar
el empleo dado a los fondos percibidos, o el cumpli-
miento de la finalidad y de la realidad y regularidad de
las actividades subvencionadas, o la concurrencia de sub-
venciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma
finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones
o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Euro-
pea o de organismos internacionales.

d) La falta de entrega, por parte de las entidades
colaboradoras, cuando así se establezca, a los benefi-
ciarios de los fondos recibidos de acuerdo con los cri-
terios previstos en las bases reguladoras de la subven-
ción.

e) Las demás conductas tipificadas como infraccio-
nes muy graves en la normativa de la Unión Europea
en materia de subvenciones.

CAPÍTULO II

De las sanciones

Artículo 59. Clases de sanciones.

1. Las infracciones en materia de subvenciones se
sancionarán mediante la imposición de sanciones pecu-
niarias y, cuando proceda, de sanciones no pecuniarias.

2. Las sanciones pecuniarias podrán consistir en
multa fija o proporcional. La sanción pecuniaria propor-
cional se aplicará sobre la cantidad indebidamente obte-
nida, aplicada o no justificada.

La multa fija estará comprendida entre 75 y 6.000
euros y la multa proporcional puede ir del tanto al triple
de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no
justificada o, en el caso de entidades colaboradoras, de
los fondos indebidamente aplicados o justificados.

La multa pecuniaria será independiente de la obli-
gación de reintegro contemplada en el artículo 40 de
esta ley y para su cobro resultará igualmente de apli-
cación el régimen jurídico previsto para los ingresos de
derecho público en la Ley General Presupuestaria o en
las normas presupuestarias de las restantes Adminis-
traciones públicas.

3. Las sanciones no pecuniarias, que se podrán
imponer en caso de infracciones graves o muy graves,
podrán consistir en:

a) Pérdida durante un plazo de hasta cinco años
de la posibilidad de obtener subvenciones, ayudas públi-
cas y avales de las Administraciones públicas u otros
entes públicos.

b) Pérdida durante un plazo de hasta cinco años
de la posibilidad de actuar como entidad colaboradora
en relación con las subvenciones reguladas en esta ley.

c) Prohibición durante un plazo de hasta cinco años
para contratar con las Administraciones públicas.

Artículo 60. Graduación de las sanciones.

1. Las sanciones por las infracciones a que se refiere
este capítulo se graduarán atendiendo en cada caso con-
creto a:

a) La comisión repetida de infracciones en materia
de subvenciones.

Se entenderá producida esta circunstancia cuando
el sujeto infractor haya sido sancionado por una infrac-
ción de la misma naturaleza, ya sea grave o muy grave,
en virtud de resolución firme en vía administrativa dentro
de los cuatro años anteriores a la comisión de la infrac-
ción.

Cuando concurra esta circunstancia en la comisión
de una infracción grave o muy grave, el porcentaje de
la sanción mínima se incrementará entre 10 y 75 puntos.

b) La resistencia, negativa u obstrucción a las actua-
ciones de control recogidas en el párrafo c) del apar-
tado 1 del artículo 14 y en el párrafo d) del aparta-
do 1 del artículo 15 de esta ley. Cuando concurra esta
circunstancia en la comisión de una infracción grave
o muy grave, el porcentaje de la sanción mínima se incre-
mentará entre 10 y 75 puntos.

c) La utilización de medios fraudulentos en la comi-
sión de infracciones en materia de subvenciones.

A estos efectos, se considerarán principalmente
medios fraudulentos los siguientes:

1.o Las anomalías sustanciales en la contabilidad
y en los registros legalmente establecidos.

2.o El empleo de facturas, justificantes u otros docu-
mentos falsos o falseados.

3.o La utilización de personas o entidades interpues-
tas que dificulten la comprobación de la realidad de la
actividad subvencionada.

Cuando concurra esta circunstancia en la comisión
de una infracción grave o muy grave, el porcentaje de
la sanción mínima se incrementará entre 20 y 100
puntos.

d) La ocultación a la Administración, mediante la
falta de presentación de la documentación justificativa
o la presentación de documentación incompleta o
inexacta, de los datos necesarios para la verificación de
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la aplicación dada a la subvención recibida. Cuando con-
curra esta circunstancia en la comisión de una infracción
grave o muy grave, el porcentaje de la sanción se incre-
mentará entre 10 y 50 puntos.

e) El retraso en el cumplimiento de las obligaciones
formales.

2. Los criterios de graduación son aplicables simul-
táneamente. El criterio establecido en el párrafo e) se
empleará exclusivamente para la graduación de las san-
ciones por infracciones leves.

3. Los criterios de graduación recogidos en los apar-
tados anteriores no podrán utilizarse para agravar la
infracción cuando estén contenidos en la descripción
de la conducta infractora o formen parte del propio ilícito
administrativo.

4. El importe de las sanciones leves impuestas a
un mismo infractor por cada subvención no excederá
en su conjunto del importe de la subvención inicialmente
concedida.

5. El importe de las sanciones graves y muy graves
impuestas a un mismo infractor por cada subvención
no excederá en su conjunto del triple del importe de
la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no jus-
tificada o, en el caso de entidades colaboradoras, de
los fondos indebidamente aplicados o justificados.

Artículo 61. Sanciones por infracciones leves.

1. Cada infracción leve será sancionada con multa
de 75 a 900 euros, salvo lo dispuesto en el apartado
siguiente.

2. Serán sancionadas en cada caso con multa
de 150 a 6.000 euros las siguientes infracciones:

a) La inexactitud u omisión de una o varias ope-
raciones en la contabilidad y registros legalmente exi-
gidos.

b) El incumplimiento de la obligación de la llevanza
de contabilidad o de los registros legalmente estable-
cidos.

c) La llevanza de contabilidades diversas que, refe-
ridas a una misma actividad, no permita conocer la ver-
dadera situación de la entidad.

d) La utilización de cuentas con significado distinto
del que les corresponde, según su naturaleza, que difi-
culte la comprobación de la realidad de las actividades
subvencionadas.

e) La falta de aportación de pruebas y documentos
requeridos por los órganos de control o la negativa a
su exhibición.

f) El incumplimiento por parte de las entidades cola-
boradoras de las obligaciones establecidas en el artícu-
lo 15 de esta ley.

g) El incumplimiento por parte de las personas o
entidades sujetas a la obligación de colaboración y de
facilitar la documentación a que se refiere el artícu-
lo 46 de esta ley, cuando de ello se derive la imposibilidad
de contrastar la información facilitada por el beneficiario
o la entidad colaboradora.

Artículo 62. Sanciones por infracciones graves.

1. Las infracciones graves serán sancionadas con
multa pecuniaria proporcional del tanto al doble de la
cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justi-
ficada o, en el caso de entidades colaboradoras, de los
fondos indebidamente aplicados o justificados.

2. Cuando el importe del perjuicio económico
correspondiente a la infracción grave represente más
del 50 por ciento de la subvención concedida o de las
cantidades recibidas por las entidades colaboradoras,
y excediera de 30.000 euros, concurriendo alguna de

las circunstancias previstas en los párrafos b) y c) del
apartado 1 del artículo 60 de esta ley, los infractores
podrán ser sancionados, además, con:

a) Pérdida, durante un plazo de hasta tres años, de
la posibilidad de obtener subvenciones, ayudas públicas
y avales de la Administración u otros entes públicos.

b) Prohibición, durante un plazo de hasta tres años,
para celebrar contratos con la Administración u otros
entes públicos.

c) Pérdida, durante un plazo de hasta tres años, de
la posibilidad de actuar como entidad colaboradora en
relación con las subvenciones reguladas en esta ley.

Artículo 63. Sanciones por infracciones muy graves.

1. Las infracciones muy graves serán sancionadas
con multa pecuniaria proporcional del doble al triple de
la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no jus-
tificada o, en el caso de entidades colaboradoras, de
los fondos indebidamente aplicados o justificados.

No obstante, no se sancionarán las infracciones reco-
gidas en los párrafos b) y d) del artículo 58 cuando
los infractores hubieran reintegrado las cantidades y los
correspondientes intereses de demora sin previo reque-
rimiento.

2. Cuando el importe del perjuicio económico
correspondiente a la infracción muy grave exceda de
30.000 euros, concurriendo alguna de las circunstancias
previstas en los párrafos b) y c) del apartado 1 del artícu-
lo 60 de esta ley, los infractores podrán ser sancionados,
además, con:

a) Pérdida, durante un plazo de hasta cinco años,
de la posibilidad de obtener subvenciones, ayudas públi-
cas y avales de la Administración u otros entes públicos.

b) Prohibición, durante un plazo de hasta cinco años,
para celebrar contratos con la Administración u otros
entes públicos.

c) Pérdida, durante un plazo de hasta cinco años,
de la posibilidad de actuar como entidad colaboradora
en relación con las subvenciones reguladas en esta ley.

Artículo 64. Desarrollo reglamentario del régimen de
infracciones y sanciones.

Las disposiciones reglamentarias de desarrollo
podrán introducir especificaciones o graduaciones al
cuadro de las infracciones o sanciones establecidas legal-
mente que, sin constituir nuevas infracciones o sancio-
nes, ni alterar la naturaleza o límites de las que la ley
contempla, contribuyan a la más correcta identificación
de las conductas o a la más precisa determinación de
las sanciones correspondientes.

Artículo 65. Prescripción de infracciones y sanciones.

1. Las infracciones prescribirán en el plazo de cuatro
años a contar desde el día en que la infracción se hubiera
cometido.

2. Las sanciones prescribirán en el plazo de cuatro
años a contar desde el día siguiente a aquel en que
hubiera adquirido firmeza la resolución por la que se
impuso la sanción.

3. El plazo de prescripción se interrumpirá conforme
a lo establecido en el artículo 132 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de la Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

4. La prescripción se aplicará de oficio, sin perjuicio
de que pueda ser solicitada su declaración por el inte-
resado.
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Artículo 66. Competencia para la imposición de san-
ciones.

1. Las sanciones en materia de subvenciones serán
acordadas e impuestas por los ministros o los secretarios
de Estado de los departamentos ministeriales conceden-
tes. En el caso de subvenciones concedidas por las
demás entidades concedentes, las sanciones serán acor-
dadas e impuestas por los titulares de los ministerios
a los que estuvieran adscritas.

No obstante, cuando la sanción consista en la pérdida
de la posibilidad de obtener subvenciones, ayudas públi-
cas y avales de Estado, en la prohibición para celebrar
contratos con el Estado u otros entes públicos o en la
pérdida de la posibilidad de actuar como entidad cola-
boradora en relación con las subvenciones reguladas
en esta ley, la competencia corresponderá al Ministro
de Hacienda.

2. El ministro designará al instructor del procedi-
miento sancionador cuando dicha función no esté pre-
viamente atribuida a ningún órgano administrativo.

3. La competencia para imponer sanciones en las
corporaciones locales corresponde a los órganos de
gobierno que tengan atribuidas tales funciones en la
legislación de régimen local.

Artículo 67. Procedimiento sancionador.

1. La imposición de las sanciones en materia de
subvenciones se efectuará mediante expediente admi-
nistrativo en el que, en todo caso, se dará audiencia
al interesado antes de dictarse el acuerdo corres-
pondiente y que será tramitado conforme a lo dispuesto
en el capítulo II del título IX de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

2. El procedimiento se iniciará de oficio, como con-
secuencia, de la actuación de comprobación desarrollada
por el órgano concedente o por la entidad colaboradora,
así como de las actuaciones de control financiero pre-
vistas en esta ley.

3. Los acuerdos de imposición de sanciones pon-
drán fin a la vía administrativa.

Artículo 68. Extinción de la responsabilidad derivada
de la comisión de infracciones.

La responsabilidad derivada de las infracciones se
extingue por el pago o cumplimiento de la sanción o
por prescripción o por fallecimiento.

Artículo 69. Responsabilidades.

1. Responderán solidariamente de la sanción pecu-
niaria los miembros, partícipes o cotitulares de las enti-
dades a que se refiere el apartado 3 del artículo 11
en proporción a sus respectivas participaciones, cuando
se trate de comunidades de bienes o cualquier otro tipo
de unidad económica o patrimonio separado.

2. Responderán subsidiariamente de la sanción
pecuniaria los administradores de las sociedades mer-
cantiles, o aquellos que ostenten la representación legal
de otras personas jurídicas, de acuerdo con las dispo-
siciones legales o estatutarias que les resulten de apli-
cación, que no realicen los actos necesarios que sean
de su incumbencia para el cumplimiento de las obliga-
ciones infringidas, adopten acuerdos que hagan posibles
los incumplimientos o consientan el de quienes de ellos
dependan.

3. En el caso de sociedades o entidades disueltas
y liquidadas en las que la ley limita la responsabilidad

patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares, las
sanciones pendientes se transmitirán a éstos, que que-
darán obligados solidariamente hasta el límite del valor
de la cuota de liquidación que se les hubiera adjudicado
o se les hubiera debido adjudicar.

4. En el caso de sociedades o entidades disueltas
y liquidadas en las que la ley no limita la responsabilidad
patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares, las
sanciones pendientes se transmitirán a éstos, que que-
darán obligados solidariamente a su cumplimiento.

Disposición adicional primera. Información y coordina-
ción con el Tribunal de Cuentas.

Anualmente, la Intervención General de la Adminis-
tración del Estado remitirá al Tribunal de Cuentas informe
sobre el seguimiento de los expedientes de reintegro
y sancionadores derivados del ejercicio del control finan-
ciero.

El régimen de responsabilidad contable en materia
de subvenciones se regulará de acuerdo con la Ley Orgá-
nica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas,
y la Ley 7/1988, de 5 de abril, de funcionamiento del
Tribunal de Cuentas.

Disposición adicional segunda. Colaboración de la
Intervención General de la Administración del Estado
con otras Administraciones públicas, en las actua-
ciones de control financiero de subvenciones.

1. La Intervención General de la Administración del
Estado, en coordinación con los órganos de control de
ámbito nacional y autonómico, elaborará un Plan anual
de control del FEOGA-Garantía en el que se incluirán
los controles a realizar por la propia Intervención General,
por la Agencia Estatal de Administración Tributaria y
por los órganos de control interno de las comunidades
autónomas.

La Intervención General de la Administración del Esta-
do coordinará con los órganos de control interno de
las Administraciones de las comunidades autónomas la
elaboración del Plan de control de fondos estructurales
y de cohesión que anualmente deban acometer dentro
de su ámbito de competencia. Con la finalidad de su
remisión a la Comisión de la Unión Europea, formando
parte del Plan de control de fondos estructurales y cohe-
sión del Estado miembro, dichos planes serán remitidos
a la Intervención General de la Administración del Estado
antes del 1 de diciembre del año anterior al que se
refieran.

2. Las corporaciones locales podrán solicitar de la
Intervención General de la Administración del Estado
la realización de los controles financieros sobre bene-
ficiarios de subvenciones concedidas por estos entes,
sujetándose el procedimiento de control, reintegro y el
régimen de infracciones y sanciones a lo previsto en
esta ley.

3. La Intervención General de la Administración del
Estado, de acuerdo con lo establecido en el artículo 45.1,
suscribirá con los órganos de la Comisión Europea los
acuerdos administrativos de cooperación previstos en
la normativa comunitaria en materia de control financiero
de ayudas y subvenciones financiadas total o parcial-
mente con cargo a fondos comunitarios.

Disposición adicional tercera. Control financiero de
subvenciones de la Intervención General de la Segu-
ridad Social.

El control financiero sobre las subvenciones conce-
didas por las entidades gestoras y servicios comunes
de la Seguridad Social será ejercido por la Intervención
General de la Seguridad Social en los términos previstos
en esta ley.
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Disposición adicional cuarta. Contratación de la cola-
boración para la realización de controles financieros
de subvenciones con auditores privados.

1. La Intervención General de la Administración del
Estado podrá recabar la colaboración de empresas pri-
vadas de auditoría para la realización de controles finan-
cieros de subvenciones en los términos previstos en la
Ley General Presupuestaria.

2. En cualquier caso, corresponderá a la Interven-
ción General de la Administración del Estado la reali-
zación de aquellas actuaciones que supongan el ejercicio
de potestades administrativas.

3. La misma colaboración podrán recabar las cor-
poraciones locales para el control financiero de las sub-
venciones que concedan, quedando también reservadas
a sus propios órganos de control las actuaciones que
supongan el ejercicio de las potestades administrativas.

Disposición adicional quinta. Ayudas en especie.

1. Las entregas a título gratuito de bienes y dere-
chos se regirán por la legislación patrimonial.

2. No obstante lo anterior, se aplicará esta ley, en
los términos que se desarrollen reglamentariamente,
cuando la ayuda consista en la entrega de bienes, dere-
chos o servicios cuya adquisición se realice con la fina-
lidad exclusiva de entregarlos a un tercero.

3. En todo caso, la adquisición se someterá a la
normativa sobre contratación de las Administraciones
públicas.

Disposición adicional sexta. Créditos concedidos por
la Administración a particulares sin interés, o con inte-
rés inferior al de mercado.

Los créditos sin interés, o con interés inferior al de
mercado, concedidos por los entes contemplados en el
artículo 3 de esta ley a particulares se regirán por su
normativa específica y, en su defecto, por las prescrip-
ciones de esta ley que resulten adecuadas a la naturaleza
de estas operaciones, en particular, los principios gene-
rales, requisitos y obligaciones de beneficiarios y enti-
dades colaboradoras, y procedimiento de concesión.

Disposición adicional séptima. Entidades gestoras y
servicios comunes de la Seguridad Social.

A las entidades gestoras y servicios comunes de la
Seguridad Social que integran el sistema de la Seguridad
Social les serán de aplicación las previsiones de esta
ley en los mismos términos que a los organismos autó-
nomos.

Disposición adicional octava. Subvenciones que inte-
gran el Programa de cooperación económica del Esta-
do a las inversiones de las entidades locales.

Las subvenciones que integran el Programa de coo-
peración económica del Estado a las inversiones de las
entidades locales se regirán por su normativa específica,
resultando de aplicación supletoria las disposiciones de
esta ley.

Disposición adicional novena. Incentivos regionales,
ayudas a la minería y ayudas del Plan PYME.

1. Los incentivos regionales se regularán por la
Ley 50/1985, de 27 de diciembre, de incentivos regio-
nales para la corrección de desequilibrios económicos
interterritoriales, excepto en lo referido al régimen de
control financiero y a las infracciones y sanciones admi-

nistrativas en materia de subvenciones que se regirán,
respectivamente, por lo establecido en los títulos III y IV
de esta ley.

Sin perjuicio de lo anterior, los órganos competentes
en materia de incentivos regionales, una vez emitido
el informe de control financiero por la Intervención Gene-
ral de la Administración del Estado, podrán ejercer en
todo caso las competencias que el Reglamento de
desarrollo de la Ley 50/1985, aprobado por el Real
Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, les atribuye
para acordar de oficio la concesión de prórrogas para
la completa ejecución del proyecto o para incoar pro-
cedimiento de modificación del proyecto inicial.

En cualquier caso, esta ley se aplicará con carácter
supletorio.

2. En la gestión de las ayudas que corresponde al
Instituto para la Reestructuración de la Minería del Car-
bón y Desarrollo Alternativo de las Comarcas Mineras
en ejecución de la política de reestructuración que tiene
encomendada en ejercicio de sus funciones, el plazo
máximo para resolver y notificar será de seis meses a
partir del cierre de la convocatoria. En estos casos, el
plazo figurará expresamente en la norma que regule la
concesión de las subvenciones.

3. En el régimen de ayudas y gestión del Plan de
consolidación y competitividad de la pequeña y mediana
empresa, cuando el beneficiario pueda, de acuerdo con
la normativa reguladora, concertar con terceros la eje-
cución total o parcial de la actividad subvencionada, la
subcontratación estará sujeta, en su caso, y sin nece-
sidad de autorización de la entidad concedente, a que
se aporte al expediente de solicitud una relación de con-
tratos celebrados, y cuando se trate de personas o enti-
dades vinculadas se presente con la solicitud de la ayuda
una declaración de vinculación con terceros.

Disposición adicional décima. Premios educativos, cul-
turales, científicos o de cualquier otra naturaleza.

Reglamentariamente se establecerá el régimen espe-
cial aplicable al otorgamiento de los premios educativos,
culturales, científicos o de cualquier otra naturaleza, que
deberá ajustarse al contenido de esta ley, salvo en aque-
llos aspectos en los que, por la especial naturaleza de
las subvenciones, no resulte aplicable.

Disposición adicional undécima. Procedimiento de rein-
tegro de subvenciones concedidas por el Instituto
Nacional de Empleo.

No obstante lo establecido en el apartado 5 del artícu-
lo 42 de esta ley, las resoluciones de los procedimientos
de reintegro dictadas por el Instituto Nacional de Empleo
no pondrán fin a la vía administrativa, y podrá inter-
ponerse contra las mismas recurso de alzada en los tér-
minos recogidos en el título VII de la Ley 20/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, en la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13
de enero.

Disposición adicional duodécima. Planes de aislamien-
to acústico.

Las ayudas que se establezcan en las declaraciones
de impacto ambiental se aplicarán conforme a los requi-
sitos, exigencias y condiciones que se establezcan en
dicha declaración, de acuerdo con su propia normativa.
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Disposición adicional decimotercera. Planes y progra-
mas sectoriales.

Los planes y programas relativos a políticas públicas
sectoriales que estén previstos en normas legales o regla-
mentarias, tendrán la consideración de planes estraté-
gicos de subvenciones de los regulados en el apartado 1
del artículo 8 de esta ley, siempre que recojan el con-
tenido previsto en el citado apartado.

Disposición adicional decimocuarta. Entidades locales.

Los procedimientos regulados en esta ley se adap-
tarán reglamentariamente a las condiciones de organi-
zación y funcionamiento de las corporaciones locales.

La competencia para ejercer el control financiero de
las subvenciones concedidas por las corporaciones loca-
les y los organismos públicos de ellas dependientes
corresponderá a los órganos o funcionarios que tengan
atribuido el control financiero de la gestión económica
de dichas corporaciones a que se refieren los artícu-
los 194 y siguientes de la Ley 39/1988, de 28 de diciem-
bre, Reguladora de las Haciendas Locales.

Lo establecido en el título III de esta ley sobre el
objeto del control financiero, la obligación de colabo-
ración de los beneficiarios, las entidades colaboradoras
y los terceros relacionados con el objeto de la subvención
o justificación, así como las facultades y deberes del
personal controlador, será de aplicación al control finan-
ciero de las subvenciones de las Administraciones loca-
les.

Disposición adicional decimoquinta. Justificación de
subvenciones por entidades públicas estatales.

Reglamentariamente se establecerá el régimen sim-
plificado de justificación, comprobación y control de las
subvenciones percibidas por organismos y entes del sec-
tor público estatal que, de acuerdo con la normativa
presupuestaria, se encuentren sujetos a control finan-
ciero permanente de la Intervención General de la Admi-
nistración del Estado, sin que puedan exigirse otras audi-
torías o controles adicionales.

Disposición adicional decimosexta. Fundaciones del
sector público.

1. Las entregas dinerarias sin contraprestación que
realicen las fundaciones del sector público se regirán
por el derecho privado, si bien serán de aplicación los
principios de gestión contenidos en esta ley y los de
información a los que se hace referencia en el artículo 20.
En todo caso, las aportaciones gratuitas que realicen
habrán de tener relación directa con el objeto de la acti-
vidad contenido en la norma de creación o en sus esta-
tutos.

2. A los efectos de esta ley, se consideran funda-
ciones del sector público aquellas fundaciones en las
que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que se constituyan con una aportación mayo-
ritaria, directa o indirecta, de las Administraciones públi-
cas, sus organismos públicos o demás entidades del sec-
tor público.

b) Que su patrimonio fundacional, con un carácter
de permanencia, esté formado en más de un 50 por
ciento por bienes o derechos aportados o cedidos por
las referidas entidades.

Disposición adicional decimoséptima. Control y evalua-
ción de objetivos.

El control y evaluación de resultados derivados de
la aplicación de los planes estratégicos a que se hace

referencia en el artículo 8 de esta ley será realizado
por la Intervención General de la Administración del Esta-
do, y sin perjuicio de las competencias que atribuye la
Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Fun-
cionamiento de la Administración General del Estado,
a los departamentos ministeriales, organismos y demás
entes públicos.

Disposición adicional decimoctava. Subvenciones de
cooperación internacional.

1. El Gobierno aprobará por real decreto, a propues-
ta conjunta de los Ministerios de Asuntos Exteriores y
de Hacienda, las normas especiales reguladoras de las
subvenciones de cooperación internacional.

2. Dicha regulación se adecuará con carácter gene-
ral a lo establecido en esta ley salvo que deban excep-
tuarse los principios de publicidad o concurrencia u otros
aspectos del régimen de control, reintegros o sanciones,
en la medida en que las subvenciones sean desarrollo
de la política exterior del Gobierno y resulten incom-
patibles con la naturaleza o los destinatarios de las
mismas.

Disposición adicional decimonovena. Régimen aplica-
ble al Banco de España.

El Banco de España se regirá en la materia objeto
de regulación de esta ley por la normativa vigente con
anterioridad a su entrada en vigor.

Disposición adicional vigésima. Actualización de las
cuantías previstas en esta ley.

Se autoriza al Consejo de Ministros para que pueda
actualizar, mediante real decreto, las cuantías que se
indican en esta ley, dando audiencia a las comunidades
autónomas cuando la actualización afecte a un precepto
de carácter básico.

Disposición adicional vigésima primera. Régimen foral
de Navarra.

En virtud de su régimen foral, la aplicación a la Comu-
nidad Foral de Navarra de lo dispuesto en esta ley se
llevará a cabo con respeto a la Ley Orgánica de Rein-
tegración y Amejoramiento del Régimen Foral de
Navarra.

Disposición adicional vigésima segunda. Régimen foral
del País Vasco.

En virtud de su régimen foral la aplicación de esta
ley a la Comunidad Autónoma del País Vasco se realizará
con respeto a lo establecido en su Estatuto de Autonomía
y en la disposición adicional segunda de la Ley 7/1985,
de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

Disposición transitoria primera. Adaptación de la nor-
mativa reguladora.

1. En el plazo de un año a partir de la entrada en
vigor de esta ley se procederá a la adecuación de la
normativa reguladora de las subvenciones al régimen
jurídico establecido en la misma.

2. Si en el plazo señalado en el apartado anterior
no se procediera a la adecuación de la normativa regu-
ladora de las subvenciones, esta ley será de aplicación
directa.
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Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio de
los procedimientos.

1. A los procedimientos de concesión de subven-
ciones ya iniciados a la entrada en vigor de esta ley
les será de aplicación la normativa vigente en el momen-
to de su inicio.

2. Los procedimientos iniciados durante el plazo de
adecuación contemplado en la disposición transitoria pri-
mera se regirán por lo dispuesto en la normativa anterior
que les sea de aplicación, salvo que haya entrado en
vigor la normativa de adecuación correspondiente.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados
anteriores, los procedimientos de control financiero, rein-
tegro y revisión de actos previstos en esta ley resultarán
de aplicación desde su entrada en vigor.

4. El régimen sancionador previsto en esta ley será
de aplicación a los beneficiarios y a las entidades cola-
boradoras, en los supuestos previstos en esta disposi-
ción, siempre que el régimen jurídico sea más favorable
al previsto en la legislación anterior.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

1. Quedan derogadas todas las normas de igual o
inferior rango en lo que contradigan o se opongan a
lo dispuesto en esta ley.

2. Quedan derogadas expresamente las siguientes
disposiciones:

a) Del Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23
de septiembre, por el que se aprueba el texto refundido
de la Ley General Presupuestaria, los artículos 81 y 82.

b) El Decreto 2784/1964, de 27 de julio, sobre
justificación de las subvenciones concedidas con cargo
a los Presupuestos Generales del Estado y de las enti-
dades estatales autónomas, en cuanto se oponga a lo
establecido en esta ley.

c) El Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre,
por el que se aprueba el Reglamento de procedimiento
para la concesión de subvenciones públicas, en cuanto
se oponga a lo establecido en esta ley.

d) Del Real Decreto 2188/1995, de 28 de diciem-
bre, por el que se desarrolla el régimen de control interno
ejercido por la Intervención General de la Administración
del Estado, el segundo párrafo del apartado 1 del artícu-
lo 34, el apartado 6 del artículo 36, el párrafo b) del
apartado 1 del artículo 37, el apartado 3 del artículo
38 bis y los artículos 43, 44 y 45.

Disposición final primera. Habilitación competencial y
carácter de legislación básica.

1. Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en
el artículo 149.1.13.a, 14.a y 18.a de la Constitución,
constituyendo legislación básica del Estado, los siguien-
tes preceptos:

En el título preliminar, el capítulo I y el capítulo II
excepto, el párrafo d) del apartado 4 del artículo 9, el
artículo 10, el apartado 2 y los párrafos d), e), f), g),
h), i), j), k) y l) del apartado 3 del artículo 16, los apartados
1, 2, y los párrafos c), f), h), i), j), k), l), m) y n) del
apartado 3 del artículo 17 y el artículo 21.

En el título I, el capítulo I y el capítulo IV, excepto
los artículos 32 y 33.

En el título II, los artículos 36, 37 y el apartado 1
del artículo 40.

En el título III, los artículos 45 y 46.
En el título IV, el capítulo I y los artículos 59, 65,

67, 68 y 69 del capítulo II.
El apartado 1 de la disposición adicional segunda

y la disposición adicional decimosexta.

2. Las restantes disposiciones de esta ley resultarán
únicamente de aplicación en el ámbito de la Adminis-
tración General del Estado, de las entidades que integran
la Administración local y de los organismos y demás
entidades de derecho público con personalidad jurídica
propia vinculadas o dependientes de las mismas.

No obstante, cuando las comunidades autónomas
hubieran asumido competencias en materia de régimen
local, la ley se aplicará a las entidades que integran la
Administración local en el ámbito territorial de las refe-
ridas comunidades autónomas, de acuerdo con lo esta-
blecido en el apartado 1 de esta disposición.

Disposición final segunda. Carácter básico de las nor-
mas de desarrollo.

Las normas que en desarrollo de esta ley apruebe
la Administración General del Estado tendrán carácter
básico cuando constituyan el complemento necesario
respecto a las normas que tengan atribuida tal naturaleza
conforme a la disposición final primera.

Disposición final tercera. Desarrollo y entrada en vigor
de esta ley.

1. En el plazo de un año a partir de la entrada en
vigor de esta ley se aprobará un reglamento general
para su aplicación.

2. La presente ley entrará en vigor tres meses des-
pués de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta ley.
Madrid, 17 de noviembre de 2003.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

20978 LEY 39/2003, de 17 de noviembre, del Sector
Ferroviario.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El ferrocarril es un modo de transporte esencial en
la sociedad española actual, seguro y con escasa inci-
dencia sobre el medio ambiente y el consumo energético.
Conviene, por ello, potenciarlo, favoreciendo su desarro-
llo y atribuyéndole una misión de mayor entidad en la
sociedad y en la actividad económica españolas.

La decidida voluntad del Gobierno español de impul-
sar el ferrocarril como transporte rápido, moderno y segu-
ro, capaz de competir con otros modos de transporte
y de convertirse en elemento vertebrador del país y en
instrumento para mejorar la calidad de vida de los ciu-
dadanos hace imprescindible una reforma de la actual
legislación.

Tradicionalmente, la explotación del ferrocarril ha
abarcado la de la infraestructura y la de los servicios
de transporte ferroviario. La Ley 16/1987, de 30 de
julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres, con-
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I.    Disposiciones generales

MINISTERIO DEL INTERIOR
 4573 REAL DECRETO 307/2005, de 18 de marzo, por 

el que se regulan las subvenciones en atención 
a determinadas necesidades derivadas de 
situaciones de emergencia o de naturaleza 
catastrófica, y se establece el procedimiento 
para su concesión.

La Constitución Española recoge, en su artículo 149.1.29.ª, 
la seguridad pública como competencia exclusiva del 
Estado.

Vinculado a este concepto de seguridad pública se 
encuentra la protección civil, la cual ha sido objeto de 
regulación a través de la Ley 2/1985, de 21 de enero, sobre 
Protección Civil, que la identifica doctrinalmente como 
«protección física de las personas y de los bienes, en 
situación de grave riesgo colectivo, calamidad pública o 
catástrofe extraordinaria, en la que la seguridad y la vida 
de las personas pueden peligrar y sucumbir masiva-
mente», y que implica a todas las Administraciones públi-
cas, con sus recursos materiales y humanos. De esta 
forma, se configura un sistema en el que las distintas 
Administraciones públicas tienen atribuidas competen-
cias en materia de protección civil y se otorga a la Admi-
nistración del Estado un papel concurrente y subsidiario 
respecto de estas.

A este respecto, la citada Ley 2/1985, de 21 de enero, 
diferencia, por un lado, las acciones preventivas y, por 
otro, las actuaciones a posteriori tendentes a la protec-
ción y socorro de personas y bienes en los casos en que 
dichas situaciones se produzcan. En este marco protector 
reside la conveniencia de articular un sistema de ayudas 
paliativas de la situación de necesidad en la que se pue-
den encontrar aquellos colectivos que han sufrido las 
consecuencias de los hechos desencadenantes de la 
situación de emergencia.

En el ámbito competencial de la protección civil que 
se atribuye al Ministerio del Interior, el Real Decreto 
692/1981, de 27 de marzo, sobre la coordinación de medi-
das con motivo de situaciones de emergencia o de natu-
raleza catastrófica, dispone, en su artículo 2, que corres-
ponderá a este departamento, directamente o a través de 
los Gobiernos Civiles (actuales Subdelegaciones del 
Gobierno) y Delegaciones del Gobierno, la concesión de 
ayudas de carácter inmediato en situaciones de emergen-
cia o grave riesgo, y en los supuestos de daños a perso-
nas o bienes ocasionados por catástrofes, calamidades 
públicas u otras circunstancias de análoga naturaleza.

En desarrollo de este Real Decreto 692/1981, de 27 de 
marzo, se dicta por el Ministerio del Interior una orden 
ministerial, donde se recoge el procedimiento de conce-
sión de ayudas en atención a las necesidades derivadas 
de situaciones de emergencia, catástrofe o calamidad 

pública, la Orden Ministerial de 31 de julio de 1989, y pos-
teriormente, la Orden Ministerial de 18 de marzo de 1993, 
que establece los requisitos y condiciones para la obten-
ción de las ayudas, así como los posibles beneficiarios.

La regulación de este tipo de ayudas ha resultado 
afectada por la entrada en vigor de la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre, General de Subvenciones, la cual intro-
duce novedades en la figura jurídica de la subvención, 
anteriormente prevista en los artículos 81 y 82 del texto 
refundido de la antigua Ley General Presupuestaria, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de 
septiembre. En concreto, dicha ley establece como proce-
dimiento de aplicación general para la concesión de ayu-
das el régimen de concurrencia competitiva y restringe 
los supuestos de concesión directa, conforme a lo pre-
visto en su artículo 22.2.

Las especiales características de los beneficiarios de 
las ayudas previstas en este real decreto, que lo son por 
encontrarse en una determinada situación de necesidad 
que acreditan fehacientemente, ya sean corporaciones 
locales que han efectuado gastos de emergencia, ya uni-
dades familiares, que han sufrido daños personales en 
sus bienes, ya personas físicas o jurídicas que han sido 
requeridas para prestar servicios por una autoridad com-
petente, llevan a la conclusión de que no es posible apli-
car a estos supuestos el régimen general de procedi-
miento de concesión en concurrencia competitiva, por lo 
que estas subvenciones serían de concesión directa.

De esta forma, estas ayudas quedarían subsumidas 
dentro del artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, el cual dispone 
que podrán concederse de forma directa las subvencio-
nes en las cuales «se acrediten razones de interés público, 
social, económico o humanitario, u otras debidamente 
justificadas que dificulten su convocatoria pública». En 
consecuencia, en su desarrollo, habría que estar a lo esta-
blecido en el artículo 28.2 de dicha ley, en el que se prevé 
que la competencia para dictar las normas que regulen 
este tipo de subvenciones de concesión directa se reserva 
al Gobierno, mediante real decreto, a propuesta del titular 
del departamento interesado, y previo informe del Minis-
terio de Economía y Hacienda, y que deberán ajustarse a 
las previsiones contenidas en la ley, salvo en lo que afecta 
a la aplicación de los principios de publicidad y concu-
rrencia. El artículo 28.3 establece el contenido mínimo del 
real decreto citado.

Para la realización de cuanto antecede, en cada ejerci-
cio, los Presupuestos Generales del Estado vienen consig-
nando determinados créditos para atenciones de todo 
orden derivadas de las citadas causas, que afecten a uni-
dades familiares o a corporaciones locales que carezcan 
de los recursos económicos necesarios para hacer frente 
a tales situaciones, así como a personas físicas o jurídicas 
que se hayan visto obligadas a realizar una prestación 
personal o de bienes, a requerimiento de la autoridad 
competente, en situaciones de emergencia.
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Las circunstancias que concurren en los casos de 
emergencias o catástrofes que motivan la concesión de 
estas ayudas aconsejan que, por una parte, su procedi-
miento regulador se inspire en los principios de flexibili-
dad, equidad y proporcionalidad y, por otra parte, se pro-
vea de una serie de garantías, formales y materiales, 
tanto en orden a la salvaguarda de las exigencias de 
imparcialidad y justicia aplicables a los sujetos afectados 
como la correcta adecuación de los fondos públicos que 
se apliquen con esta finalidad.

Durante los 11 años de vigencia de la Orden de 18 de 
marzo de 1993 citada anteriormente, han surgido diver-
sos problemas a consecuencia de la complejidad de la 
materia, así como de la cantidad y variedad de casos sus-
citados durante el período de su aplicación. Por ello, el 
objetivo de este real decreto es acomodar su regulación al 
marco establecido por la nueva Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, y establecer un 
procedimiento que evite los problemas prácticos que se 
han venido planteando en los últimos años.

Se define con mayor precisión, en primer lugar, qué 
debe entenderse por situación de emergencia o de natu-
raleza catastrófica, y se precisan las condiciones y requisi-
tos que ha de cumplir el hecho causante de la emergen-
cia, así como las circunstancias que determinan la 
aplicación de las medidas previstas.

En segundo lugar, se delimita la actuación en el supuesto 
de la prestación personal o de bienes de personas físicas o 
jurídicas a requerimiento del órgano competente, se deter-
mina la autoridad competente y se hace hincapié en el 
carácter extraordinario de dichas actuaciones.

Por otra parte, se deslindan las actuaciones de emer-
gencia que puedan llevar a cabo las corporaciones locales 
en el momento mismo en que acaecen los hechos, o 
inmediatamente después, de aquellas otras acciones 
encaminadas a la reparación de bienes y servicios, las 
cuales podrían financiarse, en su caso, con créditos de los 
departamentos ministeriales que resulten competentes. 
Todo ello sin perjuicio de las medidas que eventualmente 
puedan adoptar las propias corporaciones locales o las 
comunidades autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, 
con cargo a los créditos específicos consignados en sus 
presupuestos respectivos.

En este sentido, en aplicación de los principios de 
colaboración y de corresponsabilidad entre Administra-
ciones, en lo que se refiere a la subvención de estos gas-
tos de emergencia, la aportación de la Administración 
General del Estado se fija en el 50 por ciento de dichos 
gastos, conforme al marco establecido en los planes de 
cooperación local, excepto en aquellos casos en los que, 
debido a la cuantía de los daños, puede aumentarse dicho 
porcentaje hasta completar el total de los gastos de emer-
gencia realizados.

Por otra parte, la aplicación de estos principios de 
colaboración y de coordinación entre Administraciones 
públicas aconseja la adopción de mecanismos de coope-
ración, en la gestión de las subvenciones previstas, entre 
la Administración General del Estado, los Gobiernos de 
las comunidades autónomas y Ciudades de Ceuta y Meli-
lla y las corporaciones locales.

Por último, se incorporan las novedades legislati-
vas introducidas desde la entrada en vigor de la Orden 
del Ministerio del Interior, de 18 de marzo de 1993, 
concretamente, la aprobación de la Ley 6/1997, de 14 
de abril, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado, y la Ley 4/1999, de 
13 de enero, de modificación de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

En su virtud, a propuesta del Ministro del Interior, con 
la aprobación previa del Ministro de Administraciones 
Públicas, previo informe del Ministerio de Economía y 

Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 
día 18 de marzo de 2005,

D I S P O N G O :

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

1. Se regirá por lo dispuesto en este real decreto la 
concesión de ayudas o subvenciones en atención a nece-
sidades derivadas de situaciones de emergencia o de 
naturaleza catastrófica, con las condiciones y requisitos 
establecidos en él.

2. Se entenderá por situación de emergencia el 
estado de necesidad sobrevenido a una comunidad de 
personas ante un grave e inminente riesgo colectivo 
excepcional, el cual, por su propio origen y carácter, 
resulta inevitable o imprevisible, y que deviene en situa-
ción de naturaleza catastrófica cuando, una vez actuali-
zado el riesgo y producido el hecho causante, se alteran 
sustancialmente las condiciones de vida de esa colectivi-
dad y se producen graves daños que afectan a una plura-
lidad de personas y bienes.

Artículo 2. Naturaleza.

1. La concesión de estas ayudas tendrá carácter sub-
sidiario respecto de cualquier otro sistema de cobertura 
de daños, público o privado, nacional o internacional, del 
que puedan ser beneficiarios los afectados.

2. No obstante, cuando los mencionados sistemas 
no cubran la totalidad de los daños producidos, las sub-
venciones previstas en este real decreto se concederán 
con carácter complementario y serán compatibles en con-
currencia con otras subvenciones, indemnizaciones, ayu-
das, ingresos o recursos, procedentes de sistemas públi-
cos o privados, nacionales o internacionales, hasta el 
límite del valor del daño producido.

3. En todo caso, la adopción de estas medidas 
paliativas se inspirará en los principios de economía, 
celeridad, eficacia y solidaridad, así como en los de 
cooperación y coordinación entre Administraciones 
públicas. A estos fines, deberán impulsarse aquellos 
mecanismos de colaboración que en cada caso contribu-
yan a la mayor operatividad de las medidas previstas en 
este real decreto.

Artículo 3. Régimen jurídico.

1. El procedimiento de concesión se regirá por lo 
establecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Gene-
ral de Subvenciones, por las disposiciones reglamenta-
rias dictadas en su desarrollo y por lo establecido en este 
real decreto.

2. A este respecto, las ayudas se otorgarán en régi-
men de concesión directa en aras del interés público y 
social derivado de las singulares circunstancias que con-
curren en una situación de emergencia, y al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones.

Artículo 4. Financiación.

Las subvenciones se financiarán con cargo a los crédi-
tos que, con carácter de ampliables, se consignen para 
estos fines en el programa 134M, «Protección civil», de 
los Presupuestos Generales del Estado.
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Artículo 5. Beneficiarios.

1. Podrán ser beneficiarios de estas ayudas, en los 
términos y requisitos establecidos en este real decreto, 
los siguientes:

a) Las unidades familiares o de convivencia econó-
mica que sufran daños personales o materiales, con acre-
ditada escasez de recursos económicos para hacer frente 
a una situación de emergencia o catástrofe.

b) Las corporaciones locales que, asimismo, acredi-
ten escasez de recursos para hacer frente a los gastos 
derivados de actuaciones ante situaciones de grave 
riesgo o naturaleza catastrófica.

c) Las personas físicas o jurídicas que, requeridas 
por la autoridad competente, hayan llevado a cabo una 
prestación personal o de bienes, a causa de una situación 
de emergencia.

2. En atención a la especial naturaleza de las ayudas 
previstas en este real decreto, se eximirá a sus beneficia-
rios del cumplimiento de los requisitos regulados en el 
artículo 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Gene-
ral de Subvenciones.

Artículo 6. Colaboración con otras Administraciones 
públicas.

1. El Ministerio del Interior y los Gobiernos de las 
comunidades autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla 
afectadas podrán celebrar los convenios de colaboración 
que resulten adecuados para la mejor aplicación de las 
medidas previstas en este real decreto, sin perjuicio de las 
competencias que correspondan a las comunidades autó-
nomas y Ciudades de Ceuta y Melilla al amparo de lo 
dispuesto en sus Estatutos de Autonomía.

2. Las comunidades autónomas y Ciudades de Ceuta 
y Melilla y las corporaciones locales podrán actuar como 
entidades colaboradoras, a todos los efectos relacionados 
con las subvenciones previstas en este real decreto, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 12 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

CAPÍTULO II

Procedimiento de concesión

Artículo 7. Plazo y presentación de las solicitudes.

1. Las solicitudes se presentarán, mediante los 
modelos normalizados que se determinen reglamentaria-
mente por el Ministerio del Interior, en la Delegación o 
Subdelegación del Gobierno correspondiente a la provin-
cia en que se hayan producido los hechos causantes de la 
solicitud, o en cualesquiera de los registros que recoge el 
artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, en el plazo de un mes, 
contado desde el día siguiente a la fecha de terminación 
de tales hechos.

2. A las solicitudes deberá acompañarse los docu-
mentos que, asimismo, se determinen reglamentaria-
mente por el Ministerio del Interior, para cada tipo de 
ayuda y de beneficiario. En el caso de que trámites admi-
nistrativos ajenos a los solicitantes impidieran las aporta-
ciones documentales previstas, estos deberán presentar 
la solicitud en el plazo establecido para ello y acreditar 
haber instado la elaboración o expedición de los docu-
mentos preceptivos, y estarán obligados a aportarlos en 
el plazo de 10 días desde que finalmente hubieran sido 
obtenidos.

Artículo 8. Inicio del procedimiento.

1. El procedimiento se iniciará a instancia de parte, y 
la Delegación o Subdelegación del Gobierno competente 
que reciba la solicitud comunicará a los interesados el 
inicio del procedimiento, de conformidad con lo estable-
cido en el artículo 42.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, y 
comprobará que cumple los requisitos formales exigi-
bles, así como que se acompaña la documentación pre-
ceptiva.

2. En caso contrario, deberá requerir al interesado 
para que en un plazo de 10 días subsane la falta o acom-
pañe los documentos preceptivos, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 71.1 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, con indicación de que, si así no lo hiciera, se 
le tendrá por desistido de su petición, previa resolución 
que deberá ser dictada por el Ministro del Interior en los 
términos previstos en el artículo 42.1 de aquella.

3. En el caso de que el objeto de la ayuda solicitada 
estuviera manifiestamente fuera del ámbito de protección 
de este real decreto, la Delegación del Gobierno o la Sub-
delegación del Gobierno remitirá dicha solicitud a la 
Administración competente por razón de la materia y 
deberá notificar tal circunstancia al interesado.

Artículo 9. Instrucción.

1. La Delegación o la Subdelegación del Gobierno 
coordinará las actuaciones que requieran la intervención 
de otros órganos de las Administraciones competentes, 
en especial en lo que atañe a aquellos informes técnicos 
que hayan de ser emitidos por corporaciones locales, en 
la forma que reglamentariamente se determine, tanto con 
el fin de valorar el daño subvencionable como la situación 
socioeconómica de los damnificados.

En este sentido, deberá instarse la elaboración de este 
tipo de informes en los momentos inmediatamente pos-
teriores al acaecimiento del hecho causante de la emer-
gencia, para que se incorporen a la instrucción del proce-
dimiento.

2. Completada la recepción de solicitudes, junto con 
la documentación preceptiva, la Delegación o Subdelega-
ción del Gobierno remitirá los expedientes tramitados a la 
Dirección General de Protección Civil y Emergencias, den-
tro de los cinco días siguientes a la terminación del plazo 
de presentación de solicitudes o, en su caso, del plazo 
para su subsanación, junto con una relación de los posi-
bles beneficiarios.

3. A cada expediente, la Delegación del Gobierno o, 
en su caso, la Subdelegación del Gobierno acompañará 
un informe sobre el hecho causante de la situación de 
emergencia, en el que se precisará:

a) La zona territorial y el volumen de población afec-
tados.

b) Una descripción del hecho, así como de su causa 
y origen, con justificación de su gravedad; a tales efectos 
podrán adjuntarse informes meteorológicos u otros de 
carácter técnico.

c) La relación directa y determinante de causalidad 
entre esos hechos y los daños derivados de dicha situa-
ción.

d) Cualquier otra circunstancia que permita evaluar 
los efectos, la cuantía o el carácter de los daños.

e) Un pronunciamiento expreso sobre el carácter de 
emergencia o la naturaleza catastrófica de los hechos pro-
ducidos.

4. Recibidos los expedientes, la Dirección General de 
Protección Civil y Emergencias procederá a examinar la 
documentación aneja a las solicitudes y comprobará que 
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se cumplen los requisitos formales que permitan su 
correcta valoración.

Artículo 10. Criterios de evaluación.

A la vista de los expedientes tramitados, la Dirección 
General de Protección Civil y Emergencias evaluará las 
solicitudes, podrá realizar cuantas comprobaciones e ins-
pecciones complementarias estime pertinentes y proce-
derá a dictar la propuesta de resolución definitiva, con 
arreglo a los siguientes criterios:

a) La relación directa y determinante de los hechos 
causantes de la solicitud de ayuda, con una situación de 
emergencia o de naturaleza catastrófica, en los términos 
establecidos en este real decreto.

b) El carácter ineludible e inaplazable de las actua-
ciones a las que se ha de subvenir con la ayuda solici-
tada.

c) La proporcionalidad entre la magnitud de daños 
producidos y la cuantía de las ayudas que se van a con-
ceder.

d) El carácter complementario con otras ayudas, 
indemnizaciones u otros beneficios que, por los mismos 
conceptos, pudieran ser concedidas por otras Administra-
ciones o entes públicos o privados, nacionales o interna-
cionales.

Artículo 11. Resolución.

1. El Ministro del Interior, a la vista de la propuesta 
definitiva formulada por la Dirección General de Protec-
ción Civil y Emergencias, resolverá las solicitudes de 
forma motivada en el plazo de seis meses desde la fecha 
en que aquellas hayan tenido entrada en el registro de la 
Delegación o Subdelegación del Gobierno. Transcurrido 
dicho plazo sin haberse dictado y notificado la resolución, 
la solicitud se entenderá desestimada por silencio admi-
nistrativo, no obstante la obligación de la Administración 
de dictar resolución expresa en el procedimiento. En 
ambos casos, podrán interponerse los recursos legal-
mente procedentes.

2. Asimismo, se dará conocimiento de dichas resolu-
ciones a las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno 
en las provincias y Ciudades de Ceuta y Melilla donde se 
hubieran producido los hechos causantes de las solicitu-
des.

Artículo 12. Modificación de la resolución.

La cuantía de las ayudas concedidas podrá ser modifi-
cada en cualquier momento, aun cuando se haya satisfe-
cho su importe, cuando se hubiesen alterado las condicio-
nes para la obtención de la subvención, así como cuando 
se hayan obtenido concurrentemente otras aportaciones 
para los mismos fines, y estas superen conjuntamente el 
valor del daño producido.

Artículo 13. Reintegro de la subvención.

1. Procederá el reintegro de las cantidades percibi-
das y la exigencia del interés de demora desde el 
momento del pago de la subvención en los supuestos 
establecidos en el artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones.

2. A estos efectos, serán de aplicación las disposicio-
nes contenidas en el título II de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, en especial lo que 
atañe a la tramitación del procedimiento de reintegro y 
plazo de prescripción del derecho de la Administración a 
practicar o liquidar el reintegro.

3. Asimismo, y no obstante el reintegro de la ayuda, 
en caso de que estas conductas sean constitutivas de 
infracción administrativa, se estará a lo dispuesto, en 
cuanto a la imposición de las sanciones que procedan, en 
el título IV de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones.

Artículo 14. Justificación de la ayuda.

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 30.7 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, las subvenciones 
concedidas no requerirán otra justificación que la acredita-
ción de encontrarse en la situación que motiva la concesión 
de la ayuda, para lo cual se aportarán los documentos y jus-
tificantes que acrediten los daños sufridos en el caso de 
unidades familiares o de convivencia económica, o los gas-
tos realizados para los demás tipos de beneficiarios.

2. No obstante lo anterior, por los órganos instructo-
res del procedimiento podrán establecerse cuantos con-
troles se estimen pertinentes para verificar la existencia 
de tal situación, así como que la subvención se destina al 
fin para el que fue concedida.

CAPÍTULO III

Ayudas destinadas a unidades familiares o de convivencia 
para paliar daños materiales en viviendas y enseres

Artículo 15. Modalidades.

1. Podrá concederse subvención en los siguientes 
supuestos:

a) En caso de destrucción total de la vivienda habi-
tual, siempre que uno de los miembros de la unidad fami-
liar o de convivencia que residieran en aquella sea su 
propietario.

b) Por daños que afecten a la estructura de la 
vivienda habitual, con idénticas condiciones a las exigi-
das en el párrafo anterior.

c) Por daños menos graves que no afecten a la 
estructura de la vivienda habitual, siempre que uno de los 
miembros de la unidad familiar o de convivencia resi-
dente en aquella estuviera obligado legalmente, en virtud 
de su título jurídico de posesión sobre dicha vivienda, a 
asumir el coste económico de los daños producidos.

d) Por destrucción o daños de los enseres domésti-
cos de primera necesidad que hayan sido afectados en la 
vivienda habitual por los hechos causantes. A estos efec-
tos, únicamente se consideran como enseres domésticos 
de primera necesidad los muebles y elementos del equi-
pamiento doméstico básico para cubrir las necesidades 
esenciales de habitabilidad de la vivienda.

2. A los efectos de las ayudas previstas en este capí-
tulo para vivienda habitual y enseres domésticos de pri-
mera necesidad, únicamente podrán ser objeto de sub-
vención los daños que hayan sido causados de forma 
directa y determinante por el hecho catastrófico al que se 
imputen; a tales efectos, deberá quedar suficientemente 
acreditada dicha relación de causalidad.

3. Únicamente serán objeto de subvención los daños 
que se localicen en la vivienda propiamente dicha, desti-
nada a casa-habitación, con exclusión de aquellas depen-
dencias o anexos que, aunque formen parte del inmueble 
en el que se ubica la vivienda, no estén destinados al uso 
estrictamente residencial, tales como garajes, cobertizos 
destinados a almacén o trastero, dependencias destina-
das a uso agrícola o pecuario y otros similares.

4. Por vivienda habitual se entenderá exclusiva-
mente la que constituye el domicilio de residencia efec-
tiva, continuada y permanente de la unidad familiar o de 
convivencia.
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Artículo 16. Beneficiarios.

1. Podrán ser beneficiarios de las ayudas económi-
cas establecidas en este capítulo las unidades familiares o 
de convivencia económica cuyo conjunto de ingresos 
anuales netos, correspondientes a los 12 meses anterio-
res al hecho causante o, en su defecto, al último ejercicio 
anual anterior a aquel, no superen las siguientes cuantías, 
según el número de integrantes de la unidad: 

Numero de miembros de la unidad
Cuantía: IPREM + porcentaje

(IPREM: indicador público de renta 
de efectos múltiples)

Uno o dos miembros  . . . . . . . IPREM + 40 por ciento.
Tres o cuatro miembros  . . . . . IPREM + 80 por ciento.
Más de cuatro miembros  . . . . IPREM + 120 por ciento.

 2. En cuanto al cómputo del número de integrantes 
de la unidad familiar o de convivencia económica, será de 
aplicación lo establecido en el artículo 4.3 de la Ley 
40/2003, de 18 de noviembre, de protección a las familias 
numerosas, de tal forma que cada hijo discapacitado o 
incapacitado para trabajar computará como dos miem-
bros de dicha unidad.

3. Por otra parte, a los efectos del cómputo de los 
ingresos conjuntos de la unidad familiar o de conviven-
cia, se tendrán en cuenta todos los percibidos, por cual-
quier concepto, por todos los integrantes de la unidad 
familiar o de convivencia que residan en la vivienda 
afectada.

4. Por unidad familiar o de convivencia económica 
se entenderá la persona o conjunto de personas que resi-
dan en una misma vivienda de forma habitual y perma-
nente, unidos por vínculos de consanguinidad o afinidad 
o por cualquier otra relación que implique corresponsabi-
lidad o dependencia económica entre sus miembros, de 
tal forma que consuman y/o compartan alimentos, gastos 
comunes de la vivienda u otros bienes con cargo a un 
mismo presupuesto.

Artículo 17. Cuantía de las ayudas.

1. Las ayudas a las unidades familiares o de convi-
vencia económica para paliar daños materiales se conce-
derán en las circunstancias y cuantías que se enumeran a 
continuación:

a) Por destrucción total de la vivienda habitual, se 
podrá conceder una ayuda, según el coste económico 
valorado de los daños, hasta una cuantía máxima de 
12.600 euros.

b) Por daños que afecten a la estructura de la 
vivienda habitual, referidos únicamente a las dependen-
cias destinadas a la vida familiar, se concederá una canti-
dad correspondiente al 50 por ciento de los daños valo-
rados, ayuda que no podrá superar la cantidad de 8.600 
euros.

c) Por daños que no afecten a la estructura de la 
vivienda habitual, se concederá una cantidad correspon-
diente al 50 por ciento de dichos daños según valoración 
técnica, ayuda que no podrá superar la cantidad de 4.300 
euros.

d) Por destrucción o daños en los enseres domésti-
cos de primera necesidad de la vivienda habitual que 
hayan resultado afectados por los hechos causantes de la 
solicitud, se concederá una cantidad correspondiente al 
coste de reposición o reparación de los enseres afecta-
dos, que no podrá ser en ningún caso superior a 2.150 
euros.

CAPÍTULO IV

Ayudas destinadas a unidades familiares o de convivencia 
para paliar daños personales

Artículo 18. Modalidades.

1. En el caso de que se produzca el fallecimiento de 
personas a consecuencia de los hechos o situaciones de 
catástrofe pública a los que se refiere este real decreto, 
por cada miembro fallecido de la unidad familiar o de 
convivencia de cuya aportación de ingresos dependieran 
sustancialmente sus restantes miembros se concederá la 
cantidad de 17.150 euros.

2. Idéntica cantidad se concederá en el supuesto de 
incapacidad absoluta y permanente del miembro de la 
unidad familiar o de convivencia en las mismas circuns-
tancias de dependencia sustancial de los ingresos del 
fallecido.

3. Las ayudas reguladas en los dos apartados ante-
riores sólo procederán cuando la muerte o incapacidad 
hubieran sido causadas directamente por los hechos que 
provocaron la situación de emergencia o catástrofe 
pública.

Artículo 19. Beneficiarios.

1. En los casos de fallecimiento a que se refiere el 
artículo anterior, podrán ser beneficiarios de estas ayu-
das, a título de víctimas indirectas, y siempre con referen-
cia a la fecha de aquel, las personas que reúnan las condi-
ciones que se indican a continuación:

a) El cónyuge de la persona fallecida, no separada 
legalmente, o la persona que hubiera venido conviviendo 
con el fallecido de forma permanente, con análoga rela-
ción de afectividad a la del cónyuge, cualquiera que sea 
su orientación sexual, durante al menos los dos años 
anteriores a la fecha del fallecimiento, salvo que hubieran 
tenido descendencia en común –en este caso bastará con 
acreditar la convivencia– y siempre que concurra el requi-
sito de la dependencia económica respecto de la persona 
fallecida.

b) Los hijos de la persona fallecida, siempre que 
dependieran económicamente de ella, con independencia 
de su edad y filiación o de su condición de póstumos.

c) Los hijos que no fueran del fallecido pero lo fue-
ran de las personas previstas en el párrafo a), siempre 
que concurriera el requisito de dependencia económica 
de aquel.

d) En defecto de las personas mencionadas en los 
párrafos anteriores, serán beneficiarios de la ayuda los 
padres de la persona fallecida, siempre que dependieran 
sustancialmente de los ingresos de esta.

2. A los efectos de este artículo, se entenderá que 
una persona depende económicamente del fallecido 
cuando, en el momento del fallecimiento, aquella viviera 
total o parcialmente a expensas de este y no percibiera, 
en cómputo anual, rentas o ingresos de cualquier natura-
leza superiores al 150 por ciento del IPREM vigente en 
dicho momento, también en cómputo anual.

Artículo 20. Concurrencia de beneficiarios.

De concurrir varios beneficiarios a título de víctimas 
indirectas, la distribución de la cantidad a que ascienda la 
ayuda se efectuará de la siguiente forma:

a) En los casos aludidos en los párrafos a), b) y c) del 
artículo 19.1, y cuando concurran como víctimas indirec-
tas el cónyuge y el hijo o hijos de la persona fallecida, la 
cantidad se dividirá en dos mitades. Una mitad corres-
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ponderá al cónyuge o persona que hubiera venido convi-
viendo con el fallecido, en los términos del párrafo a) del 
artículo 19.1, y la otra mitad, al hijo o a los hijos mencio-
nados en los párrafos b) y c) del artículo 19.1, que se dis-
tribuirá entre todos ellos, cuando fuesen varios, por par-
tes iguales.

b) En caso de resultar beneficiarios los padres de la 
persona fallecida, la cantidad correspondiente a la ayuda 
se repartirá entre ellos por partes iguales.

CAPÍTULO V

Ayudas a corporaciones locales

Artículo 21. Modalidades.

Podrán concederse ayudas a las corporaciones loca-
les para hacer frente a situaciones de emergencia o catás-
trofe pública en las circunstancias que a continuación se 
relacionan:

a) Por suministro de agua potable, en situaciones de 
emergencia por sequía, para garantizar la atención de las 
necesidades básicas de la población, estimadas a tales 
efectos en 50 litros por habitante y día; a estos efectos, se 
computará la población de derecho censada en el munici-
pio afectado.

La ayuda por gastos de suministro de agua para con-
sumo de la población en situación de emergencia por 
sequía no se prolongará más allá de tres meses desde el 
comienzo de dicha situación, y quedará a criterio de la 
Dirección General de Protección Civil y Emergencias, pre-
vio informe en tal sentido de la Delegación o Subdelega-
ción del Gobierno correspondiente, ampliar dicho plazo, 
así como la duración de la eventual prórroga.

b) Por los gastos realizados derivados de actuacio-
nes inaplazables en situación de emergencia, llevados a 
cabo en el mismo momento de producirse esta o en los 
inmediatamente posteriores a la finalización de los hechos 
causantes, siempre que su objeto sea el funcionamiento 
de los servicios públicos esenciales e imprescindibles 
para garantizar la vida y seguridad de las personas.

A estos efectos, se excluyen de dicho concepto los 
trabajos llevados a cabo con medios propios de la corpo-
ración local, ya sean materiales, tales como maquinaria, 
herramientas, etc., o humanos, entendiendo por tales el 
personal contratado con anterioridad a los hechos cau-
santes. En ningún caso serán subvencionables los gastos 
de personal generados por bomberos, policía local, pro-
tección civil y otros de carácter análogo.

Artículo 22. Requisitos.

A los efectos de la acreditación de escasez de recursos 
económicos, únicamente se podrá obtener la condición 
de beneficiario cuando el importe de los gastos conside-
rados de emergencia en aplicación de las disposiciones 
de este real decreto, y efectivamente realizados por la 
corporación local solicitante, supere el tres por ciento de 
la cuantía consignada en el capítulo presupuestario rela-
tivo a gastos corrientes en bienes y servicios del ejercicio 
en que se hayan producido los hechos causantes de los 
gastos.

Artículo 23. Cuantías.

A los efectos previstos en el artículo 22, se concederá 
hasta el 50 por ciento del coste total del suministro de 
agua potable en caso de sequía o de los gastos que pue-
dan calificarse de emergencia.

No obstante, cuando los gastos susceptibles de sub-
vención superen el 20 por ciento del capítulo presupues-

tario relativo a gastos corrientes en bienes y servicios del 
ejercicio en que se haya producido el hecho causante, 
podrá extenderse la ayuda hasta el 100 por cien de los 
gastos de emergencia.

El porcentaje de ayuda aplicable en cada caso se 
determinará en atención a la naturaleza de los gastos y a 
la situación económica de la entidad local.

CAPÍTULO VI

Ayudas a personas físicas o jurídicas que hayan efectuado 
prestación personal o de bienes

Artículo 24. Modalidades.

Podrán ser beneficiarios de las subvenciones previs-
tas en este real decreto las personas físicas o jurídicas 
que, requeridas por la autoridad competente en materia 
de protección civil en el ámbito de la Administración 
General del Estado, hayan llevado a cabo la prestación 
personal o de bienes con motivo de haberse producido 
una situación de emergencia.

Artículo 25. Requisitos.

La intervención de la Administración General del 
Estado en este supuesto tendrá carácter complementario 
y subsidiario de las actuaciones que se hayan de desarro-
llar con los medios y recursos previstos en los planes de 
protección civil de las comunidades autónomas y Ciuda-
des de Ceuta y Melilla o de las corporaciones locales.

Dicha intervención se limitará a las actuaciones abso-
lutamente imprescindibles e inaplazables, llevadas a cabo 
en el momento mismo de la emergencia, para la protec-
ción de personas y bienes o para evitar un peligro grave e 
inminente para su vida o seguridad.

Artículo 26. Cuantías.

A los efectos previstos en el artículo 24, las personas 
físicas o jurídicas requeridas por la autoridad competente 
en una situación de emergencia para realizar una presta-
ción de bienes o servicios podrán obtener el resarcimiento 
por el importe total de los gastos, daños o perjuicios oca-
sionados por dicha prestación.

Disposición adicional única. Delegación de competen-
cias.

Ante situaciones de emergencia, catástrofes o calamida-
des públicas de especial gravedad o elevado número de 
solicitudes, el Ministro del Interior, atendiendo a su propio 
criterio, podrá delegar las facultades que le confiere este real 
decreto en los Delegados del Gobierno en las comunidades 
autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla afectadas.

Disposición transitoria primera. Tramitación de procedi-
mientos anteriores.

Los expedientes de concesión de ayuda pendientes de 
tramitación y resolución a la fecha de entrada en vigor de 
este real decreto se tramitarán y resolverán de acuerdo 
con las disposiciones de la Orden del Ministerio del Inte-
rior, de 18 de marzo de 1993, modificada por la Orden de 
30 de julio de 1996.

Disposición transitoria segunda. Documentación com-
plementaria.

Asimismo, en tanto no se produzca el desarrollo 
reglamentario a que hace referencia la disposición final 
primera de este real decreto, será de aplicación, en los 
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aspectos no regulados por este, la Orden del Ministerio del 
Interior, de 18 de marzo de 1993, en especial en lo que 
atañe a la documentación necesaria que ha de acompañar 
a la solicitud.

Disposición transitoria tercera. Régimen de las ayudas 
previstas en la Orden INT/439/2005, de 14 de febrero.

Sin perjuicio de lo establecido en la disposición dero-
gatoria única, el régimen específico de ayudas previsto en 
la Orden INT/439/2005, de 14 de febrero, por la que se 
modifica la Orden de 18 de marzo de 1993, conservará su 
vigencia y se mantendrá subsistente en todos sus términos 
entendiéndose subsumido en este real decreto, a los efec-
tos de lo dispuesto en los artículos 22.2.c) y 28.2 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogada en sus términos, en lo no afectado por 
la disposición transitoria segunda de este real decreto, la 
Orden del Ministerio del Interior, de 18 de marzo de 1993, y 
cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan 
a lo dispuesto en este real decreto.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario y 
habilitación de desarrollo.

El Ministro del Interior, en el plazo de un año desde la 
publicación de este real decreto en el «Boletín Oficial del 
Estado», y previo informe del Ministerio de Economía y 
Hacienda, dictará una orden de desarrollo en la que se 
determinará la documentación que habrá de aportarse a 
los efectos de comprobar tanto la existencia del hecho cau-
sante y del daño subvencionable como el cumplimiento de 
los requisitos que han de reunir los beneficiarios.

El Ministro del Interior, a propuesta de la Dirección 
General de Protección Civil y Emergencias, podrá dictar las 
instrucciones necesarias para el desarrollo y ejecución de 
lo establecido en este real decreto.

Disposición final segunda. Revisión de cuantías.

Las cuantías de las subvenciones a unidades familiares 
establecidas en este real decreto podrán ser revisadas 
mediante una orden del Ministro del Interior, previo 
informe favorable del Ministerio de Economía y Hacienda, 
para adaptarlas a la evolución del coste de la vida.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente 
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 18 de marzo de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Ministro del Interior,
JOSÉ ANTONIO ALONSO SUÁREZ 

MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN Y CIENCIA

 4574 REAL DECRETO 309/2005, de 18 de marzo, por el 
que se modifica el Real Decreto 285/2004, de 20 
de febrero, por el que se regulan las condiciones 
de homologación y convalidación de títulos y 
estudios extranjeros de educación superior.

Mediante el Real Decreto 285/2004, de 20 de febrero, 
se ha llevado a cabo la nueva regulación de las condicio-

nes de homologación y convalidación de estudios 
extranjeros de educación superior, de conformidad con 
las previsiones contenidas en el artículo 36 de la Ley 
Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades.

La indicada norma establecía en su disposición final 
cuarta una entrada en vigor diferida de seis meses desde 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Con posterioridad, mediante el Real Decreto 1830/2004, 
de 27 de agosto, se aprobó, respecto del anterior, un nuevo 
plazo de seis meses para la entrada en vigor de los artícu-
los correspondientes a la homologación de títulos extranje-
ros de educación superior a grados académicos universita-
rios españoles y a los comités técnicos establecidos para 
adoptar informes motivados de las solicitudes de homolo-
gación presentadas por los interesados.

Este nuevo aplazamiento traía causa, por una parte, 
del avanzado estado de tramitación en que en ese 
momento se encontraban las normas que, en virtud de lo 
dispuesto en el título XIII de la ley anteriormente citada, 
habrían de regular la nueva estructura de enseñanzas uni-
versitarias en España, y de otro, en la imposibilidad de 
garantizar el adecuado funcionamiento de los comités a 
que se ha hecho referencia, habida cuenta de las dificulta-
des de orden material y dotacional de los órganos encar-
gados de su constitución y tutela.

Publicados en el «Boletín Oficial del Estado» del día 25 
de enero de 2005 los Reales Decretos 55/2005, de 21 de 
enero, por el que se establece la estructura de las ense-
ñanzas universitarias y se regulan los estudios universita-
rios oficiales de Grado, y 56/2005, de 21 de enero, por el 
que se regulan los estudios universitarios oficiales de 
Posgrado, se hace aconsejable acompasar determinadas 
previsiones contenidas en ellos con el texto del Real 
Decreto 285/2004, de 20 de febrero, para procurar un con-
junto más armónico entre aquellas y estas, al tiempo que 
se establecen las normas que regirán en el periodo transi-
torio en el que el vigente sistema de enseñanzas será 
progresivamente sustituido por el nuevo.

En este orden de cosas, y teniendo en cuenta la nueva 
regulación de los estudios oficiales de Posgrado, resulta 
más coherente con los principios que la inspiran la atribu-
ción a la universidad española de las competencias sobre 
homologación de aquellos títulos extranjeros que se 
correspondan con dicho nivel de enseñanzas, excepción 
hecha de los títulos de Máster a que hace referencia el 
artículo 8.3 del Real Decreto 56/2005, de 21 de enero, por el 
que se regulan los estudios universitarios oficiales de Pos-
grado, que, por integrar el Catálogo de títulos universita-
rios oficiales, se regirán por lo dispuesto en la sección 1.ª 
del capítulo II del Real Decreto 285/2004, de 20 de febrero.

En segundo lugar y por lo que a los comités técnicos 
se refiere, razones de oportunidad, operatividad y eficacia 
en la disponibilidad de medios hacen aconsejable su 
dependencia del Consejo de Coordinación Universitaria, 
a través de su Secretaría General.

Este real decreto ha sido informado por el Consejo de 
Coordinación Universitaria.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Educación 
y Ciencia, con la aprobación previa del Ministro de Admi-
nistraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión del día 18 de marzo de 2005,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Real Decreto 285/2004, 
de 20 de febrero, por el que se regulan las condiciones 
de homologación y convalidación de títulos y estudios 
extranjeros de educación superior.

El Real Decreto 285/2004, de 20 de febrero, por el que 
se regulan las condiciones de homologación y convalida-
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I.    Disposiciones generales

MINISTERIO DEL INTERIOR
 4573 REAL DECRETO 307/2005, de 18 de marzo, por 

el que se regulan las subvenciones en atención 
a determinadas necesidades derivadas de 
situaciones de emergencia o de naturaleza 
catastrófica, y se establece el procedimiento 
para su concesión.

La Constitución Española recoge, en su artículo 149.1.29.ª, 
la seguridad pública como competencia exclusiva del 
Estado.

Vinculado a este concepto de seguridad pública se 
encuentra la protección civil, la cual ha sido objeto de 
regulación a través de la Ley 2/1985, de 21 de enero, sobre 
Protección Civil, que la identifica doctrinalmente como 
«protección física de las personas y de los bienes, en 
situación de grave riesgo colectivo, calamidad pública o 
catástrofe extraordinaria, en la que la seguridad y la vida 
de las personas pueden peligrar y sucumbir masiva-
mente», y que implica a todas las Administraciones públi-
cas, con sus recursos materiales y humanos. De esta 
forma, se configura un sistema en el que las distintas 
Administraciones públicas tienen atribuidas competen-
cias en materia de protección civil y se otorga a la Admi-
nistración del Estado un papel concurrente y subsidiario 
respecto de estas.

A este respecto, la citada Ley 2/1985, de 21 de enero, 
diferencia, por un lado, las acciones preventivas y, por 
otro, las actuaciones a posteriori tendentes a la protec-
ción y socorro de personas y bienes en los casos en que 
dichas situaciones se produzcan. En este marco protector 
reside la conveniencia de articular un sistema de ayudas 
paliativas de la situación de necesidad en la que se pue-
den encontrar aquellos colectivos que han sufrido las 
consecuencias de los hechos desencadenantes de la 
situación de emergencia.

En el ámbito competencial de la protección civil que 
se atribuye al Ministerio del Interior, el Real Decreto 
692/1981, de 27 de marzo, sobre la coordinación de medi-
das con motivo de situaciones de emergencia o de natu-
raleza catastrófica, dispone, en su artículo 2, que corres-
ponderá a este departamento, directamente o a través de 
los Gobiernos Civiles (actuales Subdelegaciones del 
Gobierno) y Delegaciones del Gobierno, la concesión de 
ayudas de carácter inmediato en situaciones de emergen-
cia o grave riesgo, y en los supuestos de daños a perso-
nas o bienes ocasionados por catástrofes, calamidades 
públicas u otras circunstancias de análoga naturaleza.

En desarrollo de este Real Decreto 692/1981, de 27 de 
marzo, se dicta por el Ministerio del Interior una orden 
ministerial, donde se recoge el procedimiento de conce-
sión de ayudas en atención a las necesidades derivadas 
de situaciones de emergencia, catástrofe o calamidad 

pública, la Orden Ministerial de 31 de julio de 1989, y pos-
teriormente, la Orden Ministerial de 18 de marzo de 1993, 
que establece los requisitos y condiciones para la obten-
ción de las ayudas, así como los posibles beneficiarios.

La regulación de este tipo de ayudas ha resultado 
afectada por la entrada en vigor de la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre, General de Subvenciones, la cual intro-
duce novedades en la figura jurídica de la subvención, 
anteriormente prevista en los artículos 81 y 82 del texto 
refundido de la antigua Ley General Presupuestaria, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de 
septiembre. En concreto, dicha ley establece como proce-
dimiento de aplicación general para la concesión de ayu-
das el régimen de concurrencia competitiva y restringe 
los supuestos de concesión directa, conforme a lo pre-
visto en su artículo 22.2.

Las especiales características de los beneficiarios de 
las ayudas previstas en este real decreto, que lo son por 
encontrarse en una determinada situación de necesidad 
que acreditan fehacientemente, ya sean corporaciones 
locales que han efectuado gastos de emergencia, ya uni-
dades familiares, que han sufrido daños personales en 
sus bienes, ya personas físicas o jurídicas que han sido 
requeridas para prestar servicios por una autoridad com-
petente, llevan a la conclusión de que no es posible apli-
car a estos supuestos el régimen general de procedi-
miento de concesión en concurrencia competitiva, por lo 
que estas subvenciones serían de concesión directa.

De esta forma, estas ayudas quedarían subsumidas 
dentro del artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, el cual dispone 
que podrán concederse de forma directa las subvencio-
nes en las cuales «se acrediten razones de interés público, 
social, económico o humanitario, u otras debidamente 
justificadas que dificulten su convocatoria pública». En 
consecuencia, en su desarrollo, habría que estar a lo esta-
blecido en el artículo 28.2 de dicha ley, en el que se prevé 
que la competencia para dictar las normas que regulen 
este tipo de subvenciones de concesión directa se reserva 
al Gobierno, mediante real decreto, a propuesta del titular 
del departamento interesado, y previo informe del Minis-
terio de Economía y Hacienda, y que deberán ajustarse a 
las previsiones contenidas en la ley, salvo en lo que afecta 
a la aplicación de los principios de publicidad y concu-
rrencia. El artículo 28.3 establece el contenido mínimo del 
real decreto citado.

Para la realización de cuanto antecede, en cada ejerci-
cio, los Presupuestos Generales del Estado vienen consig-
nando determinados créditos para atenciones de todo 
orden derivadas de las citadas causas, que afecten a uni-
dades familiares o a corporaciones locales que carezcan 
de los recursos económicos necesarios para hacer frente 
a tales situaciones, así como a personas físicas o jurídicas 
que se hayan visto obligadas a realizar una prestación 
personal o de bienes, a requerimiento de la autoridad 
competente, en situaciones de emergencia.
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Las circunstancias que concurren en los casos de 
emergencias o catástrofes que motivan la concesión de 
estas ayudas aconsejan que, por una parte, su procedi-
miento regulador se inspire en los principios de flexibili-
dad, equidad y proporcionalidad y, por otra parte, se pro-
vea de una serie de garantías, formales y materiales, 
tanto en orden a la salvaguarda de las exigencias de 
imparcialidad y justicia aplicables a los sujetos afectados 
como la correcta adecuación de los fondos públicos que 
se apliquen con esta finalidad.

Durante los 11 años de vigencia de la Orden de 18 de 
marzo de 1993 citada anteriormente, han surgido diver-
sos problemas a consecuencia de la complejidad de la 
materia, así como de la cantidad y variedad de casos sus-
citados durante el período de su aplicación. Por ello, el 
objetivo de este real decreto es acomodar su regulación al 
marco establecido por la nueva Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, y establecer un 
procedimiento que evite los problemas prácticos que se 
han venido planteando en los últimos años.

Se define con mayor precisión, en primer lugar, qué 
debe entenderse por situación de emergencia o de natu-
raleza catastrófica, y se precisan las condiciones y requisi-
tos que ha de cumplir el hecho causante de la emergen-
cia, así como las circunstancias que determinan la 
aplicación de las medidas previstas.

En segundo lugar, se delimita la actuación en el supuesto 
de la prestación personal o de bienes de personas físicas o 
jurídicas a requerimiento del órgano competente, se deter-
mina la autoridad competente y se hace hincapié en el 
carácter extraordinario de dichas actuaciones.

Por otra parte, se deslindan las actuaciones de emer-
gencia que puedan llevar a cabo las corporaciones locales 
en el momento mismo en que acaecen los hechos, o 
inmediatamente después, de aquellas otras acciones 
encaminadas a la reparación de bienes y servicios, las 
cuales podrían financiarse, en su caso, con créditos de los 
departamentos ministeriales que resulten competentes. 
Todo ello sin perjuicio de las medidas que eventualmente 
puedan adoptar las propias corporaciones locales o las 
comunidades autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, 
con cargo a los créditos específicos consignados en sus 
presupuestos respectivos.

En este sentido, en aplicación de los principios de 
colaboración y de corresponsabilidad entre Administra-
ciones, en lo que se refiere a la subvención de estos gas-
tos de emergencia, la aportación de la Administración 
General del Estado se fija en el 50 por ciento de dichos 
gastos, conforme al marco establecido en los planes de 
cooperación local, excepto en aquellos casos en los que, 
debido a la cuantía de los daños, puede aumentarse dicho 
porcentaje hasta completar el total de los gastos de emer-
gencia realizados.

Por otra parte, la aplicación de estos principios de 
colaboración y de coordinación entre Administraciones 
públicas aconseja la adopción de mecanismos de coope-
ración, en la gestión de las subvenciones previstas, entre 
la Administración General del Estado, los Gobiernos de 
las comunidades autónomas y Ciudades de Ceuta y Meli-
lla y las corporaciones locales.

Por último, se incorporan las novedades legislati-
vas introducidas desde la entrada en vigor de la Orden 
del Ministerio del Interior, de 18 de marzo de 1993, 
concretamente, la aprobación de la Ley 6/1997, de 14 
de abril, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado, y la Ley 4/1999, de 
13 de enero, de modificación de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

En su virtud, a propuesta del Ministro del Interior, con 
la aprobación previa del Ministro de Administraciones 
Públicas, previo informe del Ministerio de Economía y 

Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 
día 18 de marzo de 2005,

D I S P O N G O :

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

1. Se regirá por lo dispuesto en este real decreto la 
concesión de ayudas o subvenciones en atención a nece-
sidades derivadas de situaciones de emergencia o de 
naturaleza catastrófica, con las condiciones y requisitos 
establecidos en él.

2. Se entenderá por situación de emergencia el 
estado de necesidad sobrevenido a una comunidad de 
personas ante un grave e inminente riesgo colectivo 
excepcional, el cual, por su propio origen y carácter, 
resulta inevitable o imprevisible, y que deviene en situa-
ción de naturaleza catastrófica cuando, una vez actuali-
zado el riesgo y producido el hecho causante, se alteran 
sustancialmente las condiciones de vida de esa colectivi-
dad y se producen graves daños que afectan a una plura-
lidad de personas y bienes.

Artículo 2. Naturaleza.

1. La concesión de estas ayudas tendrá carácter sub-
sidiario respecto de cualquier otro sistema de cobertura 
de daños, público o privado, nacional o internacional, del 
que puedan ser beneficiarios los afectados.

2. No obstante, cuando los mencionados sistemas 
no cubran la totalidad de los daños producidos, las sub-
venciones previstas en este real decreto se concederán 
con carácter complementario y serán compatibles en con-
currencia con otras subvenciones, indemnizaciones, ayu-
das, ingresos o recursos, procedentes de sistemas públi-
cos o privados, nacionales o internacionales, hasta el 
límite del valor del daño producido.

3. En todo caso, la adopción de estas medidas 
paliativas se inspirará en los principios de economía, 
celeridad, eficacia y solidaridad, así como en los de 
cooperación y coordinación entre Administraciones 
públicas. A estos fines, deberán impulsarse aquellos 
mecanismos de colaboración que en cada caso contribu-
yan a la mayor operatividad de las medidas previstas en 
este real decreto.

Artículo 3. Régimen jurídico.

1. El procedimiento de concesión se regirá por lo 
establecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Gene-
ral de Subvenciones, por las disposiciones reglamenta-
rias dictadas en su desarrollo y por lo establecido en este 
real decreto.

2. A este respecto, las ayudas se otorgarán en régi-
men de concesión directa en aras del interés público y 
social derivado de las singulares circunstancias que con-
curren en una situación de emergencia, y al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones.

Artículo 4. Financiación.

Las subvenciones se financiarán con cargo a los crédi-
tos que, con carácter de ampliables, se consignen para 
estos fines en el programa 134M, «Protección civil», de 
los Presupuestos Generales del Estado.
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Artículo 5. Beneficiarios.

1. Podrán ser beneficiarios de estas ayudas, en los 
términos y requisitos establecidos en este real decreto, 
los siguientes:

a) Las unidades familiares o de convivencia econó-
mica que sufran daños personales o materiales, con acre-
ditada escasez de recursos económicos para hacer frente 
a una situación de emergencia o catástrofe.

b) Las corporaciones locales que, asimismo, acredi-
ten escasez de recursos para hacer frente a los gastos 
derivados de actuaciones ante situaciones de grave 
riesgo o naturaleza catastrófica.

c) Las personas físicas o jurídicas que, requeridas 
por la autoridad competente, hayan llevado a cabo una 
prestación personal o de bienes, a causa de una situación 
de emergencia.

2. En atención a la especial naturaleza de las ayudas 
previstas en este real decreto, se eximirá a sus beneficia-
rios del cumplimiento de los requisitos regulados en el 
artículo 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Gene-
ral de Subvenciones.

Artículo 6. Colaboración con otras Administraciones 
públicas.

1. El Ministerio del Interior y los Gobiernos de las 
comunidades autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla 
afectadas podrán celebrar los convenios de colaboración 
que resulten adecuados para la mejor aplicación de las 
medidas previstas en este real decreto, sin perjuicio de las 
competencias que correspondan a las comunidades autó-
nomas y Ciudades de Ceuta y Melilla al amparo de lo 
dispuesto en sus Estatutos de Autonomía.

2. Las comunidades autónomas y Ciudades de Ceuta 
y Melilla y las corporaciones locales podrán actuar como 
entidades colaboradoras, a todos los efectos relacionados 
con las subvenciones previstas en este real decreto, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 12 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

CAPÍTULO II

Procedimiento de concesión

Artículo 7. Plazo y presentación de las solicitudes.

1. Las solicitudes se presentarán, mediante los 
modelos normalizados que se determinen reglamentaria-
mente por el Ministerio del Interior, en la Delegación o 
Subdelegación del Gobierno correspondiente a la provin-
cia en que se hayan producido los hechos causantes de la 
solicitud, o en cualesquiera de los registros que recoge el 
artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, en el plazo de un mes, 
contado desde el día siguiente a la fecha de terminación 
de tales hechos.

2. A las solicitudes deberá acompañarse los docu-
mentos que, asimismo, se determinen reglamentaria-
mente por el Ministerio del Interior, para cada tipo de 
ayuda y de beneficiario. En el caso de que trámites admi-
nistrativos ajenos a los solicitantes impidieran las aporta-
ciones documentales previstas, estos deberán presentar 
la solicitud en el plazo establecido para ello y acreditar 
haber instado la elaboración o expedición de los docu-
mentos preceptivos, y estarán obligados a aportarlos en 
el plazo de 10 días desde que finalmente hubieran sido 
obtenidos.

Artículo 8. Inicio del procedimiento.

1. El procedimiento se iniciará a instancia de parte, y 
la Delegación o Subdelegación del Gobierno competente 
que reciba la solicitud comunicará a los interesados el 
inicio del procedimiento, de conformidad con lo estable-
cido en el artículo 42.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, y 
comprobará que cumple los requisitos formales exigi-
bles, así como que se acompaña la documentación pre-
ceptiva.

2. En caso contrario, deberá requerir al interesado 
para que en un plazo de 10 días subsane la falta o acom-
pañe los documentos preceptivos, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 71.1 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, con indicación de que, si así no lo hiciera, se 
le tendrá por desistido de su petición, previa resolución 
que deberá ser dictada por el Ministro del Interior en los 
términos previstos en el artículo 42.1 de aquella.

3. En el caso de que el objeto de la ayuda solicitada 
estuviera manifiestamente fuera del ámbito de protección 
de este real decreto, la Delegación del Gobierno o la Sub-
delegación del Gobierno remitirá dicha solicitud a la 
Administración competente por razón de la materia y 
deberá notificar tal circunstancia al interesado.

Artículo 9. Instrucción.

1. La Delegación o la Subdelegación del Gobierno 
coordinará las actuaciones que requieran la intervención 
de otros órganos de las Administraciones competentes, 
en especial en lo que atañe a aquellos informes técnicos 
que hayan de ser emitidos por corporaciones locales, en 
la forma que reglamentariamente se determine, tanto con 
el fin de valorar el daño subvencionable como la situación 
socioeconómica de los damnificados.

En este sentido, deberá instarse la elaboración de este 
tipo de informes en los momentos inmediatamente pos-
teriores al acaecimiento del hecho causante de la emer-
gencia, para que se incorporen a la instrucción del proce-
dimiento.

2. Completada la recepción de solicitudes, junto con 
la documentación preceptiva, la Delegación o Subdelega-
ción del Gobierno remitirá los expedientes tramitados a la 
Dirección General de Protección Civil y Emergencias, den-
tro de los cinco días siguientes a la terminación del plazo 
de presentación de solicitudes o, en su caso, del plazo 
para su subsanación, junto con una relación de los posi-
bles beneficiarios.

3. A cada expediente, la Delegación del Gobierno o, 
en su caso, la Subdelegación del Gobierno acompañará 
un informe sobre el hecho causante de la situación de 
emergencia, en el que se precisará:

a) La zona territorial y el volumen de población afec-
tados.

b) Una descripción del hecho, así como de su causa 
y origen, con justificación de su gravedad; a tales efectos 
podrán adjuntarse informes meteorológicos u otros de 
carácter técnico.

c) La relación directa y determinante de causalidad 
entre esos hechos y los daños derivados de dicha situa-
ción.

d) Cualquier otra circunstancia que permita evaluar 
los efectos, la cuantía o el carácter de los daños.

e) Un pronunciamiento expreso sobre el carácter de 
emergencia o la naturaleza catastrófica de los hechos pro-
ducidos.

4. Recibidos los expedientes, la Dirección General de 
Protección Civil y Emergencias procederá a examinar la 
documentación aneja a las solicitudes y comprobará que 
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se cumplen los requisitos formales que permitan su 
correcta valoración.

Artículo 10. Criterios de evaluación.

A la vista de los expedientes tramitados, la Dirección 
General de Protección Civil y Emergencias evaluará las 
solicitudes, podrá realizar cuantas comprobaciones e ins-
pecciones complementarias estime pertinentes y proce-
derá a dictar la propuesta de resolución definitiva, con 
arreglo a los siguientes criterios:

a) La relación directa y determinante de los hechos 
causantes de la solicitud de ayuda, con una situación de 
emergencia o de naturaleza catastrófica, en los términos 
establecidos en este real decreto.

b) El carácter ineludible e inaplazable de las actua-
ciones a las que se ha de subvenir con la ayuda solici-
tada.

c) La proporcionalidad entre la magnitud de daños 
producidos y la cuantía de las ayudas que se van a con-
ceder.

d) El carácter complementario con otras ayudas, 
indemnizaciones u otros beneficios que, por los mismos 
conceptos, pudieran ser concedidas por otras Administra-
ciones o entes públicos o privados, nacionales o interna-
cionales.

Artículo 11. Resolución.

1. El Ministro del Interior, a la vista de la propuesta 
definitiva formulada por la Dirección General de Protec-
ción Civil y Emergencias, resolverá las solicitudes de 
forma motivada en el plazo de seis meses desde la fecha 
en que aquellas hayan tenido entrada en el registro de la 
Delegación o Subdelegación del Gobierno. Transcurrido 
dicho plazo sin haberse dictado y notificado la resolución, 
la solicitud se entenderá desestimada por silencio admi-
nistrativo, no obstante la obligación de la Administración 
de dictar resolución expresa en el procedimiento. En 
ambos casos, podrán interponerse los recursos legal-
mente procedentes.

2. Asimismo, se dará conocimiento de dichas resolu-
ciones a las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno 
en las provincias y Ciudades de Ceuta y Melilla donde se 
hubieran producido los hechos causantes de las solicitu-
des.

Artículo 12. Modificación de la resolución.

La cuantía de las ayudas concedidas podrá ser modifi-
cada en cualquier momento, aun cuando se haya satisfe-
cho su importe, cuando se hubiesen alterado las condicio-
nes para la obtención de la subvención, así como cuando 
se hayan obtenido concurrentemente otras aportaciones 
para los mismos fines, y estas superen conjuntamente el 
valor del daño producido.

Artículo 13. Reintegro de la subvención.

1. Procederá el reintegro de las cantidades percibi-
das y la exigencia del interés de demora desde el 
momento del pago de la subvención en los supuestos 
establecidos en el artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones.

2. A estos efectos, serán de aplicación las disposicio-
nes contenidas en el título II de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, en especial lo que 
atañe a la tramitación del procedimiento de reintegro y 
plazo de prescripción del derecho de la Administración a 
practicar o liquidar el reintegro.

3. Asimismo, y no obstante el reintegro de la ayuda, 
en caso de que estas conductas sean constitutivas de 
infracción administrativa, se estará a lo dispuesto, en 
cuanto a la imposición de las sanciones que procedan, en 
el título IV de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones.

Artículo 14. Justificación de la ayuda.

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 30.7 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, las subvenciones 
concedidas no requerirán otra justificación que la acredita-
ción de encontrarse en la situación que motiva la concesión 
de la ayuda, para lo cual se aportarán los documentos y jus-
tificantes que acrediten los daños sufridos en el caso de 
unidades familiares o de convivencia económica, o los gas-
tos realizados para los demás tipos de beneficiarios.

2. No obstante lo anterior, por los órganos instructo-
res del procedimiento podrán establecerse cuantos con-
troles se estimen pertinentes para verificar la existencia 
de tal situación, así como que la subvención se destina al 
fin para el que fue concedida.

CAPÍTULO III

Ayudas destinadas a unidades familiares o de convivencia 
para paliar daños materiales en viviendas y enseres

Artículo 15. Modalidades.

1. Podrá concederse subvención en los siguientes 
supuestos:

a) En caso de destrucción total de la vivienda habi-
tual, siempre que uno de los miembros de la unidad fami-
liar o de convivencia que residieran en aquella sea su 
propietario.

b) Por daños que afecten a la estructura de la 
vivienda habitual, con idénticas condiciones a las exigi-
das en el párrafo anterior.

c) Por daños menos graves que no afecten a la 
estructura de la vivienda habitual, siempre que uno de los 
miembros de la unidad familiar o de convivencia resi-
dente en aquella estuviera obligado legalmente, en virtud 
de su título jurídico de posesión sobre dicha vivienda, a 
asumir el coste económico de los daños producidos.

d) Por destrucción o daños de los enseres domésti-
cos de primera necesidad que hayan sido afectados en la 
vivienda habitual por los hechos causantes. A estos efec-
tos, únicamente se consideran como enseres domésticos 
de primera necesidad los muebles y elementos del equi-
pamiento doméstico básico para cubrir las necesidades 
esenciales de habitabilidad de la vivienda.

2. A los efectos de las ayudas previstas en este capí-
tulo para vivienda habitual y enseres domésticos de pri-
mera necesidad, únicamente podrán ser objeto de sub-
vención los daños que hayan sido causados de forma 
directa y determinante por el hecho catastrófico al que se 
imputen; a tales efectos, deberá quedar suficientemente 
acreditada dicha relación de causalidad.

3. Únicamente serán objeto de subvención los daños 
que se localicen en la vivienda propiamente dicha, desti-
nada a casa-habitación, con exclusión de aquellas depen-
dencias o anexos que, aunque formen parte del inmueble 
en el que se ubica la vivienda, no estén destinados al uso 
estrictamente residencial, tales como garajes, cobertizos 
destinados a almacén o trastero, dependencias destina-
das a uso agrícola o pecuario y otros similares.

4. Por vivienda habitual se entenderá exclusiva-
mente la que constituye el domicilio de residencia efec-
tiva, continuada y permanente de la unidad familiar o de 
convivencia.
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Con base en la habilitación normativa concedida al 
Ministro de Economía y Hacienda, se aprobó la Orden 
EHA/276/2007, de 12 de febrero, (BOE de 15 de febrero) 
por la que se establece el procedimiento para la devolu-
ción extraordinaria de las cuotas del Impuesto sobre 
Hidrocarburos soportadas por los agricultores y ganade-
ros por las adquisiciones de gasóleo. En el artículo 1 de la 
citada orden se establece que para hacer efectivo el dere-
cho a la devolución, los agricultores y ganaderos deberán 
proceder a la presentación telemática a través de Internet 
de una solicitud, dentro del plazo de dos meses contados 
a partir de la fecha de entrada en vigor de la misma.

El carácter extraordinario de la devolución del 
Impuesto sobre Hidrocarburos y la premura del plazo 
establecido aconsejan la ampliación del plazo de presen-
tación de las solicitudes de devolución.

En su virtud, dispongo:

Artículo único. Ampliación de plazo.

Se amplía hasta el 30 de junio de 2007 el plazo para la 
presentación de solicitudes al que se refiere el artículo 1 
de la Orden EHA/276/2007, de 12 de febrero, por la que se 
establece el procedimiento para la devolución extraordi-
naria de las cuotas del Impuesto sobre Hidrocarburos 
soportadas por los agricultores y ganaderos por las 
adquisiciones de gasóleo.

Disposición final. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al 
de su aplicación en el Boletín Oficial del Estado.

Madrid, 13 de abril de 2007.–El Vicepresidente Segundo 
del Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda, Pedro 
Solbes Mira. 

MINISTERIO DEL INTERIOR
 7868 REAL DECRETO 477/2007, de 13 de abril, por el 

que se modifica el Real Decreto 307/2005, de 
18 de marzo, por el que se regulan las subven-
ciones en atención a determinadas necesida-
des derivadas de situaciones de emergencia o 
de naturaleza catastrófica, y se establece el 
procedimiento para su concesión.

El Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por el que 
se regulan las subvenciones en atención a determinadas 
necesidades derivadas de situaciones de emergencia o de 
naturaleza catastrófica, y se establece el procedimiento 
para su concesión, introdujo una serie de mejoras res-
pecto de la normativa anterior para atender este tipo de 
situaciones, al mismo tiempo que adaptaba los procedi-
mientos de concesión a la Ley 38/2003, de 17 de noviem-
bre, General de Subvenciones.

No obstante, la puesta en práctica del citado Real 
Decreto 307/2005, de 18 de marzo, desde su entrada en 
vigor, ha puesto de manifiesto la necesidad de su revisión 
con el fin de dar una mejor respuesta de la Administra-
ción General del Estado a las necesidades reales que se 
ponen de manifiesto cuando se produce una situación de 
emergencia, o de naturaleza catastrófica.

Los numerosos acontecimientos de estas característi-
cas que han venido sucediéndose en el territorio español 
en los últimos años, ya sean como consecuencia de inun-
daciones por desbordamiento de ríos, temporales de llu-

via y viento, o incendios forestales, afectan cada vez más 
a núcleos urbanos de población, por lo que los daños 
afectan, no sólo a las inmuebles destinados a viviendas, 
sino, con mayor frecuencia, a aquellas actividades de 
carácter mercantil, industrial, comercial o de servicios 
que se desarrollan en ellos.

En este sentido, se pretende extender el ámbito de 
protección de este real decreto a aquellos ciudadanos que 
han visto interrumpida bruscamente su actividad profe-
sional a causa de un hecho catastrófico, coadyuvando, 
mediante la concesión de las subvenciones que se reco-
gen en esta norma, al restablecimiento y pronta recupera-
ción de su medio ordinario de subsistencia.

Por otra parte, las subvenciones que se destinan a la 
reparación o rehabilitación de las viviendas afectadas se 
amplían a aquellos daños que se producen en los elemen-
tos comunes de una comunidad de propietarios, que 
impiden, de igual manera que los daños sufridos en el 
interior de cada una de ellas, el normal desarrollo de las 
actividades domésticas ordinarias con unas mínimas con-
diciones de habitabilidad.

Las ayudas destinadas a familias y unidades de convi-
vencia para paliar daños materiales en viviendas y ense-
res, se gradúan de una forma más equitativa en función 
del nivel de ingresos de las mismas y los daños produci-
dos, al mismo tiempo que se amplia el número de poten-
ciales beneficiarios.

En su virtud, previo informe del Ministerio de Econo-
mía y Hacienda, a propuesta del Ministro del Interior, con 
la aprobación previa del Ministro de Administraciones 
Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 
día13 de abril de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Real Decreto 307/2005, 
de 18 de marzo, por el que se regulan las subvencio-
nes en atención a determinadas necesidades deriva-
das de situaciones de emergencia o de naturaleza 
catastrófica, y se establece el procedimiento para su 
concesión.

El Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por el que 
se regulan las subvenciones en atención a determinadas 
necesidades derivadas de situaciones de emergencia o de 
naturaleza catastrófica, y se establece el procedimiento 
para su concesión, queda redactado como sigue:

Uno. El apartado 1 del artículo 3 queda redactado del 
siguiente modo:

«1. El procedimiento de concesión se regirá por 
lo establecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviem-
bre, General de Subvenciones, por el Real Decreto 
887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el 
reglamento de desarrollo de la citada ley, y por lo 
establecido en este real decreto.»

Dos. El apartado 1 del artículo 5 queda redactado del 
siguiente modo:

«1. Podrán ser beneficiarios de estas ayudas, 
en los términos y requisitos establecidos en este 
real decreto los siguientes:

a) Las unidades familiares o de convivencia 
económica que sufran daños personales o materia-
les, ponderándose, a estos efectos, la cuantía de la 
ayuda en proporción a los recursos económicos de 
que dispongan para hacer frente a una situación de 
emergencia o catástrofe.

b) Las Corporaciones Locales que, asimismo, 
acrediten escasez de recursos para hacer frente a los 
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gastos derivados de actuaciones ante situaciones de 
grave riesgo o naturaleza castastrófica.

c) Las personas físicas o jurídicas que, requeri-
das por la autoridad competente, hayan llevado a 
cabo prestación personal o de bienes, a causa de 
una situación de emergencia.

d) Las personas físicas o jurídicas titulares de 
establecimientos mercantiles, industriales o de ser-
vicios, con menos de cincuenta empleados, cuyos 
locales de negocio o bienes afectos a esa actividad 
hubieran sido dañado directamente por los hechos 
derivados de la situación de emergencia o de natu-
raleza catastrófica.

e) Las Comunidades de Propietarios que hayan 
sufrido daños en elementos de uso común que afec-
ten a la seguridad y normal uso del inmueble, deri-
vados de la situación de emergencia o de naturaleza 
catastrófica.»

Tres. El apartado uno del artículo 9 queda redactado 
como sigue:

«1. La Delegación o la Subdelegación del 
Gobierno coordinará las actuaciones que requieran 
la intervención de otros órganos de las Administra-
ciones competentes, en especial en lo que atañe a 
aquellos informes técnicos que hayan de ser emiti-
dos por dichos órganos, en cuyo caso deberá ins-
tarse la elaboración de dichos informes en los 
momentos inmediatamente posteriores al acaeci-
miento del hecho causante de la emergencia, para 
que se incorporen a la instrucción del procedi-
miento.

Los citados informes habrán de ser emitidos 
tanto con el fin de valorar el daño subvencionable 
como la situación socioeconómica de los damnifica-
dos.»

Cuatro. El epígrafe del capítulo III pasa a denomi-
narse «Ayudas destinadas a paliar daños materiales en 
viviendas y enseres».

Cinco. El artículo 15 queda redactado del siguiente 
modo:

«Artículo 15. Daños en viviendas y enseres.
1. Podrá concederse subvención en los siguien-

tes supuestos:
a) En caso de destrucción total de la vivienda 

habitual, siempre que uno de los miembros de la 
unidad familiar o de convivencia que residieran en 
aquélla sea propietario de la misma.

b) Por daños que afecten a la estructura de la 
vivienda habitual, con idénticas condiciones a las 
exigidas en el párrafo anterior.

c) Por daños menos graves que no afecten a la 
estructura de la vivienda habitual, siempre que uno 
de los miembros de la unidad familiar o de convi-
vencia residente en aquélla estuviera obligado legal-
mente, en virtud de su título jurídico de posesión 
sobre dicha vivienda, a asumir el coste económico 
de los daños producidos.

d) Por destrucción o daños de los enseres 
domésticos de primera necesidad que hayan sido 
afectados en la vivienda habitual por los hechos 
causantes. A estos efectos, únicamente se conside-
ran como enseres domésticos de primera necesidad 
los muebles y elementos del equipamiento domés-
tico básico para cubrir las necesidades esenciales de 
habitabilidad de la vivienda.

e) Por daños que, impidiendo el normal desa-
rrollo de las actividades domésticas ordinarias con 
unas mínimas condiciones de habitabilidad, afecten 
a elementos de uso común pertenecientes a una 
Comunidad de Propietarios. A estos efectos, será 

requisito imprescindible que ésta tenga contratada 
póliza de seguro en vigor en el momento de produ-
cirse los hechos causantes, y que el daño se hubiera 
producido por algún riesgo no incluido en el seguro 
de riesgos extraordinarios o en la cobertura ordina-
ria de la póliza de seguro.

2. A efectos de las ayudas previstas en este capí-
tulo, únicamente podrán ser objeto de subvención 
los daños que hayan sido causados de forma directa 
y determinante por el hecho catastrófico al que se 
imputen; a tales efectos, deberá quedar suficiente-
mente acreditada dicha relación de causalidad.

3. Por vivienda habitual se entenderá exclusi-
vamente la que constituye el domicilio de residencia 
efectiva, continuada y permanente de la unidad 
familiar o de convivencia.»

Seis. El apartado 1 del artículo 16 queda redactado 
del siguiente modo:

«1. Podrán ser beneficiarios de las ayudas eco-
nómicas establecidas en este capítulo las unidades 
familiares o de convivencia económica cuyo con-
junto de ingresos anuales netos, correspondientes a 
los doce meses anteriores al hecho causante o, en 
su defecto, el último ejercicio económico completo, 
de cuyos datos la Agencia Estatal de la Administra-
ción Tributaria disponga de información susceptible 
de ser cedida a las Administraciones Públicas, no 
superen las siguientes cuantías, según el número de 
integrantes de la unidad: 

Numero de miembros de la unidad
Cuantía: IPREM + Porcentaje

(IPREM: Indicador Público de Renta 
de Efectos Múltiples)

  

Uno o dos miembros.
Tres o cuatro miembros.
Más de cuatro miembros.

IPREM + 40 %
IPREM + 80 %
IPREM + 120%

 En el caso de los ingresos netos anuales estuvie-
sen comprendidos dentro de los márgenes estable-
cidos en el párrafo anterior, se concederá hasta el 100% 
de las ayudas contempladas en el artículo 17 de este 
real decreto. Asimismo, este porcentaje se reducirá 
hasta un cincuenta por ciento para aquellos casos 
en los que los ingresos netos anuales de la unidad 
familiar o de convivencia no superen en dos veces y 
media los umbrales previstos en el párrafo anterior. 
En caso de que dichos ingresos fueran superiores a 
los límites citados, no procederá la concesión de 
subvención.»

Siete. El artículo 17 queda redactado del siguiente 
modo:

«Las ayudas a las unidades familiares o de con-
vivencia económica para paliar daños materiales se 
concederán en las circunstancias y cuantías que se 
enumeran a continuación:

a) Por destrucción total de la vivienda habi-
tual, se podrá conceder ayuda, según el coste eco-
nómico valorado de los daños, hasta una cuantía 
máxima de 15.120 euros.

b) Por daños que afecten a la estructura de la 
vivienda habitual, referidos únicamente a las depen-
dencias destinadas a la vida familiar, se concederá 
una cantidad correspondiente al 50 por ciento de los 
daños valorados, no pudiendo superar la ayuda la 
cantidad de 10.320 euros.

c) Por daños que no afecten a la estructura de 
la vivienda habitual, se concederá una cantidad 
correspondiente al 50 por ciento de dichos daños 
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según valoración técnica, no pudiendo superar la 
ayuda la cantidad de 5.160 euros.

d) Por destrucción o daños en los enseres 
domésticos de primera necesidad de la vivienda 
habitual que hayan resultado afectados por los 
hechos causantes de la solicitud, se concederá una 
cantidad correspondiente al coste de reposición o 
reparación de los enseres afectados, que no podrá 
ser en ningún caso superior a 2.580 euros.

e) Por daños en elementos comunes de una 
Comunidad de Propietarios, se concederá una canti-
dad correspondiente al 50 por ciento de dichos 
daños, según la valoración técnica efectuada por el 
Consorcio de Compensación de Seguros, hasta una 
cantidad máxima de 8.000 euros.»

Ocho. El artículo 18 queda redactado del siguiente 
modo:

«Artículo 18. Modalidades.
1. En el caso de que se produzca el falleci-

miento de personas a consecuencia de los hechos o 
situaciones de catástrofe pública a los que se refiere 
este real decreto, por cada miembro fallecido de la 
unidad familiar o de convivencia se concederá la 
cantidad de 18.000 euros, con las condiciones y 
requisitos establecidos en el artículo 19 de este real 
decreto.

2. Idéntica cantidad se concederá en el 
supuesto de incapacidad absoluta y permanente del 
miembro de la unidad familiar o de convivencia, 
siendo el beneficiario la persona declarada en dicha 
situación.

3. Estas ayudas sólo procederán cuando la 
muerte o incapacidad hubieran sido causadas direc-
tamente por los hechos que provocaron la situación 
de emergencia o catástrofe pública.»

Nueve. El artículo 19 queda redactado del siguiente 
modo:

«1. En los casos de fallecimiento a que se 
refiere el artículo anterior, podrán ser beneficiarios 
de estas ayudas, a título de víctimas indirectas, y 
siempre con referencia a la fecha de aquél, las per-
sonas que reúnan las condiciones que se indican a 
continuación:

a) El cónyuge de la persona fallecida, no sepa-
rada legalmente, o la persona que hubiere venido 
conviviendo con el fallecido de forma permanente, 
con análoga relación de afectividad a la del cónyuge, 
durante al menos los dos años anteriores a la fecha 
del fallecimiento, salvo que hubieran tenido descen-
dencia en común, en cuyo caso bastará con acredi-
tar la convivencia.

b) Los hijos menores de edad de la persona 
fallecida. Asimismo, los hijos menores de edad que, 
no siéndolo del fallecido, lo fueran de alguna de las 
personas contempladas en el párrafo a), y convivan 
con ambos en el momento del fallecimiento.

c) Los hijos mayores de edad del fallecido, o 
aquellos que no siéndolo de éste, lo fueran de 
alguna de las personas contempladas en el párrafo 
a), siempre que concurriera el requisito de depen-
dencia económica respecto del fallecido.

d) En defecto de las personas mencionadas en 
los párrafos anteriores, serán beneficiarios de la 
ayuda los padres de la persona fallecida, siempre 
que dependieran de los ingresos de ésta.

2. A los efectos de lo contemplado en los párra-
fos c) y d) del apartado 1 de este artículo, se enten-
derá que una persona depende económicamente 
del fallecido cuando viva total o parcialmente a 

expensas de éste y no perciba, en cómputo anual, 
rentas o ingresos de cualquier naturaleza, superio-
res al 150 por ciento del IPREM vigente en dicho 
momento, también en cómputo anual.»

Diez. El artículo 22 queda redactado del siguiente 
modo:

«A los efectos de acreditación de escasez de 
recursos económicos, únicamente se podrá obtener 
la condición de beneficiario cuando el importe de 
los gastos considerados de emergencia en aplica-
ción de las disposiciones de este real decreto, y 
efectivamente realizados por la Corporación Local 
solicitante, supere el tres por ciento de la cuantía 
consignada en su capítulo presupuestario relativo a 
gastos corrientes en bienes y servicios del ejercicio 
en que se hayan producido los hechos causantes de 
los gastos.»

Once. Se añade un nuevo capítulo, con dos nuevos 
artículos 27 y 28, quedando redactado del siguiente 
modo:

«CAPÍTULO VII

Ayudas destinadas a establecimientos industriales, 
mercantiles y de servicios.

Artículo 27. Beneficiarios y requisitos.
1. Podrán ser beneficiarios los establecimien-

tos industriales, comerciales y de servicios, debida-
mente registrados, en funcionamiento, y con un 
número de empleados igual o inferior a cincuenta, 
que hayan sufrido daños o perjuicios de cualquier 
naturaleza en las edificaciones, instalaciones o bie-
nes de equipamiento afectos a la actividad empresa-
rial como consecuencia de la situación de emergen-
cia o de naturaleza catastrófica.

2. Las ayudas previstas en este real decreto se 
destinarán a la reconstrucción de los edificios y de 
las instalaciones industriales, comerciales y de ser-
vicios que hayan sufrido daños, a la reposición de su 
utillaje, del mobiliario y de otros elementos esencia-
les, así como las existencias y productos propios de 
la actividad empresarial.

3. Será requisito imprescindible que el titular 
del establecimiento tenga contratado póliza de 
seguro en vigor en el momento de producirse los 
hechos causantes, y que el daño se hubiera produ-
cido por algún riesgo no incluido en el seguro de 
riesgos extraordinarios o en la cobertura ordinaria 
de la póliza de seguro.

Artículo 28. Cuantía de las ayudas.
1. Para paliar los daños en establecimientos 

industriales, comerciales y de servicios contempla-
dos en el artículo 27, se concederá hasta un importe 
máximo de 8.000 euros, sin que, en todo caso, la 
suma de esta subvención y la indemnización que 
corresponda abonar en concepto de seguro, o cual-
quier otra subvención o ayuda pública o privada, 
supere el valor del daño o perjuicio producido.»

Disposición transitoria primera. Tramitación de proce-
dimientos anteriores.

Los expedientes de concesión de ayuda pendientes de 
tramitación y resolución a la fecha de entrada en vigor de 
este real decreto, se tramitarán y resolverán de acuerdo 
con las disposiciones del Real Decreto 307/2005, de 18 de 



16462 Sábado 14 abril 2007 BOE núm. 90

marzo, en la redacción vigente hasta la fecha de entrada 
en vigor del presente real decreto.

Disposición transitoria segunda. Documentación com-
plementaria.

Asimismo, en tanto no se produzca el desarrollo 
reglamentario a que hace referencia la disposición final 
primera de este real decreto, en lo que atañe a los daños 
producidos en establecimientos industriales, mercantiles 
y de servicios, así como a los causados en elementos 
comunes de Comunidades de Propietarios, las subvencio-
nes que hayan de concederse se otorgarán con base en 
los daños valorados por el Consorcio de Compensación 
de Seguros, y la acreditación de la titularidad del solici-
tante.

Disposición transitoria tercera. Aplicación retroactiva 
del régimen de ayudas.

Sin perjuicio de lo establecido en la disposición transi-
toria primera, el régimen de ayudas regulado en este real 
decreto será de aplicación a los sucesos de carácter catas-
trófico acaecidos en todo el territorio nacional desde el 1 
de octubre de 2006 hasta la fecha de entrada en vigor de 
la presente norma.

A estos efectos, los beneficiarios que, en virtud de los 
nuevos requisitos establecidos para obtener tal condi-
ción, puedan acogerse a las ayudas reguladas en este 
real decreto, podrán presentar sus solicitudes de subven-
ción dentro del plazo de dos meses, a contar desde la 
fecha de entrada en vigor del mismo, siendo este plazo 
de aplicación tanto a los interesados que no hayan for-
mulado solicitudes con anterioridad al amparo del Real 
Decreto 307/2005, de 18 de marzo, como aquellos otros 
en cuyos procedimientos ya hubiere recaído resolución 
expresa.

Asimismo, para aquellos procedimientos pendientes 
de resolución a la fecha de entrada en vigor de esta 
norma, derivados de hechos comprendidos en el período 
contemplado en el párrafo primero de esta disposición, 
serán de aplicación directa los requisitos establecidos en 
este real decreto, sin que deba instarse nueva solicitud 
por el interesado a este respecto.

Disposición derogatoria. Derogación de normas ante-
riores.

Queda derogado en todos sus términos el Real 
Decreto 692/1981, de 27 de marzo, sobre coordinación de 
medidas con motivo de situaciones de emergencia o de 
naturaleza catastrófica, y cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo dispuesto en este real 
decreto.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario y 
habilitación de desarrollo.

El Ministro del Interior, en el plazo de tres meses a 
contar desde la publicación de este real decreto en el 
«Boletín Oficial del Estado», y previo informe del Ministe-
rio de Economía y Hacienda, dictará una orden de desa-
rrollo en la que se determinará la documentación que 
habrá de aportarse a los efectos de comprobar, tanto la 
existencia del hecho causante y del daño subvencionable, 
como el cumplimiento de los requisitos que han de reunir 
los beneficiarios.

El Ministro del Interior, a propuesta de la Dirección 
General de Protección Civil y Emergencias podrá dictar 
las instrucciones necesarias para el desarrollo y ejecución 
de lo establecido en este real decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 13 de abril de 2007.

JUAN CARLOS R.

El Ministro del Interior,

ALFREDO PÉREZ RUBALCABA 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 7869 REAL DECRETO 479/2007, de 13 de abril, por el 

que se desarrollan medidas aprobadas por el 
Real Decreto-ley 2/2007, de 2 de febrero, por el 
que se adoptan medidas urgentes para reparar 
los daños causados por las inundaciones acae-
cidas los pasados días 26, 27 y 28 de enero en 
la isla de El Hierro.

El Real Decreto-ley 2/2007, de 2 de febrero, por el que 
se adoptan medidas urgentes para reparar los daños cau-
sados por las inundaciones acaecidas los pasados 
días 26, 27 y 28 de enero en la isla de El Hierro, dispuso la 
aprobación de un catálogo de actuaciones de carácter 
urgente para paliar las consecuencias de estos hechos, 
los cuales produjeron graves y cuantiosos daños de toda 
índole.

El citado Real Decreto-ley fue aprobado en los días 
inmediatamente posteriores a la finalización de los hechos 
causantes de la situación catastrófica, con el objeto de 
ejecutar cuanto antes aquellas medidas que necesitaban 
acometerse urgentemente, no obstante lo cual se difirió a 
un momento ulterior el desarrollo reglamentario de aque-
llos campos de actuación en los que era necesario cono-
cer con mayor detalle el alcance de los daños producidos. 
Con ello se pretendía que la Administración del Estado 
pudiera habilitar los créditos adecuados y en la cuantía 
necesaria para financiar estas actuaciones, así como esta-
blecer los procedimientos de coordinación con otras 
Administraciones que resultaran más eficaces en orden a 
restituir la normalidad en las zonas afectadas.

A estos efectos, la Disposición Adicional Quinta del 
Real Decreto-ley 2/2007, de 2 de febrero, preveía la apro-
bación de esta norma de desarrollo, en la que se concre-
taría especialmente la financiación necesaria para la eje-
cución de las medidas, una vez determinada la valoración 
de daños.

De esta forma, la Dirección General de Protección Civil 
y Emergencias del Ministerio del Interior, con el asesora-
miento del Consorcio de Compensación de Seguros, ha 
coordinado estas actuaciones, sobre la base del informe 
elaborado por la Delegación del Gobierno en Canarias en 
colaboración con el Cabildo Insular de El Hierro, determi-
nándose finalmente la valoración total de los daños pro-
ducidos.

Ello ha permitido establecer los créditos necesarios 
para la financiación del 50 por ciento de las obras de repa-
ración de los daños en infraestructuras municipales y red 
viaria del Cabildo de El Hierro, así como el importe global 
de la línea de préstamos de mediación que instruye el 
Instituto de Crédito Oficial, en su condición de Agencia 
Financiera del Estado, para la reparación o reposición de 
instalaciones industriales y mercantiles, vehículos comer-
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MINISTERIO DEL INTERIOR
 8178 CORRECCIÓN de errores del Real Decreto 

477/2007, de 13 de abril, por el que se modifica 
el Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por 
el que se regulan las subvenciones en atención 
a determinadas necesidades derivadas de 
situaciones de emergencia o de naturaleza 
catastrófica, y se establece el procedimiento 
para su concesión.

Advertidos errores en el Real Decreto 477/2007, de 13 
de abril, por el que se modifica el Real Decreto 307/2005, 
de 18 de marzo, por el que se regulan las subvenciones en 
atención a determinadas necesidades derivadas de situa-
ciones de emergencia o de naturaleza catastrófica, y se 
establece el procedimiento para su concesión, publicado 
en el «Boletín Oficial del Estado» número 90, de 14 de 
abril de 2007, se procede a efectuar las oportunas rectifi-
caciones:

En la página 16459, segunda columna, en el quinto 
párrafo del Preámbulo, donde dice, «… que se producen 
en los elementos comunes de una comunidad de propie-
tarios…,», debe decir, «… que se producen en los elemen-
tos comunes de uso general de una comunidad de propie-
tarios en régimen de propiedad horizontal,…».

En la página 16460, primera columna, en el apartado 
dos del artículo único, apartado 1 e) del artículo 5, donde 
dice, «Las Comunidades de Propietarios que hayan 
sufrido daños en elementos de uso común que afecten a 
la seguridad y normal uso del inmueble, derivados de…», 
debe decir, «Las Comunidades de Propietarios en régi-
men de propiedad horizontal que hayan sufrido daños en 
elementos comunes de uso general que afecten tanto a la 
seguridad como a la funcionalidad del inmueble, deriva-
dos de…».

En la página 16460, primera columna, en el apartado 
cinco del artículo único, apartado 1 e) del artículo 15, 
donde dice, «… afecten a elementos de uso común perte-
necientes a una Comunidad de Propietarios…», debe 
decir, «… afecten a elementos comunes de uso general 
pertenecientes a una Comunidad de Propietarios en régi-
men de propiedad horizontal».

En la página 16460, segunda columna, el apartado 
seis del artículo único queda sustituido por el siguiente:

«1. Las unidades familiares o de convivencia econó-
mica podrán ser beneficiarias de las ayudas económicas 
establecidas en este capítulo siempre que sus ingresos 
anuales netos estén en los límites que a continuación se 
indican. A efectos del cálculo de los ingresos anuales 
netos, se tomarán los doce meses anteriores al hecho 
causante o, en su defecto, los del último ejercicio econó-
mico completo que facilite la Agencia Estatal de Adminis-
tración Tributaria.

Cuando los ingresos anuales netos superen en dos 
veces y media las siguientes cantidades, no habrá dere-
cho a la subvención:

para unidades con uno o dos miembros: IPREM 
+ 40%.

para unidades con tres o cuatro miembros: IPREM 
+ 80%.

para unidades con más de cuatro miembros: IPREM 
+ 120%.

El IPREM es el indicador público de renta de efectos 
múltiples.

Cuando los ingresos anuales netos superen el IPREM 
incrementado con los porcentajes anteriores (pero no en 

el producto de multiplicar la suma por dos y medio), se 
concederá hasta el 50% de las ayudas contempladas en el 
artículo siguiente.

Cuando los ingresos anuales netos no superen el 
IPREM incrementado con los porcentajes anteriores, se 
concederá hasta el 100% de las ayudas contempladas en 
el artículo siguiente.»

En la página 16461, primera columna, en el apartado 
siete del artículo único, apartado e) del artículo 17, donde 
dice, «Por daños en elementos comunes de una Comuni-
dad de Propietarios…», debe decir, «Por daños en ele-
mentos comunes de uso general de una Comunidad de 
Propietarios en régimen de propiedad horizontal…».

En la página 16461, segunda columna, en el apartado 
once del artículo único, apartado 1 del artículo 27, donde 
dice, «Podrán ser beneficiarios los establecimientos 
industriales, comerciales y de servicios, debidamente 
registrados, en funcionamiento, y con un número de 
empleados igual o inferior a cincuenta, que hayan sufrido 
daños o perjuicios de cualquier naturaleza…», debe decir, 
«Podrán ser beneficiarios las personas físicas o jurídicas 
titulares de los establecimientos industriales, comerciales 
y de servicios, debidamente registrados a efectos fiscales, 
en funcionamiento, y con un número de empleados igual 
o inferior a cincuenta, que hayan sufrido daños de cual-
quier naturaleza…». 

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y ASUNTOS SOCIALES

 8179 REAL DECRETO 441/2007, de 3 de abril, por el 
que se aprueban las normas reguladoras de la 
concesión directa de subvenciones a entidades 
y organizaciones que realizan actuaciones de 
atención humanitaria a personas inmigrantes.

De acuerdo con el Real Decreto 1600/2004, de 2 de 
julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica 
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, corresponde 
a este Ministerio el desarrollo de la política del Gobierno 
en materia de extranjería e inmigración así como, en el 
ámbito de las competencias de la Administración General 
del Estado, el desarrollo de las políticas de cohesión 
social y bienestar.

Para el desarrollo de esta actuación, la Secretaría de 
Estado de Inmigración y Emigración, a través de la Direc-
ción General de Integración de los Inmigrantes, desarrolla 
las funciones descritas en el artículo 7 del Real Decreto 
1600/2004, de 2 de julio, entre las que se incluye en su 
apartado a) el desarrollo, mantenimiento y gestión del 
sistema de acogida integral, promoción e integración 
para inmigrantes, solicitantes de asilo, refugiados, apátri-
das, personas acogidas al régimen de protección tempo-
ral y otros estatutos de protección subsidiaria; en su apar-
tado b) la gestión de las subvenciones destinadas a los 
programas para la promoción laboral, social, cívica y cul-
tural de los colectivos citados anteriormente, en colabora-
ción con otros Departamentos Ministeriales y Administra-
ciones Públicas, así como con Entidades Privadas y en su 
apartado f) la gestión de los planes y programas de pri-
mera atención y de intervención urgente para situaciones 
de carácter excepcional.

En la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, se establece como procedimiento ordina-
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Artículo 16. Beneficiarios.

1. Podrán ser beneficiarios de las ayudas económi-
cas establecidas en este capítulo las unidades familiares o 
de convivencia económica cuyo conjunto de ingresos 
anuales netos, correspondientes a los 12 meses anterio-
res al hecho causante o, en su defecto, al último ejercicio 
anual anterior a aquel, no superen las siguientes cuantías, 
según el número de integrantes de la unidad: 

Numero de miembros de la unidad
Cuantía: IPREM + porcentaje

(IPREM: indicador público de renta 
de efectos múltiples)

Uno o dos miembros  . . . . . . . IPREM + 40 por ciento.
Tres o cuatro miembros  . . . . . IPREM + 80 por ciento.
Más de cuatro miembros  . . . . IPREM + 120 por ciento.

 2. En cuanto al cómputo del número de integrantes 
de la unidad familiar o de convivencia económica, será de 
aplicación lo establecido en el artículo 4.3 de la Ley 
40/2003, de 18 de noviembre, de protección a las familias 
numerosas, de tal forma que cada hijo discapacitado o 
incapacitado para trabajar computará como dos miem-
bros de dicha unidad.

3. Por otra parte, a los efectos del cómputo de los 
ingresos conjuntos de la unidad familiar o de conviven-
cia, se tendrán en cuenta todos los percibidos, por cual-
quier concepto, por todos los integrantes de la unidad 
familiar o de convivencia que residan en la vivienda 
afectada.

4. Por unidad familiar o de convivencia económica 
se entenderá la persona o conjunto de personas que resi-
dan en una misma vivienda de forma habitual y perma-
nente, unidos por vínculos de consanguinidad o afinidad 
o por cualquier otra relación que implique corresponsabi-
lidad o dependencia económica entre sus miembros, de 
tal forma que consuman y/o compartan alimentos, gastos 
comunes de la vivienda u otros bienes con cargo a un 
mismo presupuesto.

Artículo 17. Cuantía de las ayudas.

1. Las ayudas a las unidades familiares o de convi-
vencia económica para paliar daños materiales se conce-
derán en las circunstancias y cuantías que se enumeran a 
continuación:

a) Por destrucción total de la vivienda habitual, se 
podrá conceder una ayuda, según el coste económico 
valorado de los daños, hasta una cuantía máxima de 
12.600 euros.

b) Por daños que afecten a la estructura de la 
vivienda habitual, referidos únicamente a las dependen-
cias destinadas a la vida familiar, se concederá una canti-
dad correspondiente al 50 por ciento de los daños valo-
rados, ayuda que no podrá superar la cantidad de 8.600 
euros.

c) Por daños que no afecten a la estructura de la 
vivienda habitual, se concederá una cantidad correspon-
diente al 50 por ciento de dichos daños según valoración 
técnica, ayuda que no podrá superar la cantidad de 4.300 
euros.

d) Por destrucción o daños en los enseres domésti-
cos de primera necesidad de la vivienda habitual que 
hayan resultado afectados por los hechos causantes de la 
solicitud, se concederá una cantidad correspondiente al 
coste de reposición o reparación de los enseres afecta-
dos, que no podrá ser en ningún caso superior a 2.150 
euros.

CAPÍTULO IV

Ayudas destinadas a unidades familiares o de convivencia 
para paliar daños personales

Artículo 18. Modalidades.

1. En el caso de que se produzca el fallecimiento de 
personas a consecuencia de los hechos o situaciones de 
catástrofe pública a los que se refiere este real decreto, 
por cada miembro fallecido de la unidad familiar o de 
convivencia de cuya aportación de ingresos dependieran 
sustancialmente sus restantes miembros se concederá la 
cantidad de 17.150 euros.

2. Idéntica cantidad se concederá en el supuesto de 
incapacidad absoluta y permanente del miembro de la 
unidad familiar o de convivencia en las mismas circuns-
tancias de dependencia sustancial de los ingresos del 
fallecido.

3. Las ayudas reguladas en los dos apartados ante-
riores sólo procederán cuando la muerte o incapacidad 
hubieran sido causadas directamente por los hechos que 
provocaron la situación de emergencia o catástrofe 
pública.

Artículo 19. Beneficiarios.

1. En los casos de fallecimiento a que se refiere el 
artículo anterior, podrán ser beneficiarios de estas ayu-
das, a título de víctimas indirectas, y siempre con referen-
cia a la fecha de aquel, las personas que reúnan las condi-
ciones que se indican a continuación:

a) El cónyuge de la persona fallecida, no separada 
legalmente, o la persona que hubiera venido conviviendo 
con el fallecido de forma permanente, con análoga rela-
ción de afectividad a la del cónyuge, cualquiera que sea 
su orientación sexual, durante al menos los dos años 
anteriores a la fecha del fallecimiento, salvo que hubieran 
tenido descendencia en común –en este caso bastará con 
acreditar la convivencia– y siempre que concurra el requi-
sito de la dependencia económica respecto de la persona 
fallecida.

b) Los hijos de la persona fallecida, siempre que 
dependieran económicamente de ella, con independencia 
de su edad y filiación o de su condición de póstumos.

c) Los hijos que no fueran del fallecido pero lo fue-
ran de las personas previstas en el párrafo a), siempre 
que concurriera el requisito de dependencia económica 
de aquel.

d) En defecto de las personas mencionadas en los 
párrafos anteriores, serán beneficiarios de la ayuda los 
padres de la persona fallecida, siempre que dependieran 
sustancialmente de los ingresos de esta.

2. A los efectos de este artículo, se entenderá que 
una persona depende económicamente del fallecido 
cuando, en el momento del fallecimiento, aquella viviera 
total o parcialmente a expensas de este y no percibiera, 
en cómputo anual, rentas o ingresos de cualquier natura-
leza superiores al 150 por ciento del IPREM vigente en 
dicho momento, también en cómputo anual.

Artículo 20. Concurrencia de beneficiarios.

De concurrir varios beneficiarios a título de víctimas 
indirectas, la distribución de la cantidad a que ascienda la 
ayuda se efectuará de la siguiente forma:

a) En los casos aludidos en los párrafos a), b) y c) del 
artículo 19.1, y cuando concurran como víctimas indirec-
tas el cónyuge y el hijo o hijos de la persona fallecida, la 
cantidad se dividirá en dos mitades. Una mitad corres-



9642 Sábado 19 marzo 2005 BOE núm. 67

ponderá al cónyuge o persona que hubiera venido convi-
viendo con el fallecido, en los términos del párrafo a) del 
artículo 19.1, y la otra mitad, al hijo o a los hijos mencio-
nados en los párrafos b) y c) del artículo 19.1, que se dis-
tribuirá entre todos ellos, cuando fuesen varios, por par-
tes iguales.

b) En caso de resultar beneficiarios los padres de la 
persona fallecida, la cantidad correspondiente a la ayuda 
se repartirá entre ellos por partes iguales.

CAPÍTULO V

Ayudas a corporaciones locales

Artículo 21. Modalidades.

Podrán concederse ayudas a las corporaciones loca-
les para hacer frente a situaciones de emergencia o catás-
trofe pública en las circunstancias que a continuación se 
relacionan:

a) Por suministro de agua potable, en situaciones de 
emergencia por sequía, para garantizar la atención de las 
necesidades básicas de la población, estimadas a tales 
efectos en 50 litros por habitante y día; a estos efectos, se 
computará la población de derecho censada en el munici-
pio afectado.

La ayuda por gastos de suministro de agua para con-
sumo de la población en situación de emergencia por 
sequía no se prolongará más allá de tres meses desde el 
comienzo de dicha situación, y quedará a criterio de la 
Dirección General de Protección Civil y Emergencias, pre-
vio informe en tal sentido de la Delegación o Subdelega-
ción del Gobierno correspondiente, ampliar dicho plazo, 
así como la duración de la eventual prórroga.

b) Por los gastos realizados derivados de actuacio-
nes inaplazables en situación de emergencia, llevados a 
cabo en el mismo momento de producirse esta o en los 
inmediatamente posteriores a la finalización de los hechos 
causantes, siempre que su objeto sea el funcionamiento 
de los servicios públicos esenciales e imprescindibles 
para garantizar la vida y seguridad de las personas.

A estos efectos, se excluyen de dicho concepto los 
trabajos llevados a cabo con medios propios de la corpo-
ración local, ya sean materiales, tales como maquinaria, 
herramientas, etc., o humanos, entendiendo por tales el 
personal contratado con anterioridad a los hechos cau-
santes. En ningún caso serán subvencionables los gastos 
de personal generados por bomberos, policía local, pro-
tección civil y otros de carácter análogo.

Artículo 22. Requisitos.

A los efectos de la acreditación de escasez de recursos 
económicos, únicamente se podrá obtener la condición 
de beneficiario cuando el importe de los gastos conside-
rados de emergencia en aplicación de las disposiciones 
de este real decreto, y efectivamente realizados por la 
corporación local solicitante, supere el tres por ciento de 
la cuantía consignada en el capítulo presupuestario rela-
tivo a gastos corrientes en bienes y servicios del ejercicio 
en que se hayan producido los hechos causantes de los 
gastos.

Artículo 23. Cuantías.

A los efectos previstos en el artículo 22, se concederá 
hasta el 50 por ciento del coste total del suministro de 
agua potable en caso de sequía o de los gastos que pue-
dan calificarse de emergencia.

No obstante, cuando los gastos susceptibles de sub-
vención superen el 20 por ciento del capítulo presupues-

tario relativo a gastos corrientes en bienes y servicios del 
ejercicio en que se haya producido el hecho causante, 
podrá extenderse la ayuda hasta el 100 por cien de los 
gastos de emergencia.

El porcentaje de ayuda aplicable en cada caso se 
determinará en atención a la naturaleza de los gastos y a 
la situación económica de la entidad local.

CAPÍTULO VI

Ayudas a personas físicas o jurídicas que hayan efectuado 
prestación personal o de bienes

Artículo 24. Modalidades.

Podrán ser beneficiarios de las subvenciones previs-
tas en este real decreto las personas físicas o jurídicas 
que, requeridas por la autoridad competente en materia 
de protección civil en el ámbito de la Administración 
General del Estado, hayan llevado a cabo la prestación 
personal o de bienes con motivo de haberse producido 
una situación de emergencia.

Artículo 25. Requisitos.

La intervención de la Administración General del 
Estado en este supuesto tendrá carácter complementario 
y subsidiario de las actuaciones que se hayan de desarro-
llar con los medios y recursos previstos en los planes de 
protección civil de las comunidades autónomas y Ciuda-
des de Ceuta y Melilla o de las corporaciones locales.

Dicha intervención se limitará a las actuaciones abso-
lutamente imprescindibles e inaplazables, llevadas a cabo 
en el momento mismo de la emergencia, para la protec-
ción de personas y bienes o para evitar un peligro grave e 
inminente para su vida o seguridad.

Artículo 26. Cuantías.

A los efectos previstos en el artículo 24, las personas 
físicas o jurídicas requeridas por la autoridad competente 
en una situación de emergencia para realizar una presta-
ción de bienes o servicios podrán obtener el resarcimiento 
por el importe total de los gastos, daños o perjuicios oca-
sionados por dicha prestación.

Disposición adicional única. Delegación de competen-
cias.

Ante situaciones de emergencia, catástrofes o calamida-
des públicas de especial gravedad o elevado número de 
solicitudes, el Ministro del Interior, atendiendo a su propio 
criterio, podrá delegar las facultades que le confiere este real 
decreto en los Delegados del Gobierno en las comunidades 
autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla afectadas.

Disposición transitoria primera. Tramitación de procedi-
mientos anteriores.

Los expedientes de concesión de ayuda pendientes de 
tramitación y resolución a la fecha de entrada en vigor de 
este real decreto se tramitarán y resolverán de acuerdo 
con las disposiciones de la Orden del Ministerio del Inte-
rior, de 18 de marzo de 1993, modificada por la Orden de 
30 de julio de 1996.

Disposición transitoria segunda. Documentación com-
plementaria.

Asimismo, en tanto no se produzca el desarrollo 
reglamentario a que hace referencia la disposición final 
primera de este real decreto, será de aplicación, en los 
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aspectos no regulados por este, la Orden del Ministerio del 
Interior, de 18 de marzo de 1993, en especial en lo que 
atañe a la documentación necesaria que ha de acompañar 
a la solicitud.

Disposición transitoria tercera. Régimen de las ayudas 
previstas en la Orden INT/439/2005, de 14 de febrero.

Sin perjuicio de lo establecido en la disposición dero-
gatoria única, el régimen específico de ayudas previsto en 
la Orden INT/439/2005, de 14 de febrero, por la que se 
modifica la Orden de 18 de marzo de 1993, conservará su 
vigencia y se mantendrá subsistente en todos sus términos 
entendiéndose subsumido en este real decreto, a los efec-
tos de lo dispuesto en los artículos 22.2.c) y 28.2 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogada en sus términos, en lo no afectado por 
la disposición transitoria segunda de este real decreto, la 
Orden del Ministerio del Interior, de 18 de marzo de 1993, y 
cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan 
a lo dispuesto en este real decreto.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario y 
habilitación de desarrollo.

El Ministro del Interior, en el plazo de un año desde la 
publicación de este real decreto en el «Boletín Oficial del 
Estado», y previo informe del Ministerio de Economía y 
Hacienda, dictará una orden de desarrollo en la que se 
determinará la documentación que habrá de aportarse a 
los efectos de comprobar tanto la existencia del hecho cau-
sante y del daño subvencionable como el cumplimiento de 
los requisitos que han de reunir los beneficiarios.

El Ministro del Interior, a propuesta de la Dirección 
General de Protección Civil y Emergencias, podrá dictar las 
instrucciones necesarias para el desarrollo y ejecución de 
lo establecido en este real decreto.

Disposición final segunda. Revisión de cuantías.

Las cuantías de las subvenciones a unidades familiares 
establecidas en este real decreto podrán ser revisadas 
mediante una orden del Ministro del Interior, previo 
informe favorable del Ministerio de Economía y Hacienda, 
para adaptarlas a la evolución del coste de la vida.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente 
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 18 de marzo de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Ministro del Interior,
JOSÉ ANTONIO ALONSO SUÁREZ 

MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN Y CIENCIA

 4574 REAL DECRETO 309/2005, de 18 de marzo, por el 
que se modifica el Real Decreto 285/2004, de 20 
de febrero, por el que se regulan las condiciones 
de homologación y convalidación de títulos y 
estudios extranjeros de educación superior.

Mediante el Real Decreto 285/2004, de 20 de febrero, 
se ha llevado a cabo la nueva regulación de las condicio-

nes de homologación y convalidación de estudios 
extranjeros de educación superior, de conformidad con 
las previsiones contenidas en el artículo 36 de la Ley 
Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades.

La indicada norma establecía en su disposición final 
cuarta una entrada en vigor diferida de seis meses desde 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Con posterioridad, mediante el Real Decreto 1830/2004, 
de 27 de agosto, se aprobó, respecto del anterior, un nuevo 
plazo de seis meses para la entrada en vigor de los artícu-
los correspondientes a la homologación de títulos extranje-
ros de educación superior a grados académicos universita-
rios españoles y a los comités técnicos establecidos para 
adoptar informes motivados de las solicitudes de homolo-
gación presentadas por los interesados.

Este nuevo aplazamiento traía causa, por una parte, 
del avanzado estado de tramitación en que en ese 
momento se encontraban las normas que, en virtud de lo 
dispuesto en el título XIII de la ley anteriormente citada, 
habrían de regular la nueva estructura de enseñanzas uni-
versitarias en España, y de otro, en la imposibilidad de 
garantizar el adecuado funcionamiento de los comités a 
que se ha hecho referencia, habida cuenta de las dificulta-
des de orden material y dotacional de los órganos encar-
gados de su constitución y tutela.

Publicados en el «Boletín Oficial del Estado» del día 25 
de enero de 2005 los Reales Decretos 55/2005, de 21 de 
enero, por el que se establece la estructura de las ense-
ñanzas universitarias y se regulan los estudios universita-
rios oficiales de Grado, y 56/2005, de 21 de enero, por el 
que se regulan los estudios universitarios oficiales de 
Posgrado, se hace aconsejable acompasar determinadas 
previsiones contenidas en ellos con el texto del Real 
Decreto 285/2004, de 20 de febrero, para procurar un con-
junto más armónico entre aquellas y estas, al tiempo que 
se establecen las normas que regirán en el periodo transi-
torio en el que el vigente sistema de enseñanzas será 
progresivamente sustituido por el nuevo.

En este orden de cosas, y teniendo en cuenta la nueva 
regulación de los estudios oficiales de Posgrado, resulta 
más coherente con los principios que la inspiran la atribu-
ción a la universidad española de las competencias sobre 
homologación de aquellos títulos extranjeros que se 
correspondan con dicho nivel de enseñanzas, excepción 
hecha de los títulos de Máster a que hace referencia el 
artículo 8.3 del Real Decreto 56/2005, de 21 de enero, por el 
que se regulan los estudios universitarios oficiales de Pos-
grado, que, por integrar el Catálogo de títulos universita-
rios oficiales, se regirán por lo dispuesto en la sección 1.ª 
del capítulo II del Real Decreto 285/2004, de 20 de febrero.

En segundo lugar y por lo que a los comités técnicos 
se refiere, razones de oportunidad, operatividad y eficacia 
en la disponibilidad de medios hacen aconsejable su 
dependencia del Consejo de Coordinación Universitaria, 
a través de su Secretaría General.

Este real decreto ha sido informado por el Consejo de 
Coordinación Universitaria.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Educación 
y Ciencia, con la aprobación previa del Ministro de Admi-
nistraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión del día 18 de marzo de 2005,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Real Decreto 285/2004, 
de 20 de febrero, por el que se regulan las condiciones 
de homologación y convalidación de títulos y estudios 
extranjeros de educación superior.

El Real Decreto 285/2004, de 20 de febrero, por el que 
se regulan las condiciones de homologación y convalida-
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Disposición adicional sexta. Modificación de la Ley 
Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad.

Se modifica el apartado primero del artículo 15 de la 
Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«1. La Guardia Civil, por su condición de insti-
tuto armado de naturaleza militar, a efectos discipli-
narios, se regirá por su normativa específica. 
Cuando la Guardia Civil actúe en el cumplimiento de 
misiones de carácter militar o cuando el personal de 
dicho Cuerpo se integre en unidades militares, resul-
tará de aplicación el régimen disciplinario de las 
Fuerzas Armadas.

En todo caso, será competente para la imposi-
ción de la sanción de separación del servicio el 
Ministro de Defensa, a propuesta del de Interior.»

Disposición transitoria primera. Régimen transitorio 
general.

1. A quienes, a la entrada en vigor de esta Ley, se 
encuentren cumpliendo arresto por falta leve o grave se 
les dará por cumplida tal sanción y, quienes se hallen 
sujetos a arresto preventivo, cesarán en él sin perjuicio de 
la resolución que pueda adoptarse en el procedimiento 
sancionador correspondiente.

2. Las faltas disciplinarias cometidas con anteriori-
dad a la fecha de entrada en vigor de esta Ley serán san-
cionadas conforme a la normativa anterior, salvo que las 
disposiciones de la presente Ley fuesen más favorables 
para el interesado. La competencia para sancionar corres-
ponderá a las autoridades y mandos con potestad sancio-
nadora determinada en la presente Ley.

3. Los procedimientos que a la entrada en vigor de 
esta Ley se encuentren en tramitación continuarán rigién-
dose hasta su conclusión por las normas vigentes en el 
momento de su iniciación. Los recursos que se interpon-
gan frente a las resoluciones dictadas en ellos se sustan-
ciarán conforme a la nueva regulación.

4. Las resoluciones firmes que a la entrada en vigor 
de esta Ley no hubiesen sido ejecutadas total o parcial-
mente, así como las que no hubiesen alcanzado firmeza, 
serán revisadas de oficio si de la aplicación de la misma 
se derivaran efectos más favorables para el sancionado.

5. En tanto no se regulen reglamentariamente las 
misiones militares que corresponde ejecutar a la Guardia 
Civil, el Gobierno calificará expresamente cada una de 
ellas en función de su naturaleza. Igualmente, antes de la 
entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno determinará el 
carácter militar o no militar de las misiones que ya estu-
viere desarrollando la Guardia Civil.

Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio 
relativo a la aplicación del Código Penal Militar a los 
miembros de la Guardia Civil.

1. Los hechos punibles cometidos por los miembros 
de la Guardia Civil, en su condición de militares, hasta la 
entrada en vigor de esta Ley serán castigados conforme al 
Código Penal Militar, a menos que las disposiciones del 
Código Penal sean más favorables para el reo, en cuyo 
caso, previa audiencia del mismo y oído el Ministerio Fis-
cal y las demás partes personadas, la Jurisdicción Militar, 
de oficio o a instancia de cualquiera de los mencionados, 
se inhibirá a favor de los Tribunales o Juzgados de la juris-
dicción ordinaria.

2. El Tribunal sentenciador revisará, de oficio o a ins-
tancia de parte, las sentencias firmes no ejecutadas total-
mente que se hayan dictado antes de la vigencia de esta 

Ley, y respecto de las cuales hubiere correspondido la 
absolución o una condena más beneficiosa para el reo 
por aplicación taxativa del Código Penal y no por el ejerci-
cio del arbitrio judicial.

En las sentencias dictadas conforme al Código Penal 
Militar y que no sean firmes por hallarse pendientes de 
recurso, se aplicarán de oficio o a instancia de parte los 
preceptos del Código Penal, cuando resulten más favora-
bles al reo, previa audiencia del mismo.

3. Los miembros de la Guardia Civil que por aplicación 
de lo dispuesto en el Código Penal Militar, o por revisión de 
la sentencia, estuvieren cumpliendo penas de privación de 
libertad en establecimientos penitenciarios militares, segui-
rán en ellos hasta la extinción de dichas penas.

Disposición derogatoria.

Queda derogada la Ley Orgánica 11/1991, de 17 de 
junio, de Régimen Disciplinario de la Guardia Civil.

Disposición final primera. Título habilitante.

La presente Ley se dicta al amparo de lo previsto en 
los artículos 149, apartado primero, materias 4.ª y 29.ª, y 
104 de la Constitución.

Disposición final segunda. Carácter de ley ordinaria.

La Disposición Adicional Quinta tiene carácter de ley 
ordinaria.

Disposición final tercera. Desarrollo reglamentario.

1. El Gobierno, mediante Real Decreto, regulará, en 
el plazo de seis meses a contar desde la entrada en vigor 
de esta Ley, las misiones de carácter militar que se enco-
mienden a la Guardia Civil.

2. Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposi-
ciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de la 
presente Ley.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta ley orgánica.
Madrid, 22 de octubre de 2007.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

18393 REAL DECRETO-LEY 10/2007, de 19 de octubre, 
por el que se adoptan medidas urgentes para 
reparar los daños causados por las intensas 
tormentas de lluvia y viento e inundaciones que 
han afectado a la Comunitat Valenciana durante 
los días 11 a 19 del mes de octubre de 2007.

Durante los días 11 a 19 del mes de octubre intensas 
tormentas de lluvia y viento han descargado gran canti-
dad de agua sobre la Comunitat Valenciana, provocando 
numerosos destrozos materiales y la muerte de una per-
sona como consecuencia directa de estos hechos.
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En este sentido, también es destacable la grave afec-
ción sobre el dominio público hidráulico del Estado, así 
como en las zonas pertenecientes al dominio público 
marítimo-terrestre, a cuyos efectos deberán emprenderse 
por la Administración Estatal aquellas medidas de protec-
ción y restauración necesarias.

El objetivo, por tanto, de esta norma, es aprobar, con 
carácter urgente, un catálogo de medidas que afectan a 
varios Departamentos Ministeriales y abarcan aspectos 
muy diferentes, pues en tanto que unas se dirigen a dis-
minuir las cargas tributarias, otras, como la concesión de 
créditos privilegiados, intentan paliar el impacto en las 
empresas y particulares afectados.

Por otra parte, las pérdidas de producción ocasiona-
das por las citadas tormentas e inundaciones en los culti-
vos y territorios afectados configuran, por la magnitud de 
los daños ocasionados, una situación de desastre natural, 
siendo compatibles con el mercado común este tipo de 
ayudas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
87.2.c) del Tratado de la Comunidad Europea.

Habida cuenta que estas contingencias no tienen 
cobertura completa en el marco del seguro agrario com-
binado, se hace necesario arbitrar medidas paliativas 
adecuadas, en consonancia con la naturaleza e incidencia 
de los daños ocasionados en las producciones de los 
territorios afectados y en las rentas de los agricultores.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el 
artículo 86 de la Constitución, a propuesta de la Vice-
presidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Presi-
dencia, del Vicepresidente Segundo del Gobierno y Minis-
tro de Economía y Hacienda y de los Ministros del Interior, 
de Fomento, de Trabajo y Asuntos Sociales, de Agricul-
tura, Pesca y Alimentación, de Administraciones Públicas, 
de Medio Ambiente y de Vivienda, y previa deliberación 
del Consejo de Ministros en su reunión del día 19 de octu-
bre de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

1. Las medidas establecidas en este real decreto-ley 
se aplicarán a la reparación de los daños ocasionados por 
las tormentas de lluvia y viento, e inundaciones que han 
afectado a la Comunitat Valenciana durante los días 11 a 
19 del mes de octubre de 2007.

Los términos municipales y núcleos de población 
afectados a los que concretamente sean de aplicación las 
medidas aludidas se determinarán por Orden del Ministro 
del Interior.

2. A los efectos de dichas actuaciones reparadoras, 
se entenderán también incluidos aquellos otros términos 
municipales o núcleos de población en los que, para la 
correcta ejecución de las obras necesarias, sean impres-
cindibles las actuaciones de los departamentos ministe-
riales competentes.

Artículo 2. Subvenciones por daños en infraestructuras 
municipales y red viaria de las diputaciones provincia-
les.

1. A los proyectos que ejecuten las entidades locales 
en los términos municipales y núcleos de población a los 
que se hace referencia en el artículo anterior, relativos a 
las obras de reparación o restitución de infraestructuras, 
equipamientos e instalaciones y servicios de titularidad 
municipal y de las mancomunidades, y a la red viaria de 
las diputaciones provinciales, se les aplicará el trámite de 
urgencia, pudiendo concedérseles por el Estado una sub-
vención de hasta el 50 por ciento de su coste.

Estos sucesos han afectado con especial gravedad a la 
provincia de Alicante, donde se han registrado precipita-
ciones de más de 400 litros por metro cuadrado en algu-
nos puntos. Concretamente, en el municipio de El Verger 
las aguas desbordadas del río Girona provocaron graves 
daños en infraestructuras municipales y en viviendas par-
ticulares, debiendo lamentar incluso la muerte de una 
persona anciana que se encontraba en el momento de la 
inundación en su domicilio. En esta localidad numerosos 
vecinos han tenido que ser desalojados de sus casas, ante 
la imposibilidad de habitar las mismas a corto plazo, 
debido a la importante afectación que han producido las 
inundaciones en las viviendas, con pérdida, en muchos 
casos, de la totalidad de enseres domésticos.

Igualmente, en el municipio de Beniarbeig las lluvias 
torrenciales han originado que la fuerza de las aguas del 
río Girona derrumbara parcialmente el puente que une 
ambos lados de la localidad, originándose inundaciones 
de tal envergadura que obligaron a algunos vecinos a 
refugiarse en los tejados de sus viviendas, de donde 
hubieron de ser rescatados mediante helicópteros.

Por último, dentro de la provincia de Alicante, cabe 
citar también los daños sufridos en las localidades de 
Calpe, Els Poblets y Javea, así como destrozos de diversa 
consideración en municipios de la provincia de Valencia, 
tales como Almussafes, Enguera, Lloc Nou de Sant Jeroni 
y Sumacárcer.

Los hechos descritos han originado graves daños en 
infraestructuras de titularidad municipal, así como en bie-
nes de titularidad privada, tanto inmuebles destinados a 
vivienda como establecimientos comerciales y explota-
ciones agrícolas y ganaderas.

En el marco del Estado autonómico en que España se 
ha constituido, las distintas Administraciones Territoria-
les, en uso de las competencias que tienen asumidas, han 
dado respuesta inmediata a la situación de emergencia 
presentada, no obstante lo cual ha sido necesario el 
apoyo de la Administración General del Estado con el fin 
de garantizar la vida y seguridad de los damnificados por 
el temporal, movilizándose para ello medios de la Unidad 
Militar de Emergencias, que constituyeron un puesto de 
mando avanzado en la localidad de El Verger, para colabo-
rar en las tareas necesarias para restablecer la normali-
dad en la zona más afectada por las inundaciones.

Asimismo, dentro del mismo marco de cooperación y 
de colaboración interadministrativa, el Ministerio del Inte-
rior dispone de una línea de ayudas destinadas a situacio-
nes de naturaleza catastrófica, de aplicación permanente, 
dirigidas a abonar ayudas de carácter inmediato a perso-
nas que han sufrido daños personales o en sus viviendas 
y enseres. Estas subvenciones alcanzan también a Corpo-
raciones Locales que han llevado a cabo actuaciones de 
emergencia, tales como limpieza de vías públicas, des-
obstrucción de alcantarillado, evacuación y alojamiento 
de damnificados y otras de similar carácter que se reali-
cen, con el fin de garantizar servicios públicos necesarios 
para salvaguardar la vida y seguridad de las personas. 
Por último, y en menor medida, las ayudas alcanzan a 
establecimientos comerciales y comunidades de propie-
tarios en régimen de propiedad horizontal.

No obstante lo anterior, y debido a la naturaleza de los 
daños producidos, se hace necesario emprender repara-
ciones o reposiciones de infraestructuras de titularidad 
municipal, para lo cual debe habilitarse una línea de ayu-
das a tal fin, gestionada por el Ministerio de Administra-
ciones Públicas, que, unidas a las anteriormente expues-
tas, persiguen, en definitiva, favorecer el restablecimiento 
de los servicios, la reparación de daños producidos y la 
vuelta a la normalidad de las zonas siniestradas por las 
inundaciones.
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2. Se faculta al Titular del Ministerio de Administra-
ciones Públicas para proponer el pago de las subvencio-
nes contempladas en el apartado anterior, en la parte que 
financia la Administración General del Estado, hasta el 
importe de los daños producidos en este ámbito, con 
cargo al crédito extraordinario que, con carácter incorpo-
rable, se habilite en los presupuestos de dicho Departa-
mento, de conformidad con lo establecido en el artículo 
50.1 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Pre-
supuestaria.

3. De igual modo, se faculta al Titular del Ministerio 
de Administraciones Públicas para establecer el procedi-
miento para la concesión de las mencionadas subvencio-
nes, así como su seguimiento y control, en el marco de la 
cooperación económica del Estado a las inversiones de 
las entidades locales.

Artículo 3. Daños en las restantes infraestructuras públi-
cas.

Se faculta a los titulares de los departamentos minis-
teriales competentes por razón de la materia para decla-
rar zona de actuación especial las áreas afectadas, al 
objeto de que dichos departamentos, sus organismos 
autónomos y entidades públicas dependientes de éstos 
puedan llevar a cabo las restauraciones que procedan. A 
los efectos indicados, se declaran de emergencia las 
obras indispensables a ejecutar por tales departamentos 
para reparar los daños directamente causados por las 
inundaciones en infraestructuras de titularidad estatal 
comprendidas en su ámbito de competencias.

Artículo 4. Indemnización de daños en producciones 
agrícolas y ganaderas.

Serán objeto de indemnización los daños causados 
por los sucesos objeto de este real decreto-ley en las 
explotaciones agrícolas y ganaderas que, teniendo póli-
zas en vigor amparadas por el Plan de Seguros Agrarios, 
hayan sufrido pérdidas por daños en sus producciones no 
cubiertos por las líneas de seguros agrarios combinados.

No obstante, para el caso de producciones que en las 
fechas del siniestro no haya finalizado el período de con-
tratación del seguro correspondiente, también podrán 
percibir las anteriores indemnizaciones siempre y cuando 
el agricultor hubiese contratado el seguro correspon-
diente a dichas producciones en el ejercicio anterior.

También podrá percibirse indemnización por los daños 
causados sobre producciones no incluidas en el vigente 
Plan Anual de Seguros, excepto que las producciones afec-
tadas estuviesen garantizadas por un seguro no incluido 
en el Sistema de Seguros Agrarios Combinados.

Dichas indemnizaciones irán destinadas a los titulares 
de aquellas explotaciones que, estando ubicadas en el 
ámbito señalado en el artículo 1, hayan sufrido pérdidas 
superiores al 30 % de la producción, con arreglo a los cri-
terios establecidos por la Unión Europea a este respecto.

Artículo 5. Beneficios fiscales.

1. Se concede la exención de las cuotas del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles correspondientes al ejercicio de 
2007 que afecten a viviendas, establecimientos industria-
les y mercantiles, explotaciones agrarias, locales de tra-
bajo y similares, dañados como consecuencia directa de 
los hechos descritos, cuando se acredite que tanto las 
personas como los bienes en ellos ubicados hayan tenido 
que ser objeto de realojamiento total o parcial en otras 
viviendas o locales diferentes hasta la reparación de los 
daños sufridos, o los daños en explotaciones agrarias 

constituyan siniestros no amparables por ninguna fór-
mula de aseguramiento público o privado.

2. Se concede una reducción en el Impuesto sobre 
Actividades Económicas correspondiente al ejercicio de 
2007 a las industrias de cualquier naturaleza, estableci-
mientos mercantiles y profesionales cuyos locales de 
negocios o bienes afectos a esa actividad hayan sido 
dañados como consecuencia directa de las inundaciones 
y de las tormentas de lluvia y viento, y siempre que hubie-
ran tenido que ser objeto de realojamiento o se hayan 
producido daños que obliguen al cierre temporal de la 
actividad. La indicada reducción será proporcional al 
tiempo transcurrido desde el día en que se haya produ-
cido el cese de la actividad hasta su reinicio en condicio-
nes de normalidad, ya sea en los mismos locales o en 
otros habilitados al efecto, sin perjuicio de considerar, 
cuando la gravedad de los daños producidos dé origen a 
ello, el supuesto de cese en el ejercicio de la actividad, 
que surtirá efectos desde el día 31 de diciembre de 2006.

3. Las exenciones y reducciones de cuotas en los 
tributos señalados en los apartados anteriores compren-
derán la de los recargos legalmente autorizados sobre 
aquellos.

4. Los contribuyentes que, teniendo derecho a los 
beneficios establecidos en los apartados anteriores, 
hubieran satisfecho los recibos correspondientes a dicho 
ejercicio fiscal podrán pedir la devolución de las cantida-
des ingresadas.

5. La aplicación de los beneficios fiscales anteriores 
se llevará a cabo por los Ayuntamientos, a petición de los 
afectados, y previa comprobación de que dichas solicitu-
des cumplen los requisitos establecidos en el artículo 1 y 
en los dos primeros apartados de este artículo.

6. Estará exenta de las tasas de la Jefatura Central de 
Tráfico establecidas por la Ley 16/1979, de 2 de octubre, la 
tramitación de las bajas de vehículos, solicitadas como 
consecuencia de los daños producidos, y la expedición de 
duplicados de permisos de circulación o de conducción 
destruidos o extraviados por dichas causas.

7. La disminución de ingresos en tributos locales que 
los anteriores apartados de este artículo produzcan en los 
Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales será compen-
sada con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 9 del 
Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo.

8. Estarán exentas del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas las ayudas excepcionales por daños 
personales a que se refiere el artículo 9.

Artículo 6. Reducciones fiscales especiales para las acti-
vidades agrarias.

Para las explotaciones y actividades agrarias, realiza-
das en las zonas que determine la orden que se dicte en 
desarrollo del artículo 1 de este real decreto-ley, y con-
forme a las previsiones contenidas en el apartado 4.1.º del 
artículo 37 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 
439/2007, de 30 de marzo, y el apartado 3 del artículo 38 
del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciem-
bre, el Ministerio de Economía y Hacienda, a la vista del 
informe del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimenta-
ción, podrá autorizar, con carácter excepcional, la reduc-
ción de los índices de rendimiento neto a los que se 
refiere la Orden EHA/804/2007, de 30 de marzo, por la que 
se desarrollan, para el año 2007, el método de estimación 
objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi-



42938 Martes 23 octubre 2007 BOE núm. 254 BOE núm. 254 Martes 23 octubre 2007 42939

cas y el régimen especial simplificado del Impuesto sobre 
el Valor Añadido.

Artículo 7. Medidas laborales y de Seguridad Social.

1. Los expedientes de regulación de empleo que ten-
gan su causa en los daños producidos tendrán la conside-
ración de provenientes de una situación de fuerza mayor, 
con las consecuencias que se derivan de los artículos 47 y 
51 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Traba-
jadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo. La Tesorería General de la Seguridad 
Social podrá exonerar al empresario del abono de las 
cuotas a la Seguridad Social en el primer supuesto mien-
tras dure el período de suspensión, manteniéndose la 
condición de dicho período como efectivamente cotizado 
por el trabajador. En los casos en que se produzca extin-
ción del contrato, las indemnizaciones de los trabajadores 
correrán a cargo del Fondo de Garantía Salarial, con los 
límites legalmente establecidos.

En los expedientes en que se resuelva favorable-
mente la suspensión de contratos o la reducción tempo-
ral de la jornada de trabajo en base a circunstancias 
excepcionales, la autoridad laboral podrá autorizar que 
el tiempo en que se perciban las prestaciones por des-
empleo, reguladas en el Título III del Texto Refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, que trai-
gan su causa inmediata en los hechos a los que hace 
referencia el artículo 1 de este decreto-ley, no se com-
pute a efectos de consumir los períodos máximos de 
percepción establecidos. Igualmente, podrá autorizar 
que reciban prestaciones por desempleo aquellos traba-
jadores incluidos en dichos expedientes que carezcan de 
los períodos de cotización necesarios para tener derecho 
a las mismas.

2. Las empresas y los trabajadores por cuenta pro-
pia, incluidos en cualquier régimen de la Seguridad 
Social, podrán solicitar y obtener, previa justificación de 
los daños sufridos, una moratoria de hasta un año sin 
interés en el pago de las cotizaciones a la Seguridad 
Social correspondientes a los meses de octubre, noviem-
bre y diciembre de 2007.

3. Los cotizantes a la Seguridad Social que tengan 
derecho a los beneficios establecidos en los apartados 
anteriores y hayan satisfecho las cuotas correspondien-
tes a las exenciones o a la moratoria de que se trate 
podrán pedir la devolución de las cantidades ingresadas, 
incluidos, en su caso, los intereses de demora, los recar-
gos y costas correspondientes. Si el que tuviera derecho 
a la devolución fuera deudor a la Seguridad Social por 
cuotas correspondientes a otros períodos, el crédito por 
la devolución será aplicado al pago de deudas pendien-
tes con la Seguridad Social en la forma que legalmente 
proceda.

4. Para llevar a cabo las obras de reparación de los 
daños causados, las Administraciones Públicas y las Enti-
dades sin ánimo de lucro podrán solicitar de los Servicios 
Públicos de Empleo la adscripción de trabajadores per-
ceptores de las prestaciones por desempleo para trabajos 
de colaboración social, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 213.3 del Texto Refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social.

Artículo 8. Régimen de contratación.

1. A los efectos prevenidos en el artículo 72 del Texto 
Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, 
de 16 de junio, tendrán la consideración de obras, servi-
cios, adquisiciones o suministros de emergencia los de 
reparación o mantenimiento del servicio de infraestructuras 

y equipamientos, así como las obras de reposición de bie-
nes perjudicados por la catástrofe, cualquiera que sea su 
cuantía.

2. A esos mismos efectos, se incluyen, en todo caso, 
entre las infraestructuras las hidráulicas, las carreteras y, 
en general, cualquiera que haya resultado afectada por 
los hechos a que hace referencia este real decreto-ley.

3. Se declara urgente la ocupación de los bienes 
afectados por las expropiaciones derivadas de la realiza-
ción de las obras a que se refiere el presente artículo, a los 
efectos establecidos en el artículo 52 de la Ley de Expro-
piación Forzosa de 16 de diciembre de 1954.

4. En la tramitación de los expedientes de contrata-
ción no incluidos en el artículo 129.2 del texto refundido 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
se dispensará del requisito previo de disponibilidad de 
terrenos, sin perjuicio de que su ocupación efectiva no se 
haga hasta la formalización del acta de ocupación.

Artículo 9. Ayudas por daños en viviendas, y a particula-
res por daños personales y materiales.

A las ayudas personales por fallecimiento, a particula-
res por daños en vivienda habitual y enseres de primera 
necesidad, así como a las comunidades de propietarios 
en régimen de propiedad horizontal y titulares de estable-
cimientos industriales, mercantiles y de servicios, les será 
de aplicación el procedimiento de concesión previsto en 
el Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por el que se 
regulan las subvenciones en atención a determinadas 
necesidades derivadas de situaciones de emergencia o de 
naturaleza catastrófica, modificado por el Real Decreto 
477/2007, de 13 de abril.

Artículo 10. Ayudas a las Corporaciones Locales por gas-
tos de emergencia.

1. Las subvenciones que se concedan por el Ministe-
rio del Interior a entidades locales por gastos de emergen-
cia, les será de aplicación lo establecido en el Real Decreto 
307/2005, de 18 de marzo, por este concepto. No tendrán 
por objeto las reparaciones o reposiciones de carácter 
infraestructural contempladas en el artículo 2 de este real 
decreto-ley, no obstante lo cual podrán subvencionarse 
aquellas actuaciones inaplazables que, incidiendo en el 
mismo ámbito de aplicación a que se refiere dicho 
artículo, se hayan llevado a cabo con el fin de garantizar el 
funcionamiento de los servicios públicos esenciales y 
para garantizar la vida y seguridad de las personas.

2. A estos efectos, se establece un plazo de un mes 
para la presentación de las solicitudes de las ayudas a que 
hace referencia el apartado anterior, y de las contempla-
das en el artículo 9 de este decreto-ley, el cual empezará a 
contar a partir del día siguiente al de la publicación, en el 
«Boletín Oficial del Estado», de la orden que se dicte en 
desarrollo del artículo 1 de este real decreto-ley, sin per-
juicio de la continuación de la tramitación de los procedi-
mientos de concesión de estas ayudas que se hubieran 
iniciado con posterioridad a la finalización de los hechos 
causantes.

3. Las ayudas que se concedan en aplicación de lo 
previsto en este artículo y en el anterior se financiarán con 
cargo a los créditos 16.01.134M.482 y 16.01.134M.782 
«Transferencias corrientes y de capital a familias e institu-
ciones sin fines de lucro para atenciones de todo orden 
motivadas por siniestros, catástrofes u otros de recono-
cida urgencia» y 16.01.134M.461 y 16.01.134M.761 «Trans-
ferencias corrientes y de capital a corporaciones locales 
para atenciones de todo orden motivadas por siniestros, 
catástrofes u otros de reconocida urgencia», dotados, con 
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carácter de ampliables, en el vigente presupuesto del 
Ministerio del Interior.

4. La financiación de las ayudas concedidas en aplica-
ción de lo establecido en los capítulos V y VI del Real Decreto 
307/2005, de 18 de marzo, se llevará a cabo con cargo a los 
créditos que, a estos efectos, se habiliten en el programa 
134 M del Presupuesto del Ministerio del Interior.

Artículo 11. Líneas preferenciales de crédito.

Se instruye al Instituto de Crédito Oficial (ICO), en su 
condición de agencia financiera del Estado, para instru-
mentar una línea de préstamos de mediación, para lo que 
recabará la colaboración de las entidades de crédito con 
implantación en la Comunitat Valenciana, con las que sus-
cribirá los oportunos convenios de colaboración.

El importe global de la línea de préstamos se deter-
minará en las disposiciones que se dicten en desarrollo 
de este real decreto-ley, una vez completada la evalua-
ción de los daños. La Delegación del Gobierno en la 
Comunitat Valenciana y el Consorcio de Compensación 
de Seguros remitirán al Instituto de Crédito Oficial rela-
ción de las empresas, físicas o jurídicas, potencialmente 
beneficiarias de esta línea de préstamos, con expresión 
de su identificación y del importe máximo de los daños 
evaluados.

Estas líneas de préstamo, que tendrán como finalidad 
financiar la reparación o reposición de instalaciones y 
equipos industriales y mercantiles, agrícolas, ganaderas y 
de regadío, automóviles, motocicletas y ciclomotores de 
uso particular, vehículos comerciales, maquinaria agrí-
cola y locales de trabajo de profesionales que se hayan 
visto dañados como consecuencia de las inundaciones, y 
de las tormentas de lluvia y viento, se materializarán en 
operaciones de préstamo concedidas por dichas entida-
des financieras, cuyas características serán:

a) Importe máximo: El del daño evaluado por la 
Delegación del Gobierno en la Comunitat Valenciana, o 
Subdelegación del Gobierno de la provincia correspon-
diente o, en su caso, por el Consorcio de Compensación 
de Seguros, descontado, en su caso, el importe del cré-
dito que hayan podido suscribir con cargo a líneas de 
crédito preferenciales a establecer por iniciativa de las 
comunidades autónomas respectivas.

b) Plazo: 5 años, incluido 1 de carencia del principal.
c) Interés: El tipo de cesión por el ICO a las entidades 

financieras será del 1,50 por ciento TAE, con un margen 
máximo de intermediación para estas del 0,50 por ciento. 
En consecuencia, el tipo final máximo para el prestatario 
será del 2 por ciento TAE.

d) Tramitación: Las solicitudes serán presentadas en 
la entidad financiera mediadora, la cual decidirá sobre la 
concesión del préstamo, siendo a su cargo el riesgo de la 
operación.

e) Vigencia: 6 meses a contar desde la fecha de publi-
cación de la norma que apruebe la dotación económica 
de la Línea.

La instrumentación de la línea de préstamos a que se 
refiere este artículo se llevará a cabo por el Instituto de 
Crédito Oficial, en el ejercicio de las funciones a que se 
refiere la disposición adicional sexta, dos, 2, párrafo a, del 
Real Decreto-ley 12/1995, de 28 de diciembre, de medidas 
urgentes en materia presupuestaria, tributaria y finan-
ciera, y, en su virtud, el quebranto que para el ICO suponga 
el diferencial entre el coste de mercado de la obtención de 
los recursos y el tipo antes citado del 1,50 por ciento será 
cubierto con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado.

Artículo 12. Ayudas para reposición de vehículos auto-
móviles.

En el caso de daños en vehículos automóviles que 
hayan ocasionado la declaración de siniestro total de los 
mismos, se podrá conceder una ayuda de 1.000 euros 
para su reposición, siempre que ésta se produzca en el 
plazo de 6 meses a partir de la entrar en vigor de este real 
decreto-ley.

Estas ayudas se atenderán con cargo a los créditos que 
a estos efectos se habiliten en el programa 134 M «Protec-
ción Civil» del Presupuesto del Ministerio del Interior.

Artículo 13. Comisión Interministerial.

1. Se crea una Comisión Interministerial para la apli-
cación de las medidas establecidas en este real decreto-
ley, coordinada por el Director General de Protección Civil 
y Emergencias e integrada por representantes de los 
Ministerios de Economía y Hacienda, del Interior, de 
Fomento, de Trabajo y Asuntos Sociales, de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, de la Presidencia, de Administra-
ciones Públicas, de Medio Ambiente y de Vivienda, así 
como por el Delegado del Gobierno en la Comunitat 
Valenciana.

Participaran igualmente en la Comisión un represen-
tante del Consorcio de Compensación de Seguros y otro 
del Instituto de Crédito Oficial.

2. El seguimiento de las medidas previstas en este 
real decreto-ley se llevará a cabo por la Comisión a que se 
refiere el apartado anterior, en coordinación con las auto-
ridades de la Comunitat Valenciana, a través de la Delega-
ción del Gobierno en dicha Comunitat.

Artículo 14. Consorcio de Compensación de Seguros.

1. Las valoraciones de daños a que se refieren los 
artículos 9 y 11 de este real decreto-ley serán efectuadas 
por el Consorcio de Compensación de Seguros, cuando 
así lo solicite previamente el Delegado del Gobierno en la 
Comunitat Valenciana o Subdelegado del Gobierno del 
territorio afectado.

2. El Consorcio tendrá derecho al abono por parte de 
la Administración General del Estado de los trabajos de 
peritación conforme al baremo de honorarios profesiona-
les que dicho Consorcio tuviese aprobado para sus peri-
tos tasadores de seguros.

3. Para facilitar la tramitación de las ayudas y la valo-
ración de los daños, la Administración competente y el 
Consorcio de Compensación de Seguros podrán transmi-
tirse los datos sobre beneficiarios de las ayudas e indem-
nizaciones que concedan, sus cuantías respectivas y los 
bienes afectados.

Artículo 15. Convenios con otras Administraciones 
públicas.

La Administración General del Estado podrá celebrar 
con las Comunidades Autónomas y con otras Administra-
ciones públicas los convenios de colaboración que exija 
la aplicación de este real decreto-ley.

Disposición adicional primera. Límites de las ayudas.

El valor de las ayudas concedidas en aplicación de 
este real decreto-ley, en lo que a daños materiales se 
refiere, no podrá superar en ningún caso la diferencia 
entre el valor del daño producido y el importe de otras 
ayudas o indemnizaciones declaradas compatibles o 
complementarias que, por los mismos conceptos, pudie-
ran concederse por otros organismos públicos, naciona-
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MINISTERIO DE JUSTICIA
 18394 REAL DECRETO 1309/2007, de 5 de octubre, 

por el que se dispone la creación y constitu-
ción de 11 unidades judiciales que completan 
el desarrollo de la planta judicial correspon-
diente a la programación del año 2007.

La Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de demarcación y 
de planta judicial, faculta al Gobierno para modificar el 
número y composición de los órganos judiciales estable-
cidos en dicha ley, mediante la creación de secciones y 
juzgados.

Al amparo de esta habilitación legal, corresponde al 
Gobierno impulsar la política de constitución de nuevos 
juzgados, con la finalidad de que la planta judicial sea 
idónea para atender las necesidades de la Administración 
de Justicia, y garantizar así a los ciudadanos la efectividad 
de la protección judicial de sus derechos.

Este real decreto se inscribe en esta línea de actuación 
política de desarrollo de la planta judicial, y mediante él 
se crean 11 nuevos juzgados de violencia sobre la mujer. 
Con la creación de estas nuevas unidades judiciales se 
avanza el cumplimiento de la programación acordada 
para el año 2007, programación que se estableció en 
razón del volumen de litigiosidad de los órganos judicia-
les en funcionamiento y atendiendo a las disponibilidades 
presupuestarias.

Desde la aprobación de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 
diciembre, de medidas de protección integral contra la vio-
lencia de género el Gobierno de España ha puesto en mar-
cha todas las medidas institucionales previstas, entre ellas la 
creación de los juzgados exclusivos de violencia sobre la 
mujer. Así, el Consejo de Ministros aprobó el 4 de marzo
de 2005 un Acuerdo por el que se adoptan medidas para 
favorecer la igualdad entre mujeres y hombres, con el fin de 
favorecer la igualdad, atajar la violencia de género y conci-
liar la vida familiar y laboral, que se vio completado con el 
Acuerdo de 3 de marzo de 2006 que aprobó dar continuidad 
a aquellas medidas previstas en el primero que por su natu-
raleza o contenido no hubieran quedado concluidas.

les o internacionales, o correspondieran en virtud de la 
existencia de pólizas de aseguramiento.

Disposición adicional segunda. Créditos presupuesta-
rios.

La financiación del coste de las medidas contenidas 
en este real decreto-ley se concretará en las disposiciones 
de desarrollo de esta norma, una vez conocida la valora-
ción de los daños producidos.

Disposición adicional tercera. Daños en infraestructuras 
públicas titularidad de las comunidades de regantes.

A los efectos previstos en el artículo 3, se declaran de 
emergencia las obras a ejecutar por el Ministerio de Agri-
cultura, Pesca y Alimentación para reparar los daños cau-
sados en infraestructuras públicas titularidad de las 
comunidades de regantes, comprendidas en su ámbito de 
competencia.

Disposición adicional cuarta. Anticipos de ayudas vincu-
ladas a determinados préstamos para la mejora y 
modernización de estructuras agrarias.

En los términos municipales afectados, con carácter 
preferente, podrá efectuarse el pago anticipado del 
importe total de las ayudas de minoración de anualidades 
de amortización del principal de los préstamos acogidos 
al Real Decreto 613/2001, de 8 de junio, para la mejora y 
modernización de las estructuras de producción de las 
explotaciones agrarias, de aquellos expedientes de los 
que se disponga de la correspondiente certificación final 
de cumplimiento de compromisos y realización de inver-
siones.

Disposición adicional quinta. Actuaciones del Ministerio 
de Vivienda.

Para completar las ayudas de urgencia previstas en el 
artículo 9 de este real decreto-ley, el Ministerio de Vivienda 
podrá suscribir Acuerdos de la Comisión Bilateral de 
Seguimiento del Convenio de Colaboración suscrito con 
la Comunitat Valenciana para la aplicación del Plan Estatal 
2005-2008, para favorecer el acceso de los ciudadanos a 
la vivienda. La financiación de las ayudas para repara-
ción, rehabilitación y reconstrucción de las viviendas que 
hayan resultado gravemente dañadas por los sucesos 
descritos, se efectuará en los términos que se contienen 
para estas ayudas en las disposiciones del Real Decreto 
801/2005, de 1 de julio, por el que se aprueba el Plan Esta-
tal 2005-2008, para favorecer el acceso de los ciudadanos 
a la vivienda, y se financiarán con cargo a la reserva no 
territorializada regulada en los artículos 78.c).2 y 83.3 del 
real decreto antes citado.

Disposición adicional sexta. Fitosanidad de los cultivos 
afectados.

De conformidad con el artículo 15 de la Ley 43/2002, 
de 20 de noviembre, de sanidad vegetal, se califican de 
utilidad pública las medidas de lucha contra plagas que se 
puedan adoptar en los cultivos afectados para restablecer 
la normalidad fitosanitaria, cuando dichas medidas sean 
necesarias a la luz de los seguimientos y controles de pla-
gas efectuados.

Disposición final primera. Titulo competencial.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dis-
puesto en el artículo 149.1. 23.ª y 29.ª de la Constitución, 

sin perjuicio de las medidas adicionales y de mayor pro-
tección que haya adoptado o pueda adoptar la Comunitat 
Valenciana.

Disposición final segunda. Facultades de desarrollo.

El Gobierno y los distintos titulares de los departa-
mentos ministeriales, en el ámbito de sus competencias, 
dictarán las disposiciones necesarias y establecerán los 
plazos para la ejecución de lo establecido en este real 
decreto-ley.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto-ley entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 19 de octubre de 2007.

JUAN CARLOS R.

La Presidenta del Gobierno en funciones,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ 
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I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
 15183 REAL DECRETO-LEY 8/2006, de 28 de agosto, 

por el que se aprueban medidas urgentes en 
materia de incendios forestales en la Comuni-
dad Autónoma de Galicia.

A pesar de la extraordinaria sequía que España padece 
por segundo año consecutivo, y de las altas temperaturas 
registradas desde el inicio del verano, durante los prime-
ros siete meses del 2006, la evolución de los incendios 
había sido significativamente menos negativa que la 
registrada en 2005, e incluso respecto a los valores 
medios de la última década. Cabe suponer que dicho 
comportamiento ha sido el resultado de la creciente con-
cienciación ciudadana en esta materia, así como de los 
mayores esfuerzos, tanto normativos como inversores, 
realizados por todas las Administraciones.

Sin embargo, dicha evolución se quebró en Galicia el 
pasado 4 de agosto, con una oleada de incendios que 
durante doce días ha afectado a esta Comunidad Autó-
noma y cuyos efectos han resultado especialmente 
devastadores a causa de las condiciones meteorológicas 
reinantes.

En gran parte estos incendios han revestido unas 
especiales características entre las que no se excluye la 
intencionalidad. Por ello han tenido graves repercusio-
nes, al afectar a la seguridad de las personas y sus bienes, 
ya que los fuegos se han producido en zonas muy próxi-
mas a núcleos urbanos y viviendas en el ámbito rural, 
que, en ocasiones, han obligado a su desalojo, y han lle-
gado a afectar a importantes vías de comunicación.

Las trágicas consecuencias de tales incendios foresta-
les, han supuesto la pérdida de cuatro vidas humanas, en 
la provincia de Pontevedra, además de las miles de hectá-
reas quemadas.

La gravedad de los mismos, ha requerido movilizar, 
para su extinción, además de los efectivos humanos y 
técnicos empleados por la Xunta, medios extraordinarios, 
tanto de la Administración General del Estado, como de 
las otras Administraciones Autonómicas y Locales; así 
como la ayuda internacional, especialmente de medios 
aéreos.

La magnitud de estos hechos, y de sus consecuencias, 
obliga a los poderes públicos a adoptar medidas extraor-
dinarias, en el marco del principio constitucional de soli-
daridad y por aplicación de los de equidad e igualdad de 
trato en relación con situaciones precedentes.

Se prevé, así, en esta norma, un régimen de ayudas 
específicas en favor de las víctimas y de sus familias, así 
como la adopción de un conjunto de medidas paliativas y 
compensatorias dirigidas a la reparación de los daños 
producidos y a la recuperación de las zonas afectadas.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el 
artículo 86 de la Constitución, a propuesta de la 

Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Pre-
sidencia, del Vicepresidente Segundo del Gobierno y 
Ministro de Economía y Hacienda y de los Ministros del 
Interior, de Fomento, de Trabajo y Asuntos Sociales, de 
Industria Turismo y Comercio, de Agricultura, Pesca y Ali-
mentación, de Administraciones Públicas, de Medio 
Ambiente y de Vivienda, y previa deliberación del Consejo 
de Ministros en su reunión del día 25 de agosto de 2006,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

1. Las medidas establecidas en este Real Decreto-ley 
se aplicarán a las personas y bienes afectados por los 
incendios acaecidos durante los días 4 a 14 del mes de 
agosto de 2006 en la Comunidad Autónoma de Galicia.

2. Los términos municipales y núcleos de población 
afectados a los que concretamente sean de aplicación las 
medidas aludidas se determinarán por Orden del Ministe-
rio del Interior.

3. El Gobierno, mediante real decreto, podrá decla-
rar, con delimitación de los municipios y núcleos de 
población afectados, la aplicación de las medidas previs-
tas en este Real Decreto-ley a otros incendios de caracte-
rísticas similares que hayan acaecido o puedan acaecer, 
en la misma u otras comunidades autónomas, desde el 1 
de abril hasta el 1 de noviembre de 2006.

Artículo 2. Indemnización de daños en producciones 
agrícolas y ganaderas.

1. Las indemnizaciones previstas en este artículo 
irán destinadas a los titulares de las explotaciones agríco-
las o ganaderas ubicadas en el ámbito geográfico seña-
lado en el artículo 1 y que hayan sufrido pérdidas superio-
res al 20 por ciento de su producción.

2. Serán objeto de indemnización:
a) En las explotaciones ganaderas, las pérdidas pro-

ducidas como consecuencia de los daños registrados 
sobre los pastos y otras áreas de aprovechamiento gana-
dero, siempre y cuando los animales de dichas explota-
ciones estén asegurados en cualquiera de las líneas de 
seguros contenidas en dicho plan.

b) Serán, igualmente, objeto de indemnización los 
daños registrados en aquellas producciones agrícolas y 
ganaderas para las que en las fechas del siniestro no se 
hubiese iniciado el período de contratación del corres-
pondiente seguro, siempre y cuando se hubiese contra-
tado dicho seguro en la campaña anterior.

c) Para las restantes producciones agrícolas y gana-
deras, que en el momento de producirse los daños dispu-
sieran de póliza en vigor amparada por el sistema de segu-
ros agrarios combinados, serán indemnizados los daños 
que no fuesen garantizables mediante dicho sistema.
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d) Por último, serán objeto de indemnización los 
daños originados por los incendios en las producciones 
agrícolas y ganaderas no incluidas en el vigente plan de 
seguros agrarios combinados, excepto en el caso de que 
dichas producciones estuviesen garantizadas por alguna 
otra modalidad de aseguramiento.

3. Las pérdidas registradas en las explotaciones 
ganaderas, como consecuencia de los daños producidos 
sobre los pastos y otras áreas de aprovechamiento gana-
dero, serán compensadas con unas indemnizaciones en 
concepto de gastos extraordinarios para la alimentación 
de los animales, de las siguientes cuantías:

Ganado vacuno y equino: 171 euros por animal repro-
ductor.

Ganado ovino y caprino: 26 euros por animal repro-
ductor.

Para la determinación de la indemnización en las pro-
ducciones agrícolas se valorarán las pérdidas registradas 
sobre la producción esperada en la campaña. Para el caso 
de producciones agrícolas leñosas se tendrá en cuenta, 
además, una compensación equivalente al coste de repo-
sición de las plantaciones afectadas y la posible repercu-
sión que pudiera originarse en la cosecha de las próximas 
campañas.

Para las restantes producciones, la indemnización a 
percibir se determinará teniendo en cuenta, en la medida 
en que resulten aplicables, las condiciones y procedi-
mientos establecidos en el sistema de seguros agrarios.

El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, en 
coordinación con la Comunidad Autónoma, establecerá el 
procedimiento para la determinación de dichas indemni-
zaciones y la cuantía máxima de las mismas.

Artículo 3. Beneficios fiscales.

1. Se concede la exención de las cuotas del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles correspondientes al ejercicio de 
2006 que afecten a viviendas, establecimientos industria-
les y mercantiles, explotaciones agrarias y forestales, 
locales de trabajo y similares, dañados como consecuen-
cia directa de los incendios, cuando se acredite que tanto 
las personas como los bienes en ellos ubicados hayan 
tenido que ser objeto de realojamiento total o parcial en 
otras viviendas o locales diferentes hasta la reparación de 
los daños sufridos o los destrozos en cosechas constitu-
yan siniestros no cubiertos por ninguna fórmula de ase-
guramiento público o privado.

2. Se concede una reducción en el Impuesto sobre 
Actividades Económicas correspondiente al ejercicio de 
2006 a las industrias de cualquier naturaleza, estableci-
mientos mercantiles y profesionales cuyos locales de 
negocios o bienes afectos a esa actividad hayan sido 
dañados como consecuencia directa de los incendios, 
siempre que hubieran tenido que ser objeto de realoja-
miento o se hayan producido daños que obliguen al cierre 
temporal de la actividad. La indicada reducción será pro-
porcional al tiempo transcurrido desde el día en que se 
haya producido el cese de la actividad hasta su reinicio en 
condiciones de normalidad, ya sea en los mismos locales, 
ya sea en otros habilitados al efecto, sin perjuicio de con-
siderar, cuando la gravedad de los daños producidos dé 
origen a ello, el supuesto de cese en el ejercicio de aque-
lla, que surtirá efectos desde el día 31 de diciembre de 
2005.

3. Las exenciones y reducciones de cuotas en los 
tributos señalados en los apartados anteriores compren-
derán las de los recargos legalmente autorizados sobre 
ellos.

4. Los contribuyentes que tengan derecho a los 
beneficios establecidos en los apartados anteriores y 
hayan satisfecho los recibos correspondientes a dicho 

ejercicio fiscal podrán pedir la devolución de las cantida-
des ingresadas.

5. Estarán exentas de las tasas de la Jefatura Central 
de Tráfico la tramitación de las bajas de vehículos solicita-
das como consecuencia de los daños producidos por los 
incendios.

6. La disminución de ingresos en tributos locales 
que los anteriores apartados de este artículo produzcan 
en los ayuntamientos y diputaciones provinciales será 
compensada con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado, de conformidad con lo establecido en el artículo 9 
del texto refundido de la Ley Reguladora de Haciendas 
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo.

7. Estarán exentas del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas las ayudas excepcionales por daños per-
sonales a que se refiere el artículo 7.

Artículo 4. Reducciones fiscales especiales para las acti-
vidades agrarias.

Para las explotaciones y actividades agrarias realiza-
das en las zonas incluidas en el ámbito del artículo pri-
mero de este Real Decreto-ley, y conforme a las previsio-
nes contenidas en el apartado 4.1 del artículo 35 del 
Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, aprobado por el Real Decreto 1775/2004, de 30 de 
julio, el Ministerio de Economía y Hacienda, a la vista del 
informe del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimenta-
ción, podrá autorizar, con carácter excepcional, la reduc-
ción de los índices de rendimiento neto a los que se 
refiere la Orden EHA/3718/2005, de 28 de noviembre, por 
la que se desarrollan para el año 2006 el método de esti-
mación objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas y el régimen especial simplificado del 
Impuesto sobre el Valor Añadido y se modifica para las 
actividades agrícolas y ganaderas la tabla de amortiza-
ción de la modalidad simplificada del método de estima-
ción objetiva.

Artículo 5. Medidas laborales y de Seguridad Social.

1. Los expedientes de regulación de empleo que ten-
gan su causa directa en los daños producidos por los 
incendios, así como en las pérdidas de actividad directa-
mente derivadas de los mismos en el sector de la hostele-
ría y hospedaje que queden debidamente acreditados, 
tendrán la consideración de provenientes de una situa-
ción de fuerza mayor, con las consecuencias que se deri-
van de los artículos 47 y 51 del texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo. La Tesorería 
General de la Seguridad Social podrá exonerar al empre-
sario del abono de las cuotas a la Seguridad Social en el 
primer supuesto mientras dure el período de suspensión, 
manteniéndose la condición de dicho período como efec-
tivamente cotizado por el trabajador. En los casos en que 
se produzca extinción del contrato, las indemnizaciones 
de los trabajadores correrán a cargo del Fondo de Garan-
tía Salarial, con los límites legalmente establecidos.

En los expedientes en que se resuelva favorablemente 
la suspensión de contratos o la reducción temporal de la 
jornada de trabajo con base en circunstancias excepcio-
nales, la autoridad laboral podrá autorizar que el tiempo 
en que se perciban las prestaciones por desempleo, regu-
ladas en el título III del texto refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio, que traigan su causa 
inmediata en los incendios, no se compute a los efectos 
de consumir los períodos máximos de percepción esta-
blecidos. Igualmente, podrá autorizar que reciban presta-
ciones por desempleo aquellos trabajadores incluidos en 
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dichos expedientes que carezcan de los períodos de coti-
zación necesarios para tener derecho a ellas.

2. Las empresas y los trabajadores por cuenta pro-
pia, incluidos en cualquier régimen de la Seguridad 
Social, podrán solicitar y obtener, previa justificación de 
los daños sufridos, una moratoria de hasta un año sin 
interés en el pago de las cotizaciones a la Seguridad 
Social correspondientes a los tres meses naturales inme-
diatamente anteriores a la producción del siniestro.

3. Los cotizantes a la Seguridad Social que tengan 
derecho a los beneficios establecidos en los apartados 
anteriores y hayan satisfecho las cuotas correspondientes 
a las exenciones o a la moratoria de que se trate podrán 
pedir la devolución de las cantidades ingresadas, inclui-
dos, en su caso, los intereses de demora, los recargos y 
costas correspondientes. Si el que tuviera derecho a la 
devolución fuera deudor a la Seguridad Social por cuotas 
correspondientes a otros períodos, el crédito por la devo-
lución será aplicado al pago de deudas pendientes con 
aquella en la forma que legalmente proceda.

4. Para llevar a cabo las obras de reparación de los 
daños causados, las Administraciones públicas y las enti-
dades sin ánimo de lucro podrán solicitar del servicio 
público de empleo competente la adscripción de trabaja-
dores perceptores de las prestaciones por desempleo 
para trabajos de colaboración social, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 213.3 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

Artículo 6. Régimen de contratación.

1. A los efectos prevenidos en el artículo 72 del texto 
refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, 
de 16 de junio, tendrán la consideración de obras, servi-
cios, adquisiciones o suministros de emergencia los de 
reparación o mantenimiento del servicio de 
infraestructuras y equipamientos, así como las obras de 
reposición de bienes perjudicados por la catástrofe, cual-
quiera que sea su cuantía.

2. Se declara urgente la ocupación de los bienes 
afectados por las expropiaciones derivadas de la realiza-
ción de las obras a que se refiere este artículo, a los efec-
tos establecidos en el artículo 52 de la Ley de Expropia-
ción Forzosa, de 16 de diciembre de 1954.

3. En la tramitación de los expedientes de contrata-
ción no incluidos en el artículo 129.2 del texto refundido 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de 
junio, se dispensará del requisito previo de disponibilidad 
de terrenos, sin perjuicio de que su ocupación efectiva no 
se haga hasta la formalización del acta de ocupación.

Artículo 7. Ayudas excepcionales por daños personales.

1. Se conceden ayudas, para paliar los daños perso-
nales que tengan su causa en los incendios a que este 
Real Decreto-ley se refiere.

2. Las ayudas por daños personales podrán ser:
a) Por fallecimiento y por incapacidad absoluta per-

manente, cuando dicha incapacidad hubiera sido causada 
por los mismos hechos, se fija una ayuda por importe de 
18.000 euros.

b) Asimismo, los gastos de hospitalización de las 
personas afectadas serán abonados siempre y cuando no 
fueran cubiertos por ningún sistema público o privado de 
asistencia sanitaria.

3. Serán beneficiarios de estas ayudas a título de 
víctimas indirectas, en el caso de muerte y con referencia 

siempre a la fecha de esta, las personas que reúnan las 
condiciones que se indican a continuación:

a) El cónyuge del fallecido, si no estuviera separado 
legalmente, o la persona que hubiera venido conviviendo 
con el fallecido de forma permanente, con análoga rela-
ción de afectividad a la de cónyuge, durante, al menos, 
los dos años anteriores al momento del fallecimiento, 
salvo que hubieran tenido descendencia; en este caso 
bastará la mera convivencia.

b) Los hijos menores de edad de los fallecidos o de 
las otras personas a que se refiere el párrafo anterior.

c) Los hijos mayores de edad si hubieran sufrido un 
perjuicio económico-patrimonial relevante, debidamente 
acreditado, en relación a su situación económica anterior 
al fallecimiento.

d) En defecto de las personas mencionadas anterior-
mente, serán beneficiarios los padres de la persona falle-
cida.

e) En defecto de las personas mencionadas en los 
párrafos a, b, c y d serán beneficiarios los hermanos de la 
persona fallecida, si acreditan dependencia económica de 
aquélla.

4. De concurrir varios beneficiarios a título de vícti-
mas indirectas, la distribución de la cantidad a que 
ascienda la ayuda se efectuará de la siguiente forma:

La cantidad se dividirá en dos mitades. Corresponderá 
una al cónyuge o a la persona que hubiera venido convi-
viendo con el fallecido en los términos del párrafo a del 
apartado anterior. Corresponderá la otra mitad a los hijos 
mencionados en los párrafos b y c del apartado anterior, y 
se distribuirá entre todos ellos por partes iguales.

De resultar beneficiarios los padres del fallecido, la 
cantidad a que asciende la ayuda se repartirá entre ellos 
por partes iguales.

De resultar beneficiarios los hermanos del fallecido, la 
cantidad a que asciende la ayuda se repartirá entre ellos 
por partes iguales.

5. Las solicitudes para la concesión de estas ayudas 
se presentarán en el término de dos meses, contado a 
partir de la entrada en vigor de este Real Decreto-ley, y 
serán resueltas por el Ministro del Interior en el plazo de 
tres meses.

6. Para las ayudas previstas en este artículo, no será 
de aplicación el régimen de ayudas contemplado en el 
Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por el que se regu-
lan las subvenciones en atención a determinadas necesi-
dades derivadas de situaciones de emergencia o de natu-
raleza catastrófica y se establece el procedimiento para su 
concesión.

7. No obstante, el procedimiento para la concesión de 
las ayudas personales será el previsto en el referido Real 
Decreto 307/2005, de 18 de marzo, salvo los plazos de pre-
sentación de solicitudes y de resolución que serán, respec-
tivamente, los dispuestos en párrafo 5 de este artículo.

Artículo 8. Régimen aplicable a las ayudas a personas 
físicas o jurídicas que hayan realizado prestaciones 
personales y de bienes; régimen de ayudas por pérdi-
das de enseres y régimen de ayudas a Corporaciones 
Locales.

1. Las ayudas a las personas físicas o jurídicas que 
hayan realizado prestaciones personales y de bienes se 
regirán por lo dispuesto en el Real Decreto 307/2005, de 
18 de marzo, por el que se regulan las subvenciones en 
atención a determinadas necesidades derivadas de situa-
ciones de emergencia o de naturaleza catastrófica y se 
establece el procedimiento para su concesión.
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2. Las pérdidas de enseres serán, igualmente, objeto 
de ayudas según lo establecido en el Real Decreto 
307/2005, de 18 de marzo.

3. Las ayudas a Corporaciones Locales por los gas-
tos causados para hacer frente a estas situaciones de 
emergencia, se regirán por lo dispuesto en el Real Decreto 
307/2005, de 18 de marzo, sin que sea aplicable la limita-
ción de la cuantía prevista en sus artículos 22 y 23.

4. Las solicitudes para la concesión de las ayudas 
establecidas en este artículo se presentarán en el término 
de dos meses, contado a partir de la entrada en vigor de 
este Real Decreto-ley.

5. Las ayudas que se concedan, en aplicación de lo 
previsto en este artículo, y a las concedidas en aplicación 
de lo previsto en el artículo 7, se financiarán con cargo a 
los créditos de los conceptos 461, 471, 482, 761 y 782 de la 
aplicación presupuestaria 16.01.134M. «Para atenciones 
de todo orden motivadas por siniestros, catástrofes u 
otros de reconocida urgencia», dotados, con carácter de 
ampliables, en el vigente presupuesto del Ministerio del 
Interior.

Artículo 9. Ayudas excepcionales en materia de vivienda: 
para alquiler de viviendas si se hubiera producido la 
destrucción total, así como para la reparación, rehabi-
litación y reconstrucción de las mismas.

1. Serán beneficiarios de las ayudas excepcionales 
en materia de vivienda reguladas en el número segundo 
de este artículo:

a) Los propietarios, los usufructuarios o arrendata-
rios con contrato sometido a prórroga forzosa, siempre 
que la vivienda destruida o dañada tenga la condición de 
residencia permanente y habitual con anterioridad a la 
producción del siniestro.

b) Las Comunidades de Propietarios por daños en 
elementos comunes.

2. Las ayudas excepcionales, que se concederán con 
cargo a la reserva no territorializada regulada en los 
artí culos 78.c.2 y 83.3 del Real Decreto 801/2005, de 1 de 
julio, por el que se aprueba el Plan Estatal 2005-2008 para 
favorecer el acceso de los ciudadanos a la vivienda, se 
otorgarán en los siguientes supuestos y cuantías:

A) Para alquiler de viviendas:
1.º Si como consecuencia del incendio forestal se 

hubiera producido la destrucción total de la vivienda, o 
debido a su mal estado residual, hubiera sido precisa su 
demolición, sus propietarios podrán acceder a una 
vivienda en régimen de alquiler, durante un período 
máximo de 24 meses, prorrogable, en su caso, hasta que 
sea posible la reconstrucción de la vivienda o la disposi-
ción de una nueva, aunque podrán admitirse otras fórmu-
las de realojamiento alternativas cuando así resulte nece-
sario.

2.º Los que ocuparan como residencia habitual, en 
régimen de alquiler, viviendas que hubieran resultado 
totalmente destruidas o hubieran sido demolidas, podrán 
acceder a ayudas por alquiler consistentes en el abono de 
la diferencia entre las rentas de alquiler de la anterior y de 
la nueva vivienda, por un período de tiempo igual al refle-
jado en el párrafo primero.

3.º En el supuesto de que la rehabilitación o repara-
ción de la vivienda exija su desalojo, se podrá acceder 
igualmente a una vivienda en régimen de alquiler, durante 
un período máximo de 12 meses, prorrogable, en su caso, 
hasta que sea posible la disposición de la vivienda.

4.º La cuantía máxima que pueden alcanzar estas ayu-
das no podrá superar el importe de 70,87 euros/m²/alquiler 
año, por vivienda.

B) Para reparación, rehabilitación y reconstrucción 
de viviendas:

1.º En los supuestos en que, como consecuencia del 
incendio forestal, se hubiera producido la destrucción 
total de la vivienda, sus propietarios, podrán ser benefi-
ciarios de una ayuda económica para su reparación, 
rehabilitación y reconstrucción, cuya cuantía quedará 
determinada, en su límite máximo, por el 50 % del valor 
de los daños producidos según la tasación pericial efec-
tuada o ratificada por el órgano competente de la Comu-
nidad Autónoma, sin que en ningún caso el importe de 
dicha ayuda pueda ser superior al 40 % del precio de 
venta de una vivienda calificada de protección oficial de 
régimen especial, ubicada en la misma localidad que la 
vivienda destruida. A los efectos del cómputo de dicho 
precio de venta, se supondrá una superficie útil de la 
vivienda protegida de 90 metros cuadrados, sin trastero 
ni garaje.

2.º Si la vivienda no hubiera resultado destruida, 
sino dañada, la cuantía máxima de la ayuda económica 
para su rehabilitación o reparación, bajo los mismos 
supuestos que los del párrafo anterior, será de 12.000 
euros.

3.º Podrán también ser beneficiarios de estas ayudas 
previstas para la reconstrucción, rehabilitación o repara-
ción de una vivienda siniestrada los que la ocuparan 
como residencia habitual, en calidad de usufructuarios o 
arrendatarios con contrato sometido a prórroga forzosa. 
En tal caso, a los efectos de su reconstrucción, rehabilita-
ción o reparación, resultará perceptor de la ayuda corres-
pondiente quien acredite ser propietario del inmueble. No 
obstante lo anterior, en el caso de comunidades de pro-
pietarios, por daños en elementos comunes, el perceptor 
de la ayuda será el representante legal de la comunidad 
de propietarios.

3. Los particulares que soliciten las ayudas previstas 
en el número anterior deberán acreditar, por cualquier 
medio admisible en derecho, que reúnen los siguientes 
requisitos:

a) Tener su residencia en alguno de los términos 
municipales incluidos en el ámbito del artículo primero de 
este Real Decreto-ley.

b) La vivienda siniestrada ha de constituir domicilio 
habitual del solicitante de las ayudas con anterioridad a la 
producción del incendio forestal.

c) Justificar, en su caso, el importe de los gastos 
generados por el arrendamiento que haya resultado nece-
sario, como consecuencia de la inhabitabilidad de la 
vivienda destruida o dañada.

d) Reunir la condición de propietario, usufructuario 
o arrendatario en los términos que se determinan en este 
artículo.

e) Acreditar escasez de recursos económicos para 
hacer frente a los gastos objeto de las ayudas previstas en 
este artículo, de acuerdo con los requisitos que se esta-
blezcan reglamentariamente.

4. La financiación de las ayudas para reparación, 
rehabilitación y reconstrucción de viviendas, se efectuará 
por la Administración General del Estado, con cargo a la 
reserva no territorializada regulada en los artículos 78.c.2 
y 83.3 del Real Decreto 801/2005, de 1 de julio.

5. Las ayudas contempladas en este artículo tendrán 
carácter extraordinario y se regirán en lo que al procedi-
miento de concesión se refiere, por lo dispuesto en este 
Real Decreto-ley y en la orden ministerial que lo desarrolle.

Artículo 10. Actuaciones en materia de comunicaciones.

Se incorporará con carácter prioritario a los munici-
pios afectados por los incendios forestales originados en 
la Comunidad Autónoma de Galicia en los Acuerdos fir-
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mados el 21 de noviembre de 2005 por el Ministerio de 
Industria, Turismo y Comercio con los operadores conce-
sionarios Telefónica Móviles España, S. A. U. y Retevisión 
Móvil, S.A. para extensión de telefonía móvil. De la misma 
forma, estos municipios serán incluidos con carácter pre-
ferente dentro de las actuaciones previstas en el Pro-
grama de Extensión de la Banda Ancha de dicho ministe-
rio para zonas rurales y aisladas, sin perjuicio de las 
actuaciones de las Comunidades Autónomas en el ámbito 
de sus competencias.

Artículo 11. Líneas preferenciales de crédito.

Se instruye al Instituto de Crédito Oficial (ICO), en su 
condición de agencia financiera del Estado, para instru-
mentar una línea de préstamos por importe de 25 millo-
nes de euros, que podrá ser ampliada por el Ministerio 
de Economía y Hacienda en función de la evaluación de 
los daños y de la demanda consiguiente, utilizando la 
mediación de las entidades financieras con implantación 
en las comunidades autónomas afectadas, con las que 
se suscribirán los oportunos convenios de colabora-
ción.

Estas líneas de préstamo, que tendrán como finalidad 
financiar la reparación o reposición de instalaciones y 
equipos industriales y mercantiles, agrícolas, forestales, 
ganaderos y de regadío, automóviles, motocicletas y 
ciclomotores de uso particular, vehículos comerciales, 
maquinaria agrícola y locales de trabajo de profesionales 
que se hayan visto dañados como consecuencia de los 
incendios, se materializarán en operaciones de préstamo 
concedidas por dichas entidades financieras, cuyas carac-
terísticas serán:

a) Importe máximo: el del daño evaluado por la 
Delegación del Gobierno en Galicia o, en su caso, por el 
Consorcio de Compensación de Seguros, descontado, en 
su caso, el importe del crédito que hayan podido suscribir 
con cargo a líneas de crédito preferenciales establecidas 
por iniciativa de la Comunidad Autónoma de Galicia.

b) Plazo: cinco años, con uno de carencia, en su 
caso.

c) Interés: el tipo de cesión por el ICO a las entidades 
financieras será del 1,50 % TAE, con un margen máximo 
de intermediación para estas del 0,50 %. En consecuencia, 
el tipo final máximo para el prestatario será del dos por 
ciento TAE.

d) Tramitación: las solicitudes serán presentadas en 
la entidad financiera mediadora, la cual decidirá sobre la 
concesión del préstamo, y será a su cargo el riesgo de la 
operación.

e) Vigencia de la línea: el plazo para la disposición de 
fondos terminará el 31 de diciembre de 2006.

La instrumentación de la línea de préstamos a que se 
refiere este artículo se llevará a cabo por el ICO, en el ejer-
cicio de las funciones a que se refiere la disposición adi-
cional sexta.dos.2.a del Real Decreto-ley 12/1995, de 28 de 
diciembre, sobre medidas urgentes en materia presu-
puestaria, tributaria y financiera, y, en su virtud, el que-
branto que para el ICO suponga el diferencial entre el 
coste de mercado de la obtención de los recursos y el tipo 
antes citado del 1,50 % será cubierto con cargo a los Pre-
supuestos Generales del Estado.

Artículo 12. Cooperación con las Administraciones locales.

Se faculta al Ministro de Administraciones Públicas 
para proponer el pago de las subvenciones derivadas de 
daños en infraestructuras y equipamientos municipales y 
red viaria de las diputaciones provinciales, en la parte que 
financia la Administración General del Estado, hasta un 
importe máximo de 20 millones de euros, con cargo al 

crédito que a estos efectos se habilite, con el carácter de 
incorporable, en los presupuestos de dicho departamento. 
De conformidad con lo establecido en el artículo 50.1.b de 
la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuesta-
ria, el crédito que se habilite se financiará con Fondo de 
contingencia, cuya autorización corresponderá al Consejo 
de Ministros a propuesta del Ministro de Economía y 
Hacienda.

De igual modo, se faculta al Ministro de Administracio-
nes Públicas para establecer el procedimiento para la conce-
sión de las mencionadas subvenciones, así como su segui-
miento y control, en el marco de la cooperación económica 
del Estado a las inversiones de las entidades locales.

Artículo 13. Actuaciones en cooperación con la Comuni-
dad Autónoma de Galicia.

1. Se faculta a la Ministra de Medio Ambiente para 
establecer Convenios con la Comunidad Autónoma de 
Galicia con el fin de realizar actuaciones urgentes en las 
zonas afectadas por los incendios en las siguientes mate-
rias:

a) Lucha contra la erosión, ampliando el Convenio 
de Colaboración existente entre el Ministerio de Medio 
Ambiente y la Xunta de Galicia en materia de «Restaura-
ción Hidrológico-Forestal», a espacios forestales incen-
diados con mayor riesgo de erosión.

b) Apoyo urgente y colaboración en la adopción de 
medidas encaminadas a evitar la incidencia de las conse-
cuencias de los incendios forestales en la calidad de las 
aguas de abastecimiento de la población.

c) Colaboración para la recuperación y regeneración 
ambiental de los efectos producidos por los incendios 
forestales en los espacios de la Red Natura 2000.

d) Cooperación para la ordenación y restauración 
de la superficie forestal de los terrenos públicos y mon-
tes vecinales en mano común, no incluidos en el apar-
tado a).

e) Apoyo directo a la retirada y almacenamiento de 
la biomasa forestal quemada y su puesta a disposición 
de los operadores económicos para su valorización 
energética.

f) Colaboración en el tratamiento para control de 
plagas en las masas forestales.

g) Actuaciones extraordinarias para mitigar los efec-
tos de los incendios y posteriores lluvias en el dominio 
público marítimo-terrestre de las provincias de A Coruña 
y Pontevedra.

2. Para determinar los espacios forestales suscepti-
bles de ayuda, atendiendo a las características de excep-
cionalidad que concurren en estos incendios, no será de 
aplicación la disposición adicional sexta de este Real 
Decreto-ley.

Artículo 14. Consorcio de Compensación de Seguros.

1. El Delegado del Gobierno en Galicia podrá solici-
tar del Consorcio de Compensación de Seguros, para una 
más correcta evaluación de los daños, las correspondien-
tes valoraciones previstas en el artículo 9 de este Real 
Decreto-ley, siempre que no afecten a bienes de titulari-
dad pública.

2. El Consorcio de Compensación de Seguros ten-
drá derecho al abono por parte de la Administración 
General del Estado de los trabajos de peritación con-
forme al baremo de honorarios profesionales que dicho 
Consorcio tuviese aprobado para sus peritos tasadores 
de seguros.

3. Para facilitar la tramitación de las ayudas y la valo-
ración de los daños, la Administración competente y el 
Consorcio de Compensación de Seguros podrán transmi-
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tirse los datos sobre beneficiarios de las ayudas e indem-
nizaciones que concedan, sus cuantías respectivas y los 
bienes afectados.

Disposición adicional primera. Límites de las ayudas.

El valor de las ayudas concedidas en aplicación de 
este Real Decreto-ley, en lo que a daños materiales se 
refiere, no podrá superar en ningún caso la diferencia 
entre el valor del daño producido y el importe de otras 
ayudas o indemnizaciones declaradas compatibles o 
complementarias que, por los mismos conceptos, pudie-
ran concederse por otros organismos públicos, naciona-
les o internacionales, o correspondieran en virtud de la 
existencia de pólizas de aseguramiento.

Disposición adicional segunda. Créditos presupuestarios.

La reparación de los daños en los bienes de titula-
ridad estatal, así como las indemnizaciones que se 
concedan por daños en producciones agrícolas y 
ganaderas, se financiarán con cargo a los presupues-
tos de los respectivos departamentos ministeriales; a 
estos efectos, se realizarán las transferencias de cré-
dito que sean necesarias, sin que resulten de aplica-
ción las limitaciones contenidas en el artículo 52.1.a de 
la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presu-
puestaria, respecto de la realización de transferencias 
de crédito desde operaciones de capital a operaciones 
corrientes.

Disposición adicional tercera. Actuaciones con cargo al 
Fondo de Contingencia de ejecución presupuestaria.

Sin perjuicio de lo establecido en la Disposición ante-
rior, serán financiadas con cargo al Fondo de Contingen-
cia de ejecución presupuestaria las ayudas contempladas 
en el artículo 7.2.a) y los convenios con la Comunidad 
Autónoma de Galicia que se prevén en el artículo 13 del 
presente Real Decreto-ley.

Disposición adicional cuarta. Anticipos de ayudas vincu-
ladas a determinados préstamos para la mejora y 
modernización de estructuras agrarias.

En los términos municipales afectados de acuerdo 
con el artículo 1, con carácter preferente, podrá efectuarse 
el pago anticipado del importe total de las ayudas de 
minoración de anualidades de amortización del principal 
de los préstamos acogidos al Real Decreto 613/2001, de 8 
de junio, para la mejora y modernización de las estructu-
ras de producción de las explotaciones agrarias, de aque-
llos expedientes de los que se disponga de la correspon-
diente certificación final de cumplimiento de compromisos 
y realización de inversiones.

Disposición adicional quinta. Convenios con otras Admi-
nistraciones públicas.

La Administración General del Estado podrá celebrar 
con la Comunidad Autónoma de Galicia y con otras Admi-
nistraciones públicas los convenios de colaboración que 
exija la aplicación de este Real Decreto-ley.

Disposición adicional sexta. Habilitación al Ministerio de 
Medio Ambiente.

Se faculta a la Ministra de Medio Ambiente, en el 
ejercicio de sus competencias y dentro del ámbito de 
aplicación de este Real Decreto-ley, para declarar zona 
de actuación especial para la restauración forestal y 

medioambiental de las zonas incendiadas, y se declaran 
de emergencia las obras ejecutadas por dicho departa-
mento a tal fin.

A los efectos de las declaraciones citadas en el apar-
tado anterior, será necesario que la superficie forestal 
afectada por el incendio reúna alguna de las siguientes 
características:

a) Que sea superior a 5.000 hectáreas.
b) Que sea superior a 1.000 hectáreas, de las cuales 

más del 70 por ciento sea de superficie forestal arbolada.
c) Que sea superior a 500 hectáreas que estén inclui-

das en lugares de la Red Natura 2000 y que afecten a 
municipios que aporten al menos el 50 por ciento de su 
término municipal a dicha Red.

d) En el territorio insular, las superficies exigidas 
anteriormente serán las siguientes: en el párrafo a) 2.500 
hectáreas; en el párrafo b), 500 hectáreas; y en el párrafo 
c), 250 hectáreas.

Disposición adicional séptima. Comisión Interministe-
rial de seguimiento de las medidas de apoyo a damni-
ficados.

1. Se crea una Comisión interministerial para la 
aplicación de las medidas de apoyo establecidas en este 
Real Decreto-ley coordinada por la Dirección General de 
Protección Civil y Emergencias, e integrada por los 
representantes de los Ministerios de Economía y 
Hacienda, del Interior, de Fomento, de Trabajo y Asuntos 
Sociales, de Agricultura, Pesca y Alimentación, de la Pre-
sidencia, de Administraciones Públicas, de Medio 
Ambiente, de Vivienda, de Industria, Turismo y Comer-
cio, así como por el Delegado del Gobierno en Galicia y 
por un representante del Consorcio de Compensación de 
Seguros.

2. El seguimiento de las medidas de apoyo previstas 
en este Real Decreto-ley se llevará a cabo por la Comisión 
a que se refiere el apartado anterior, en coordinación con 
las autoridades de la comunidad autónoma, a través de la 
Delegación del Gobierno.

Disposición final primera. Título competencial.

Este Real Decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto 
en los artículos 149.1.23 y 149.1.29 de la Constitución, sin 
perjuicio de las medidas adicionales y de mayor protección 
que haya adoptado o pueda adoptar la Comunidad Autó-
noma de Galicia u otras Comunidades Autónomas.

Disposición final segunda. Facultades de desarrollo.

El Gobierno y los distintos titulares de los departa-
mentos ministeriales, en el ámbito de sus competencias, 
dictarán las disposiciones necesarias y establecerán los 
plazos para la ejecución de lo establecido en este Real 
Decreto-ley.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Dado en Palma de Mallorca, el 28 de agosto de 2006.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 



BOE núm. 186 Sábado 4 agosto 2007 33689

I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
 14884 REAL DECRETO-LEY 7/2007, de 3 de agosto, por 

el que se aprueban medidas urgentes en mate-
ria de incendios forestales en la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

Durante los últimos días del mes de julio y primeros 
del mes de agosto de 2007, se han sucedido en el archipié-
lago canario diversos incendios forestales que han afec-
tado con especial intensidad a las Islas de Gran Canaria, 
Tenerife y La Gomera.

Se han visto seriamente dañadas miles de hectáreas 
en las tres islas citadas, lo que ha provocado, aparte de 
graves afecciones en la masa forestal, la evacuación de 
más de 12.000 personas, las cuales han tenido que ser 
desalojadas de sus viviendas ante el peligro que suponía 
para su integridad física la cercanía del fuego a los 
núcleos de población afectados.

La gravedad de los incendios, ha requerido movilizar 
para su extinción, además de los efectivos humanos y 
técnicos empleados por la Comunidad Autónoma de 
Canarias, medios extraordinarios, tanto de la Administra-
ción General del Estado, como de las otras Administracio-
nes Autonómicas y Locales; especialmente de medios 
aéreos.

La magnitud de estos hechos, y de sus consecuencias, 
obliga a los poderes públicos a adoptar medidas extraor-
dinarias, en el marco del principio constitucional de soli-
daridad y por aplicación de los de equidad e igualdad de 
trato en relación con situaciones precedentes.

Se prevé, así, en esta norma, un régimen de ayudas 
específicas, así como la adopción de un conjunto de 
medidas paliativas y compensatorias dirigidas a la repa-
ración de los daños producidos en personas y bienes y a 
la recuperación de las zonas afectadas.

Por otra parte, las pérdidas de producción ocasiona-
das por los citados incendios en los cultivos y territorios 
afectados configuran, por la magnitud de los daños oca-
sionados, una situación de desastre natural, en los térmi-
nos establecidos por las directrices comunitarias sobre 
ayudas estatales al sector agrario.

El objetivo de esta norma es aprobar un catálogo de 
medidas que afectan a diversos departamentos ministe-
riales y abarcan aspectos muy diferentes, desde las que 
se dirigen a disminuir las cargas tributarias hasta las que 
prevén la concesión de créditos privilegiados para inten-
tar paliar el impacto en los ciudadanos y las empresas 
afectados.

En este sentido, y con el fin de no demorar la aplica-
ción inmediata de las medidas más perentorias, se ha 
procedido a dictar con carácter de urgencia este Real 
Decreto-ley, dejando para un desarrollo posterior la habi-
litación de los créditos adecuados, y en la cuantía necesa-

ria, para la financiación de las medidas cuya naturaleza 
así lo justifique.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el 
artículo 86 de la Constitución, a propuesta de la 
Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Pre-
sidencia, del Vicepresidente Segundo del Gobierno y 
Ministro de Economía y Hacienda y de los Ministros del 
Interior, de Defensa, de Fomento, de Trabajo y Asuntos 
Sociales, de Industria, Turismo y Comercio, de Agricul-
tura, Pesca y Alimentación, de Administraciones Públicas, 
de Medio Ambiente y de Vivienda, y previa deliberación 
del Consejo de Ministros en su reunión del día 3 de agosto 
de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

1. Las medidas establecidas en este Real Decreto-ley 
se aplicarán a las personas y bienes afectados por los 
incendios acaecidos durante los últimos días del mes de 
julio y primeros del mes de agosto de 2007 en la Comuni-
dad Autónoma de Canarias.

2. Los términos municipales y núcleos de población 
afectados a los que concretamente sean de aplicación las 
medidas aludidas se determinarán por Orden del Ministe-
rio del Interior. A tal efecto, se podrán entender también 
incluidos aquellos otros términos municipales o núcleos 
de población en los que, para la correcta ejecución de las 
obras necesarias, sean imprescindibles las actuaciones 
de los departamentos ministeriales competentes.

3. El Gobierno, mediante Real Decreto, podrá decla-
rar, con delimitación de los municipios y núcleos de 
población afectados, la aplicación de las medidas previs-
tas en este Real Decreto-ley a otros incendios de caracte-
rísticas similares que hayan acaecido o puedan acaecer, 
en la misma u otras Comunidades Autónomas, desde el 1 
de marzo hasta el 1 de noviembre de 2007.

Artículo 2. Subvenciones por daños en infraestructuras 
municipales y red viaria de los cabildos insulares.

A los proyectos que ejecuten las Entidades Locales en 
los términos municipales y núcleos de población a los 
que se hace referencia en el artículo anterior, relativos a 
las obras de reparación o restitución de infraestructuras, 
equipamientos e instalaciones y servicios de titularidad 
municipal y de las mancomunidades, así como de las 
redes de distribución y depósitos de los Consejos Insula-
res de Agua, y a la red viaria de los cabildos insulares, se 
les aplicará el trámite de urgencia, pudiendo concedérse-
les por el Estado una subvención de hasta el 50 por ciento 
de su coste.
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Artículo 3. Indemnización de daños en producciones 
agrícolas y ganaderas.

1. Las indemnizaciones previstas en este artículo 
irán destinadas a los titulares de las explotaciones agríco-
las o ganaderas que, teniendo pólizas en vigor amparadas 
por el Plan de seguros agrarios combinados para el año 
2007 y estando ubicadas en el ámbito geográfico seña-
lado en el artículo 1, hayan sufrido pérdidas superiores al 
20 por ciento de su producción, con arreglo a los criterios 
establecidos por la Unión Europea a este respecto.

2. Serán objeto de indemnización:

a) En las explotaciones ganaderas, las pérdidas pro-
ducidas como consecuencia de los daños registrados 
sobre áreas de aprovechamiento ganadero, siempre y 
cuando los animales de dichas explotaciones estén ase-
gurados en cualquiera de las líneas de seguros conteni-
das en dicho plan.

b) Serán, igualmente, objeto de indemnización los 
daños registrados en aquellas producciones agrícolas y 
ganaderas para las que en las fechas del siniestro no se 
hubiese iniciado el período de contratación del corres-
pondiente seguro, siempre y cuando se hubiese contra-
tado dicho seguro en la campaña anterior.

c) Para las restantes producciones agrícolas y gana-
deras, que en el momento de producirse los daños dispu-
sieran de póliza en vigor amparada por el sistema de 
seguros agrarios combinados, serán indemnizados los 
daños que no fuesen garantizables mediante dicho sis-
tema.

d) Por último, serán objeto de indemnización los 
daños originados por los incendios en las producciones 
agrícolas y ganaderas no incluidas en el vigente plan de 
seguros agrarios combinados, excepto en el caso de que 
dichas producciones estuviesen garantizadas por alguna 
otra modalidad de aseguramiento.

3. Las pérdidas registradas en las explotaciones 
ganaderas, como consecuencia de los daños producidos 
sobre áreas de aprovechamiento ganadero, serán com-
pensadas con unas indemnizaciones en concepto de gas-
tos extraordinarios para la alimentación de los animales.

Para la determinación de la indemnización en las pro-
ducciones agrícolas se valorarán las pérdidas registradas 
sobre la producción esperada en la campaña. Para el caso 
de producciones agrícolas leñosas se tendrá en cuenta, 
además, una compensación equivalente al coste de repo-
sición de las plantaciones afectadas y la posible repercu-
sión que pudiera originarse en la cosecha de las próximas 
campañas.

Para las restantes producciones, la indemnización a 
percibir se determinará teniendo en cuenta, en la medida 
en que resulten aplicables, las condiciones y procedi-
mientos establecidos en el sistema de seguros agrarios.

El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, en 
coordinación con la Comunidad Autónoma, establecerá el 
procedimiento para la determinación de todas las indem-
nizaciones previstas en este punto y la cuantía máxima de 
las mismas.

Artículo 4. Beneficios fiscales.

1. Se concede la exención de las cuotas del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles correspondientes al ejercicio 
de 2007 que afecten a viviendas, establecimientos indus-
triales y mercantiles, explotaciones agrarias y forestales, 
locales de trabajo y similares, dañados como consecuen-
cia directa de los incendios, cuando se acredite que tanto 
las personas como los bienes en ellos ubicados hayan 
tenido que ser objeto de realojamiento total o parcial en 
otras viviendas o locales diferentes hasta la reparación de 
los daños sufridos, o los destrozos en cosechas constitu-

yan siniestros no cubiertos por ninguna fórmula de ase-
guramiento público o privado.

2. Se concede una reducción en el Impuesto sobre 
Actividades Económicas correspondiente al ejercicio 
de 2007 a las industrias de cualquier naturaleza, estableci-
mientos mercantiles y profesionales cuyos locales de 
negocio o bienes afectos a esa actividad hayan sido daña-
dos como consecuencia directa de los incendios, siempre 
que hubieran tenido que ser objeto de realojamiento o se 
hayan producido daños que obliguen al cierre temporal 
de la actividad. La indicada reducción será proporcional al 
tiempo transcurrido desde el día en que se haya produ-
cido el cese de la actividad hasta su reinicio en condicio-
nes de normalidad, ya sea en los mismos locales, ya sea 
en otros habilitados al efecto, sin perjuicio de considerar, 
cuando la gravedad de los daños producidos dé origen a 
ello, el supuesto de cese en el ejercicio de aquella, que 
surtirá efectos desde el día 31 de diciembre de 2006.

3. Las exenciones y reducciones de cuotas en los 
tributos señalados en los apartados anteriores compren-
derán las de los recargos legalmente autorizados sobre 
los mismos.

4. Los contribuyentes que, teniendo derecho a los 
beneficios establecidos en los apartados anteriores, 
hubieren satisfecho los recibos correspondientes a dicho 
ejercicio fiscal, podrán pedir la devolución de las cantida-
des ingresadas.

5. Estarán exentas de las tasas de la Jefatura Central 
de Tráfico establecidas por la Ley 16/1979, de 2 de octubre, 
la tramitación de las bajas de vehículos solicitadas como 
consecuencia de los daños producidos por los incendios, 
y la expedición de duplicados de permisos de circulación 
o de conducción destruidos o extraviados por dichas cau-
sas.

6. La disminución de ingresos en tributos locales 
que los anteriores apartados de este artículo produzcan 
en los Ayuntamientos y Cabildos Insulares será compen-
sada con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 9 del 
texto refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Loca-
les, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo.

Artículo 5. Reducciones fiscales especiales para las acti-
vidades agrarias.

Para las explotaciones y actividades agrarias, realiza-
das en las zonas que determine la Orden que se dicte en 
desarrollo del artículo 1 de este Real Decreto-ley, y con-
forme a las previsiones contenidas en el apartado 4.1.º del 
artículo 37 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/
2007, de 30 de marzo, y el apartado 3 del artículo 38 del 
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, apro-
bado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, el 
Ministerio de Economía y Hacienda, a la vista de los infor-
mes del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación y 
del Ministerio de Medio Ambiente, podrá autorizar, con 
carácter excepcional, la reducción de los índices de rendi-
miento neto a los que se refiere la Orden EHA/804/2007, 
de 30 de marzo, por la que se desarrollan, para el año 
2007, el método de estimación objetiva del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y el régimen espe-
cial simplificado del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Artículo 6. Medidas laborales y de Seguridad Social.

1. Los expedientes de regulación de empleo que ten-
gan su causa directa en los daños producidos por los 
incendios, así como en las pérdidas de actividad directa-
mente derivadas de los mismos en el sector de la hostele-
ría y hospedaje que queden debidamente acreditados, 
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tendrán la consideración de provenientes de una situa-
ción de fuerza mayor, con las consecuencias que se deri-
van de los artículos 47 y 51 del texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo. La Tesorería 
General de la Seguridad Social podrá exonerar al empre-
sario del abono de las cuotas a la Seguridad Social en el 
primer supuesto mientras dure el período de suspensión, 
manteniéndose la condición de dicho período como efec-
tivamente cotizado por el trabajador. En los casos en que 
se produzca extinción del contrato, las indemnizaciones 
de los trabajadores correrán a cargo del Fondo de Garan-
tía Salarial, con los límites legalmente establecidos.

En los expedientes en que se resuelva favorablemente 
la suspensión de contratos o la reducción temporal de la 
jornada de trabajo con base en circunstancias excepcio-
nales, la autoridad laboral podrá autorizar que el tiempo 
en que se perciban las prestaciones por desempleo, regu-
ladas en el Título III del texto refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio, que traigan su causa 
inmediata de los incendios, no se compute a los efectos 
de consumir los períodos máximos de percepción esta-
blecidos. Igualmente, podrá autorizar que reciban presta-
ciones por desempleo aquellos trabajadores incluidos en 
dichos expedientes que carezcan de los períodos de coti-
zación necesarios para tener derecho a ellas.

2. Las empresas y los trabajadores por cuenta pro-
pia, incluidos en cualquier régimen de la Seguridad 
Social, podrán solicitar y obtener, previa justificación de 
los daños sufridos, una moratoria de hasta un año sin 
interés en el pago de las cotizaciones a la Seguridad 
Social correspondientes a los tres meses naturales inme-
diatamente anteriores a la producción del siniestro.

3. Los cotizantes a la Seguridad Social que tengan 
derecho a los beneficios establecidos en los apartados 
anteriores y hayan satisfecho las cuotas correspondientes 
a las exenciones o a la moratoria de que se trate podrán 
pedir la devolución de las cantidades ingresadas, inclui-
dos, en su caso, los intereses de demora, los recargos y 
costas correspondientes. Si el que tuviera derecho a la 
devolución fuera deudor a la Seguridad Social por cuotas 
correspondientes a otros períodos, el crédito por la devo-
lución será aplicado al pago de deudas pendientes con 
aquella en la forma que legalmente proceda.

4. Para llevar a cabo las obras de reparación de los 
daños causados, las Administraciones públicas y las enti-
dades sin ánimo de lucro podrán solicitar del servicio 
público de empleo competente la adscripción de trabaja-
dores perceptores de las prestaciones por desempleo 
para trabajos de colaboración social, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 213.3 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

Artículo 7. Régimen de contratación.

1. A los efectos prevenidos en el artículo 72 del texto 
refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, 
de 16 de junio, tendrán la consideración de obras, servi-
cios, adquisiciones o suministros de emergencia los de 
reparación o mantenimiento del servicio de infraestructuras 
y equipamientos, así como las obras de reposición de bie-
nes perjudicados por la catástrofe, cualquiera que sea su 
cuantía.

2. Se declara urgente la ocupación de los bienes 
afectados por las expropiaciones derivadas de la realiza-
ción de las obras a que se refiere este artículo, a los efec-
tos establecidos en el artículo 52 de la Ley de Expropia-
ción Forzosa, de 16 de diciembre de 1954.

3. En la tramitación de los expedientes de contrata-
ción no incluidos en el artículo 129.2 del texto refundido 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de 
junio, se dispensará del requisito previo de disponibilidad 
de terrenos, sin perjuicio de que su ocupación efectiva no 
se haga hasta la formalización del acta de ocupación.

Artículo 8. Ayudas por daños personales y las destina-
das a establecimientos industriales, mercantiles, agra-
rios y de servicios.

1. Las ayudas previstas en este artículo se regirán 
por lo dispuesto en el Real Decreto 477/2007, de 13 de 
abril, por el que se modifica el Real Decreto 307/2005, de 
18 de marzo, por el que se determinan las subvenciones 
en atención a determinadas necesidades derivadas de 
situaciones de emergencia o de naturaleza catastrófica, y 
se establece el procedimiento para su concesión.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, 
en cuanto a la aplicabilidad del Real Decreto 477/2007, 
de 13 de abril, al objeto de acreditar la titularidad sobre 
los inmuebles afectados por los incendios se admitirá 
como medio de prueba cualquier documento que demues-
tre dicho título, tales como los recibos de pago del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles u otros de análoga naturaleza.

3. Las solicitudes para la concesión de estas ayudas 
se tramitarán por la Delegación del Gobierno o las Subde-
legaciones del Gobierno de la Comunidad Autónoma de 
Canarias, se presentarán en el término de dos meses, 
contado a partir de la entrada en vigor de este Real 
Decreto-ley, y serán resueltas por el Ministro del Interior 
en el plazo de tres meses, contados desde la presentación 
de la solicitud.

Artículo 9. Régimen aplicable a las ayudas a personas 
físicas o jurídicas que hayan realizado prestaciones 
personales y de bienes; y régimen de ayudas a Corpo-
raciones Locales.

1. Las ayudas a las personas físicas o jurídicas que 
hayan realizado prestaciones personales y de bienes se 
regirán por lo dispuesto en el Real Decreto 307/2005, de 
18 de marzo, por el que se determinan las subvenciones 
en atención a determinadas necesidades derivadas de 
situaciones de emergencia o de naturaleza catastrófica, y 
se establece el procedimiento para su concesión, modifi-
cado por el Real Decreto 477/2007, de 13 de abril.

2. Las pérdidas de enseres serán, igualmente, objeto 
de ayudas según lo establecido en el Real Decreto 307/2005, 
de 18 de marzo, por el que se determinan las subvencio-
nes en atención a determinadas necesidades derivadas 
de situaciones de emergencia o de naturaleza catastró-
fica, y se establece el procedimiento para su concesión, 
modificado por el Real Decreto 477/2007, de 13 de abril.

3. Las ayudas a Corporaciones Locales por los gas-
tos causados para hacer frente a estas situaciones de 
emergencia se regirán por lo dispuesto en el Real Decreto 
307/2005, por el que se determinan las subvenciones en 
atención a determinadas necesidades derivadas de situa-
ciones de emergencia o de naturaleza catastrófica, y se 
establece el procedimiento para su concesión, modifi-
cado por el Real Decreto 477/2007, de 13 de abril, sin que 
sea aplicable la limitación de la cuantía prevista en sus 
artículos 22 y 23.

4. Las solicitudes para la concesión de las ayudas 
establecidas en este artículo se presentarán en el término 
de dos meses, contado a partir de la entrada en vigor de 
este Real Decreto-ley.

5. Las ayudas que se concedan en aplicación de lo 
previsto en este artículo y las concedidas en aplicación de 
lo previsto en el artículo 8, se financiarán con cargo a los 
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créditos de los conceptos 461, 471, 482, 761 y 782 de la 
aplicación presupuestaria 16.01.134M. «Para atenciones 
de todo orden motivadas por siniestros, catástrofes u 
otros de reconocida urgencia», dotados, con carácter de 
ampliables, en el vigente presupuesto del Ministerio del 
Interior.

Artículo 10. Ayudas excepcionales en materia de 
vivienda: para alquiler de viviendas si se hubiera pro-
ducido la destrucción total, así como para la repara-
ción, rehabilitación y reconstrucción de las mismas.

1. Serán beneficiarios de las ayudas excepcionales 
en materia de vivienda reguladas en el número segundo 
de este artículo:

a) Los propietarios, los usufructuarios o arrendata-
rios con contrato sometido a prórroga forzosa, siempre 
que la vivienda destruida o dañada tenga la condición de 
residencia permanente y habitual con anterioridad a la 
producción del siniestro.

b) Las Comunidades de Propietarios por daños en 
elementos comunes.

2. Las ayudas excepcionales, que se concederán con 
cargo a la reserva no territorializada regulada en los artí-
culos 78.c.2 y 83.3 del Real Decreto 801/2005, de 1 de julio, 
por el que se aprueba el Plan Estatal 2005-2008 para favo-
recer el acceso de los ciudadanos a la vivienda, se otorga-
rán en los siguientes supuestos y cuantías:

a) Para alquiler de viviendas:

1.º Si como consecuencia del incendio forestal se 
hubiera producido la destrucción total de la vivienda, o 
debido a su mal estado residual, hubiera sido precisa su 
demolición, sus propietarios podrán acceder a una 
vivienda en régimen de alquiler, durante un período 
máximo de 24 meses, prorrogable, en su caso, hasta que 
sea posible la reconstrucción de la vivienda o la disposi-
ción de una nueva, aunque podrán admitirse otras fórmu-
las de realojamiento alternativas cuando así resulte nece-
sario.

2.º Los que ocuparan como residencia habitual, en 
régimen de alquiler, viviendas que hubieran resultado 
totalmente destruidas o hubieran sido demolidas, podrán 
acceder a ayudas por alquiler consistentes en el abono de 
la diferencia entre las rentas de alquiler de la anterior y de 
la nueva vivienda de características análogas, por un 
período de tiempo igual al reflejado en el párrafo pri-
mero.

3.º En el supuesto de que la rehabilitación o repara-
ción de la vivienda exija su desalojo, se podrá acceder 
igualmente a una vivienda en régimen de alquiler, durante 
un período máximo de 12 meses, prorrogable, en su caso, 
hasta que sea posible la disposición de la vivienda.

4.º La cuantía máxima que pueden alcanzar estas 
ayudas no podrá superar el importe de 70,87 euros/m2/
alquiler año, por vivienda, y hasta un máximo de 6.378,3 
euros/año.

b) Para reparación, rehabilitación y reconstrucción 
de viviendas:

1.º En los supuestos en que, como consecuencia del 
incendio forestal, se hubiera producido la destrucción 
total de la vivienda, sus propietarios, podrán ser benefi-
ciarios de una ayuda económica para su reparación, reha-
bilitación y reconstrucción, cuya cuantía quedará determi-
nada, en su límite máximo, por el 50% del valor de los 
daños producidos según la tasación pericial efectuada o 
ratificada por el órgano competente de la Comunidad 
Autónoma, sin que en ningún caso el importe de dicha 
ayuda pueda ser superior al 40% del precio de venta de 
una vivienda calificada de protección oficial de régimen 

especial, ubicada en la misma localidad que la vivienda 
destruida. A los efectos del cómputo de dicho precio de 
venta, se supondrá una superficie útil de la vivienda pro-
tegida de 90 metros cuadrados, sin trastero ni garaje.

2.º Si la vivienda no hubiera resultado destruida, 
sino dañada, la cuantía máxima de la ayuda económica 
para su rehabilitación o reparación, bajo los mismos 
supuestos que los del párrafo anterior, será de 12.000 
euros.

3.º Podrán también ser beneficiarios de estas ayudas 
previstas para la reconstrucción, rehabilitación o repara-
ción de una vivienda siniestrada los que la ocuparan 
como residencia habitual, en calidad de usufructuarios o 
arrendatarios con contrato sometido a prórroga forzosa. 
En tal caso, a los efectos de su reconstrucción, rehabilita-
ción o reparación, resultará perceptor de la ayuda corres-
pondiente quien acredite ser propietario del inmueble. No 
obstante lo anterior, en el caso de comunidades de pro-
pietarios, por daños en elementos comunes, el perceptor 
de la ayuda será el representante legal de la comunidad 
de propietarios.

3. Los particulares que soliciten las ayudas previstas 
en el número anterior deberán acreditar, por cualquier 
medio admisible en derecho, que reúnen los siguientes 
requisitos:

a) Tener su residencia en alguno de los términos 
municipales incluidos en el ámbito del artículo primero de 
este Real Decreto-ley.

b) La vivienda siniestrada ha de constituir domicilio 
habitual del solicitante de las ayudas con anterioridad a la 
producción del incendio forestal.

c) Justificar, en su caso, el importe de los gastos 
generados por el arrendamiento que haya resultado nece-
sario, como consecuencia de la inhabitabilidad de la 
vivienda destruida o dañada.

d) Reunir la condición de propietario, usufructuario 
o arrendatario en los términos que se determinan en este 
artículo.

e) Acreditar escasez de recursos económicos para 
hacer frente a los gastos objeto de las ayudas previstas en 
este artículo, de acuerdo con los requisitos que se esta-
blezcan reglamentariamente.

4. La financiación de las ayudas para reparación, 
rehabilitación y reconstrucción de viviendas, se efectuará 
por la Administración General del Estado, con cargo a la 
reserva no territorializada regulada en los artículos 78.c.2 
y 83.3 del Real Decreto 801/2005, de 1 de julio.

5. Las ayudas contempladas en este artículo tendrán 
carácter extraordinario y se regirán en lo que al procedi-
miento de concesión se refiere, por lo dispuesto en este 
Real Decreto-ley y en la orden ministerial que lo desarro-
lle.

Artículo 11. Actuaciones en materia de comunicaciones.

Se incorporará con carácter prioritario a los munici-
pios afectados por los incendios forestales originados en 
la Comunidad Autónoma de Canarias a los Acuerdos fir-
mados el 21 de noviembre de 2005 por el Ministerio de 
Industria, Turismo y Comercio con los operadores conce-
sionarios Telefónica Móviles España, S. A. U. y France 
Telecom España, S. A. para extensión de telefonía móvil. 
De la misma forma, estos municipios serán incluidos con 
carácter preferente dentro de las actuaciones previstas en 
el Programa de Extensión de la Banda Ancha de dicho 
ministerio para zonas rurales y aisladas, sin perjuicio de 
las actuaciones de las Comunidades Autónomas en el 
ámbito de sus competencias.
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Artículo 12. Líneas preferenciales de crédito.

Se instruye al Instituto de Crédito Oficial (ICO), en su 
condición de agencia financiera del Estado, para instru-
mentar una Iínea de préstamos por importe de 25 millo-
nes de euros, que podrá ser ampliada por el Ministerio de 
Economía y Hacienda en función de la evaluación de los 
daños y de la demanda consiguiente, utilizando la media-
ción de las entidades financieras con implantación en las 
comunidades autónomas afectadas, con las que se suscri-
birán los oportunos convenios de colaboración.

Estas líneas de préstamo, que tendrán como finalidad 
financiar la reparación o reposición de instalaciones y 
equipos industriales y mercantiles, agrícolas, forestales, 
ganaderos y de regadío, automóviles, motocicletas y 
ciclomotores de uso particular, vehículos comerciales, 
maquinaria agrícola y locales de trabajo de profesionales 
que se hayan visto dañados como consecuencia de los 
incendios, se materializarán en operaciones de préstamo 
concedidas por dichas entidades financieras, cuyas carac-
terísticas serán:

a) Importe máximo: el del daño evaluado por la 
Delegación del Gobierno en la Comunidad Autónoma de 
Canarias o, en su caso, por el Consorcio de Compensa-
ción de Seguros, descontado, en su caso, el importe del 
crédito que hayan podido suscribir con cargo a Iíneas de 
crédito preferenciales establecidas por iniciativa de la 
Comunidad Autónoma de Canarias.

b) Plazo: cinco años, con uno de carencia, en su 
caso.

c) Interés: el tipo de cesión por el ICO a las entidades 
financieras será del 1,50%TAE, con un margen máximo de 
intermediación para éstas del 0,50%. En consecuencia, el 
tipo final máximo para el prestatario será del dos por 
ciento TAE.

d) Tramitación: las solicitudes serán presentadas en 
la entidad financiera mediadora, la cual decidirá sobre la 
concesión del préstamo, y será a su cargo el riesgo de la 
operación.

e) Vigencia de la Iínea: el plazo para la disposición de 
fondos terminará el 31 de marzo de 2008.

La instrumentación de la Iínea de préstamos a que se 
refiere este artículo se llevará a cabo por el ICO, en el ejer-
cicio de las funciones a que se refiere la disposición adi-
cional sexta.dos.2.a del Real Decreto-ley 12/1995,de 28 de 
diciembre, sobre medidas urgentes en materia presu-
puestaria, tributaria y financiera, y, en su virtud, el que-
branto que para el ICO suponga el diferencial entre el 
coste de mercado de la obtención de los recursos y el tipo 
antes citado del 1,50% será cubierto con cargo a los Pre-
supuestos Generales del Estado.

Artículo 13. Cooperación con las Administraciones Locales.

Se faculta al titular del Ministerio de Administraciones 
Públicas para proponer el pago de las subvenciones deri-
vadas de daños en infraestructuras y equipamientos 
municipales y red viaria a que se refiere el artículo 2, con 
cargo al crédito que a estos efectos se habilite, con el 
carácter de incorporable, en los presupuestos de dicho 
Departamento.

El importe máximo de dicho crédito será establecido 
en las disposiciones de aplicación y desarrollo de este 
Real Decreto-ley, tan pronto como se efectúe la valoración 
de los daños.

De igual modo, se faculta al titular del Ministerio de 
Administraciones Públicas para establecer el procedi-
miento para la concesión de las mencionadas subvencio-
nes, así como su seguimiento y control, en el marco de la 
cooperación económica del Estado a las inversiones de 
las Entidades Locales.

Artículo 14. Actuaciones de restauración forestal y 
medioambiental en la Comunidad Autónoma de 
Canarias.

1. Se faculta a la Ministra de Medio Ambiente para 
declarar la emergencia de las obras ejecutadas por dicho 
Departamento en la Comunidad Autónoma de Canarias 
en las siguientes materias:

a) Restauración hidrológico forestal, control de la 
erosión y desertificación, así como trabajos complemen-
tarios, en los espacios forestales incendiados para mitigar 
los posibles efectos de posteriores lluvias.

b) Colaboración para la recuperación y regeneración 
ambiental de los efectos producidos por los incendios 
forestales en los espacios de la Red Natura 2000, en parti-
cular en los hábitats donde existan endemismos o espe-
cies en peligro.

c) Apoyo directo a la retirada y tratamiento de la bio-
masa forestal quemada, en su caso.

d) Colaboración en el tratamiento para control de 
plagas en las masas forestales.

2. Todas o parte de estas actuaciones podrán ser 
objeto de Convenio con la Comunidad Autónoma de 
Canarias.

3. Para determinar los espacios forestales suscepti-
bles de ayuda, atendiendo a las características de excep-
cionalidad que concurren en estos incendios, no será de 
aplicación la disposición adicional novena de este Real 
Decreto-ley.

Artículo 15. Consorcio de Compensación de Seguros.

1 El Delegado del Gobierno en la Comunidad Autó-
noma de Canarias podrá solicitar del Consorcio de Com-
pensación de Seguros, para una más correcta evaluación 
de los daños no personales, las correspondientes valora-
ciones previstas en los artículos 8 y 9 de este Real Decreto-
ley, siempre que no afecten a bienes de titularidad 
pública.

2 El Consorcio de Compensación de Seguros tendrá 
derecho al abono por parte de la Administración General 
del Estado de los trabajos de peritación conforme al 
baremo de honorarios profesionales que dicho Consorcio 
tuviese aprobado para sus peritos tasadores de seguros.

3 Para facilitar la tramitación de las ayudas y la valo-
ración de los daños, la Administración competente y el 
Consorcio de Compensación de Seguros podrán transmi-
tirse los datos sobre beneficiarios de las ayudas e indem-
nizaciones que concedan, sus cuantías respectivas y los 
bienes afectados.

Disposición adicional primera. Modificación de la 
estructura orgánica y despliegue de la Unidad Militar 
de Emergencias.

El Ministro de Defensa, de conformidad con lo pre-
visto en la disposición final primera del Real Decreto 
416/2006, de 11 de abril, por el que se establece la orga-
nización y el despliegue de la Fuerza del Ejército de Tie-
rra, de la Armada y del Ejército del Aire, así como de la 
Unidad Militar de Emergencias, adoptará las medidas 
necesarias para establecer en la Isla de Tenerife una uni-
dad de intervención de la Unidad Militar de Emergencias, 
que se sumará a la existente en la Isla de Gran Canaria.

Disposición adicional segunda. Límites de las ayudas.

El valor de las ayudas concedidas en aplicación de 
este Real Decreto-ley, en lo que a daños materiales se 
refiere, no podrá superar en ningún caso la diferencia 
entre el valor del daño producido y el importe de otras 
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ayudas o indemnizaciones declaradas compatibles o 
complementarias que, por los mismos conceptos, pudie-
ran concederse por otras Administraciones públicas, o 
correspondieran en virtud de la existencia de pólizas de 
aseguramiento.

Disposición adicional tercera. Créditos presupuestarios.

La reparación de los daños en los bienes de titularidad 
estatal, así como las indemnizaciones que se concedan 
por daños en producciones agrícolas y ganaderas, se 
financiarán con cargo a los presupuestos de los respecti-
vos departamentos ministeriales; a estos efectos, se reali-
zarán las transferencias de crédito que sean necesarias, 
sin que resulten de aplicación las limitaciones contenidas 
en el artículo 52.1.a de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria, respecto de la realización de 
transferencias de crédito desde operaciones de capital a 
operaciones corrientes.

Disposición adicional cuarta. Actuaciones con cargo a 
créditos financiados con el Fondo de Contingencia de 
ejecución presupuestaria.

Serán financiadas con cargo al Fondo de Contingencia 
de ejecución presupuestaria las ayudas contempladas en 
el artículo 9.5, las subvenciones contenidas en el artículo 
13 y los Convenios con la Comunidad Autónoma de Cana-
rias que se prevén en el apartado segundo del artículo 14 
del presente Real Decreto-ley.

Disposición adicional quinta. Actuaciones en el Ministe-
rio de Defensa y en el Ministerio de Interior.

Para atender los gastos ocasionados por la extinción 
de los incendios acaecidos en la Comunidad Autónoma 
de Canarias a los que se refiere la presente norma, y para 
posibilitar el establecimiento de una unidad de interven-
ción de la Unidad Militar de Emergencias en la Isla de 
Tenerife, el Gobierno, a propuesta del Ministro de Econo-
mía y Hacienda, habilitará los créditos necesarios en el 
presupuesto del Ministerio de Defensa, de conformidad 
con lo previsto en los artículos 50 y 55 de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

Asimismo, para atender a los gastos incurridos por el 
Ministerio del Interior en las labores de extinción del 
citado incendio, el Gobierno, a propuesta del Ministro de 
Economía y Hacienda, habilitará los créditos necesarios 
en el presupuesto del Ministerio del Interior, de confor-
midad con lo previsto en los artículos 50 y 55 de la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

Disposición adicional sexta. Actuaciones en el Ministe-
rio de Medio Ambiente.

Para realizar actuaciones relacionadas con la protec-
ción del medio ambiente, como consecuencia del incen-
dio acaecido, el Gobierno, a propuesta del Ministro de 
Economía y Hacienda, habilitará los créditos necesarios 
en el presupuesto del Ministerio de Medio Ambiente, de 
conformidad con lo previsto en los artículos 50 y 55 de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuesta-
ria.

Disposición adicional séptima. Anticipos de ayudas vin-
culadas a determinados préstamos para la mejora y 
modernización de estructuras agrarias.

En los términos municipales afectados de acuerdo 
con el artículo 1, con carácter preferente, podrá efectuarse 
el pago anticipado del importe total de las ayudas de 

minoración de anualidades de amortización del principal 
de los préstamos acogidos al Real Decreto 613/2001, de 8 
de junio, para la mejora y modernización de las estructu-
ras de producción de las explotaciones agrarias, de aque-
llos expedientes de los que se disponga de la correspon-
diente certificación final de cumplimiento de compromisos 
y realización de inversiones.

Disposición adicional octava. Convenios con otras 
Administraciones públicas.

La Administración General del Estado podrá celebrar 
los convenios de colaboración que requiera la aplicación 
del presente Real Decreto-ley con el Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, los Cabildos Insula-
res y las Corporaciones Locales afectadas.

Disposición adicional novena. Habilitación al Ministerio 
de Medio Ambiente.

Se faculta a la Ministra de Medio Ambiente, en el ejer-
cicio de sus competencias y en relación a los incendios a 
que se refiere este Real Decreto-ley o a aquellos que revis-
tan similares características, a declarar zona de actuación 
especial para la restauración forestal y medioambiental 
de las zonas incendiadas, y se declaran de emergencia las 
obras ejecutadas por dicho departamento a tal fin.

A los efectos de las declaraciones citadas en el apar-
tado anterior, será necesario que la superficie forestal 
afectada por el incendio reúna alguna de las siguientes 
características:

a) Que sea superior a 5.000 hectáreas.
b) Que sea superior a 1.000 hectáreas, de las cuales 

más del 70 por ciento sea de superficie forestal arbolada.
c) Que sea superior a 500 hectáreas que estén inclui-

das en lugares de la Red Natura 2000 y que afecten a 
municipios que aporten al menos el 50 por ciento de su 
término municipal a dicha Red.

d) En el territorio insular, las superficies exigidas 
anteriormente serán las siguientes: en el párrafo a) 2.500 
hectáreas; en el párrafo b), 500 hectáreas; y en el párrafo 
c), 250 hectáreas.

Disposición adicional décima. Comisión Interministerial 
de seguimiento de las medidas de apoyo a damnifica-
dos.

1. Se crea una Comisión interministerial para la apli-
cación de las medidas de apoyo establecidas en este Real 
Decreto-ley coordinada por la Dirección General de Pro-
tección Civil y Emergencias, e integrada por los represen-
tantes de los Ministerios de Economía y Hacienda, de 
Defensa, del Interior, de Fomento, de Trabajo y Asuntos 
Sociales, de Agricultura, Pesca y Alimentación, de la Pre-
sidencia, de Administraciones Públicas, de Medio 
Ambiente, de Vivienda, de Industria, Turismo y Comercio, 
así como por el Delegado del Gobierno en la Comunidad 
Autónoma de Canarias y por un representante del Con-
sorcio de Compensación de Seguros.

2. El seguimiento de las medidas de apoyo previstas 
en este Real Decreto-ley se llevará a cabo por la Comisión 
a que se refiere el apartado anterior, en coordinación con 
las autoridades de la Comunidad Autónoma, a través de 
la Delegación del Gobierno.

Disposición final primera. Título competencial.

Este Real Decreto-ley se dicta al amparo de lo dis-
puesto en los artículos 149.1.23.ª y 149.1.29.ª de la Consti-
tución, sin perjuicio de las medidas adicionales y de 
mayor protección que haya adoptado o pueda adoptar la 
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Comunidad Autónoma de Canarias u otras Comunidades 
Autónomas.

Disposición final segunda. Facultades de desarrollo.

El Gobierno y los distintos titulares de los departa-
mentos ministeriales, en el ámbito de sus competencias, 
dictarán las disposiciones necesarias y establecerán los 
plazos para la ejecución de lo establecido en este Real 
Decreto-ley.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Palma de Mallorca, el 3 de agosto de 2007.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

MINISTERIO DE JUSTICIA
 14885 ORDEN JUS/2384/2007, de 27 de julio, por la 

que se aclara la disposición adicional segunda 
del Real Decreto 173/2007, de 9 de febrero, 
sobre demarcación Notarial.

El artículo 4 del Reglamento Notarial aprobado por 
Decreto de 2 de junio de 1944 ordena que la demarcación 
Notarial sea íntegramente revisada cada diez años. En 
cumplimiento de dicho mandato, el Real Decreto 173/2007, 
de 9 de febrero, ha realizado una revisión íntegra de la 
demarcación Notarial, con la consiguiente aprobación de 
la demarcación y clasificación Notarial en los términos 
fijados por el citado Real Decreto.

Por otro lado, como recuerda el Preámbulo del citado 
Real Decreto, al tiempo de la elaboración de dicha dispo-
sición general se estaban tramitando diferentes reformas 
estatutarias que han incidido en la materia regulada. Asi-
mismo, como ha declarado el Consejo de Estado, por un 
lado, los poderes públicos no pueden dejar de ejercitar 
sus competencias ante la hipótesis de un cambio de titu-
laridad, cesión o transferencia de las mismas, pues preva-
lece dentro de un marco de lealtad institucional y coope-
ración, el interés público afectado, esto es, la debida 
prestación de un servicio público, que puede exigir el ade-
cuado y puntual ejercicio de los poderes y competencias 
constitucional y legalmente atribuidas, y, por otro lado, el 
ejercicio previo de esa competencia no debe inmovilizar 
ni perjudicar al titular de la nueva competencia, de 
haberse producido un traspaso integro de la misma, pues 
el nuevo titular puede, tan pronto se produzca la materia-
lidad del traspaso, actuar la misma como tenga por opor-
tuno.

La disposición adicional segunda del Real Decreto 
173/2007, de 9 de febrero, establece que la demarcación 
aprobada por dicho Real Decreto se entenderá sin perjui-
cio de las competencias asumidas por las Comunidades 
Autónomas en sus respectivos Estatutos de Autonomía.

En su virtud, en uso de las facultades que confiere la 
disposición final segunda del propio Real Decreto, dis-
pongo:

Artículo único. Modificación de la demarcación Notarial.

La demarcación Notarial aprobada por el Real Decreto 
173/2007, de 9 de febrero, sobre demarcación Notarial, 
podrá ser modificada por las Comunidades Autónomas 
con competencias asumidas en sus respectivos Estatutos 
de Autonomía, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 73 del Reglamento de la organización y régimen 
del Notariado, aprobado por Decreto de 2 de junio de 1944, 
sin que en la primera aprobación de la demarcación que 
se lleve a cabo por parte de dichas Comunidades Autónomas 
resulte de aplicación los limites previstos en el artículo 4 
de dicho Reglamento de la organización y régimen del 
Notariado.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Madrid, 27 de julio de 2007.–El Ministro de Justicia, 
Mariano Fernández Bermejo. 

 14886 ORDEN JUS/2385/2007, de 27 de julio, por la 
que se aclara el apartado 2 de la disposición 
final segunda y la disposición final tercera del 
Real Decreto 172/2007, de 9 de febrero, por el 
que se modifica la demarcación de los Regis-
tros de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes 
Muebles, en lo relativo a las competencias asu-
midas por las Comunidades Autónomas.

El artículo 275 de la Ley Hipotecaria establece que se 
podrá acordar el establecimiento de nuevos Registros de 
la Propiedad y Mercantiles, así como la modificación de 
los existentes cuando así convenga al servicio público, 
atendido el volumen y movimiento de la titulación sobre 
bienes muebles y derechos reales. En el ámbito de los 
Registros Mercantiles y de Bienes Muebles el interés del 
servicio público lo determinará el incremento del tráfico 
mercantil. En atención a dicho interés general, el Real 
Decreto 172/2007, de 9 de febrero, ha realizado una revi-
sión íntegra de las oficinas registrales, con la consiguiente 
aprobación de la demarcación de los Registros de la Pro-
piedad, Mercantiles y de Bienes Muebles en los términos 
fijados por el citado Real Decreto.

Por otro lado, como recuerda el Preámbulo del citado 
Real Decreto, al tiempo de la elaboración de dicha dispo-
sición general se estaban tramitando diferentes reformas 
estatutarias que han incidido en la materia regulada. Asi-
mismo, como ha declarado el Consejo de Estado, por un 
lado, los poderes públicos no pueden dejar de ejercitar 
sus competencias ante la hipótesis de un cambio de titu-
laridad, cesión o transferencia de las mismas, pues preva-
lece dentro de un marco de lealtad institucional y coope-
ración, el interés público afectado, esto es, la debida 
prestación de un servicio público, que puede exigir el ade-
cuado y puntual ejercicio de los poderes y competencias 
constitucional y legalmente atribuidas, y, por otro lado, el 
ejercicio previo de esa competencia no debe inmovilizar 
ni perjudicar al titular de la nueva competencia, de 
haberse producido un traspaso íntegro de la misma, pues el 
nuevo titular puede, tan pronto se produzca la materialidad 
del traspaso, actuar la misma como tenga por oportuno.

La disposición final segunda, apartado 2, contiene una 
autorización a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, y la disposición final tercera establece un man-
dato para que el Ministerio de Justicia elabore los estu-
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ANEXO

Definiciones

A efectos de la presente ley, se entiende por:
a) Actuación administrativa automatizada: Actuación 

administrativa producida por un sistema de información 
adecuadamente programado sin necesidad de interven-
ción de una persona física en cada caso singular. Incluye 
la producción de actos de trámite o resolutorios de proce-
dimientos, así como de meros actos de comunicación.

b) Aplicación: Programa o conjunto de programas 
cuyo objeto es la resolución de un problema mediante el 
uso de informática.

c) Aplicación de fuentes abiertas: Aquella que se dis-
tribuye con una licencia que permite la libertad de ejecu-
tarla, de conocer el código fuente, de modificarla o mejo-
rarla y de redistribuir copias a otros usuarios.

d) Autenticación: Acreditación por medios electróni-
cos de la identidad de una persona o ente, del contenido 
de la voluntad expresada en sus operaciones, transaccio-
nes y documentos, y de la integridad y autoría de estos 
últimos.

e) Canales: Estructuras o medios de difusión de los 
contenidos y servicios; incluyendo el canal presencial, el 
telefónico y el electrónico, así como otros que existan en 
la actualidad o puedan existir en el futuro (dispositivos 
móviles, TDT, etc).

f) Certificado electrónico: Según el artículo 6 de la 
Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica, 
«Documento firmado electrónicamente por un prestador 
de servicios de certificación que vincula unos datos de 
verificación de firma a un firmante y confirma su identi-
dad».

g) Certificado electrónico reconocido: Según el 
artículo 11 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma 
Electrónica: «Son certificados reconocidos los certificados 
electrónicos expedidos por un prestador de servicios de 
certificación que cumpla los requisitos establecidos en 
esta Ley en cuanto a la comprobación de la identidad y 
demás circunstancias de los solicitantes y a la fiabilidad y 
las garantías de los servicios de certificación que pres-
ten».

h) Ciudadano: Cualesquiera personas físicas, perso-
nas jurídicas y entes sin personalidad que se relacionen, 
o sean susceptibles de relacionarse, con las Administra-
ciones Públicas.

i) Dirección electrónica: Identificador de un equipo o 
sistema electrónico desde el que se provee de informa-
ción o servicios en una red de comunicaciones.

j) Documento electrónico: Información de cualquier 
naturaleza en forma electrónica, archivada en un soporte 
electrónico según un formato determinado y susceptible 
de identificación y tratamiento diferenciado.

k) Estándar abierto: Aquel que reúna las siguientes 
condiciones:

— sea público y su utilización sea disponible de 
manera gratuita o a un coste que no suponga una dificul-
tad de acceso,

— su uso y aplicación no esté condicionado al pago de 
un derecho de propiedad intelectual o industrial.

l) Firma electrónica: Según el artículo 3 de la 
Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica, 
«conjunto de datos en forma electrónica, consignados 
junto a otros o asociados con ellos, que pueden ser utiliza-
dos como medio de identificación del firmante».

m) Firma electrónica avanzada: Según el artículo 3 de 
la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica, 
«firma electrónica que permite identificar al firmante y 
detectar cualquier cambio ulterior de los datos firmados, 
que está vinculada al firmante de manera única y a los 
datos a que se refiere y que ha sido creada por medios que 
el firmante puede mantener bajo su exclusivo control».

n) Firma electrónica reconocida: Según el artículo 3 
de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica, 
«firma electrónica avanzada basada en un certificado reco-
nocido y generada mediante un dispositivo seguro de 
creación de firma».

o) Interoperabilidad: Capacidad de los sistemas de 
información, y por ende de los procedimientos a los que 
éstos dan soporte, de compartir datos y posibilitar el inter-
cambio de información y conocimiento entre ellos.

p) Medio electrónico: Mecanismo, instalación, equipo 
o sistema que permite producir, almacenar o transmitir 
documentos, datos e informaciones; incluyendo cuales-
quiera redes de comunicación abiertas o restringidas como 
Internet, telefonía fija y móvil u otras.

q) Punto de acceso electrónico: Conjunto de páginas 
web agrupadas en un dominio de Internet cuyo objetivo es 
ofrecer al usuario, de forma fácil e integrada, el acceso a 
una serie de recursos y de servicios dirigidos a resolver 
necesidades específicas de un grupo de personas o el 
acceso a la información y servicios de a una institución 
pública.

r) Sistema de firma electrónica: Conjunto de elemen-
tos intervinientes en la creación de una firma electrónica. 
En el caso de la firma electrónica basada en certificado 
electrónico, componen el sistema, al menos, el certificado 
electrónico, el soporte, el lector, la aplicación de firma utili-
zada y el sistema de interpretación y verificación utilizado 
por el receptor del documento firmado.

s) Sellado de tiempo: Acreditación a cargo de un ter-
cero de confianza de la fecha y hora de realización de cual-
quier operación o transacción por medios electrónicos.

t) Espacios comunes o ventanillas únicas: Modos o 
canales (oficinas integradas, atención telefónica, páginas 
en Internet y otros) a los que los ciudadanos pueden diri-
girse para acceder a las informaciones, trámites y servicios 
públicos determinados por acuerdo entre varias Adminis-
traciones.

u) Actividad de servicio: Cualquier actividad econó-
mica por cuenta propia, prestada normalmente a cambio 
de una remuneración.

v) Prestador de actividad de servicio: Cualquier per-
sona física o jurídica que ofrezca o preste una actividad de 
servicio. 

 12353 REAL DECRETO-LEY 5 /2007, de 22 de junio, 
por el que se adoptan medidas urgentes para 
reparar los daños causados por las inundacio-
nes producidas por las tormentas de lluvia, 
granizo y viento que han afectado en la 
segunda quincena del mes de mayo de 2007 a 
diversas Comunidades Autónomas.

Durante la segunda quincena del mes de mayo de 2007 
fuertes tormentas de lluvia, viento y granizo azotaron gran 
parte de España, con especial incidencia en la zona centro 
de la península.

En la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha se 
produjo un fenómeno meteorológico singular, al for-
marse una tormenta estacionaria que provocó lluvias 
constantes y continuadas sobre una determinada zona, 
afectando con especial gravedad a algunos municipios 
como Alcázar de San Juan, Villarubia de los Ojos y Dai-
miel, en la provincia de Ciudad Real, y Madridejos, Camu-
ñas, Consuegra y Villacañas, en la provincia de Toledo. En 
la provincia de Jaén, las inundaciones tuvieron una inci-
dencia significativa en poblaciones como La Puerta de 
Segura, Puente Génave o Santiago-Pontones, daños que 
se han reproducido en otros lugares del territorio nacional.

Los hechos descritos han producido daños en 
infraestructuras de titularidad pública, así como bienes 
privados, especialmente viviendas. Por otra parte, estas 
inundaciones han afectado también a grandes extensio-
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nes en cultivos, fundamentalmente en viñedos, cereales, 
olivares y cultivos hortícolas, tanto de la Comunidad 
Autónoma de Castilla-La Mancha, como de Castilla y 
León, Extremadura y Madrid. Es de resaltar, para com-
prender la excepcionalidad de estos hechos que, en pro-
vincias como Toledo o Ciudad Real, no se registraban 
índices de precipitación de tal envergadura desde media-
dos del siglo pasado.

Debe resaltarse, por otro lado, que también las explota-
ciones agrícolas se han visto sometidas a determinados 
fenómenos extraordinarios asimilables a desastres natura-
les en la Región de Murcia con ocasión de los fuertes vientos 
que se registraron durante los días 7 y 8 de marzo, que pro-
vocaron graves daños en la cosecha de producciones tem-
pranas y extratempranas, que no se encontraban ampara-
dos por la cobertura del sistema de seguros agrarios.

Con el fin de dar una respuesta inmediata a la grave 
situación generada por estas inundaciones, el Gobierno 
de la Nación acordó la tramitación urgente de aquellos 
procedimientos de carácter ordinario que ya tiene previs-
tos ante situaciones de similar carácter. En este sentido, el 
pasado día 25 de mayo de 2007, se acordó por el Consejo 
de Ministros la aplicación del Real Decreto 307/2005, de 
18 de marzo, modificado por Real Decreto 477/2007, de 13 
de abril, a estos hechos, con el fin de agilizar la realización 
de las valoraciones y la tramitación de las subvenciones 
que van a permitir hacer llegar a los ciudadanos las ayu-
das paliativas necesarias para restaurar la normalidad en 
una primera fase de la emergencia.

No obstante, y una vez que se ha podido llevar a cabo 
una correcta evaluación de los daños producidos, se ha 
comprobado que existen sectores de la actividad econó-
mica necesitados de medidas complementarias de carác-
ter fiscal o laboral. Asimismo, se constata que, tras las 
actuaciones de carácter inmediato de las entidades loca-
les, cuyos gastos serán subvencionados a través de las 
ayudas de emergencia antes citadas, que gestiona el 
Ministerio del Interior, resulta necesario emprender repa-
raciones o reposiciones de infraestructuras de titularidad 
municipal, para lo cual debe habilitarse una línea de ayu-
das a tal fin, gestionada por el Ministerio de Administra-
ciones Públicas.

Con todo ello se persigue, en definitiva, favorecer el 
restablecimiento de los servicios, la reparación de daños 
producidos y la vuelta a la normalidad de las zonas sinies-
tradas por las inundaciones.

El objetivo, por tanto, de esta norma, es aprobar, con 
carácter urgente, un catálogo de medidas que afectan a 
varios departamentos ministeriales y abarcan aspectos 
muy diferentes, pues en tanto que unas se dirigen a dis-
minuir las cargas tributarias, otras, como la concesión de 
créditos privilegiados, intentan paliar el impacto en las 
empresas y particulares afectados.

Por otra parte, las pérdidas de producción ocasiona-
das por las citadas tormentas, vientos e inundaciones en 
los cultivos y territorios afectados configuran, por la mag-
nitud de los daños ocasionados, una situación de desas-
tre natural, en los términos establecidos por las directri-
ces comunitarias sobre ayudas estatales al sector agrario 
y en el Reglamento (CE) n.º 1857/2006 de la Comisión, de 
15 de diciembre de 2006, sobre la aplicación de los artícu-
los 87 y 88 del Tratado a las ayudas estatales para las 
pequeñas y medianas empresas dedicadas a la produc-
ción de productos agrícolas y por el que se modifica el 
Reglamento (CE) n.º 70/2001.

Habida cuenta que estas contingencias no tienen 
cobertura completa en el marco del seguro agrario com-
binado, se hace necesario arbitrar medidas paliativas 
adecuadas, en consonancia con la naturaleza e incidencia 
de los daños ocasionados en las producciones de los 
territorios afectados y en las rentas de los agricultores.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el 
artículo 86 de la Constitución, a propuesta de la 

Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la 
Presidencia, del Vicepresidente Segundo del Gobierno y 
Ministro de Economía y Hacienda y de los Ministros del 
Interior, de Fomento, de Trabajo y Asuntos Sociales, de 
Agricultura, Pesca y Alimentación, de Administraciones 
Públicas y de Medio Ambiente y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 22 de junio 
de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

1. Las medidas establecidas en este Real Decreto-ley 
se aplicarán a la reparación de los daños ocasionados por 
las inundaciones derivadas de las tormentas de lluvia, 
viento y granizo que han afectado a las Comunidades 
Autónomas de Castilla-La Mancha, Castilla y León, Extre-
madura y Madrid, así como a la provincia de Jaén durante 
la última quincena del mes de mayo de 2007 y los daños 
ocasionados por los fuertes vientos en la Región de Mur-
cia durante el mes de marzo.

Los términos municipales y núcleos de población 
afectados a los que concretamente sean de aplicación las 
medidas aludidas se determinarán por Orden del Ministro 
del Interior.

2. A los efectos de dichas actuaciones reparadoras, 
se entenderán también incluidos aquellos otros términos 
municipales o núcleos de población en los que, para la 
correcta ejecución de las obras necesarias, sean impres-
cindibles las actuaciones de los departamentos ministe-
riales competentes.

Artículo 2. Subvenciones por daños en infraestructuras 
municipales y red viaria de las diputaciones provin-
ciales.

1. A los proyectos que ejecuten las entidades locales 
en los términos municipales y núcleos de población a los 
que se hace referencia en el artículo anterior, relativos a 
las obras de reparación o restitución de infraestructuras, 
equipamientos e instalaciones y servicios de titularidad 
municipal y a la red viaria de las diputaciones provincia-
les, se les aplicará el trámite de urgencia, pudiendo con-
cedérseles por el Estado una subvención de hasta el 50 
por ciento de su coste.

2. Se faculta al titular del Ministerio de Administra-
ciones Públicas para proponer el pago de las subvencio-
nes contempladas en el apartado anterior, en la parte que 
financia la Administración General del Estado, hasta un 
importe máximo de 10.000.000 euros, con cargo al cré-
dito extraordinario que, a estos efectos, se habilite, con el 
carácter de incorporable, en los presupuestos de dicho 
departamento.

3. De igual modo, se faculta al titular del Ministerio 
de Administraciones Públicas para establecer el procedi-
miento para la concesión de las mencionadas subvencio-
nes, así como su seguimiento y control, en el marco de la 
cooperación económica del Estado a las inversiones de 
las entidades locales.

Artículo 3. Daños en las restantes infraestructuras 
públicas.

Se faculta a los titulares de los departamentos minis-
teriales competentes por razón de la materia para decla-
rar zona de actuación especial las áreas afectadas, al 
objeto de que dichos departamentos, sus organismos 
autónomos y entidades públicas dependientes de éstos 
puedan llevar a cabo las restauraciones que procedan. A 
los efectos indicados, se declaran de emergencia las 
obras indispensables a ejecutar por tales departamentos 
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para reparar los daños directamente causados por las 
inundaciones en infraestructuras de titularidad estatal 
comprendidas en su ámbito de competencias.

Artículo 4. Indemnización de daños en producciones 
agrícolas y ganaderas.

Serán objeto de indemnización los daños causados 
por las adversidades climáticas amparadas por el pre-
sente Real Decreto-ley, en las explotaciones agrícolas y 
ganaderas que, teniendo pólizas en vigor amparadas por 
el Plan de Seguros Agrarios, hayan sufrido pérdidas por 
daños en sus producciones no cubiertos por las líneas de 
seguros agrarios combinados.

No obstante, para el caso de producciones que en las 
fechas del siniestro no haya finalizado el período de con-
tratación del seguro correspondiente, también podrán 
percibir las anteriores indemnizaciones siempre y cuando 
el agricultor hubiese contratado el seguro correspon-
diente a dichas producciones en el ejercicio anterior.

También podrá percibirse indemnización por los daños 
causados sobre producciones no incluidas en el vigente 
Plan Anual de Seguros, excepto que las producciones afec-
tadas estuviesen garantizadas por un seguro no incluido 
en el Sistema de Seguros Agrarios Combinados.

Dichas indemnizaciones irán destinadas a los titulares 
de aquellas explotaciones que, estando ubicadas en el 
ámbito señalado en el artículo 1, hayan sufrido pérdidas 
superiores al 30 % de la producción, con arreglo a los cri-
terios establecidos por la Unión Europea a este respecto.

Artículo 5. Beneficios fiscales.

1. Se concede la exención de las cuotas del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles correspondientes al ejercicio de 
2007 que afecten a viviendas, establecimientos industria-
les y mercantiles, explotaciones agrarias, locales de tra-
bajo y similares, dañados como consecuencia directa de 
las inundaciones, cuando se acredite que tanto las perso-
nas como los bienes en ellos ubicados hayan tenido que 
ser objeto de realojamiento total o parcial en otras vivien-
das o locales diferentes hasta la reparación de los daños 
sufridos, o los destrozos en cosechas constituyan sinies-
tros no cubiertos por ninguna fórmula de aseguramiento 
público o privado.

2. Se concede una reducción en el Impuesto sobre 
Actividades Económicas correspondiente al ejercicio 
de 2007 a las industrias de cualquier naturaleza, estableci-
mientos mercantiles y profesionales cuyos locales de 
negocios o bienes afectos a esa actividad hayan sido daña-
dos como consecuencia directa de las inundaciones, siem-
pre que hubieran tenido que ser objeto de realojamiento o 
se hayan producido daños que obliguen al cierre temporal 
de la actividad. La indicada reducción será proporcional al 
tiempo transcurrido desde el día en que se haya producido 
el cese de la actividad hasta su reinicio en condiciones de 
normalidad, ya sea en los mismos locales o en otros habi-
litados al efecto, sin perjuicio de considerar, cuando la 
gravedad de los daños producidos dé origen a ello, el 
supuesto de cese en el ejercicio de la actividad, que surtirá 
efectos desde el día 31 de diciembre de 2006.

3. Las exenciones y reducciones de cuotas en los 
tributos señalados en los apartados anteriores compren-
derán la de los recargos legalmente autorizados sobre 
aquellos.

4. Los contribuyentes que, teniendo derecho a los 
beneficios establecidos en los apartados anteriores, 
hubieran satisfecho los recibos correspondientes a dicho 
ejercicio fiscal podrán pedir la devolución de las cantida-
des ingresadas.

5. Estarán exentas de las tasas de la Jefatura Central 
de Tráfico establecidas por la Ley 16/1979, de 2 de octubre, 

la tramitación de las bajas de vehículos, solicitadas como 
consecuencia de los daños producidos por las inundacio-
nes, y la expedición de duplicados de permisos de circu-
lación o de conducción destruidos o extraviados por 
dichas causas.

6. La disminución de ingresos en tributos locales 
que los anteriores apartados de este artículo produzcan 
en los Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales será 
compensada con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado, de conformidad con lo establecido en el artículo 9 
del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo.

Artículo 6. Reducciones fiscales especiales para las acti-
vidades agrarias.

Para las explotaciones y actividades agrarias, realiza-
das en las zonas que determine la orden que se dicte en 
desarrollo del artículo 1 de este Real Decreto-ley, y con-
forme a las previsiones contenidas en el apartado 4.1 del 
artículo 37 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 
439/2007, de 30 de marzo y el apartado 3 del artículo 38 del 
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, apro-
bado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, el 
Ministerio de Economía y Hacienda, a la vista del informe 
del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, podrá 
autorizar, con carácter excepcional, la reducción de los 
índices de rendimiento neto a los que se refiere la Orden 
EHA/804/2007, de 30 de marzo, por la que se desarrolla, 
para el año 2007, el método de estimación objetiva del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y el régi-
men especial simplificado del Impuesto sobre el Valor 
Añadido.

Artículo 7. Medidas laborales y de Seguridad Social.

1. Los expedientes de regulación de empleo que ten-
gan su causa en los daños producidos por las inundacio-
nes tendrán la consideración de provenientes de una 
situación de fuerza mayor, con las consecuencias que se 
derivan de los artículos 47 y 51 del texto refundido de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo. La Tesorería 
General de la Seguridad Social podrá exonerar al empre-
sario del abono de las cuotas a la Seguridad Social en el 
primer supuesto mientras dure el período de suspensión, 
manteniéndose la condición de dicho período como efec-
tivamente cotizado por el trabajador. En los casos en que 
se produzca extinción del contrato, las indemnizaciones 
de los trabajadores correrán a cargo del Fondo de Garan-
tía Salarial, con los límites legalmente establecidos.

En los expedientes en que se resuelva favorablemente 
la suspensión de contratos o la reducción temporal de la 
jornada de trabajo en base a circunstancias excepciona-
les, la autoridad laboral podrá autorizar que el tiempo en 
que se perciban las prestaciones por desempleo, regula-
das en el Título III del texto refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legisla-
tivo 1/1994, de 20 de junio, que traigan su causa inmediata 
en las inundaciones, no se compute a efectos de consu-
mir los períodos máximos de percepción establecidos. 
Igualmente, podrá autorizar que reciban prestaciones por 
desempleo aquellos trabajadores incluidos en dichos 
expedientes que carezcan de los períodos de cotización 
necesarios para tener derecho a las mismas.

2. Las empresas y los trabajadores por cuenta pro-
pia, incluidos en cualquier régimen de la Seguridad 
Social, podrán solicitar y obtener, previa justificación de 
los daños sufridos, una moratoria de hasta un año sin 
interés en el pago de las cotizaciones a la Seguridad 
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Social, incluidas jornadas reales, correspondientes a los 
meses de abril y mayo de 2007, excepto en el caso de los 
trabajadores del régimen Especial de Trabajadores Autó-
nomos, que correspondería a los meses de mayo y junio 
de 2007.

3. Los cotizantes a la Seguridad Social que tengan 
derecho a los beneficios establecidos en los apartados 
anteriores y hayan satisfecho las cuotas correspondientes 
a las exenciones o a la moratoria de que se trate podrán 
pedir la devolución de las cantidades ingresadas, inclui-
dos, en su caso, los intereses de demora, los recargos y 
costas correspondientes. Si el que tuviera derecho a la 
devolución fuera deudor a la Seguridad Social por cuotas 
correspondientes a otros períodos, el crédito por la devo-
lución será aplicado al pago de deudas pendientes con la 
Seguridad Social en la forma que legalmente proceda.

4. Para llevar a cabo las obras de reparación de los 
daños causados, las Administraciones Públicas y las Enti-
dades sin ánimo de lucro podrán solicitar de los Servicios 
Públicos de Empleo la adscripción de trabajadores per-
ceptores de las prestaciones por desempleo para trabajos 
de colaboración social, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 213.3 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social.

Artículo 8. Régimen de contratación.

1. A los efectos prevenidos en el artículo 72 del texto 
refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, 
de 16 de junio, tendrán la consideración de obras, servi-
cios, adquisiciones o suministros de emergencia los de 
reparación o mantenimiento del servicio de 
infraestructuras y equipamientos, así como las obras de 
reposición de bienes perjudicados por la catástrofe, cual-
quiera que sea su cuantía.

2. A esos mismos efectos, se incluyen, en todo caso, 
entre las infraestructuras las hidráulicas, las carreteras y, 
en general, cualquiera que haya resultado afectada por 
las inundaciones.

3. Se declara urgente la ocupación de los bienes 
afectados por las expropiaciones derivadas de la realiza-
ción de las obras a que se refiere el presente artículo, a los 
efectos establecidos en el artículo 52 de la Ley de Expro-
piación Forzosa de 16 de diciembre de 1954.

4. En la tramitación de los expedientes de contrata-
ción no incluidos en el artículo 129.2 del texto refundido 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
se dispensará del requisito previo de disponibilidad de 
terrenos, sin perjuicio de que su ocupación efectiva no se 
haga hasta la formalización del acta de ocupación.

Artículo 9. Ayudas a particulares por daños personales y 
materiales.

A las ayudas personales por fallecimiento, a particula-
res por daños en vivienda habitual y enseres de primera 
necesidad, así como a las comunidades de propietarios 
en régimen de propiedad horizontal y titulares de estable-
cimientos industriales, mercantiles y de servicios, les será 
de aplicación el procedimiento de concesión previsto en 
el Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por el que se 
regulan las subvenciones en atención a determinadas 
necesidades derivadas de situaciones de emergencia o de 
naturaleza catastrófica, modificado por el Real Decreto 
477/2007, de 13 de abril.

Artículo 10. Ayudas a las Corporaciones Locales por gas-
tos de emergencia.

1. Las subvenciones que se concedan por el Ministe-
rio del Interior a entidades locales por gastos de emergen-

cia, les será de aplicación lo establecido en el Real Decreto 
307/2005, de 18 de marzo, por este concepto. No tendrán 
por objeto las reparaciones o reposiciones de carácter 
infraestructural contempladas en el artículo 2 de este Real 
Decreto-ley, no obstante lo cual podrán subvencionarse 
aquellas actuaciones inaplazables que, incidiendo en el 
mismo ámbito de aplicación a que se refiere dicho artícu-
lo, se hayan llevado a cabo con el fin de garantizar el fun-
cionamiento de los servicios públicos esenciales y para 
garantizar la vida y seguridad de las personas.

2. A estos efectos, se establece un plazo de un mes 
para la presentación de las solicitudes de las ayudas a que 
hace referencia el apartado anterior, y de las contempla-
das en el artículo 9 de este real decreto-ley, el cual empe-
zará a contar a partir del día siguiente al de la publicación, 
en el Boletín Oficial del Estado, de la orden que se dicte en 
desarrollo del artículo 1 de este Real Decreto-ley, sin per-
juicio de la continuación de la tramitación de los procedi-
mientos de concesión de estas ayudas que se hubieran 
iniciado con posterioridad a la finalización de los hechos 
causantes.

3. Las ayudas que se concedan en aplicación de lo 
previsto en este artículo y en el anterior se financiarán con 
cargo a los créditos 16.01.134M.482 y 16.01.134M.782 
«Transferencias corrientes y de capital a familias e institu-
ciones sin fines de lucro para atenciones de todo orden 
motivadas por siniestros, catástrofes u otros de recono-
cida urgencia» y 16.01.134M.461 y 16.01.134M.761 «Trans-
ferencias corrientes y de capital a corporaciones locales 
para atenciones de todo orden motivadas por siniestros, 
catástrofes u otros de reconocida urgencia», dotados, con 
carácter de ampliables, en el vigente presupuesto del 
Ministerio del Interior.

Artículo 11. Líneas preferenciales de crédito.

Se instruye al Instituto de Crédito Oficial (ICO), en su 
condición de agencia financiera del Estado, para instru-
mentar una línea de préstamos de mediación por importe 
de 5.000.000 euros, que podrá ser ampliada por el Minis-
terio de Economía y Hacienda en función de la evaluación 
de los daños y de la demanda consiguiente, para lo cual 
utilizará la mediación de las entidades financieras con 
implantación en las comunidades autónomas afectadas, 
con las que suscribirá los oportunos convenios de colabo-
ración.

Las Delegaciones del Gobierno y el Consorcio de 
Compensación de Seguros remitirán al Instituto de Cré-
dito Oficial relación de las empresas, físicas o jurídicas, 
potencialmente beneficiarias de esta línea de préstamos, 
con expresión de su identificación y del importe máximo 
de los daños evaluados.

Estas líneas de préstamo, que tendrán como finalidad 
financiar la reparación o reposición de instalaciones y 
equipos industriales y mercantiles, agrícolas, ganaderas y 
de regadío, automóviles, motocicletas y ciclomotores de 
uso particular, vehículos comerciales, maquinaria agrí-
cola y locales de trabajo de profesionales que se hayan 
visto dañados como consecuencia de las inundaciones, 
se materializarán en operaciones de préstamo concedidas 
por dichas entidades financieras, cuyas características 
serán:

a. Importe máximo: El del daño evaluado por la 
Delegación, en las comunidades autónomas afectadas, o 
Subdelegación del Gobierno de la provincia correspon-
diente o, en su caso, por el Consorcio de Compensación 
de Seguros, descontado, en su caso, el importe del cré-
dito que hayan podido suscribir con cargo a líneas de 
crédito preferenciales a establecer por iniciativa de las 
comunidades autónomas respectivas.

b. Plazo: 5 años, incluido 1 de carencia del principal.
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c. Interés: El tipo de cesión por el ICO a las entidades 
financieras será del 1,50 por ciento TAE, con un margen 
máximo de intermediación para estas del 0,50 por ciento. 
En consecuencia, el tipo final máximo para el prestatario 
será del 2 por ciento TAE.

d. Tramitación: Las solicitudes serán presentadas en 
la entidad financiera mediadora, la cual decidirá sobre la 
concesión del préstamo, siendo a su cargo el riesgo de la 
operación.

e. Vigencia de la línea: el plazo para la disposición de 
fondos terminará el 31 de diciembre de 2007.

La instrumentación de la línea de préstamos a que se 
refiere este artículo se llevará a cabo por el Instituto de 
Crédito Oficial, en el ejercicio de las funciones a que se 
refiere la disposición adicional sexta, dos, 2, párrafo a, del 
Real Decreto-ley 12/1995, de 28 de diciembre, de medidas 
urgentes en materia presupuestaria, tributaria y finan-
ciera, y, en su virtud, el quebranto que para el ICO suponga 
el diferencial entre el coste de mercado de la obtención de 
los recursos y el tipo antes citado del 1,50 por ciento será 
cubierto con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado.

Artículo 12. Comisión Interministerial.

1. Se crea una Comisión Interministerial para la apli-
cación de las medidas establecidas en este Real Decreto-
ley, presidida por el Director General de Protección Civil y 
Emergencias e integrada por representantes de los Minis-
terios de Economía y Hacienda, del Interior, de Fomento, 
de Trabajo y Asuntos Sociales, de Agricultura, Pesca y Ali-
mentación, de la Presidencia, de Administraciones Públi-
cas, de Medio Ambiente y de Vivienda, así como de las 
Delegaciones del Gobierno en las comunidades autóno-
mas afectadas.

Participaran igualmente en la Comisión, un represen-
tante del Consorcio de Compensación de Seguros y otro 
del Instituto de Crédito Oficial.

2. El seguimiento de las medidas previstas en este 
Real Decreto-ley se llevará a cabo por la Comisión a que 
se refiere el apartado anterior, en coordinación con las 
autoridades de las comunidades autónomas afectadas, a 
través de las Delegaciones del Gobierno.

Artículo 13. Consorcio de Compensación de Seguros.

1. Las valoraciones de daños a que se refieren los 
artículos 9 y 11 de este Real Decreto-ley serán efectuadas 
por el Consorcio de Compensación de Seguros, cuando 
así lo solicite previamente el Delegado o Subdelegado del 
Gobierno del territorio afectado.

2. El Consorcio tendrá derecho al abono por parte de 
la Administración General del Estado de los trabajos de 
peritación conforme al baremo de honorarios profesiona-
les que dicho Consorcio tuviese aprobado para sus peri-
tos tasadores de seguros.

3. Para facilitar la tramitación de las ayudas y la valo-
ración de los daños, la Administración competente y el 
Consorcio de Compensación de Seguros podrán transmi-
tirse los datos sobre beneficiarios de las ayudas e indem-
nizaciones que concedan, sus cuantías respectivas y los 
bienes afectados.

Artículo 14. Convenios con otras Administraciones públicas.

La Administración General del Estado podrá celebrar 
con las Comunidades Autónomas y con otras Administra-
ciones públicas los convenios de colaboración que exija 
la aplicación de este Real Decreto-ley.

Disposición adicional primera. Límites de las ayudas.

El valor de las ayudas concedidas en aplicación de 
este Real Decreto-ley, en lo que a daños materiales se 
refiere, no podrá superar en ningún caso la diferencia 
entre el valor del daño producido y el importe de otras 
ayudas o indemnizaciones declaradas compatibles o 
complementarias que, por los mismos conceptos, pudie-
ran concederse por otros organismos públicos, naciona-
les o internacionales, o correspondieran en virtud de la 
existencia de pólizas de aseguramiento.

Disposición adicional segunda. Créditos presupuestarios.

El coste de las medidas contempladas en el presente 
Real Decreto-ley se financiará con cargo a los presupues-
tos de los respectivos Departamentos ministeriales, con 
excepción de las actuaciones contempladas en los artícu-
los 2 y 4, para las que se habilitarán los correspondientes 
créditos extraordinarios, que de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 50.1.b) de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, se financiarán con 
cargo al Fondo de Contingencia de ejecución presupues-
taria.

Disposición adicional tercera. Daños en infraestructuras 
públicas titularidad de las comunidades de regantes.

A los efectos previstos en el artículo 3, se declaran de 
emergencia las obras a ejecutar por el Ministerio de Agri-
cultura, Pesca y Alimentación para reparar los daños cau-
sados en infraestructuras públicas titularidad de las 
comunidades de regantes, comprendidas en su ámbito de 
competencia.

Disposición adicional cuarta. Anticipos de ayudas vincu-
ladas a determinados préstamos para la mejora y 
modernización de estructuras agrarias.

En los términos municipales afectados, con carácter 
preferente, podrá efectuarse el pago anticipado del 
importe total de las ayudas de minoración de anualidades 
de amortización del principal de los préstamos acogidos 
al Real Decreto 613/2001, de 8 de junio, para la mejora y 
modernización de las estructuras de producción de las 
explotaciones agrarias, de aquellos expedientes de los 
que se disponga de la correspondiente certificación final 
de cumplimiento de compromisos y realización de inver-
siones.

Disposición adicional quinta. Convenios de colabora-
ción para la restauración de parcelas de viñedo y otros 
cultivos leñosos.

El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación 
podrá suscribir con las Administraciones públicas, auto-
nómicas y locales de las comunidades autónomas afecta-
das por las inundaciones, los convenios de colaboración 
necesarios para la identificación y financiación de las 
actuaciones necesarias para la restauración de aquellas 
parcelas de viñedo y otros cultivos leñosos que se hubie-
ran visto afectadas en su potencial productivo.

Disposición adicional sexta. Carácter de las ayudas a 
efectos comunitarios.

A los efectos de lo establecido en el Reglamento (CE) 
1857/2006 de la Comisión, de 15 de diciembre de 2006, 
sobre aplicación de los artículos 87 y 88 del Tratado de 
ayudas estatales para las pequeñas y medianas empre-
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sas dedicadas a la producción de productos agrícolas, 
los fenómenos climáticos adversos que tuvieron lugar 
en las fechas y ámbitos territoriales establecidos en este 
real decreto-ley se declaran asimilables a catástrofe 
natural.

Disposición final primera. Facultades de desarrollo.

El Gobierno y los distintos titulares de los departa-
mentos ministeriales, en el ámbito de sus competencias, 
dictarán las disposiciones necesarias y establecerán los 
plazos para la ejecución de lo establecido en este Real 
Decreto-ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Dado en Madrid, el 22 de junio de 2007.

JUAN CARLOS R.

La Presidenta del Gobierno
en funciones,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 12354 REAL DECRETO 812/2007, de 22 de junio, sobre 

evaluación y gestión de la calidad del aire 
ambiente en relación con el arsénico, el cad-
mio, el mercurio, el níquel y los hidrocarburos 
aromáticos policíclicos.

La Directiva 96/62/CE del Consejo, de 27 de septiem-
bre de 1996, sobre evaluación y gestión de la calidad del 
aire ambiente, estableció con carácter general el régimen 
jurídico sobre la contaminación atmosférica en el ámbito 
de la Unión Europea, mediante la adopción de criterios 
para la armonización de las técnicas de evaluación, y defi-
nió los objetivos de calidad que habían de alcanzarse 
mediante una planificación adecuada.

Esta planificación que se ha materializado en la adop-
ción de cuatro directivas específicas, «directivas hijas», 
sobre distintos contaminantes atmosféricos, como son la 
Directiva 1999/30/CE del Consejo, de 22 de abril de 1999, 
relativa a los valores límite de dióxido de azufre, dióxido 
de nitrógeno y óxidos de nitrógeno, partículas y plomo en 
el aire ambiente, la Directiva 2000/69/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 16 de noviembre de 2000, 
sobre los valores límite para el benceno y el monóxido de 
carbono en el aire ambiente, la Directiva 2002/3/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero 
de 2002, relativa al ozono en el aire ambiente y por último 
la Directiva 2004/107/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 15 de diciembre de 2004, relativa al arsénico, 
el cadmio, el mercurio, el níquel y los hidrocarburos aro-
máticos policíclicos en el aire ambiente.

La Directiva 96/62/CE del Consejo, de 27 de septiembre 
de 1996, ha sido incorporada a nuestro ordenamiento jurí-
dico a través del Real Decreto 1073/2002, de 18 de octubre, 
sobre evaluación y gestión de la calidad del aire ambiente 
en relación con el dióxido de azufre, dióxido de nitrógeno, 
óxidos de nitrógeno, partículas, plomo, benceno y 
monóxido de carbono, en el que además de recogerse los 
preceptos de carácter global de la citada directiva, se fija-
ron también las prescripciones específicas relativas a los 
contaminantes mencionados, incorporando al mismo 

tiempo la Directiva 1999/30/CE del Consejo, de 22 de abril 
de 1999, y la Directiva 2000/69/CE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 16 de noviembre de 2000.

Por otra parte, la Directiva 2002/3/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2002, fue 
incorporada por el Real Decreto 1796/2003, de 26 de 
diciembre, relativo al ozono en el aire ambiente.

En síntesis, este es el marco regulatorio en el que se 
inscribe la Directiva 2004/107/CE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 15 de diciembre de 2004, que establece 
el nuevo régimen jurídico comunitario sobre dichos con-
taminantes, y que se incorpora al derecho interno 
mediante este real decreto, que debe entenderse comple-
tado, por tanto, con las prescripciones de carácter general 
previamente incluidas en el Real Decreto 1073/2002, de 18 
de octubre.

La necesaria base legal de este real decreto se encuen-
tra en la Ley 38/1972, de 22 de diciembre, de protección 
del ambiente atmosférico, que exige la adopción de cuan-
tas medidas sean necesarias para mantener la calidad del 
aire. Asimismo, la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de 
Sanidad, atribuye a la Administración del Estado, sin 
menoscabo de las competencias de las comunidades 
autónomas, la determinación, con carácter general, de los 
métodos de análisis y medición de los requisitos y condi-
ciones mínimas en materia de control sanitario del medio 
ambiente.

De acuerdo con lo anterior, y en consonancia con la 
normativa comunitaria objeto de transposición, en este 
real decreto se establecen valores objetivo de concentra-
ción del arsénico, del cadmio, del níquel y de los hidrocar-
buros aromáticos policíclicos presentes en el aire, con el 
fin de proteger la salud de las personas y el medio 
ambiente en su conjunto. Se utilizará el benzo(a)pireno 
como indicador del riesgo cancerígeno de los hidrocarbu-
ros aromáticos policíclicos en el aire ambiente.

Estos valores objetivo no exigirán medidas que 
supongan costes desproporcionados. En lo que respecta 
a las instalaciones industriales, dichos valores no implica-
rán la adopción de medidas que vayan más allá de la 
aplicación de las mejores técnicas disponibles estableci-
das en el Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y con-
trol integrados de la contaminación.

Asimismo, este real decreto establece métodos y cri-
terios de evaluación y de medición de las concentraciones 
y depósitos de los compuestos regulados así como la 
información que ha de suministrarse a los ciudadanos y a 
las organizaciones, y la que deberán suministrar las 
comunidades autónomas y las entidades locales a la 
Dirección General de Calidad y Evaluación Ambiental del 
Ministerio de Medio Ambiente, a efectos de su posterior 
remisión a la Comisión Europea.

Por último, el presente reglamento incluye en su dis-
posición final primera la modificación del Real Decreto 
508/2007, de 20 de abril, por el que se regula el suministro 
de información sobre emisiones del Reglamento E-PRTR 
y de las autorizaciones ambientales integradas. Se trata 
de la supresión de los umbrales para el suministro de 
información de las industrias sobre sus emisiones de 
manera que la información ambiental disponible por las 
autoridades competentes sea completa. Asimismo el 
encabezado de la tabla del Anexo II de la lista de sustan-
cias en su apartado A.1 experimenta una modificación en 
el mismo sentido y que completa la citada supresión.

Esta norma tiene carácter básico y adopta la forma de 
real decreto porque, dada la naturaleza de la materia 
regulada, resulta un complemento necesario para garan-
tizar la consecución de la finalidad objetiva a que res-
ponde la competencia estatal sobre bases.

En la elaboración de este real decreto han sido consul-
tadas las comunidades autónomas, los sectores afecta-
dos y se ha dado lugar a la participación del público 
mediante medios telemáticos.



16446 Sábado 14 abril 2007 BOE núm. 90

I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
 7864 REAL DECRETO-LEY 3/2007, de 13 de abril, por 

el que se adoptan medidas urgentes para repa-
rar los daños causados por las inundaciones 
producidas por desbordamientos en la cuenca 
del río Ebro durante la última semana del mes 
de marzo y la primera del mes de abril 2007.

Durante la última semana del mes de marzo y la pri-
mera del mes de abril de 2007, un temporal de lluvia y 
nieve ha azotado a las Comunidades Autónomas de Nava-
rra, La Rioja, Aragón y Cataluña, provocando inundacio-
nes por el desbordamiento del río Ebro y sus afluentes.

Según datos de la Confederación Hidrográfica del 
Ebro, el río ha llegado a alcanzar los 2.593 metros cúbicos 
por segundo y 7,14 metros de altura a su paso por Caste-
jón (Navarra), 1.880 metros cúbicos por segundo en Ascó 
(Tarragona), 1.635 en Torrotas (Tarragona) y los 2.142 cúbi-
cos por segundo a su paso por Zaragoza.

El desbordamiento del río ha provocado que miles de 
hectáreas de cultivo hayan quedado anegadas, origi-
nando, a su vez, la evacuación de algunos municipios.

Igualmente, la crecida ha provocado la inundación de 
caminos rurales, el corte de carreteras de la red secunda-
ria por desprendimientos e inundaciones, y daños en 
otras infraestructuras como acequias, alcantarillado, cole-
gios, así como diversos daños en bienes de titularidad 
pública y privada.

La magnitud de los hechos y sus consecuencias obli-
gan, desde el principio constitucional de solidaridad, y 
por aplicación de los de equidad e igualdad de trato en 
relación con situaciones precedentes, a la actuación de 
los poderes públicos y a la adopción, para las zonas afec-
tadas, de un conjunto de medidas paliativas y reparado-
ras concordantes con las adoptadas anteriormente en 
ocasiones semejantes, al objeto de favorecer el restable-
cimiento de los servicios, la reparación de daños produci-
dos y la vuelta a la normalidad de las zonas siniestradas 
por las inundaciones.

El objetivo, por tanto, de esta norma es aprobar un 
catálogo de medidas que afectan a varios Departamentos 
Ministeriales y abarcan aspectos muy diferentes, pues en 
tanto que unas se dirigen a disminuir las cargas tributa-
rias, otras, como la concesión de créditos privilegiados, 
intentan paliar el impacto en las empresas y particulares 
afectados.

No obstante, la inmediata aprobación de este Real 
Decreto-ley, con el objetivo de ejecutar cuanto antes 
aquellas medidas que han de acometerse urgentemente, 
conlleva que se difiera a un momento ulterior el desarro-
llo reglamentario de aquellos campos de actuación en los 
que resulta necesario conocer con mayor detalle el 
alcance de los daños producidos, máxime cuando los 

efectos de la inundación, al día de la fecha, no permiten 
aún efectuar un adecuado balance de la situación. De esta 
forma, se pretende que la Administración del Estado 
pueda habilitar los créditos adecuados y en la cuantía 
necesaria para financiar estas actuaciones, así como esta-
blecer los procedimientos de coordinación necesarios 
con otras Administraciones.

Por otra parte, las pérdidas de producción ocasiona-
das por las citadas inundaciones en los cultivos y territo-
rios afectados configuran, por la magnitud de los daños 
ocasionados, una situación de desastre natural, en los 
términos establecidos por las directrices comunitarias 
sobre ayudas estatales al sector agrario.

Habida cuenta que estas contingencias no tienen 
cobertura completa en el marco del seguro agrario com-
binado, se hace necesario arbitrar medidas paliativas 
adecuadas, en consonancia con la naturaleza e incidencia 
de los daños ocasionados en las producciones de los 
territorios afectados y en las rentas de los agricultores.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en 
el artículo 86 de la Constitución, a propuesta de la 
Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la 
Presidencia, del Vicepresidente Segundo del Gobierno 
y Ministro de Economía y Hacienda y de los Ministros 
del Interior, de Fomento, de Trabajo y Asuntos Sociales, 
de Agricultura, Pesca y Alimentación, de Administracio-
nes Públicas y de Medio Ambiente y previa deliberación 
del Consejo de Ministros en su reunión del día 13 de abril 
de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

1. Las medidas establecidas en este Real Decreto-ley 
se aplicarán a la reparación de los daños ocasionados por 
las inundaciones producidas por los desbordamientos en 
la cuenca del río Ebro durante la última semana del mes 
marzo y la primera del mes de abril de 2007.

Los términos municipales y núcleos de población 
afectados de las Comunidades Autónomas de Navarra, La 
Rioja, Cataluña y Aragón a los que concretamente sean de 
aplicación las medidas aludidas se determinarán por 
Orden del Ministro del Interior.

2. A los efectos de dichas actuaciones reparadoras, 
se entenderán también incluidos aquellos otros términos 
municipales o núcleos de población en los que, para la 
correcta ejecución de las obras necesarias, sean impres-
cindibles las actuaciones de los Departamentos Ministe-
riales competentes.

Artículo 2. Daños en infraestructuras municipales y red 
viaria de las Diputaciones Provinciales.

A los proyectos que ejecuten las entidades locales en 
los términos municipales y núcleos de población a los 
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que se hace referencia en el artículo anterior, relativos a 
las obras de reparación o restitución de infraestructuras, 
equipamientos e instalaciones y servicios de titularidad 
municipal, de las comarcas y de las mancomunidades y a 
la red viaria de las Diputaciones Provinciales, se les apli-
cará el trámite de urgencia, pudiendo concedérseles por 
el Estado una subvención de hasta el 50 % de su coste.

Artículo 3. Daños en las restantes infraestructuras 
públicas.

Se faculta a los titulares de los Departamentos Minis-
teriales competentes por razón de la materia para decla-
rar zona de actuación especial las áreas afectadas, al 
objeto de que dichos Departamentos, sus Organismos 
Autónomos y entidades públicas dependientes de éstos 
puedan llevar a cabo las restauraciones que procedan. A 
los efectos indicados, se declaran de emergencia las 
obras indispensables a ejecutar por tales Departamentos 
para reparar los daños directamente causados por las 
inundaciones en infraestructuras de titularidad estatal 
comprendidas en su ámbito de competencias.

Artículo 4. Indemnización de daños en producciones 
agrícolas y ganaderas.

Serán objeto de indemnización los daños causados 
por los desbordamientos en la cuenca del río Ebro en las 
explotaciones agrícolas y ganaderas que, teniendo póli-
zas en vigor amparadas por el Plan de Seguros Agrarios, 
hayan sufrido pérdidas por daños en sus producciones no 
cubiertos por las líneas de seguros agrarios combinados.

No obstante, para el caso de producciones que en las 
fechas del siniestro no haya finalizado el período de con-
tratación del seguro correspondiente, también podrán 
percibir las anteriores indemnizaciones siempre y cuando 
el agricultor hubiese contratado el seguro correspon-
diente a dichas producciones en el ejercicio anterior.

También podrá percibirse indemnización por los 
daños causados sobre producciones no incluidas en el 
vigente Plan Anual de Seguros, excepto que las produc-
ciones afectadas estuviesen garantizadas por un seguro 
no incluido en el Sistema de Seguros Agrarios Combina-
dos.

Dichas indemnizaciones irán destinadas a los titulares 
de aquellas explotaciones que, estando ubicadas en el 
ámbito señalado en el artículo 1, hayan sufrido pérdidas 
superiores al 30 % de la producción, con arreglo a los cri-
terios establecidos por la Unión Europea a este respecto.

Artículo 5. Beneficios fiscales.

1. Se concede la exención de las cuotas del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles correspondientes al ejercicio 
de 2007 que afecten a viviendas, establecimientos indus-
triales y mercantiles, explotaciones agrarias, locales de 
trabajo y similares, dañados como consecuencia directa 
de las inundaciones, cuando se acredite que tanto las per-
sonas como los bienes en ellos ubicados hayan tenido 
que ser objeto de realojamiento total o parcial en otras 
viviendas o locales diferentes hasta la reparación de los 
daños sufridos, o los destrozos en cosechas constituyan 
siniestros no cubiertos por ninguna fórmula de asegura-
miento público o privado.

2. Se concede una reducción en el Impuesto sobre 
Actividades Económicas correspondiente al ejercicio 
de 2007 a las industrias de cualquier naturaleza, estableci-
mientos mercantiles y profesionales cuyos locales de 
negocios o bienes afectos a esa actividad hayan sido daña-
dos como consecuencia directa de las inundaciones, siem-
pre que hubieran tenido que ser objeto de realojamiento o 
se hayan producido daños que obliguen al cierre temporal 

de la actividad. La indicada reducción será proporcional al 
tiempo transcurrido desde el día en que se haya producido 
el cese de la actividad hasta su reinicio en condiciones de 
normalidad, ya sea en los mismos locales o en otros habi-
litados al efecto, sin perjuicio de considerar, cuando la 
gravedad de los daños producidos dé origen a ello, el 
supuesto de cese en el ejercicio de la actividad, que surtirá 
efectos desde el día 31 de diciembre de 2006.

3. Las exenciones y reducciones de cuotas en los 
tributos señalados en los apartados anteriores compren-
derán la de los recargos legalmente autorizados sobre 
aquellos.

4. Los contribuyentes que, teniendo derecho a los 
beneficios establecidos en los apartados anteriores, 
hubieran satisfecho los recibos correspondientes a dicho 
ejercicio fiscal podrán pedir la devolución de las cantida-
des ingresadas.

5. La tramitación de las bajas de vehículos, solicita-
das como consecuencia de los daños producidos por las 
inundaciones, y la expedición de duplicados de permisos 
de circulación o de conducción destruidos o extraviados 
por dichas causas no devengarán las tasas correspon-
dientes a los respectivos servicios de la Jefatura Central 
de Tráfico.

6. La disminución de ingresos en tributos locales 
que los anteriores apartados de este artículo produzcan 
en los Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales será 
compensada con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado, de conformidad con lo establecido en el artículo 9 
del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo.

Artículo 6. Reducciones fiscales especiales para las acti-
vidades agrarias.

Para las explotaciones y actividades agrarias, realiza-
das en las zonas que determine la Orden que se dicte en 
desarrollo del artículo 1 de este Real Decreto-ley, y con-
forme a las previsiones contenidas en el apartado 4.1 del 
artículo 37 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/2007, 
de 30 de marzo, y el apartado 4.1 artículo 37 del Regla-
mento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por 
el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, el Ministerio 
de Economía y Hacienda, a la vista del informe del Ministe-
rio de Agricultura, Pesca y Alimentación, podrá autorizar, 
con carácter excepcional, la reducción de los índices de 
rendimiento neto a los que se refiere la Orden EHA/804/2007, 
de 30 de marzo, por la que se desarrolla, para el año 2007, 
el método de estimación objetiva del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y el régimen especial simpli-
ficado del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Artículo 7. Medidas laborales y de Seguridad Social.

1. Los expedientes de regulación de empleo que ten-
gan su causa en los daños producidos por las inundacio-
nes tendrán la consideración de provenientes de una 
situación de fuerza mayor, con las consecuencias que se 
derivan de los artículos 47 y 51 del texto refundido de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo. La Tesorería 
General de la Seguridad Social podrá exonerar al empre-
sario del abono de las cuotas a la Seguridad Social en el 
primer supuesto mientras dure el período de suspensión, 
manteniéndose la condición de dicho período como efec-
tivamente cotizado por el trabajador. En los casos en que 
se produzca extinción del contrato, las indemnizaciones 
de los trabajadores correrán a cargo del Fondo de Garan-
tía Salarial, con los límites legalmente establecidos.
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En los expedientes en que se resuelva favorablemente 
la suspensión de contratos o la reducción temporal de la 
jornada de trabajo en base a circunstancias excepciona-
les, la autoridad laboral podrá autorizar que el tiempo en 
que se perciban las prestaciones por desempleo, regula-
das en el Título III del texto refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legisla-
tivo 1/1994, de 20 de junio, que traigan su causa inmediata 
en las inundaciones, no se compute a efectos de consu-
mir los períodos máximos de percepción establecidos. 
Igualmente, podrá autorizar que reciban prestaciones por 
desempleo aquellos trabajadores incluidos en dichos 
expedientes que carezcan de los períodos de cotización 
necesarios para tener derecho a las mismas.

2. Las empresas y los trabajadores por cuenta pro-
pia, incluidos en cualquier régimen de la Seguridad 
Social, podrán solicitar y obtener, previa justificación de 
los daños sufridos, una moratoria de hasta un año sin 
interés en el pago de las cotizaciones a la Seguridad 
Social, incluidas jornadas reales, correspondientes a los 
meses de febrero y marzo de 2007, excepto en el caso de 
los trabajadores del Régimen Especial de Trabajadores 
Autónomos, que correspondería a los meses de marzo y 
abril de 2007.

3. Los cotizantes a la Seguridad Social que tengan 
derecho a los beneficios establecidos en los apartados 
anteriores y hayan satisfecho las cuotas correspondientes 
a las exenciones o a la moratoria de que se trate podrán 
pedir la devolución de las cantidades ingresadas, inclui-
dos, en su caso, los intereses de demora, los recargos y 
costas correspondientes. Si el que tuviera derecho a la 
devolución fuera deudor a la Seguridad Social por cuotas 
correspondientes a otros períodos, el crédito por la devo-
lución será aplicado al pago de deudas pendientes con la 
Seguridad Social en la forma que legalmente proceda.

4. Para llevar a cabo las obras de reparación de los 
daños causados, las Administraciones Públicas y las enti-
dades sin ánimo de lucro podrán solicitar de los Servicios 
Públicos de Empleo la adscripción de trabajadores per-
ceptores de las prestaciones por desempleo para trabajos 
de colaboración social, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 213.3 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social.

Artículo 8. Régimen de contratación.

1. A los efectos prevenidos en el artículo 72 del texto 
refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, 
de 16 de junio, tendrán la consideración de obras, servi-
cios, adquisiciones o suministros de emergencia los de 
reparación o mantenimiento del servicio de 
infraestructuras y equipamientos, así como las obras de 
reposición de bienes perjudicados por la catástrofe, cual-
quiera que sea su cuantía.

2. A esos mismos efectos, se incluyen, en todo caso, 
entre las infraestructuras las hidráulicas, las carreteras y, 
en general, cualquiera que haya resultado afectada por 
las inundaciones.

3. Se declara urgente la ocupación de los bienes 
afectados por las expropiaciones derivadas de la realiza-
ción de las obras a que se refiere el presente artículo, a los 
efectos establecidos en el artículo 52 de la Ley de Expro-
piación Forzosa, de 16 de diciembre de 1954.

4. En la tramitación de los expedientes de contrata-
ción no incluidos en el artículo 129.2 del texto refundido 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
se dispensará del requisito previo de disponibilidad de 
terrenos, sin perjuicio de que su ocupación efectiva no se 
haga hasta la formalización del acta de ocupación.

Artículo 9. Ayudas por daños en vivienda y enseres.

A las ayudas personales por daños en vivienda habi-
tual y enseres de primera necesidad, les será de aplica-
ción el procedimiento de concesión previsto en el Real 
Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por el que se regulan 
las subvenciones en atención a determinadas necesida-
des derivadas de situaciones de emergencia o de natura-
leza catastrófica.

Artículo 10. Ayudas a las Corporaciones Locales por gas-
tos de emergencia.

1. Las subvenciones que se concedan por el Minis-
terio del Interior a entidades locales por gastos de emer-
gencia, les será de aplicación lo establecido en el Real 
Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por este concepto. No 
tendrán por objeto las reparaciones o reposiciones de 
carácter infraestructural contempladas en el artículo 2 de 
este Real Decreto-ley, no obstante lo cual podrán sub-
vencionarse aquellas actuaciones inaplazables que, inci-
diendo en el mismo ámbito de aplicación a que se refiere 
dicho artículo, se hayan llevado a cabo con el fin de 
garantizar el funcionamiento de los servicios públicos 
esenciales y para garantizar la vida y seguridad de las 
personas.

2. A estos efectos, el plazo para la presentación de 
las solicitudes de las ayudas a que hace referencia el apar-
tado anterior, empezará a contar a partir del día siguiente 
al de la publicación, en el Boletín Oficial del Estado, de la 
Orden que se dicte en desarrollo del artículo 1 de este 
Real Decreto-ley.

3. Las ayudas que se concedan en aplicación de lo 
previsto en este artículo y en el anterior se financiarán con 
cargo a los créditos 16.01.134M.482 y 16.01.134M.782 
«Transferencias corrientes y de capital a familias e institu-
ciones sin fines de lucro para atenciones de todo orden 
motivadas por siniestros, catástrofes u otros de recono-
cida urgencia» y 16.01.134M.461 y 16.01.134M.761 «Trans-
ferencias corrientes y de capital a corporaciones locales 
para atenciones de todo orden motivadas por siniestros, 
catástrofes u otros de reconocida urgencia», dotados, con 
carácter de ampliables, en el vigente presupuesto del 
Ministerio del Interior.

Artículo 11. Líneas preferenciales de crédito.

Se instruye al Instituto de Crédito Oficial (ICO), en su 
condición de Agencia Financiera del Estado, para instru-
mentar una línea de préstamos de mediación, para lo que 
recabará la colaboración de las entidades de crédito con 
implantación en las Comunidades Autónomas afectadas, 
suscribiendo con las mismas los oportunos convenios de 
colaboración.

El importe global de la línea de préstamos se determi-
nará en las disposiciones que se dicten en desarrollo de 
este Real Decreto-ley, una vez completada la evaluación 
de los daños. Las Delegaciones del Gobierno y el Consor-
cio de Compensación de Seguros remitirán al Instituto de 
Crédito Oficial relación de las empresas, físicas o jurídi-
cas, potencialmente beneficiarias de esta línea de présta-
mos, con expresión de su identificación y del importe 
máximo de los daños evaluados.

La línea de préstamo, que tendrán como finalidad 
financiar la reparación o reposición de instalaciones y 
equipos industriales y mercantiles, agrícolas, ganaderas y 
de regadío, automóviles, motocicletas y ciclomotores de 
uso particular, vehículos comerciales, maquinaria agrí-
cola y locales de trabajo de profesionales que se hayan 
visto dañados como consecuencia de las inundaciones, 
se materializarán en operaciones de préstamo concedidas 
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por dichas entidades financieras, cuyas características 
serán:

a) Importe máximo: El del daño evaluado por la 
Delegación, en las comunidades autónomas afectadas, o 
la Subdelegación del Gobierno de la provincia correspon-
diente, o, en su caso, por el Consorcio de Compensación 
de Seguros, descontado, en su caso, el importe del cré-
dito que hayan podido suscribir con cargo a líneas de 
crédito preferenciales a establecer por iniciativa de las 
comunidades autónomas respectivas.

b) Plazo: 5 años, incluido 1 de carencia del principal.
c) Interés: El tipo de cesión por el ICO a las entidades 

financieras será del 1,50 por ciento TAE, con un margen 
máximo de intermediación para estas del 0,50 por ciento. 
En consecuencia, el tipo final máximo para el prestatario 
será del 2 por ciento TAE.

d) Tramitación: Las solicitudes serán presentadas en 
la entidad financiera mediadora, la cual decidirá sobre la 
concesión del préstamo, siendo a su cargo el riesgo de la 
operación.

e) Vigencia de la línea: Seis meses a partir de la 
entrada en vigor de la norma reglamentaria de desarrollo 
a que hace referencia la Disposición Adicional Segunda 
de este Real Decreto-ley.

La instrumentación de la línea de préstamos a que se 
refiere este artículo se llevará a cabo por el Instituto de 
Crédito Oficial, en el ejercicio de las funciones a que se 
refiere la disposición adicional sexta, dos, 2, párrafo a, del 
Real Decreto-ley 12/1995, de 28 de diciembre, de Medidas 
urgentes en materia presupuestaria, tributaria y finan-
ciera, y, en su virtud, el quebranto que para el ICO suponga 
el diferencial entre el coste de mercado de la obtención de 
los recursos y el tipo antes citado del 1,50 por ciento será 
cubierto con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado.

Artículo 12. Cooperación con las Administraciones Loca-
les.

Se faculta al titular del Ministerio de Administraciones 
Públicas para proponer el pago de las subvenciones a que 
se refiere el artículo 2, con cargo al crédito que a estos 
efectos se habilite, con el carácter de incorporable, en los 
presupuestos de dicho Departamento.

El importe máximo de dicho crédito será establecido 
en las disposiciones de aplicación y desarrollo de este 
Real Decreto-ley, tan pronto como se conozca la valora-
ción de los daños.

De igual modo, se faculta al titular del Ministerio de 
Administraciones Públicas para establecer el procedi-
miento para la concesión de las mencionadas subvencio-
nes, así como su seguimiento y control, en el marco de la 
cooperación económica del Estado a las inversiones de 
las entidades locales.

Artículo 13. Comisión Interministerial.

1. Se crea una Comisión Interministerial para la apli-
cación de las medidas establecidas en este Real Decreto-
ley, presidida por el Director General de Protección Civil y 
Emergencias, e integrada por representantes de los 
Ministerios de Economía y Hacienda, del Interior, de 
Fomento, de Trabajo y Asuntos Sociales, de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, de la Presidencia, de Administra-
ciones Públicas y de Medio Ambiente, así como por los 
Delegados del Gobierno en las comunidades autónomas 
afectadas.

Participaran igualmente en la Comisión un represen-
tante del Consorcio de Compensación de Seguros y otro 
del Instituto de Crédito Oficial.

2. El seguimiento de las medidas previstas en este 
Real Decreto-ley se llevará a cabo por la Comisión a que 
se refiere el apartado anterior, en coordinación con las 
autoridades de las comunidades autónomas afectadas, a 
través de las Delegaciones del Gobierno.

Artículo 14. Consorcio de Compensación de Seguros.

1. Las valoraciones de daños a que se refiere el ar-
tículo 9 de este Real Decreto-ley serán efectuadas por el 
Consorcio de Compensación de Seguros, previa petición 
efectuada por el Delegado o Subdelegado del Gobierno 
del territorio afectado.

2. El Consorcio tendrá derecho al abono por parte de 
la Administración General del Estado de los trabajos de 
peritación conforme al baremo de honorarios profesiona-
les que dicho Consorcio tuviese aprobado para sus peri-
tos tasadores de seguros.

3. Para facilitar la tramitación de las ayudas y la valo-
ración de los daños, la Administración competente y el 
Consorcio de Compensación de Seguros podrán transmi-
tirse los datos sobre beneficiarios de las ayudas e indem-
nizaciones que concedan, sus cuantías respectivas y los 
bienes afectados.

Artículo 15. Convenios con otras Administraciones 
Públicas.

La Administración General del Estado podrá celebrar 
con las Comunidades Autónomas y con otras Administra-
ciones Públicas los convenios de colaboración que exija 
la aplicación de este Real Decreto-ley.

Disposición adicional primera. Límites de las ayudas.

El valor de las ayudas concedidas en aplicación de 
este Real Decreto-ley, en lo que a daños materiales se 
refiere, no podrá superar en ningún caso la diferencia 
entre el valor del daño producido y el importe de otras 
ayudas o indemnizaciones declaradas compatibles o 
complementarias que, por los mismos conceptos, pudie-
ran concederse por otros organismos públicos, naciona-
les o internacionales, o correspondieran en virtud de la 
existencia de pólizas de aseguramiento.

Disposición adicional segunda. Financiación de las 
medidas.

La financiación del coste de las medidas contenidas 
en este Real Decreto-ley se concretara en las disposicio-
nes de desarrollo de esta norma, una vez conocida la 
valoración de los daños producidos.

Disposición adicional tercera. Daños en infraestructuras 
públicas titularidad de las comunidades de regantes.

A los efectos previstos en el artículo 3, se declaran de 
emergencia las obras a ejecutar por el Ministerio de Agri-
cultura, Pesca y Alimentación para reparar los daños cau-
sados en infraestructuras públicas titularidad de las 
comunidades de regantes, comprendidas en su ámbito de 
competencia.

Disposición adicional cuarta. Anticipos de ayudas vincu-
ladas a determinados préstamos para la mejora y 
modernización de estructuras agrarias.

En los términos municipales afectados por las inunda-
ciones, con carácter preferente, podrá efectuarse el pago 
anticipado del importe total de las ayudas de minoración 
de anualidades de amortización del principal de los prés-
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tamos acogidos al Real Decreto 613/2001, de 8 de junio, 
para la mejora y modernización de las estructuras de pro-
ducción de las explotaciones agrarias, de aquellos expe-
dientes de los que se disponga de la correspondiente 
certificación final de cumplimiento de compromisos y 
realización de inversiones.

Disposición adicional quinta. Convenios de Colabora-
ción para la restauración de parcelas agrícolas y gas-
tos en explotaciones ganaderas.

El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación con 
cargo a sus disponibilidades presupuestarias podrá sus-
cribir con las administraciones públicas, autonómicas y 
locales de las comunidades autónomas afectadas por las 
inundaciones, los convenios de colaboración necesarios 
para la identificación y financiación de las actuaciones 
necesarias para la restauración de aquellas parcelas agrí-
colas que se hubieran visto afectadas en su estructura, así 
como para paliar los gastos derivados de los traslados y 
manutención del ganado afectado por las inundaciones.

Disposición final primera. Facultades de desarrollo.

El Gobierno y los distintos titulares de los Departa-
mentos Ministeriales, en el ámbito de sus competencias, 
dictarán las disposiciones necesarias y establecerán los 
plazos para la ejecución de lo establecido en este Real 
Decreto-ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 13 de abril de 2007.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

 7865 REAL DECRETO-LEY 4/2007, de 13 de abril, por 
el que se modifica el texto refundido de la Ley 
de Aguas, aprobado por el Real Decreto Legis-
lativo 1/2001, de 20 de julio.

El último inciso del artículo 245.2 del Reglamento del 
Dominio Público Hidráulico, aprobado por el Real Decreto 
849/1986, de 11 de abril, en la redacción dada por el Real 
Decreto 606/2003, de 23 de mayo, disponía que la compe-
tencia para emitir las autorizaciones relativas a vertidos 
indirectos a aguas superficiales corresponde al órgano 
autonómico o local competente.

Este inciso ha sido declarado nulo por la sentencia de 
la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Supremo, de 18 de octubre de 2006. El 
Alto Tribunal consideró que la atribución a los entes loca-
les de una competencia específica mediante una norma 
reglamentaria conculcaba lo dispuesto en los artículos 2.2, 
7.1 y 25.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases de Régimen Local, según los cuales sólo por una 
norma legal cabe determinar las competencias municipa-
les.

La declaración de nulidad ha supuesto, en concordan-
cia con lo establecido en el artículo 245.2 del Reglamento 
del Dominio Público Hidráulico, que la competencia para 
autorizar los vertidos indirectos a aguas superficiales 
pase a ser de los organismos de cuenca, y por ende el 

control del cumplimiento de las condiciones de la corres-
pondiente autorización, lo cual supone disociar esta com-
petencia de los entes que gestionan las redes de conduc-
ción de aguas residuales en las que se producen tales 
vertidos. Esta disociación es una situación claramente 
anómala, porque resulta evidente que sólo debe otorgar 
la autorización de vertido la entidad que dispone de los 
elementos técnicos y fácticos indispensables para hacer 
viable su seguimiento y control y garantizar su adecua-
ción a la normativa aplicable, es decir, la entidad a la que 
corresponde la función de saneamiento de las aguas en 
las que el vertido se produce. Por ello, para garantizar la 
correcta actuación administrativa en un tema tan sensible 
como es la calidad de las aguas, las dos actuaciones, 
autorización de vertido y gestión de las conducciones en 
que dicho vertido se produce, deben ser competencia de 
un único ente.

No cabe mantener esta competencia en el ámbito de 
los organismos de cuenca, ya que éstos carecen de la 
información requerida para emitir dichas autorizaciones, 
puesto que no gestionan las redes de conducción de las 
aguas en las que estos vertidos se producen. Por lo tanto, 
el otorgamiento de autorizaciones en tales condiciones 
revestiría un alto grado de irresponsabilidad y podría 
repercutir negativamente en las redes gestionadas por 
otras Administraciones y, en última instancia, en el ade-
cuado control de la calidad de las aguas. Además, se pro-
duciría la paralización o el colapso en la emisión de las 
autorizaciones correspondientes a los vertidos indirectos 
a las aguas superficiales, toda vez que, conforme a lo 
establecido en la Ley de Aguas, cualquier vertido, por 
pequeño que sea, requiere autorización administrativa, 
sin distinguir si su destino es el alcantarillado o el domi-
nio público hidráulico, por lo que, de no otorgar nueva-
mente esta competencia a las entidades locales, los orga-
nismos de cuenca habrían de tramitar las autorizaciones 
correspondientes a todos los vertidos procedentes de 
industrias, comercios, etc., de los más de ocho mil muni-
cipios existentes en España, sin disponer de los medios 
necesarios para ello, al tratarse de una situación comple-
tamente imprevista. Se generaría con ello el riesgo, bien 
de que las instalaciones productoras de sustancias conta-
minantes destinadas a ser vertidas legalmente deban 
interrumpir su actividad de producción o se vean condi-
cionadas por la imposibilidad de verter al dominio público 
hidráulico, bien de que se produzcan vertidos no autoriza-
dos ante la incapacidad de la Administración para trami-
tar las solicitudes de vertido formuladas.

En la línea de la exposición material de la necesidad 
de la norma efectuada hasta el momento, procede a con-
tinuación resaltar convenientemente el carácter extraordi-
nario y urgente del proyecto, con el fin de acreditar el 
cumplimiento de los requisitos exigidos por el artículo 86 
de la Constitución.

En primer lugar, hay que subrayar el carácter imprevisi-
ble de la situación, puesto que en modo alguno cabía anti-
cipar el sentido de la resolución judicial que ha dado lugar 
a la misma. En segundo lugar, la necesidad de restablecer 
la situación competencial alterada por la referida sentencia 
no puede calificarse de ordinaria. No se trata en este caso 
de la aprobación de una norma innovadora desde el punto 
de vista jurídico y material, sino, antes al contrario, resta-
blecer un régimen de funcionamiento que, de manera 
súbita e inopinada, ha sido suprimido por una resolución 
jurisdiccional. Por tanto, la necesidad a la que se pretende 
hacer frente reviste carácter extraordinario, pues la misma 
se ha puesto de manifiesto de manera imprevisible y 
requiere una solución atípica y específica, cual es el inme-
diato restablecimiento del reparto competencial que se 
resulta adecuado a las funciones que tienen atribuidas las 
distintas Administraciones Públicas afectadas.

Por último, la urgencia de la necesidad surgida se des-
prende sin esfuerzo de la exposición material que ante-
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I.    Disposiciones generales

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y ASUNTOS SOCIALES

 8273 ORDEN TAS/1029/2007, de 18 de abril, por la 
que se crean cajas pagadoras en varias Conse-
jerías de Trabajo y Asuntos Sociales.

La Administración del Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales en el exterior está constituida por las Consejerías 

de Trabajo y Asuntos Sociales, cuya regulación esencial se 
contiene en el Real Decreto 904/2003, de 11 de julio.

Recientemente han sido creadas mediante real decreto 
las Consejerías de Trabajo y Asuntos Sociales de las Misio-
nes Diplomáticas Permanentes de España en la República 
de Senegal, por el Real Decreto 1542/2006, de 15 de diciem-
bre, en la República de Ucrania, por el Real Decreto 7/2007, 
de 12 de enero, en la República del Ecuador, por el Real 
Decreto 8/2007, de 12 de enero y en la República Popular de 
China, por el Real Decreto 87/2007, de 26 de enero. Las cita-
das consejerías dependen funcional, administrativa y pre-
supuestariamente del Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales, a través de la Subsecretaría.

Para el adecuado funcionamiento de las consejerías 
creadas se considera conveniente crear una caja pagadora 
en cada una de ellas, con el fin de que faciliten la gestión de 
los fondos necesarios para el desarrollo de sus actividades.

La creación de órganos administrativos, conforme al 
artículo 10.2 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización 
y Funcionamiento de la Administración General del Estado, 
debe hacerse por Orden del Ministro respectivo, previa 
aprobación del Ministro de Administraciones Públicas.

Por lo expuesto, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 4 del Real Decreto 640/1987, de 8 de mayo, sobre 
pagos librados «a justificar», y previa aprobación del 
Ministro de Administraciones Públicas, dispongo:

Artículo 1. Creación de cajas pagadoras.

1. Se crean los siguientes órganos administrativos: 
Caja Pagadora de la Consejería de Trabajo y Asuntos Socia-
les en la República de Senegal, Caja Pagadora de la Conse-
jería de Trabajo y Asuntos Sociales en la República de Ucra-
nia, Caja Pagadora de la Consejería de Trabajo y Asuntos 
Sociales en la República del Ecuador y Caja Pagadora de la 
Consejería de Trabajo y Asuntos Sociales en la República 
Popular de China. Las cajas pagadoras quedarán adscritas a 
las respectivas Consejerías de Trabajo y Asuntos Sociales.

2. Las funciones de las cajas pagadoras que se crean 
serán las previstas en el Real Decreto 640/1987, de 8 de 
mayo, sobre pagos librados «a justificar» y en la Orden de 
23 de diciembre de 1987, que le sirve de desarrollo, y en el 
Real Decreto 725/1989, de 16 de junio, sobre anticipos de 
Caja fija y en su Orden de desarrollo de 26 de julio de 1989.

3.  Las funciones que se atribuyen a la Unidad cen-
tral en el artículo 4.3 del Real Decreto 640/1987, de 8 de 
mayo, sobre pagos librados «a justificar» serán desempe-
ñadas por la Subdirección General de Administración 
Financiera del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

Artículo 2. Cajeros-pagadores.

Las funciones de Cajero-pagador se realizarán por el 
funcionario que se designe mediante nombramiento 
expreso para el ejercicio de las mismas.

Disposición transitoria única. Régimen transitorio.

La Caja Pagadora Central del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales podrá ejercer las funciones que se atri-

JEFATURA DEL ESTADO
 8272 CORRECCIÓN de errores del Real Decreto-ley 

3/2007, de 13 de abril, por el que se adoptan 
medidas urgentes para reparar los daños cau-
sados por las inundaciones producidas por 
desbordamientos en la cuenca del río Ebro 
durante la última semana del mes de marzo y 
la primera del mes de abril de 2007.

Advertidos errores en el Real Decreto-ley 3/2007, de 13 
de abril, por el que se adoptan medidas urgentes para 
reparar los daños causados por las inundaciones produci-
das por desbordamientos en la cuenca del río Ebro 
durante la última semana del mes de marzo y la primera 
del mes de abril de 2007, publicado en el «Boletín Oficial 
del Estado» número 90, de 14 de abril de 2007, se procede 
a efectuar las oportunas rectificaciones:

En la página 16447, segunda columna, en el apartado 5 
del artículo 5, donde dice «La tramitación de las bajas de 
vehículos, solicitadas como consecuencia de los daños 
producidos por las inundaciones, y la expedición de 
duplicados de permisos de circulación o de conducción 
destruidos o extraviados por dichas causas no devenga-
rán las tasas correspondientes a los respectivos servicios 
de la Jefatura Central de Tráfico.», debe decir, «Estará 
exenta de las tasas de la Jefatura Central de Tráfico esta-
blecidas por la Ley 16/1979, de 2 de octubre, la tramitación 
de las bajas de vehículos, solicitadas como consecuencia 
de los daños producidos por las inundaciones, y la expedi-
ción de duplicados de permisos de circulación o de con-
ducción destruidos o extraviados por dichas causas.».

En la página 16447, segunda columna, en el artículo 6, 
séptima línea, donde dice «... y el apartado 4.1 artículo 37 
del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
aprobado por...», debe decir, «... y el apartado 3 del 
artículo 38 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, aprobado por...».

En la página 16449, segunda columna, en el apar-
tado 1 del artículo 14, donde dice, «... a que se refiere el 
artículo 9 de este Real Decreto-ley...», debe decir, «... a que 
se refieren los artículos 9 y 11 de este Real Decreto-ley...». 
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I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
 2291 REAL DECRETO-LEY 2/2007, de 2 de febrero, 

por el que se adoptan medidas urgentes para 
reparar los daños causados por las inundacio-
nes acaecidas los pasados días 26, 27 y 28 de 
enero en la isla de El Hierro.

Durante los días 26, 27 y 28 de enero de 2007 se pro-
dujo en la isla de El Hierro un fuerte temporal, con episo-
dios de intensas lluvias que afectaron con especial fuerza 
toda la isla.

Los índices pluviométricos registrados, de hasta más 
de quinientos litros por metro cuadrado escasamente en 
el tiempo de un día desbordaron cualquier tipo de previ-
sión y produjeron múltiples desbordamientos en cauces 
de barrancos que arrasaron viviendas y vehículos y cau-
saron importantes daños en diversas infraestructuras.

Estos fenómenos meteorológicos adversos han origi-
nado graves y cuantiosos daños en infraestructuras públi-
cas, especialmente en lo que afecta a la red viaria, princi-
pal y secundaria, redes de alumbrado y telefonía, cauces 
de barrancos, redes de saneamiento, estaciones depura-
doras y desaladoras, costas y playas e instalaciones 
medioambientales. Del mismo modo han resultado afec-
tados viviendas, establecimientos mercantiles, explota-
ciones agrícolas y ganaderas.

Es de destacar la afección experimentada por las 
diversas redes de distribución de agua en los tres subsis-
temas de los que consta la isla: el del Norte de Valverde y 
del Golfo así como el del Sur de El Pinar-La Restinga. Tam-
bién de especial importancia ha sido la anegación casi 
total del Centro de Recuperación del Lagarto Gigante de 
El Hierro en el Valle del Golfo y que ha supuesto la des-
aparición de una amplia colonia de este ejemplar único en 
el mundo lo que por si mismo constituye un desastre eco-
lógico que justifica la necesidad de la restauración del 
museo y de los proyectos de investigación que llevaban 
más de una década en desarrollo.

En esta situación las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado, y especialmente la Guardia Civil, han ejercido 
labores de salvamento y ayuda a la población, lo que ha 
permitido, además, realizar una primera evaluación de los 
daños, así como el conocimiento de la dimensión de la 
catástrofe acontecida.

La magnitud de los hechos y sus consecuencias obli-
gan, desde el principio constitucional de solidaridad y por 
aplicación de los de equidad e igualdad de trato en rela-
ción con situaciones precedentes, a la actuación de los 
poderes públicos y a la adopción, para las zonas afecta-
das, de un conjunto de medidas paliativas y reparadoras 
concordantes con las adoptadas anteriormente en ocasio-
nes semejantes, para favorecer el restablecimiento de los 
servicios, la reparación de los daños producidos y la 

vuelta a la normalidad de las zonas siniestradas por las 
inundaciones.

El sector agropecuario ha sufrido cuantiosos daños 
como consecuencia de la completa inundación de fincas 
de medianías, pérdidas de linderos derivadas del arrastre 
de sedimentos de diversas características, siendo las 
zonas más afectadas la de El Pinar y la de Frontera.

Al objeto de evitar en el futuro situaciones de desas-
tres naturales equivalentes a las descritas como conse-
cuencia de lluvias torrenciales, se hace menester generar 
la infraestructura pertinente que permita la racional cana-
lización de las aguas por los barrancos que discurran por 
las proximidades de núcleos poblacionales.

El objetivo, por tanto, de esta Norma es aprobar un 
catálogo de medidas que afectan a varios departamentos 
ministeriales y abarcan aspectos muy diferentes, pues en 
tanto que unas se dirigen a financiar las obras a desarro-
llar otras, como la concesión de créditos privilegiados, 
intentan paliar el impacto en las empresas y particulares 
afectados.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el 
artículo 86 de la Constitución, a propuesta de la 
Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Pre-
sidencia, del Vicepresidente Segundo del Gobierno y 
Ministro de Economía y Hacienda y de los Ministros del 
Interior, de Fomento, de Trabajo y Asuntos Sociales, de 
Agricultura, Pesca y Alimentación, de Administraciones 
Públicas y de Medio Ambiente, y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 2 de febrero 
de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

Las medidas establecidas en este real decreto-ley se 
aplicarán a la reparación de los daños ocasionados por 
las inundaciones producidas los días 26, 27 y 28 de enero 
de 2007 en la isla de El Hierro, incluyéndose dentro del 
ámbito de aplicación del mismo todos sus términos muni-
cipales y núcleos de población.

Artículo 2. Daños en infraestructuras municipales y red 
viaria del Cabildo Insular de El Hierro.

A los proyectos que ejecuten las entidades locales en 
los términos municipales y núcleos de población a los 
que se hace referencia en el artículo anterior, relativos a 
las obras de reparación o restitución de infraestructuras, 
equipamientos e instalaciones y servicios de titularidad 
municipal y de las mancomunidades, y a la red viaria del 
Cabildo Insular de El Hierro, se les aplicará el trámite de 
urgencia, pudiendo concedérseles por el Estado una sub-
vención de hasta el 50 por ciento de su coste.
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Artículo 3. Indemnización de daños en producciones 
agrícolas.

Serán objeto de indemnización los daños provocados 
por las inundaciones en las explotaciones agrícolas que, 
teniendo pólizas en vigor amparadas por el Plan de Segu-
ros Agrarios Combinados, hayan sufrido pérdidas por 
daños en sus producciones no cubiertos por las líneas de 
seguros agrarios combinados.

No obstante, para el caso de producciones que en las 
fechas del siniestro no hayan iniciado el período de con-
tratación del seguro correspondiente, también podrán 
percibir las anteriores indemnizaciones, siempre y cuando 
se hubiese contratado el seguro correspondiente a dichas 
producciones en el ejercicio anterior.

También podrá percibirse indemnización por los daños 
causados en producciones no incluidas en el vigente Plan 
Anual de Seguros, excepto que las producciones afecta-
das estuviesen garantizadas por un seguro no incluido en 
el Sistema de Seguros Agrarios Combinados.

Dichas indemnizaciones irán destinadas a los titulares 
de aquellas explotaciones que, estando ubicadas en el 
ámbito señalado en el artículo 1, hayan sufrido pérdidas 
igual o superiores al 30 por ciento de la producción, con 
arreglo a los criterios establecidos por la Unión Europea a 
este respecto.

Artículo 4. Daños en las restantes infraestructuras 
públicas.

Se faculta a los Titulares de los Departamentos minis-
teriales competentes por razón de la materia para decla-
rar zona de actuación especial las áreas afectadas, al 
objeto de que dichos Departamentos, sus Organismos 
Autónomos y Entidades Públicas dependientes de los 
mismos puedan llevar a cabo las restauraciones que pro-
cedan. A los efectos indicados, se declaran de emergencia 
las obras a ejecutar por tales Departamentos para reparar 
los daños causados en infraestructuras de titularidad 
estatal comprendidas en su ámbito de competencias.

Artículo 5. Beneficios fiscales.

1. Se concede la exención de las cuotas del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles correspondientes al ejercicio 
de 2007 que afecten a viviendas, establecimientos indus-
triales y mercantiles, explotaciones agrarias, locales de 
trabajo y similares, dañados como consecuencia directa 
de las inundaciones, cuando se acredite que tanto las per-
sonas como los bienes en ellos ubicados hayan tenido 
que ser objeto de realojamiento total o parcial en otras 
viviendas o locales diferentes hasta la reparación de los 
daños sufridos o los destrozos en cosechas constituyan 
siniestros no cubiertos por ninguna fórmula de asegura-
miento público o privado.

2. Se concede una reducción en el Impuesto sobre 
Actividades Económicas correspondiente al ejercicio 2007 
a las industrias de cualquier naturaleza, establecimientos 
mercantiles y profesionales cuyos locales de negocios o 
bienes afectos a esa actividad hayan sido dañados como 
consecuencia directa de las inundaciones, siempre que 
hubieran tenido que ser objeto de realojamiento o se 
hayan producido daños que obliguen al cierre temporal 
de la actividad. La indicada reducción será proporcional al 
tiempo transcurrido desde el día en que se haya produ-
cido el cese de la actividad hasta su reinicio en condicio-
nes de normalidad, ya sea en los mismos locales o en 
otros habilitados al efecto, sin perjuicio de considerar, 
cuando la gravedad de los daños producidos dé origen a 
ello, el supuesto de cese en el ejercicio de la misma, que 
surtirá efectos desde el día 31 de diciembre de 2006.

3. Las exenciones y reducciones de cuotas en los 
tributos señalados en los apartados anteriores compren-
derán las de los recargos legalmente autorizados sobre 
los mismos.

4. Los contribuyentes que, teniendo derecho a los 
beneficios establecidos en los apartados anteriores y 
hubieren satisfecho los recibos correspondientes a dicho 
ejercicio fiscal podrán pedir la devolución de las cantida-
des ingresadas.

5. La tramitación de las bajas de vehículos, solicita-
das como consecuencia de los daños producidos por las 
inundaciones y la expedición de duplicados de permisos 
de circulación o de conducción destruidos o extraviados 
por dichas causas no devengarán las tasas correspon-
dientes a los respectivos servicios de la Jefatura Central 
de Tráfico.

6. La disminución de ingresos en tributos locales que 
los anteriores apartados de este artículo produzcan en los 
Ayuntamientos y Cabildo Insular de El Hierro será com-
pensada con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado, de conformidad con lo establecido en el artículo 9 
del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo.

Artículo 6. Reducciones fiscales especiales para las acti-
vidades agrarias.

Para las explotaciones y actividades agrarias, realiza-
das en el ámbito de aplicación determinado en el artículo 1 
de este real decreto-ley, y conforme a las previsiones con-
tenidas en el apartado 4.1 del artículo 35 del Reglamento 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, apro-
bado por Real Decreto 1775/2004, de 30 de julio, el Minis-
terio de Economía y Hacienda, a la vista del informe del 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, podrá 
autorizar, con carácter excepcional, la reducción de los 
índices de rendimiento neto contenidos en la Orden que 
desarrolle para el año 2007 el método de estimación obje-
tiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
el régimen especial simplificado del Impuesto sobre el 
Valor Añadido.

Artículo 7. Medidas laborales y de Seguridad Social.

1. Los expedientes de regulación de empleo que ten-
gan su causa en los daños producidos por las inundacio-
nes tendrán la consideración de provenientes de una 
situación de fuerza mayor, con las consecuencias que se 
derivan de los artículos 47 y 51 del Texto Refundido de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo. La Tesorería 
General de la Seguridad Social podrá exonerar al empre-
sario del abono de las cuotas a la Seguridad Social en el 
primer supuesto mientras dure el período de suspensión, 
manteniéndose la condición de dicho período como efec-
tivamente cotizado por el trabajador. En los casos en que 
se produzca extinción del contrato, las indemnizaciones 
de los trabajadores correrán a cargo del Fondo de Garan-
tía Salarial, con los límites legalmente establecidos.

En los expedientes en que se resuelva favorablemente 
la suspensión de contratos o la reducción temporal de la 
jornada de trabajo en base a circunstancias excepciona-
les, la autoridad laboral podrá autorizar que el tiempo en 
que se perciban las prestaciones por desempleo, regula-
das en el Título III del Texto Refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legisla-
tivo 1/1994, de 20 de junio, que traigan su causa inmediata 
en las inundaciones, no se compute a efectos de consu-
mir los períodos máximos de percepción establecidos. 
Igualmente, podrá autorizar que reciban prestaciones por 
desempleo aquellos trabajadores incluidos en dichos 
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expedientes que carezcan de los períodos de cotización 
necesarios para tener derecho a las mismas.

2. Las empresas y los trabajadores por cuenta pro-
pia, incluidos en cualquier régimen de la Seguridad 
Social, podrán solicitar y obtener, previa justificación de 
los daños sufridos, una moratoria de hasta un año sin 
interés en el pago de las cotizaciones a la Seguridad 
Social, incluidas jornadas reales, correspondientes a los 
meses de diciembre de 2006 y enero de 2007, excepto en 
el caso de los trabajadores del Régimen Especial de Traba-
jadores Autónomos, que correspondería a los meses de 
enero y febrero de 2007.

3. Los cotizantes a la Seguridad Social que tengan 
derecho a los beneficios establecidos en los apartados 
anteriores y hayan satisfecho las cuotas correspondientes 
a las exenciones o a la moratoria de que se trate podrán 
pedir la devolución de las cantidades ingresadas, inclui-
dos, en su caso, los intereses de demora, los recargos y 
costas correspondientes. Si el que tuviera derecho a la 
devolución fuera deudor a la Seguridad Social por cuotas 
correspondientes a otros períodos, el crédito por la devo-
lución será aplicado al pago de deudas pendientes con 
aquélla en la forma que legalmente proceda.

4. Para llevar a cabo las obras de reparación de los 
daños causados, las Administraciones Públicas y las Enti-
dades sin ánimo de lucro podrán solicitar de los Servicios 
Públicos de Empleo la adscripción de trabajadores per-
ceptores de las prestaciones por desempleo para trabajos 
de colaboración social, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 213.3 del Texto Refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social.

Artículo 8. Régimen de contratación.

1. A los efectos prevenidos en el artículo 72 del Texto 
Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, 
de 16 de junio, tendrán la consideración de obras, servi-
cios, adquisiciones o suministros de emergencia los de 
reparación o mantenimiento del servicio de infraes-
tructuras y equipamientos, así como las obras de reposi-
ción de bienes perjudicados por la catástrofe, cualquiera 
que sea su cuantía.

2. A esos mismos efectos, se incluyen, en todo caso, 
entre las infraestructuras, las hidráulicas, las carreteras y, 
en general, cualquiera que haya resultado afectado por 
las inundaciones.

3. Se declara urgente la ocupación de los bienes 
afectados por las expropiaciones derivadas de la realiza-
ción de las obras a que se refiere el presente artículo, a los 
efectos establecidos en el artículo 52 de la Ley de Expro-
piación Forzosa de 16 de diciembre de 1954.

4. En la tramitación de los expedientes de contrata-
ción no incluidos en el artículo 129.2 del Texto Refundido 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
se dispensará del requisito previo de disponibilidad de 
terrenos, sin perjuicio de que su ocupación efectiva no se 
haga hasta la formalización del acta de ocupación.

Artículo 9. Ayudas por daños en vivienda y enseres.

A las ayudas personales por daños en vivienda habi-
tual y enseres de primera necesidad, les será de aplica-
ción el procedimiento de concesión previsto en el Real 
Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por el que se regulan 
las subvenciones en atención a determinadas necesida-
des derivadas de situaciones de emergencia o de natura-
leza catastrófica.

Artículo 10. Ayudas a las Corporaciones Locales por gas-
tos de emergencia.

1. Las subvenciones que se concedan por el Ministe-
rio del Interior a entidades locales por gastos de emergen-
cia, les será de aplicación lo establecido en el Real Decreto 
307/2005, de 18 de marzo, por este concepto. No tendrán 
por objeto las reparaciones o reposiciones de carácter 
infraestructural contempladas en el artículo 2 de este Real 
Decreto-ley, no obstante lo cual podrán subvencionarse 
aquellas actuaciones inaplazables que, incidiendo en el 
mismo ámbito de aplicación a que se refiere dicho 
artícu lo, se hayan llevado a cabo con el fin de garantizar el 
funcionamiento de los servicios públicos esenciales y 
para garantizar la vida y seguridad de las personas.

2. A estos efectos, el plazo para la presentación de 
las solicitudes de las ayudas a que hace referencia el apar-
tado anterior, empezará a contar a partir del día siguiente 
al de la publicación del presente Real Decreto-ley en el 
Boletín Oficial del Estado.

3. Las ayudas que se concedan en aplicación de lo 
previsto en este artículo y en el anterior se financiarán con 
cargo a los créditos 16.01.134M.482 y 16.01.134M.782 
Transferencias corrientes y de capital a familias e institu-
ciones sin fines de lucro Para atenciones de todo orden 
motivadas por siniestros, catástrofes u otros de recono-
cida urgencia y 16.01.134M.461 y 16.01.134M.761 Transfe-
rencias corrientes y de capital a Corporaciones Locales 
para atenciones de todo orden motivadas por siniestros, 
catástrofes u otros de reconocida urgencia, dotados, con 
carácter de ampliables, en el vigente presupuesto del 
Ministerio del Interior.

Artículo 11. Líneas preferenciales de crédito.

Se instruye al Instituto de Crédito Oficial (ICO), en su 
condición de Agencia Financiera del Estado, para instru-
mentar una línea de préstamos de mediación, para lo que 
recabará la colaboración de las entidades de crédito con 
implantación en la Comunidad Autónoma de Canarias, 
suscribiendo con las mismas los oportunos convenios de 
colaboración.

El importe global de la línea de préstamos se determi-
nará en las disposiciones que se dicten en desarrollo de 
este real decreto-ley, una vez completada la evaluación de 
los daños. La Delegación del Gobierno en Canarias y el 
Consorcio de Compensación de Seguros remitirán al Ins-
tituto de Crédito Oficial relación de las empresas, físicas o 
jurídicas, potencialmente beneficiarias de esta línea de 
préstamos, con expresión de su identificación y del 
importe máximo de los daños evaluados.

La línea de préstamo tendrá como finalidad financiar 
la reparación o reposición de instalaciones y equipos agrí-
colas, industriales y mercantiles, automóviles, motocicle-
tas y ciclomotores de uso particular, vehículos comercia-
les y locales de trabajo de profesionales que se hayan 
visto dañados como consecuencia de las inundaciones, y 
se materializarán en operaciones de préstamo concedidas 
por dichas entidades financieras, cuyas características 
serán:

a) Importe máximo: el del daño evaluado por la 
Delegación del Gobierno de Canarias o, en su caso, por el 
Consorcio de Compensación de Seguros, descontado, en 
su caso, el importe del crédito que hayan podido suscribir 
con cargo a líneas de crédito preferenciales a establecer 
por iniciativa de la Comunidad Autónoma de Canarias.

b) Plazo: el establecido entre las partes, con el límite 
de 5 años, incluido 1 de carencia.

c) Interés: el tipo de cesión por el ICO a las entidades 
financieras será del 1,50 por ciento TAE, con un margen 
máximo de intermediación para las mismas del 0,50 por 
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ciento. En consecuencia, el tipo final máximo para el pres-
tatario será del dos por ciento TAE.

d) Tramitación: las solicitudes serán presentadas en 
la entidad financiera mediadora, quien decidirá sobre la 
concesión del préstamo, siendo a su cargo el riesgo de la 
operación.

e) Vigencia de la línea: el plazo para la disposición de 
fondos terminará el 31 de diciembre de 2007.

La instrumentación de la línea de préstamos a que se 
refiere este artículo se llevará a cabo por el Instituto de 
Crédito Oficial, en el ejercicio de las funciones a que se 
refiere la Disposición Adicional Sexta, dos, 2, párrafo a), 
del Real Decreto-ley 12/1995, de 28 de diciembre, de medi-
das urgentes en materia presupuestaria, tributaria y 
financiera, y, en su virtud, el quebranto que para el ICO 
suponga el diferencial entre el coste de mercado de la 
obtención de los recursos y el tipo antes citado del 1,50 
por ciento, será cubierto con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado.

Artículo 12. Cooperación con las Administraciones 
Locales.

Se faculta al Titular del Ministerio de Administraciones 
Públicas para proponer el pago de las subvenciones a que 
se refiere el artículo 2, con cargo al crédito que a estos 
efectos se habilite, con el carácter de incorporable, en los 
presupuestos de dicho departamento.

El importe máximo de dicho crédito será establecido 
en las disposiciones de aplicación y desarrollo de este 
Real Decreto-ley, tan pronto como se conozca la valora-
ción de los daños.

De igual modo, se faculta al Titular del Ministerio de 
Administraciones Públicas para establecer el procedi-
miento para la concesión de las mencionadas subvencio-
nes, así como su seguimiento y control, en el marco de la 
cooperación económica del Estado a las inversiones de 
las Entidades Locales.

Artículo 13. Comisión Interministerial.

1. Se crea una Comisión Interministerial para la apli-
cación de las medidas establecidas en el presente Real 
Decreto-ley, coordinada por la Dirección General de Pro-
tección Civil y Emergencias e integrada por representan-
tes de los Ministerios de Economía y Hacienda, del Inte-
rior, de Fomento, de Trabajo y Asuntos Sociales, de 
Agricultura, Pesca y Alimentación, de la Presidencia, de 
Administraciones Públicas y de Medio Ambiente, así 
como por el Delegado del Gobierno en la Comunidad 
Autónoma de Canarias y por un representante del Con-
sorcio de Compensación de Seguros.

2. El seguimiento de las medidas previstas en el pre-
sente Real Decreto-ley se llevará a cabo por la Comisión a 
que se refiere el apartado anterior, en coordinación con 
las autoridades de la Comunidad Autónoma de Canarias, 
a través de la Delegación del Gobierno en Canarias.

Artículo 14. Consorcio de Compensación de Seguros.

1. El Delegado del Gobierno en la Comunidad Autó-
noma de Canarias podrán solicitar del Consorcio de Com-
pensación de Seguros, para una más correcta evaluación 
de los daños, las correspondientes valoraciones previstas 
en el presente Real Decreto-ley siempre que no afecten a 
bienes de titularidad pública.

2. El Consorcio tendrá derecho al abono por parte de 
la Administración General del Estado de los trabajos de 
peritación conforme al baremo de honorarios profesiona-
les que dicho Consorcio tuviese aprobado para sus peri-
tos tasadores de seguros.

3. Para facilitar la tramitación de las ayudas y la valo-
ración de los daños, la Administración competente y el 
Consorcio de Compensación de Seguros podrán transmi-
tirse los datos sobre beneficiarios de las ayudas e indem-
nizaciones que concedan, sus cuantías respectivas y los 
bienes afectados.

Artículo 15. Convenios con otras Administraciones 
Públicas.

La Administración General del Estado podrá celebrar 
con la Comunidad Autónoma de Canarias y con otras 
Administraciones Públicas Convenios de Colaboración 
para paliar los daños producidos como consecuencia de 
las inundaciones en la isla de El Hierro.

Dichos Convenios tendrán como objetivo prioritario las 
actuaciones sobre los cauces de los barrancos y costas.

Disposición adicional primera. Competencias de la 
Comunidad Autónoma de Canarias.

Lo establecido en el presente Real Decreto-ley se 
entiende sin perjuicio de las competencias que corres-
ponden a la Comunidad Autónoma de Canarias y al 
Cabildo Insular de El Hierro, al amparo de lo establecido 
en su Estatuto de Autonomía.

Disposición adicional segunda. Extensión del ámbito de 
aplicación.

Todas las medidas previstas en este Real Decreto-ley 
serán de aplicación a las inundaciones producidas en el 
mes de noviembre de 2006 en el municipio de Vilagarcía 
de Arousa (Pontevedra) y a los municipios de su entorno 
que se determinen por Orden del Ministro del Interior.

Disposición adicional tercera. Límites de las ayudas.

El valor de las ayudas concedidas en aplicación de 
este Real Decreto-ley, en lo que a daños materiales se 
refiere, no podrá superar en ningún caso la diferencia 
entre el valor del daño producido y el importe de otras 
ayudas o indemnizaciones declaradas compatibles o 
complementarias que, por los mismos conceptos, pudie-
ran concederse por otros organismos públicos, naciona-
les o internacionales, o correspondieran en virtud de la 
existencia de pólizas de aseguramiento.

Disposición adicional cuarta. Anticipos de ayudas vincu-
ladas a determinados préstamos para la mejora y 
modernización de estructuras agrarias.

En los términos municipales afectados por las inun-
daciones podrá efectuarse el pago anticipado del 
importe total de las ayudas de minoración de anualida-
des de amortización del principal de los préstamos aco-
gidos al Real Decreto 613/2001, de 8 de junio, para la 
mejora y modernización de las estructuras de produc-
ción de las explotaciones agrarias, de aquellos expe-
dientes de los que se disponga de la correspondiente 
certificación final de cumplimiento de compromisos y 
realización de inversiones.

Disposición adicional quinta. Financiación de las medidas.

La financiación del coste de las medidas contenidas 
en este Real Decreto-ley se concretara en las disposicio-
nes de desarrollo de esta norma, una vez conocida la 
valoración de los daños producidos.
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Disposición adicional sexta. Convenios de Colaboración 
para la restauración del Centro de recuperación de 
«lagarto gigante» de la isla de El Hierro.

El Ministerio de Medio Ambiente podrá suscribir con 
las Administraciones Públicas, Autonómicas y Locales de 
la Comunidad Autónoma de Canarias los Convenios de 
Colaboración necesarios para la identificación y para la 
financiación de las actuaciones necesarias para la restau-
ración del Centro de recuperación de «lagarto gigante» de 
la isla de El Hierro.

Disposición final primera. Facultades de desarrollo.

El Gobierno y los distintos titulares de los Departa-
mentos ministeriales, en el ámbito de sus competencias, 
dictarán las disposiciones necesarias y establecerán los 
plazos para la ejecución de lo establecido en el presente 
Real Decreto-ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 2 de febrero de 2007.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

MINISTERIO 
DE ASUNTOS EXTERIORES 

Y DE COOPERACIÓN
 2292 ACUERDO General de Seguridad entre el Reino 

de Suecia y el Reino de España relativo a la 
protección de la información clasificada inter-
cambiada entre los dos países para los fines de 
la cooperación en materia de defensa, la inves-
tigación, la producción y las adquisiciones, 
hecho en Madrid y Estocolmo los días 29 de 
septiembre y 3 de octubre de 2005.

ACUERDO GENERAL DE SEGURIDAD ENTRE EL REINO 
DE SUECIA Y EL REINO DE ESPAÑA RELATIVO A LA PRO-
TECCIÓN DE LA INFORMACIÓN CLASIFICADA INTER-
CAMBIADA ENTRE LOS DOS PAÍSES PARA LOS FINES DE 
LA COOPERACIÓN EN MATERIA DE DEFENSA, LA INVES-

TIGACIÓN, LA PRODUCCIÓN Y LAS ADQUISICIONES

El Reino de Suecia y el Reino de España, denomina-
dos también «las Partes» a los efectos del presente 
Acuerdo, han acordado, en interés de la seguridad nacio-
nal, las siguientes estipulaciones que se recogen en el 
presente Acuerdo General de Seguridad (AGS) movidos 
por el deseo de garantizar la protección de la Información 
Clasificada transmitida para los fines de la cooperación en 
materia de defensa, la investigación, la producción y las 
adquisiciones entre los dos países o las organizaciones 
comerciales e industriales de cualquiera de los dos paí-
ses, por los conductos autorizados. El presente AGS dará 
también aplicación a las disposiciones sobre seguridad 

contenidas en el Acuerdo Marco entre la República Fede-
ral de Alemania, el Reino de España, la República Fran-
cesa, la República Italiana, el Reino de Suecia y el Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, relativo a las 
medidas encaminadas a facilitar la reestructuración y fun-
cionamiento de la industria europea de defensa, firmado 
en Farnboroug el 27 de julio de 2000, en adelante denomi-
nado «el Acuerdo Marco». El presente AGS sustituye al 
Acuerdo de Seguridad entre los dos países de 8 de julio 
de 1985.

ARTÍCULO 1

Disposiciones generales

Las obligaciones de cada una de las Partes en virtud 
del presente AGS se interpretarán de conformidad con 
sus respectivas leyes y reglamentos nacionales.

El presente Acuerdo no abarcará el intercambio de 
Información Clasificada de nivel HEMLIG TOP SECRET/
SECRETO. Si fuera necesario, dicho intercambio será 
regulado por las Partes en cada caso concreto.

ARTÍCULO 2

Clasificaciones de seguridad

Las clasificaciones de seguridad y sus equivalencias 
en los dos países son: 

En Suecia: En España:

HEMLIG/TOP SECRET. SECRETO.
HEMLIG/SECRET. RESERVADO.
HEMLIG/CONFIDENTIAL. CONFIDENCIAL.
HEMLIG/RESTRICTED. DIFUSIÓN LIMITADA.

 Cuando la clasificación sueca sea HEMLIG, sin la 
marca complementaria del nivel de protección de la segu-
ridad, la Información Clasificada se protegerá al nivel de 
seguridad RESERVADO.

Como regla general, los niveles indicados más arriba 
se considerarán equivalentes.

ARTÍCULO 3

Definiciones

Los siguientes términos se definen en aras de la 
claridad:

Por «Información Clasificada» se entenderá cualquier 
información (a saber, conocimientos que puedan comuni-
carse de cualquier forma) o material respecto de los cua-
les se decida que requieren protección contra su divulga-
ción no autorizada y a los que se ha asignado una 
clasificación de seguridad.

Por «Contrato Clasificado» se entenderá un contrato 
que contenga o se refiera a Información Clasificada.

Por «Destinatario» se entenderá el contratista, esta-
blecimiento u otra organización que reciba el material del 
Proveedor para su ulterior montaje, utilización, trata-
miento o para otros fines. No incluirá a los transportistas 
ni a los agentes.

Por «Proveedor» se entenderá la persona u organización 
responsable del suministro de material al Destinatario.

Por «Contrato» se entenderá un acuerdo entre dos o 
más partes por el que se crean y definen derechos y obli-
gaciones exigibles entre ellas.

Por «Contratista» se entenderá toda persona física o 
jurídica que tenga la capacidad jurídica necesaria para 
celebrar contratos.

Por «Documento» se entenderá cualquier información 
registrada, con independencia de su forma o característi-
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I.    Disposiciones generales

MINISTERIO 
DE ASUNTOS EXTERIORES 

Y DE COOPERACIÓN
 2478 ENMIENDAS de 2003 al Convenio para la segu-

ridad de la vida humana en el Mar, 1974, 
enmendado, (publicado en el «Boletín Oficial 
del Estado» de 16, 17 y 18 de junio de 1980), 
adoptadas el 5 de junio de 2003, mediante 
Resolución MSC. 142(77).

RESOLUCIÓN MSC. 142(77)

Adoptada el 5 de junio de 2003

ENMIENDAS AL CONVENIO INTERNACIONAL PARA 
LA SEGURIDAD DE LA VIDA HUMANA EN EL MAR, 

1974, ENMENDADO
El Comite de Seguridad Marítima,
Recordando el artículo 28 b) del Convenio constitutivo 

de la Organización Marítima Internacional, artículo que 
trata de las funciones del Comité,

JEFATURA DEL ESTADO
 2477 CORRECCIÓN de errores del Real Decreto-ley 

2/2007, de 2 de febrero, por el que se adoptan 
medidas urgentes para reparar los daños causa-
dos por las inundaciones acaecidas los pasados 
días 26, 27 y 28 de enero en la isla de El Hierro.

Advertidos errores en el Real Decreto-ley 2/2007, 
de 2 de febrero, por el que se adoptan medidas urgentes 
para reparar los daños causados por las inundaciones 
acaecidas los pasados días 26, 27 y 28 de enero en la isla 
de El Hierro, publicado en el «Boletín Oficial del Estado» 
número 30, de 3 de febrero de 2007, se procede a efectuar 
las oportunas rectificaciones:

En la página 5083, en el título del artículo 3, donde 
dice: «Indemnización de daños en producciones agríco-
las», debe decir: «Indemnización de daños en produccio-
nes agrícolas y ganaderas».

En la página 5083, en el primer párrafo del artículo 3, 
donde dice: «Serán objeto de indemnización los daños 
provocados por las inundaciones en las explotaciones 
agrícolas que...», debe decir: «Serán objeto de indemniza-
ción los daños provocados por las inundaciones en las 
explotaciones agrícolas y ganaderas que...». 

Recordando además el artículo VIII b) del Convenio 
internacional para la seguridad de la vida humana en el 
mar (SOLAS), 1974 (en adelante denominado «el Conve-
nio»), relativo al procedimiento de enmienda aplicable al 
anexo del Convenio, con excepción de las disposiciones 
del capítulo 1 del mismo,

Habiendo examinado, en su 77° periodo de sesiones, 
las enmiendas al Convenio propuestas y distribuidas de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo VIII b) i) del 
mismo,

1. Adopta, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo Vlll b) iv) del Convenio, las enmiendas al Convenio 
cuyo texto figura en el anexo de la presente resolución;

2. Decide, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo VIII b) vi) 2) bb) del Convenio, que las enmiendas 
se considerarán aceptadas el 1 de enero de 2006 a menos 
que, con anterioridad a esa fecha, más de un tercio de los 
Gobiernos Contratantes del Convenio, o un número de 
Gobiernos Contratantes cuyas flotas mercantes combina-
das representen como mínimo el 50% del tonelaje bruto 
de la flota mercante mundial, hayan notificado que recu-
san las enmiendas;

3. Invita a los Gobiernos Contratantes del Convenio 
a que tomen nota de que, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo VIII b) vii) 2) del Convenio, las 
enmiendas entrarán en vigor el 1 de julio de 2006, una vez 
que hayan sido aceptadas conforme a lo dispuesto en el 
párrafo 2 anterior;

4. Pide al Secretario General que, de conformidad 
con el artículo VIII b) v) del Convenio, remita copias certi-
ficadas de la presente resolución y del texto de las 
enmiendas que figura en el anexo a todos los Gobiernos 
Contratantes del Convenio;

5. Pide además al Secretario General que remita 
copias de la presente resolución y de su anexo a los 
Miembros de la Organización que no son Gobiernos Con-
tratantes del Convenio.

ANEXO

Enmiendas al Convenio Internacional para la Seguridad 
de la Vida Humana en el Mar, 1974, Enmendado

CAPÍTULO V

Seguridad de la Navegación
Regla 2. Definiciones.
1. Se añade el nuevo párrafo 4 siguiente a continua-

ción del párrafo 3 existente:
«4. Por eslora de un buque se entiende su 

eslora total.»

Regla 22. Visibilidad desde el puente de navegación.
2. Se sustituye el texto actual del párrafo 1 introduc-

torio por el texto siguiente:
«1. Los buques de eslora no inferior a 55 m, 

según se define ésta en la regla 2.4, construidos el 1 
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marzo, en la redacción vigente hasta la fecha de entrada 
en vigor del presente real decreto.

Disposición transitoria segunda. Documentación com-
plementaria.

Asimismo, en tanto no se produzca el desarrollo 
reglamentario a que hace referencia la disposición final 
primera de este real decreto, en lo que atañe a los daños 
producidos en establecimientos industriales, mercantiles 
y de servicios, así como a los causados en elementos 
comunes de Comunidades de Propietarios, las subvencio-
nes que hayan de concederse se otorgarán con base en 
los daños valorados por el Consorcio de Compensación 
de Seguros, y la acreditación de la titularidad del solici-
tante.

Disposición transitoria tercera. Aplicación retroactiva 
del régimen de ayudas.

Sin perjuicio de lo establecido en la disposición transi-
toria primera, el régimen de ayudas regulado en este real 
decreto será de aplicación a los sucesos de carácter catas-
trófico acaecidos en todo el territorio nacional desde el 1 
de octubre de 2006 hasta la fecha de entrada en vigor de 
la presente norma.

A estos efectos, los beneficiarios que, en virtud de los 
nuevos requisitos establecidos para obtener tal condi-
ción, puedan acogerse a las ayudas reguladas en este 
real decreto, podrán presentar sus solicitudes de subven-
ción dentro del plazo de dos meses, a contar desde la 
fecha de entrada en vigor del mismo, siendo este plazo 
de aplicación tanto a los interesados que no hayan for-
mulado solicitudes con anterioridad al amparo del Real 
Decreto 307/2005, de 18 de marzo, como aquellos otros 
en cuyos procedimientos ya hubiere recaído resolución 
expresa.

Asimismo, para aquellos procedimientos pendientes 
de resolución a la fecha de entrada en vigor de esta 
norma, derivados de hechos comprendidos en el período 
contemplado en el párrafo primero de esta disposición, 
serán de aplicación directa los requisitos establecidos en 
este real decreto, sin que deba instarse nueva solicitud 
por el interesado a este respecto.

Disposición derogatoria. Derogación de normas ante-
riores.

Queda derogado en todos sus términos el Real 
Decreto 692/1981, de 27 de marzo, sobre coordinación de 
medidas con motivo de situaciones de emergencia o de 
naturaleza catastrófica, y cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo dispuesto en este real 
decreto.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario y 
habilitación de desarrollo.

El Ministro del Interior, en el plazo de tres meses a 
contar desde la publicación de este real decreto en el 
«Boletín Oficial del Estado», y previo informe del Ministe-
rio de Economía y Hacienda, dictará una orden de desa-
rrollo en la que se determinará la documentación que 
habrá de aportarse a los efectos de comprobar, tanto la 
existencia del hecho causante y del daño subvencionable, 
como el cumplimiento de los requisitos que han de reunir 
los beneficiarios.

El Ministro del Interior, a propuesta de la Dirección 
General de Protección Civil y Emergencias podrá dictar 
las instrucciones necesarias para el desarrollo y ejecución 
de lo establecido en este real decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 13 de abril de 2007.

JUAN CARLOS R.

El Ministro del Interior,

ALFREDO PÉREZ RUBALCABA 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 7869 REAL DECRETO 479/2007, de 13 de abril, por el 

que se desarrollan medidas aprobadas por el 
Real Decreto-ley 2/2007, de 2 de febrero, por el 
que se adoptan medidas urgentes para reparar 
los daños causados por las inundaciones acae-
cidas los pasados días 26, 27 y 28 de enero en 
la isla de El Hierro.

El Real Decreto-ley 2/2007, de 2 de febrero, por el que 
se adoptan medidas urgentes para reparar los daños cau-
sados por las inundaciones acaecidas los pasados 
días 26, 27 y 28 de enero en la isla de El Hierro, dispuso la 
aprobación de un catálogo de actuaciones de carácter 
urgente para paliar las consecuencias de estos hechos, 
los cuales produjeron graves y cuantiosos daños de toda 
índole.

El citado Real Decreto-ley fue aprobado en los días 
inmediatamente posteriores a la finalización de los hechos 
causantes de la situación catastrófica, con el objeto de 
ejecutar cuanto antes aquellas medidas que necesitaban 
acometerse urgentemente, no obstante lo cual se difirió a 
un momento ulterior el desarrollo reglamentario de aque-
llos campos de actuación en los que era necesario cono-
cer con mayor detalle el alcance de los daños producidos. 
Con ello se pretendía que la Administración del Estado 
pudiera habilitar los créditos adecuados y en la cuantía 
necesaria para financiar estas actuaciones, así como esta-
blecer los procedimientos de coordinación con otras 
Administraciones que resultaran más eficaces en orden a 
restituir la normalidad en las zonas afectadas.

A estos efectos, la Disposición Adicional Quinta del 
Real Decreto-ley 2/2007, de 2 de febrero, preveía la apro-
bación de esta norma de desarrollo, en la que se concre-
taría especialmente la financiación necesaria para la eje-
cución de las medidas, una vez determinada la valoración 
de daños.

De esta forma, la Dirección General de Protección Civil 
y Emergencias del Ministerio del Interior, con el asesora-
miento del Consorcio de Compensación de Seguros, ha 
coordinado estas actuaciones, sobre la base del informe 
elaborado por la Delegación del Gobierno en Canarias en 
colaboración con el Cabildo Insular de El Hierro, determi-
nándose finalmente la valoración total de los daños pro-
ducidos.

Ello ha permitido establecer los créditos necesarios 
para la financiación del 50 por ciento de las obras de repa-
ración de los daños en infraestructuras municipales y red 
viaria del Cabildo de El Hierro, así como el importe global 
de la línea de préstamos de mediación que instruye el 
Instituto de Crédito Oficial, en su condición de Agencia 
Financiera del Estado, para la reparación o reposición de 
instalaciones industriales y mercantiles, vehículos comer-
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ciales, explotaciones agrarias y ganaderas, buques y 
embarcaciones y locales de trabajo de profesionales, que 
hayan resultado afectados por los hechos mencionados.

Por último, teniendo en cuenta la extensión del ámbito 
de aplicación de las medidas del Real Decreto-ley 2/2007, 
de 2 de febrero, a los territorios de la Comunidad Autó-
noma de Galicia afectados por las inundaciones del 
pasado mes de noviembre de 2006, determinados por 
Orden INT/489/2007, de 2 de marzo, en el presente Real 
Decreto se establecen las disposiciones necesarias para 
ejecutar la extensión de las medidas previstas.

En virtud de lo expuesto, a propuesta del Vicepresi-
dente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y 
Hacienda y de los Ministros del Interior, de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, de Administraciones Públicas, y de 
Medio Ambiente y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 13 de abril de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

Este Real Decreto se aplica a los territorios previstos 
en el artículo 1 y en la disposición adicional segunda del 
Real Decreto-ley 2/2007, de 2 de febrero, por el que se 
adoptan medidas urgentes para reparar los daños causa-
dos por las inundaciones acaecidas los pasados días 26, 
27 y 28 de enero en la isla de El Hierro.

Artículo 2. Daños en infraestructuras municipales y red 
viaria del Cabildo Insular de El Hierro.

Para la concesión de las subvenciones a los proyectos 
que ejecuten las entidades locales en los términos muni-
cipales o núcleos de población a los que hace referencia 
el artículo 1 del Real Decreto-ley 2/2007, de 2 de febrero, y 
al objeto de dar cumplimiento a lo establecido en el 
artícu lo 12 del citado Real Decreto-ley, se fija en 1.997.000 
euros la cuantía del crédito a dotar en el presupuesto del 
Ministerio de Administraciones Públicas.

Artículo 3. Daños en infraestructuras municipales inclui-
das en el ámbito de la disposición adicional segunda 
del Real Decreto-ley 2/2007.

Para la concesión de las subvenciones a los proyectos 
que ejecuten las entidades locales en los términos muni-
cipales o núcleos de población incluidos en el ámbito de 
aplicación de la disposición adicional segunda del Real 
Decreto-ley 2/2007, de 2 de febrero, y al objeto de dar 
cumplimiento a lo establecido en el artículo 12 del citado 
Real Decreto-ley, se establece en 3.000.000 de euros la 
cuantía del crédito a dotar en el presupuesto del Ministe-
rio de Administraciones Públicas.

Artículo 4. Líneas preferenciales de crédito.

Para la aplicación de lo establecido en el artículo 11 del 
Real Decreto-ley 2/2007, de 2 de febrero, se instruye al 
Instituto de Crédito Oficial, en su condición de Agencia 
Financiera del Estado, para instrumentar una línea de 
préstamos por importe de 1.000.000 de euros, en las con-
diciones y requisitos establecidos en el citado precepto, y 
en las normas reglamentarias que se establezcan para su 
desarrollo.

Artículo 5. Indemnización de daños en producciones 
agrícolas y ganaderas.

Al objeto de atender al pago de las indemnizaciones 
por los daños causados en las explotaciones agrícolas y 
ganaderas que, estando aseguradas con pólizas en vigor 
del seguro agrario combinado, incluidas en el Plan de 

Seguros Agrarios Combinados, hayan sufrido pérdidas 
no cubiertas por las líneas de seguros agrarios combina-
dos, o pérdidas por daños no incluidos en el mencionado 
Plan de Seguros, se dotará en el presupuesto de la Enti-
dad Estatal de Seguros Agrarios, dependiente del Ministe-
rio de Agricultura, Pesca y Alimentación, un crédito por 
importe de 30.000 euros.

Artículo 6. Convenios con otras Administraciones.

Para la celebración de convenios de colaboración con 
otras Administraciones Públicas que tengan como obje-
tivo prioritario las actuaciones sobre cauces de barrancos 
y costas, a que se refiere el artículo 15 del Real Decre-
to-ley 2/2007, de 2 de febrero, se dotará en el presupuesto 
del Ministerio de Medio Ambiente un crédito por importe 
de 4.398.000 euros.

Artículo 7. Convenios de colaboración para la restaura-
ción del Centro de Recuperación del «lagarto gigante» 
de la isla de El Hierro.

Para la realización de actuaciones derivadas de lo pre-
visto en la Disposición Adicional Sexta del Real Decreto-
ley 2/2007, de 2 de febrero, en relación con el Centro de 
Recuperación del «lagarto gigante» de la isla de El Hierro, 
se fija en 300.000 euros la cuantía del crédito a dotar en el 
presupuesto del Ministerio de Medio Ambiente.

Artículo 8. Financiación de los créditos.

Los créditos que, de conformidad con lo establecido 
en este Real Decreto deban habilitarse en el presupuesto 
de los correspondientes departamentos ministeriales, se 
financiarán con cargo al Fondo de Contingencia de ejecu-
ción presupuestaria, a cuyos efectos se asigna la cantidad 
de 9.725.000 euros.

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el mismo día 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 13 de abril de 2007.

JUAN CARLOS R.

La Vicepresidenta Primera del Gobierno
y Ministra de la Presidencia,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ 

TRIBUNAL DE CUENTAS
 7870 RESOLUCIÓN de 30 de marzo de 2007, de la 

Presidencia del Tribunal de Cuentas, por la que 
se hace público el Acuerdo del Pleno, de 29 de 
marzo de 2007, que aprueba la Instrucción rela-
tiva a la fiscalización de las contabilidades 
electorales de las elecciones que se van a cele-
brar el 27 de mayo de 2007.

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en sesión celebrada 
el 29 de marzo de 2007, ha aprobado la presente Instruc-
ción en la que se especifica la documentación que las 
formaciones políticas han de remitir al Tribunal en cumpli-
miento de lo contemplado en el artículo 133.1 de la Ley 
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Gestión medioambiental.
Innovación en eficiencia energética.
Innovación en logística y distribución.
Innovación en el área de Recursos Humanos.
Integración de los sistemas de gestión empresarial.

1.2 Apoyo a la realización de diagnósticos de situa-
ción y elaboración e implantación de planes estratégicos.

1.3 Apoyo a la incorporación de diseño de producto, 
pudiendo incluir elementos de identidad gráfica, envase y 
embalaje y comunicación siempre que se encuentren aso-
ciados al nuevo producto.

2. Innovación tecnológica y calidad.

2.1 Realización de planes de mejora tecnológica 
mediante el asesoramiento a empresas a través de la uti-
lización de centros tecnológicos, de otros centros de 
investigación y de consultoras técnicas especializadas 
para la implantación de soluciones específicas.

2.2 Realización de proyectos de desarrollo tecnoló-
gico aplicado.

2.3 Apoyo a la implantación, certificación tecnoló-
gica y certificación de acuerdo con las normas UNE 
166.001 –Proyectos de I+D+i y UNE 166.002– Sistemas de 
Gestión de la I+D+i.

2.4 Apoyo a la implantación y certificación de siste-
mas de gestión medioambiental (Norma UNE-EN-ISO 
14001), de sistemas de gestión de Calidad (Norma UNE-
EN-ISO-9001) cuando acompañe a la anterior, excelencia 
empresarial EFQM y Sistemas de Gestión de la Seguridad 
de la Información (Norma ISO 27001 o eventuales desa-
rrollos posteriores).

3. Proyectos de innovación en colaboración.

3.1 Apoyo a proyectos presentados por grupos de 
empresas cuya actividad forme parte de la cadena de 
valor de un producto, a través de la implantación conjunta 
de proyectos integrados de gestión logística, medioam-
biental o energética, y otros proyectos innovadores de 
implantación conjunta, como ingeniería concurrente o 
diseño distribuido, destinados a mejorar procesos y pro-
ductos de empresas vinculadas por la cadena de valor.

3.2 Identificación de necesidades tecnológicas, desa-
rrollos de soluciones técnicas y organizativas comunes y 
utilización de servicios avanzados compartidos por grupos 
de pequeñas y medianas empresas (Pyme).

Dado que el Programa InnoEmpresa se dirige a fomentar 
la innovación en las pequeñas y medianas empresas (Pyme), 
los proyectos que se presenten pueden tener un importante 
componente de desarrollo e incorporación de tecnologías de 
la información y de las comunicaciones y se contemplan las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones (TIC) 
con carácter transversal en todo el programa para atender 
los requerimientos que en cada caso exijan los proyectos. 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 2204 REAL DECRETO 86/2007, de 26 de enero, por el 

que se declara, para incendios acaecidos en diver-
sas comunidades autónomas, la aplicación de las 
disposiciones contenidas en el Real Decreto-ley 
8/2006, de 28 de agosto, por el que se aprueban 
medidas urgentes en materia de incendios fores-
tales en la Comunidad Autónoma de Galicia.

El Real Decreto-ley 8/2006, de 28 de agosto, por el que 
se aprueban medidas urgentes en materia de incendios 
forestales en la Comunidad Autónoma de Galicia, estable-
cía, en su artículo 1.3, que el Gobierno de la Nación, 

mediante real decreto, podría declarar, con delimitación a 
los municipios y núcleos de población afectados, las medi-
das previstas en el mismo, a otros incendios de caracterís-
ticas similares que hubieran acaecido o puedan acaecer 
desde el 1 de abril hasta el 1 de noviembre de 2006.

En este período, se han producido una serie de incen-
dios de especial gravedad que por sus características, y 
por la importancia de los daños producidos pueden ser 
susceptibles de beneficiarse de la normativa citada. 
Resulta destacable la afección de una importante superfi-
cie arbolada y forestal, con graves repercusiones negati-
vas en los sectores ganaderos y turísticos, y con una 
menor incidencia en daños en infraestructuras municipa-
les y propiedades de particulares.

En su virtud, a propuesta del Ministro del Interior y de los 
Ministros de Economía y Hacienda, de Trabajo y Asuntos 
Sociales, de Industria, Turismo y Comercio, de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, de la Presidencia, de Administraciones 
Públicas y de Medio Ambiente y previa deliberación del Con-
sejo de Ministros en su reunión del día 26 de enero de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo único. Objeto y ámbito de aplicación.

1. En uso de la habilitación contenida en el artículo 
1.3 del Real Decreto-ley 8/2006, de 28 de agosto, por el 
que se aprueban medidas urgentes en materia de incen-
dios forestales en la Comunidad Autónoma de Galicia, 
este real decreto tiene por objeto declarar la aplicación de 
aquél a los municipios y núcleos de población que hayan 
sufrido incendios forestales de similares características.

2. Las medidas previstas en el Real Decreto-ley 8/2006, 
de 28 de agosto, serán de aplicación a los municipios y núcleos 
de población previstos en el anexo de este real decreto.

Disposición final primera. Facultades de desarrollo.

Los distintos titulares de los departamentos ministeria-
les, en el ámbito de sus competencias, dictarán las disposi-
ciones necesarias para el desarrollo de este real decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el mismo día 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 26 de enero de 2007.

JUAN CARLOS R.

La Vicepresidenta Primera del Gobierno
y Ministra de la Presidencia,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ

ANEXO

Comunidad Autónoma de Canarias:
Provincia de Santa Cruz de Tenerife: Frontera y Valverde.

Comunidad Autónoma de Extremadura:
Provincia de Cáceres; Carrascalejo, Cañaveral, Porte-

zuelo y Pedroso de Acim.

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha:
Provincia de Toledo: Mohedas de la Jara y Puerto de 

San Vicente.

Comunidad Autónoma de Aragón:
Provincia de Huesca: Baells y Benabarre, Peralta de 

Calasanz.

Comunidad Autónoma de Galicia:
Provincia de Lugo: Quiroga. 
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 17497 ORDEN PRE/2894/2007, de 5 de octubre, por la 
que se da publicidad al Acuerdo de Consejo de 
Ministros sobre las medidas contempladas en 
el Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por 
el que se regulan las subvenciones en atención 
a determinadas necesidades derivadas de 
situaciones de emergencia o de naturaleza 
catastrófica, a los damnificados por las inunda-
ciones producidas por las tormentas de lluvia, 
granizo y viento que han afectado los días 2 y 
3 de octubre de 2007 a la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, y el día 4 a la de las Illes 
Balears.

El Consejo de Ministros, en su reunión de 5 de octubre 
de 2007 y a propuesta de la Vicepresidenta Primera del 
Gobierno y Ministra de la Presidencia, ha adoptado el 
Acuerdo sobre las medidas contempladas en el Real 
Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por el que se regulan 
las subvenciones en atención a determinadas necesida-
des derivadas de situaciones de emergencia o de natura-
leza catastrófica, a los damnificados por las inundaciones 
producidas por las tormentas de lluvia, granizo y viento 
que han afectado los días 2 y 3 de octubre de 2007 a la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, y el día 4 a la de las 
Illes Balears.

Para general conocimiento se procede a la publicación 
del referido Acuerdo, que figura como anexo a la presente 
orden.

Madrid, 5 de octubre de 2007.–La Vicepresidenta Pri-
mera del Gobierno y Ministra de la Presidencia, María 
Teresa Fernández de la Vega Sanz.

ANEXO

Acuerdo sobre las medidas contempladas en el Real 
Decreto 307/2005, de 18 marzo, por el que se regulan las 
subvenciones en atención a determinadas necesidades 
derivadas de situaciones de emergencia o de naturaleza 
catastrófica, a los damnificados por las inundaciones 
producidas por las tormentas de lluvia, granizo y viento 
que han afectado los días 2 y 3 de octubre de 2007 a la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, y el día 4 a la de las 

Illes Balears

Nuevos temporales de lluvia han descargado en 
diversos puntos de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía, provocando graves consecuencias en bienes de titula-
ridad privada y pública, y la lamentable pérdida de dos 
vidas humanas.

En este sentido, durante los días 2 y 3 del presente 
mes de octubre las lluvias han originado daños en nume-
rosos municipios andaluces, principalmente en Lucena y 
Puente Genil (Córdoba), Coín, Antequera y Marbella 
(Málaga) y Loja (Granada). Especialmente afectada ha 
resultado la provincia de Sevilla, en donde además de 
producirse daños en pequeños núcleos de población 
como Aldea de Corcoya, del municipio de Badolatosa, las 
fuertes lluvias han provocado gravísimas inundaciones 
en el núcleo urbano de Alcalá de Guadaíra.

El suceso producido en esta localidad puede califi-
carse como de naturaleza catastrófica, toda vez que se 
han visto alteradas sustancialmente las condiciones de 
vida de la colectividad, produciendo graves daños que 
afectan a una pluralidad de personas y bienes. De esta 
forma, las inundaciones han sido causa directa del falleci-
miento de dos personas, provocando además numerosos 
heridos de diversa consideración, y viéndose afectadas 
las infraestructuras municipales de la entidad local, así 
como viviendas y comercios de titularidad privada.

Por otra parte, en la tarde del 4 de octubre la isla de 
Mallorca se vio sacudida por unos fortísimos vientos 
huracanados de hasta 130 km/h. acompañados de intensa 
lluvia.

Concretamente en Palma de Mallorca la fuerte tor-
menta dejó numerosos heridos, se registraron apagones 
eléctricos y cortes de las líneas telefónicas, al igual que en 
otros muchos puntos de la isla. El fuerte viento arrancó 
cientos de árboles, provocó la caída de tendidos eléctri-
cos, vallas publicitarias, tejados y muros, y causó cuantio-
sos daños en infraestructuras públicas y propiedades 
privadas tanto en la capital del archipiélago como en dis-
tintos puntos de la isla de Mallorca.

Igualmente, se han producido daños personales y 
materiales en otros puntos del territorio nacional ocasio-
nando el fallecimiento en Villafranca de los Barros (Bada-
joz) de una persona.

Estos episodios han conllevado un importante 
esfuerzo de las Administraciones territoriales, especial-
mente las de ámbito local, a través de numerosas actua-
ciones de urgencia encaminadas a la protección inme-
diata de la vida de sus ciudadanos, y el pronto 
restablecimiento de servicios municipales esenciales.

Para atender las necesidades expuestas, y en concreto 
este tipo de situaciones de carácter catastrófico, que se 
vienen sucediendo con cierta recurrencia en esta época 
en el territorio español, el Gobierno de España dispone de 
instrumentos jurídicos adecuados que vienen a comple-
tar, de manera subsidiaria, las competencias que, en esta 
materia, ostentan otras administraciones públicas. En 
concreto, el Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, arti-
cula un sistema de ayudas económicas, destinadas a 
paliar situaciones de emergencia o de naturaleza catastró-
fica que afectan a unidades familiares con daños en 
viviendas y enseres, con daños personales por falleci-
miento, entidades locales que han efectuado gastos de 
emergencia, así como a personas físicas o jurídicas que 
han prestado servicios requeridos por las autoridades 
competentes. Este catálogo de ayudas, sustantivamente 
ampliado en su ámbito de aplicación por la reforma ope-
rada en dicha norma por el Real Decreto 477/2007, de 13 
de abril, alcanza a subvenciones a comunidades de pro-
pietarios en régimen de propiedad horizontal, y a peque-
ños y medianos establecimientos mercantiles afectados 
por hechos de similar carácter.

Por todo ello, el procedimiento de concesión de ayu-
das resulta perfectamente adecuado para su aplicación a 
las inundaciones que se han producido, en cuanto va 
encaminado a sufragar los gastos de carácter inmediato, 
tanto los generados a las entidades locales por sus actua-
ciones de emergencia, como los dirigidos a paliar los 
daños sufridos en viviendas y establecimientos comercia-
les de titularidad privada.

La financiación de las subvenciones descritas se lleva 
a cabo con cargo a los créditos que, con carácter de 
ampliables, vienen definidos en los presupuestos consig-
nados en el Ministerio del Interior, aplicación presupues-
taria 16.01.134M., conceptos 482, 782, 461, 761 y 471 del 
vigente presupuesto de gastos.

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta Primera 
del Gobierno y Ministra de la Presidencia, el Consejo de 
Ministros, en su reunión del día 5 de octubre de 2007, 
acuerda:

1. Que el Ministerio del Interior, a través de la Direc-
ción General de Protección Civil y Emergencias, con la 
asistencia de los Delegado del Gobierno en Andalucía e 
IIles Balears, y de los Subdelegados del Gobierno de 
aquellas provincias andaluzas que hayan resultado afec-
tadas en alguna medida, en colaboración con las adminis-
traciones territoriales competentes, y con el asesora-
miento técnico del Consorcio de Compensación de 
Seguros, proceda a efectuar, con carácter inmediato, las 
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valoraciones de los daños susceptibles de ser resarcidos 
con arreglo a lo establecido en el Real Decreto 307/2005, 
de 18 de marzo, por el que se regulan las subvenciones en 
atención a determinadas necesidades derivadas de situa-
ciones de emergencia o de naturaleza catastrófica.

2. Que el Ministerio del Interior, a través de la Direc-
ción General de Protección Civil y Emergencias, tramite los 
procedimientos oportunos para la concesión de las ayudas 
y subvenciones que procedan al amparo del real decreto 
citado, a la mayor brevedad posible, utilizando, en su caso, 
las posibilidades de tramitación urgente previstas en la 
legislación de procedimiento administrativo común. 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE LA RIOJA

 17498 LEY 4/2007, 17 de septiembre, de homologa-
ción de retribuciones de los miembros del 
Gobierno y Altos Cargos de la Comunidad 
Autónoma y del Parlamento de La Rioja con 
los de la Administración General del Estado.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA RIOJA

Sepan todos los ciudadanos que el Parlamento de La 
Rioja ha aprobado, y yo, en nombre de su Majestad el Rey 
y de acuerdo con el que establece la Constitución y el 
Estatuto de Autonomía, promulgo la siguiente Ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Cumplido ya el 25 aniversario de la aprobación del Esta-
tuto de Autonomía de La Rioja y plenamente consolidada la 
Administración Autonómica, la Comunidad Autónoma de 
La Rioja carece de una regulación normativa sobre el sis-
tema retributivo de los Miembros del Gobierno, de los Altos 
Cargos de su Administración y del Parlamento de La Rioja.

Varias comunidades autónomas han regulado ya este 
aspecto homologando las retribuciones de sus Gobiernos 
y Altos Cargos a las de distintos cargos del Gobierno de la 
Nación, ya sea a través de sus respectivas leyes de presu-
puestos o mediante la aprobación de leyes específicas.

La presente norma pretende abordar dicho sistema 
retributivo al objeto de alcanzar un sistema que garantice 
la transparencia, objetividad y seguridad jurídica, necesa-
rias en el ámbito de lo público.

Con esos objetivos, esta Ley homologa las retribuciones 
del Presidente de la Comunidad Autónoma de La Rioja con 
las de Secretario de Estado del Gobierno de la Nación.

En consonancia con las retribuciones del Presidente, 
las correspondientes al Vicepresidente o Vicepresidentes, 
en su caso, Consejeros, Secretarios Generales Técnicos, 
Directores Generales y asimilados y Subdirectores Gene-
rales, quedan referenciadas a las del Presidente de la 
Comunidad, en función de una serie de porcentajes que 
se irán disminuyendo.

Por último, esta Ley también aborda las retribuciones 
del Presidente del Parlamento de La Rioja, los Portavoces 
de los Grupos Parlamentarios y los Diputados con dedica-
ción exclusiva, así como las indemnizaciones de los dipu-
tados de manera que también en este ámbito se profun-
diza en seguridad jurídica y estabilidad para los 
parlamentarios y transparencia para la sociedad riojana.

Artículo Único.

1. Se autoriza al Gobierno de La Rioja a homologar 
las retribuciones de los Altos Cargos de la Comunidad 

Autónoma con las que se devengan en el ámbito de la 
Administración General del Estado de acuerdo con las 
siguientes normas:

a) La homologación se producirá partiendo de la 
equivalencia entre Presidente y Secretario de Estado, de 
modo que las retribuciones de aquél se homologarán a las 
de éste.

b) La homologación se producirá sumando los distin-
tos conceptos retributivos que se devenguen de acuerdo 
con lo previsto en la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado excepto el complemento de productividad.

c) A partir de la homologación anterior, las retribucio-
nes de los demás Altos Cargos se establecerán disminu-
yendo dicha cifra de acuerdo con los siguientes porcenta-
jes:

Vicepresidente:  4%.
Consejero: 8%.
Viceconsejero: 12%.
Secretario General Técnico, Director General o Alto 

Cargo con el mismo rango expresamente reconocido: 16%.
Subdirector General: 20%

d) La cantidad resultante englobará la retribución 
anual del Alto Cargo sin que pueda generarse otra retribu-
ción por cualquier otro concepto, sin perjuicio de lo dis-
puesto en cuanto las retribuciones por antigüedad en la 
Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja para cada ejercicio.

2. Se autoriza al Parlamento de La Rioja a fijar las 
retribuciones e indemnizaciones de sus miembros de 
acuerdo con las siguientes normas:

a) La asignación retributiva básica del Presidente del 
Parlamento se homologará a la cantidad que corresponda 
al Vicepresidente del Gobierno de La Rioja. La cantidad 
resultante englobará la indemnización anual por gastos a 
la que se refiere el apartado d) siguiente.

b) Las retribuciones de los Portavoces de los Grupos 
Parlamentarios se establecerán disminuyendo la asigna-
ción retributiva del Presidente del Parlamento en un 24%.

c) Las retribuciones de los demás Diputados con 
dedicación exclusiva se establecerá disminuyendo un 10% 
las de los Portavoces.

d) Los Diputados percibirán como máximo una 
indemnización anual por gastos derivados del ejercicio de 
la función parlamentaria que se establecerán tomando 
como referencia la retribución del Presidente del Parla-
mento según los siguientes porcentajes que, en ningún 
caso, serán acumulativos:

Miembro Mesa Parlamento: 20%.
Portavoz Grupo Parlamentario: 15%.
Presidente Comisión y Portavoz Adjunto: 12%.
Vicepresidente y Secretario Comisión: 11%.
Diputado: 10%.

Disposición Adicional.

La presente Ley surtirá efectos económicos desde el 
día 1 de septiembre de 2007.

Disposición Final.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Boletín Oficial de La Rioja.

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos cumplan y 
cooperen al cumplimiento de la presente Ley y a los Tribu-
nales y Autoridades la hagan cumplir.

Logroño, 17 de septiembre de 2007.–El Presidente, 
Pedro Sanz Alonso.

(Publicado en el Boletín Oficial de La Rioja n.º 125, de 18 de septiembre 
de 2007.) 
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al sistema acogidas a lo dispuesto en el apartado 5 del 
presente artículo, deberán cumplir las obligaciones 
impuestas en la presente Ley, y en particular las derivadas 
del artículo 98, con instalaciones no incluidas en la Red 
Básica».

A estos efectos, se entenderá que la obligación ante-
rior se aplica tanto a las propias instalaciones de almace-
namiento como a cualquier otra instalación necesaria 
para transportar el gas desde el punto de consumo a 
dicho almacenamiento.

En caso contrario, se considerará que el usuario hace 
uso de la red de transporte y por lo tanto, estará obligado 
a pagar el peaje de transporte y distribución en vigor en 
todos sus términos, de acuerdo con su presión de sumi-
nistro. El titular de la planta de regasificación será respon-
sable de facturar dicho peaje, tal como se establece en el 
artículo 31 del Real Decreto 949/2001, de 3 de agosto, por 
el que se regula el acceso de terceros a las instalaciones 
gasistas y se establece un sistema económico integrado 
del sector del gas natural, modificado por la disposición 
adicional quinta del Real Decreto 1434/2002, de 27 de 
diciembre, considerando en este caso que el contrato de 
acceso a la planta de regasificación es a su vez contrato 
de entrada a la red de transporte, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 6 del real decreto 949/2001, de 3 de 
agosto.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

A la entrada en vigor de la presente orden quedan 
derogadas cualesquiera otras disposiciones de igual o 
inferior rango, en cuanto se opongan a lo dispuesto en la 
presente orden.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor a las cero horas 
del día siguiente al de su publicación en el «Boletín Ofi-
cial del Estado».

Madrid, 28 de septiembre de 2007.–El Ministro de 
Industria, Turismo y Comercio, Joan Clos i Matheu. 

 17080 RESOLUCIÓN de 28 de septiembre de 2007, de 
la Dirección General de Política Energética y 
Minas, por la que se hacen públicos los nuevos 
precios de venta de gas natural para uso como 
materia prima.

La orden del Ministerio de Economía de 28 de mayo 
de 2001 modifica el punto 1.4.1 del Anejo de la orden de 
30 de septiembre de 1999, y actualiza los parámetros del 
sistema de precios de los suministros de gas natural para 
usos industriales, incluyendo una tarifa específica de gas 
natural para su uso como materia prima.

En desarrollo del real decreto 949/2001, de 3 de 
agosto, la orden del Ministerio de Economía ECO/33/2004, 
de 15 de enero, regula las tarifas de gas natural y gases 
manufacturados por canalización y alquiler de contadores 
y en su Disposición transitoria única, dicta que la tarifa 
para suministros de gas natural para su utilización como 
materia prima, establecida en el punto 1.4.1 del Anejo I de 
la orden de 30 de septiembre de 1999, con las modifica-
ciones introducidas en la orden de 28 de mayo de 2001, 
será de aplicación hasta el 31 de diciembre de 2009.

El artículo 12.1 de la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, 
de Reformas para el Impulso a la Productividad, establece 
que mediante orden ministerial, previo Acuerdo de la 
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económi-

cos, se dictarán las disposiciones necesarias para el esta-
blecimiento de las tarifas de venta del gas natural, gases 
manufacturados y gases licuados del petróleo por canali-
zación para los consumidores finales, así como los pre-
cios de cesión de gas natural y de gases licuados del 
petróleo para los distribuidores de gases combustibles 
por canalización, estableciendo los valores concretos de 
dichas tarifas y precios o un sistema de determinación y 
actualización automática de las mismas. Las tarifas de 
venta a los usuarios serán únicas para todo el territorio 
nacional, sin perjuicio de sus especialidades.

El apartado sexto de la orden ministerial de 30 de sep-
tiembre de 1999, modificada por la orden del Ministerio 
de Industria, Turismo y Comercio, de 28 de septiembre 
de 2007, por la que se modifica la tarifa de gas natural 
para su uso como materia prima y se establece un peaje 
de transporte para determinados usuarios conectados a 
plantas de regasificación, establece que la Dirección 
General de la Energía del Ministerio de Industria y Energía 
efectuará los cálculos y procederá a la publicación men-
sual en el BOE de los precios de venta de los suministros 
del gas natural para uso como materia prima, que entra-
rán en vigor el día uno de cada mes.

En cumplimiento de la normativa anterior y de 
acuerdo con lo dispuesto en el apartado sexto de la orden 
de 30 de septiembre de 1999, esta Dirección General de 
Política Energética y Minas ha resuelto lo siguiente:

Primero.–Desde las cero horas del 1 de octubre 
de 2007, el precio de venta, excluido impuestos, aplicable 
al suministro de gas natural como materia prima será 
de 1,8085 cents/kWh.

Segundo.–Las facturaciones de los consumos corres-
pondientes a los suministros de gas natural por canaliza-
ción medidos por contador, relativas al período que 
incluya la fecha de entrada en vigor de esta resolución, o 
en su caso, de otras resoluciones anteriores o posteriores 
relativas al mismo período de facturación, se calcularán 
repartiendo proporcionalmente el consumo total corres-
pondiente al período facturado a los días anteriores y 
posteriores a cada una de dichas fechas, aplicando a los 
consumos resultantes del reparto los precios que corres-
ponden a las distintas resoluciones aplicables.

Madrid, 28 de septiembre de 2007.–El Director General 
de Política Energética y Minas, Jorge Sanz Oliva. 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 17081 ORDEN PRE/2796/2007, de 28 de septiembre, 

por la que se da publicidad al Acuerdo de Con-
sejo de Ministros sobre las medidas contem-
pladas en el Real Decreto 307/2005, de 18 de 
marzo, por el que se regulan las subvenciones 
en atención a determinadas necesidades deri-
vadas de situaciones de emergencia o de natu-
raleza catastrófica, a los damnificados por las 
inundaciones producidas por las tormentas de 
lluvia, granizo y viento que han afectado 
durante el mes de septiembre a diversas 
Comunidades Autónomas.

El Consejo de Ministros, en su reunión de 28 de sep-
tiembre de 2007 y a propuesta de la Vicepresidenta Pri-
mera del Gobierno y Ministra de la Presidencia, ha adop-
tado el Acuerdo sobre las medidas contempladas en el 
Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por el que se regu-
lan las subvenciones en atención a determinadas necesi-
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dades derivadas de situaciones de emergencia o de natu-
raleza catastrófica, a los damnificados por las inundaciones 
producidas por las tormentas de lluvia, granizo y viento 
que han afectado durante el mes de septiembre a diver-
sas comunidades autónomas.

Para general conocimiento se procede a la publicación 
del referido Acuerdo, que figura como anexo a la presente 
orden.

Madrid, 28 de septiembre de 2007.–La Vicepresidenta 
Primera del Gobierno y Ministra de la Presidencia, María 
Teresa Fernández de la Vega Sanz.

ANEXO

Acuerdo sobre las medidas contempladas en el Real 
Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por el que se regulan 
las subvenciones en atención a determinadas necesida-
des derivadas de situaciones de emergencia o de natura-
leza catastrófica, a los damnificados por las inundaciones 
producidas por las tormentas de lluvia, granizo y viento 
que han afectado durante el mes de septiembre a diver-

sas comunidades autónomas

En el período de tiempo comprendido entre los días 
13 y 14, y 21 a 23 del mes de septiembre de 2007 un tem-
poral de lluvia, granizo y viento ha descargado con fuerza 
sobre Andalucía oriental y el levante español.

En la Comunidad Autónoma de Andalucía las fuertes 
lluvias han afectado especialmente a las provincias de 
Granada, Málaga, Almería y Jaén. Especialmente signifi-
cativos han sido los daños en la provincia de Jaén, donde 
han fallecido dos personas y continúa otra desaparecida, 
así como en la localidad granadina de Almuñécar, donde 
asimismo se ha producido la muerte de un ciudadano 
alemán, víctima de una tromba de agua que anegó el 
garaje en el que se encontraba. Por otra parte, han sido 
destacables las intensas precipitaciones acaecidas en la 
Comunitat Valenciana, las más fuertes en la provincia de 
Valencia, pero también con importantes afecciones en la 
provincia de Alicante.

Además de la lamentable pérdida de estas vidas 
humanas, se han visto afectadas las infraestructuras 
municipales de numerosos núcleos de población, así 
como viviendas y comercios de titularidad privada, lo que 
ha conllevado un importante esfuerzo de las Administra-
ciones territoriales, especialmente las de ámbito local, a 
través de numerosas actuaciones de urgencia encamina-
das a la protección inmediata de la vida de sus ciudada-
nos, así como el pronto restablecimiento de los servicios 
municipales esenciales.

Para atender las necesidades expuestas, y en concreto 
este tipo de sucesos de cierta recurrencia en esta época 
en el territorio español, la Administración del Estado dis-
pone de instrumentos jurídicos adecuados que vienen a 
completar, de manera subsidiaria las competencias que, 
en esta materia, ostentan las administraciones públicas. 
En concreto, el Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, 
articula un sistema de ayudas económicas, destinadas a 
paliar situaciones de emergencia o de naturaleza catastró-
fica que afectan a unidades familiares con daños en 
viviendas y enseres, con daños personales por falleci-
miento, entidades locales que han efectuado gastos de 
emergencia, así como a personas físicas o jurídicas 
que han prestado servicios requeridos por las autorida-
des competentes. Este catálogo de ayudas, se ha visto 
sustantivamente ampliado en su ámbito de aplicación por 
la reforma operada en dicha norma por el Real Decre-
to 477/2007, de 13 de abril, completándose, de esta forma, 
con subvenciones a comunidades de propietarios en régi-
men de propiedad horizontal, y a pequeños y medianos 
establecimientos mercantiles afectados por hechos de 
similar carácter.

Por todo ello, el procedimiento de concesión de ayu-
das resulta perfectamente adecuado para su aplicación a 
las inundaciones que se han producido, en cuanto va 
encaminado a sufragar los gastos de carácter inmediato, 
tanto los generados a las entidades locales por sus actua-
ciones de emergencia, como los dirigidos a paliar los 
daños sufridos en viviendas y establecimientos comercia-
les de titularidad privada.

La financiación de las subvenciones descritas se lleva 
a cabo con cargo a los créditos que, con carácter de 
ampliables, vienen definidos en los presupuestos consig-
nados en el Ministerio del Interior, aplicación presupues-
taria 16.01.134M., conceptos 482, 782, 461, 761 y 471 del 
vigente Presupuesto de Gastos.

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta Primera 
del Gobierno y Ministra de la Presidencia, el Consejo de 
Ministros, en su reunión del día 28 de septiembre de 2007, 
acuerda:

1.  Que el Ministerio del Interior, a través de la Direc-
ción General de Protección Civil y Emergencias, con la 
asistencia de los Delegados del Gobierno en Andalucía y 
Comunitat Valenciana, y de los Subdelegados del 
Gobierno en Jaén, Granada, Málaga, Almería, Valencia y 
Alicante, en colaboración con las administraciones terri-
toriales competentes, y con el asesoramiento técnico del 
Consorcio de Compensación de Seguros, proceda a efec-
tuar, con carácter inmediato, las valoraciones de los 
daños susceptibles de ser resarcidos con arreglo a lo esta-
blecido en el Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por 
el que se regulan las subvenciones en atención a determi-
nadas necesidades derivadas de situaciones de emergen-
cia o de naturaleza catastrófica.

2. Que el Ministerio del Interior, a través de la Direc-
ción General de Protección Civil y Emergencias, tramite 
los procedimientos oportunos para la concesión de las 
ayudas y subvenciones que procedan al amparo del real 
decreto citado, a la mayor brevedad posible, utilizando, 
en su caso, las posibilidades de tramitación urgente pre-
vistas en la legislación de procedimiento administrativo 
común. 

MINISTERIO 
DE ADMINISTRACIONES PÚBLICAS
 17082 REAL DECRETO 1291/2007, de 28 de septiem-

bre, por el que se modifica el Estatuto del 
Organismo Autónomo Museo Nacional Cen-
tro de Arte Reina Sofía, aprobado por Real 
Decreto 318/1996, de 23 de febrero.

En 1986 se abrió al público el Centro de Arte Reina 
Sofía, en el que comenzó a desarrollarse un importante 
programa de exposiciones temporales. Posteriormente, 
mediante el Real Decreto 535/1988, de 27 de mayo, el Cen-
tro de Arte Reina Sofía queda constituido como Museo 
Nacional, con el fin de favorecer la comunicación social 
de las artes gráficas y de promover el conocimiento y el 
acceso del público al arte moderno y contemporáneo.

Por la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1996, en su artículo 83, se 
otorga al Museo la naturaleza de organismo autónomo 
administrativo, facultando al Gobierno para aprobar sus 
Estatutos. Éstos, aprobados mediante Real Decreto 318/
1996, de 23 de febrero, y modificados posteriormente por 
los Reales Decretos 2104/1996, de 20 de septiembre, y 
992/2000, de 2 junio, determinan que los órganos rectores 
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Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogado el Real Decreto 2242/1996, de 18 de 
octubre, por el que se establecen normas sobre tiempos 
de conducción y descanso y sobre el uso del tacógrafo en 
el sector de los transportes por carretera, en aplicación de 
los Reglamentos (CEE) números 3820/85 y 3821/85, así 
como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo establecido en este real decreto.

Disposición final primera. Habilitación para el desarrollo 
normativo.

Se faculta al Ministro de Fomento para dictar, con-
junta o separadamente con los Ministros del Interior, de 
Trabajo y Asuntos Sociales y de Industria, Turismo y 
Comercio, las disposiciones que sean precisas para la 
aplicación de este real decreto.

Disposición final segunda. Título competencial.

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 149.1.21.º de la Constitución, que atribuye al 
Estado competencia sobre los transportes terrestres que 
discurran por más de una comunidad autónoma y sobre 
tráfico y circulación de vehículos a motor.

Disposición final tercera. Desarrollo del derecho de la 
Unión Europea.

Este real decreto se aprueba en desarrollo del Regla-
mento (CE) n.º 561/2006 del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 15 de marzo de 2006, relativo a la armonización de 
determinadas disposiciones en materia social en el sector 
de los transportes por carretera y por el que se modifican 
los Reglamentos (CEE) n.º 3821/85 y (CE) n.º 2135/98 y se 
deroga el Reglamento (CEE) n.º 3820/85 del Consejo.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

Este real decreto entrará en vigor el día siguiente al de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 18 de mayo de 2007.

JUAN CARLOS R.

La Vicepresidenta Primera del Gobierno
y Ministra de la Presidencia,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ 

 10558 ORDEN PRE/1447/2007, de 25 de mayo, por la 
que se da publicidad al Acuerdo de Consejo de 
Ministros sobre las medidas contempladas en 
el Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, modi-
ficado por el Real Decreto 477/2007, de 13 de 
abril, por el que se regulan las subvenciones 
en atención a determinadas necesidades deri-
vadas de situaciones de emergencia o de natu-
raleza catastrófica, a los damnificados por las 
inundaciones producidas por las tormentas de 
lluvia, granizo y viento que han afectado en los 
últimos días del mes de mayo de 2007, a diver-
sas Comunidades Autónomas.

El Consejo de Ministros, en su reunión de 25 de mayo 
de 2007 y a propuesta de la Vicepresidenta Primera del 

Gobierno y Ministra de la Presidencia, ha adoptado el 
Acuerdo sobre las medidas contempladas en el Real 
Decreto 307/2005, de 18 de marzo, modificado por el Real 
Decreto 477/2007, de 13 de abril, por el que se regulan las 
subvenciones en atención a determinadas necesidades 
derivadas de situaciones de emergencia o de naturaleza 
catastrófica, a los damnificados por las inundaciones pro-
ducidas por las tormentas de lluvia, granizo y viento que 
han afectado en los últimos días del mes de mayo de 2007 
a diversas Comunidades Autónomas.

Para general conocimiento se procede a la publicación 
del referido Acuerdo, que figura como anexo a la presente 
orden.

Madrid, 25 de mayo de 2007.–La Vicepresidenta Pri-
mera del Gobierno y Ministra de la Presidencia, María 
Teresa Fernández de la Vega Sanz.

ANEXO

Acuerdo sobre las medidas contempladas en el Real 
Decreto 307/2005, de 18 marzo, modificado por el Real 
Decreto 477/2007, de 13 de abril, por el que se regulan las 
subvenciones en atención a determinadas necesidades 
derivadas de situaciones de emergencia o de naturaleza 
catastrófica, a los damnificados por las inundaciones pro-
ducidas por las tormentas de lluvia, granizo y viento que 
han afectado en los últimos días del mes de mayo de 2007 

a diversas Comunidades Autónomas

Durante los últimos días del mes de mayo de 2007 un 
temporal de lluvia, granizo y viento ha venido azotando a 
la práctica totalidad de España, con especial incidencia en 
la zona centro y sureste de la península.

En la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha se 
ha producido un fenómeno meteorológico singular, al 
formarse una tormenta estacionaria que provoca lluvias 
constantes y continuadas sobre una determinada zona. 
Las inundaciones derivadas de este fenómeno han sido 
de tal magnitud que se han visto afectadas las comunica-
ciones por tren entre el centro y la zona levantina, con 
cortes completos de la línea ferroviaria a la altura de la 
localidad de Alcázar de San Juan, donde cientos de viaje-
ros han debido ser evacuados hacia lugares más seguros 
o hacia su destino por otros medios de transporte. Preci-
samente en esta localidad se ha debido evacuar de sus 
domicilios a cerca de 500 personas, ante la amenaza inmi-
nente de la riada.

Los hechos descritos han producido daños de todo 
tipo en infraestructuras de titularidad pública, así como 
bienes de titularidad privada, especialmente viviendas, 
tanto de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, 
como de Castilla-León, Andalucía, Extremadura, Madrid y 
Murcia. Es de resaltar, para comprender la excepcionali-
dad de estos hechos que, en algunas provincias como 
Toledo, Ciudad Real, Albacete, Segovia, Ávila y Jaén, no 
se registraban índices de precipitación de tal envergadura 
desde los años 50 del siglo pasado. Por destacar alguno 
de los episodios más graves, en la provincia de Jaén, en 
la comarca de la sierra de Segura, el desbordamiento del 
río Guadalimar, ha afectado gravemente a numerosos 
inmuebles de las localidades de La Puerta de Segura y 
Puente de Génave, siendo necesario asimismo proceder a 
la evacuación de numerosos vecinos.

Para atender las necesidades expuestas, la Administra-
ción del Estado dispone de instrumentos jurídicos adecua-
dos que vienen a completar, de manera subsidiaria, las 
competencias que, en esta materia, ostentan las adminis-
traciones públicas. En concreto, el Real Decreto 307/2005, 
de 18 de marzo, modificado por el Real Decreto 477/2007, 
de 13 de abril, articula un sistema de ayudas económicas, 
destinadas a paliar situaciones de emergencia o de natura-
leza catastrófica que afectan a unidades familiares con 
daños en viviendas y enseres, con daños personales por 
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fallecimiento, entidades locales que han efectuado gastos 
de emergencia, así como a personas físicas o jurídicas 
que han prestado servicios requeridos por las autorida-
des competentes. Este catálogo de ayudas, cuyo ámbito 
de aplicación se ha visto sustantivamente ampliado por el 
Real Decreto 477/2007, de 13 de abril, extiende su cober-
tura a comunidades de propietarios en régimen de pro-
piedad horizontal, y a pequeños y medianos estableci-
mientos mercantiles afectados por hechos de similar 
carácter.

De esta forma, el procedimiento de concesión de ayu-
das que establece el citado real decreto resulta perfecta-
mente adecuado para paliar las consecuencias de los 
hechos relatados, y que afectan a varias Comunidades 
Autónomas.

La financiación de las subvenciones descritas se lleva 
a cabo con cargo a los créditos que, con carácter de 
ampliables, vienen definidos en los presupuestos consig-
nados en el Ministerio del Interior, aplicación presupues-
taria 16.01.134M, conceptos 482, 782, 461, 761 y 471 del 
vigente Presupuesto de Gastos.

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta Primera 
del Gobierno y Ministra de la Presidencia, el Consejo de 
Ministros, en su reunión del día 25 de mayo de 2007, 
acuerda:

1. Que el Ministerio del Interior, a través de la Direc-
ción General de Protección Civil y Emergencias, con la 
asistencia de los Delegados del Gobierno de las Comuni-
dades Autónomas afectadas, en colaboración con las 
administraciones territoriales competentes y, con el ase-
soramiento técnico del Consorcio de Compensación de 
Seguros, proceda a efectuar, con carácter inmediato, las 
valoraciones de los daños susceptibles de ser resarcidos 
con arreglo a lo establecido, el Real Decreto 307/2005, de 
18 de marzo, por el que se regulan las subvenciones en 
atención a determinadas necesidades derivadas de situa-
ciones de emergencia o de naturaleza catastrófica, modi-
ficado por el Real Decreto 477/2007, de 13 de abril.

2. Que el Ministerio del Interior, a través de la Direc-
ción General de Protección Civil y Emergencias, tramite 
los procedimientos oportunos para la concesión de las 
ayudas y subvenciones que procedan al amparo del Real 
Decreto citado, a la mayor brevedad posible, utilizando, 
en su caso, las posibilidades de tramitación urgente pre-
vistas en la legislación de procedimiento administrativo. 

MINISTERIO 
DE ADMINISTRACIONES PÚBLICAS
 10559 REAL DECRETO 642/2007, de 18 de mayo, 

sobre ampliación de medios adscritos a los 
servicios traspasados a la Comunidad Autó-
noma de Andalucía por el Real Decreto 3936/
1982, de 29 de diciembre, en materia de educa-
ción (Centros dependientes del Ministerio de 
Defensa).

El artículo 149.1.30 de la Constitución reserva al Estado 
la competencia exclusiva sobre la regulación de las condi-
ciones de obtención, expedición y homologación de títu-
los académicos y profesionales y normas básicas para el 
desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de 
garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los 
poderes públicos en esta materia.

Por su parte, el artículo 52 de la Ley Orgánica 2/2007, 
de 20 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía, establece las competencias de la Comuni-
dad Autónoma en materia de educación.

Mediante el Real Decreto 3936/1982, de 29 de diciem-
bre, fueron traspasados a la Comunidad Autónoma de 
Andalucía las funciones y servicios de la Administración 
del Estado en materia de educación.

Asimismo, la disposición transitoria primera de la Ley 
Orgánica 2/2007, de 20 de marzo, de reforma del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía establece que la Comisión Mixta 
Paritaria Gobierno-Junta de Andalucía regulará el proceso, 
el tiempo y las condiciones de traspaso de las competencias 
propias de la Comunidad Autónoma, así como que determi-
nará el traspaso de medios materiales y personales necesa-
rios para el ejercicio de tales competencias.

Igualmente, el Real Decreto 3825/1982, de 15 de diciem-
bre, en vigor de conformidad con lo dispuesto en la dispo-
sición transitoria segunda de la mencionada Ley Orgánica 
2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autono-
mía para Andalucía, regula la forma y condiciones a que 
han de ajustarse los traspasos de funciones y servicios del 
Estado a la Comunidad Autónoma de Andalucía.

De conformidad con las normas citadas, la Comisión 
Mixta Paritaria Gobierno-Junta de Andalucía adoptó, en 
su reunión del día 26 de marzo de 2007, el oportuno 
Acuerdo de ampliación, cuya virtualidad práctica exige su 
aprobación por el Gobierno mediante Real Decreto.

En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto en la 
disposición transitoria primera de la Ley Orgánica 2/2007, 
de 20 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía, a propuesta del Ministro de Administra-
ciones Públicas, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su sesión del 18 de mayo de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo 1.

Se aprueba el Acuerdo de la Comisión Mixta Paritaria 
Gobierno-Junta de Andalucía sobre ampliación de medios 
adscritos a los servicios traspasados a la Comunidad Autó-
noma de Andalucía por el Real Decreto 3936/1982, de 29 de 
diciembre, en materia de educación, y que se transcribe como 
Anexo a este real decreto, en los términos allí especificados.

Artículo 2.

En consecuencia, quedan traspasados a la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía los medios correspondientes 
en los términos que resulta de aplicación del propio 
Acuerdo de la Comisión Mixta y que se incluyen como 
Anexo a este real decreto, en los términos y condiciones 
que allí se especifican.

Artículo 3.

La ampliación de funciones y servicios a que se refiere 
a este real decreto tendrá efectividad a partir de la fecha 
señalada en el Acuerdo de la Comisión Mixta, sin perjui-
cio de que los Ministerios de Defensa y de Educación y 
Ciencia produzcan los actos administrativos necesarios 
para el mantenimiento de los servicios en el mismo régi-
men y nivel de funcionamiento que tuvieran en el 
momento de la adopción del Acuerdo, hasta la fecha de 
entrada en vigor del mismo.

Artículo 4.

Los créditos presupuestarios que se determinen con 
arreglo a la relación núm. 2 serán dados de baja en los con-
ceptos de origen y transferidos por el Ministerio de Econo-
mía y Hacienda a los conceptos habilitados en la Sección 32 
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Disposición final tercera. Convenios de colaboración.

La Entidad Estatal de Seguros Agrarios podrá celebrar 
convenios de colaboración con las comunidades autóno-
mas para la coordinación, gestión y aplicación de las ayu-
das previstas en este real decreto.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el mismo día 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 4 de mayo de 2007.

JUAN CARLOS R.

La Ministra de Agricultura, Pesca
y Alimentación,

ELENA ESPINOSA MANGANA 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 9192 ORDEN PRE/1203/2007, de 4 de mayo, por la 

que se da publicidad al Acuerdo de Consejo de 
Ministros sobre la aplicación de medidas con-
templadas en el Real Decreto 307/2005, de 18 
de marzo, por el que se regulan las subvencio-
nes en atención a determinadas necesidades 
derivadas de situaciones de emergencia o de 
naturaleza catastrófica, y se establece el proce-
dimiento para su concesión, a los afectados 
por el derrumbamiento del edificio sito en la 
calle Gaspar Arroyo, número 4, de Palencia.

El Consejo de Ministros, en su reunión de 4 de mayo de 
2007 y a propuesta de la Vicepresidenta Primera del 
Gobierno y Ministra de la Presidencia ha adoptado el 
Acuerdo sobre la aplicación de las medidas contempladas 
en el Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por el que se 
regulan las subvenciones en atención a determinadas nece-
sidades derivadas de situaciones de emergencia o de natu-
raleza catastrófica, y se establece el procedimiento para su 
concesión, a los afectados por el derrumbamiento del edifi-
cio sito en la calle Gaspar Arroyo, número 4, de Palencia.

Para general conocimiento se procede a la publicación 
del referido Acuerdo que figura como anexo a la presente 
orden.

Madrid, 4 de mayo de 2007.–La Vicepresidenta Primera 
del Gobierno y Ministra de la Presidencia, María Teresa 
Fernández de la Vega Sanz.

ANEXO

Acuerdo sobre la aplicación de las medidas contempla-
das en el Real Decreto 307/2005, de 18 marzo, por el que 
se regulan las subvenciones en atención a determinadas 
necesidades derivadas de situaciones de emergencia o 
de naturaleza catastrófica, a los afectados por el derrum-
bamiento del edificio sito en la calle Gaspar Arroyo, n.º 4, 

de la ciudad de Palencia

El pasado día 1 de mayo de 2007 se produjo el derrum-
bamiento completo de un edificio destinado a viviendas, 
sito en la calle Gaspar Arroyo, 4, de la localidad de Palen-
cia, debido a una explosión cuyas causas se están anali-
zando, pero que, en todo caso, obedecen a un hecho 
imprevisible.

La singular repercusión del derrumbamiento de los 
edificios de viviendas que excede en gran medida a un 
accidente habitual de una ciudad, ha supuesto una gran 
alteración de las condiciones de vida de la convivencia 
ciudadana, así como la profunda alteración de la econo-
mía de las familias inmersas en el accidente, que ha con-
mocionado a la sociedad palentina que se ha volcado en 
la ayuda y asistencia a los damnificados.

Tanto la explosión, como el derrumbamiento, y el pos-
terior incendio originado, han causado gravísimos daños 
materiales y, ante todo, la muerte de, al menos, siete per-
sonas. Además dos personas se encuentran desapareci-
das y hay decenas de heridos de diversa consideración.

Este siniestro ha supuesto la pérdida total de las 
viviendas y enseres domésticos de las personas que habi-
taban el edificio destruido, por lo que éstas han debido ser 
alojadas de manera provisional en distintos centros públi-
cos y establecimientos hoteleros. Por otra parte, esta des-
trucción conlleva una grave afección de los edificios colin-
dantes, cuyos vecinos han debido ser evacuados y 
trasladados a lugares seguros, en tanto se comprueba que 
no se encuentra afectada la seguridad de los inmuebles.

Para atender las necesidades expuestas, la Adminis-
tración del Estado dispone de instrumentos jurídicos ade-
cuados que vienen a completar, de manera subsidiaria las 
competencias que, en esta materia, ostentan las adminis-
traciones públicas. En concreto, el Real Decreto 307/2005, 
de 18 de marzo, modificado por el Real Decreto 477/2007, 
de 13 de abril, articula un sistema de ayudas económicas, 
destinadas a paliar situaciones de emergencia o de natu-
raleza catastrófica que afectan a unidades familiares con 
daños en viviendas y enseres, con daños personales por 
fallecimiento, entidades locales que han efectuado gastos 
de emergencia, así como a personas físicas o jurídicas 
que han prestado servicios requeridos por las autorida-
des competentes. Este catálogo de ayudas cuyo ámbito 
material de aplicación se ha visto sustantivamente 
ampliado por el Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, se 
ha visto completado, mediante el citado real decreto, con 
subvenciones a comunidades de propietarios en régimen 
de propiedad horizontal, y a pequeños y medianos esta-
blecimientos mercantiles afectados por hechos de similar 
carácter.

De esta forma, el procedimiento de concesión de ayu-
das resulta perfectamente adecuado para paliar las con-
secuencias de un hecho como el presentado por el 
derrumbamiento del edificio en la localidad de Palencia.

La financiación de las subvenciones descritas se lleva 
a cabo con cargo a los créditos que, con carácter de 
ampliables, vienen definidos en los presupuestos consig-
nados en el Ministerio del Interior, aplicación presupues-
taria 16.01.134M., conceptos 482, 782, 461, 761 y 471 del 
vigente Presupuesto de Gastos.

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta Primera 
del Gobierno y Ministra de la Presidencia, el Consejo de 
Ministros, en su reunión del día 4 de mayo de 2007, 
acuerda:

1. Que el Ministerio del Interior, a través de la Direc-
ción General de Protección Civil y Emergencias, con la 
asistencia del Delegado del Gobierno en Castilla y León, y 
del Subdelegado del Gobierno en Palencia, en colabora-
ción con las administraciones territoriales competentes, y 
con el asesoramiento técnico del Consorcio de Compensa-
ción de Seguros, proceda a efectuar, con carácter inme-
diato, las valoraciones de los daños susceptibles de ser 
resarcidos con arreglo a lo establecido en el Real Decreto 
307/2005, de 18 de marzo, por el que se regulan las subven-
ciones en atención a determinadas necesidades derivadas 
de situaciones de emergencia o de naturaleza catastrófica, 
modificado por el Real Decreto 477/2007, de 13 de abril.

2. Que el Ministerio del Interior, a través de la Direc-
ción General de Protección Civil y Emergencias, tramite 
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los procedimientos oportunos para la concesión de las 
ayudas y subvenciones que procedan al amparo del real 
decreto citado, a la mayor brevedad posible, utilizando, en 
su caso, las posibilidades de tramitación urgente previstas 
en la legislación de procedimiento administrativo común. 

MINISTERIO 
DE ADMINISTRACIONES PÚBLICAS
 9193 REAL DECRETO 507/2007, de 20 de abril, sobre 

ampliación de medios patrimoniales adscritos al 
Acuerdo, aprobado por el Real Decreto 712/2006, 
de 9 de junio, de ampliación de las funciones y 
servicios de la Administración del Estado 
traspasados a la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, en materia de conservación de la 
naturaleza (parques nacionales de Doñana y 
Sierra Nevada).

Por el Real Decreto 712/2006, de 9 de junio, se aprobó 
el Acuerdo de ampliación de las funciones y servicios de 
la Administración del Estado traspasados a la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, en materia de conservación de 
la naturaleza (parques nacionales de Doñana y Sierra 
Nevada).

El Pleno de la Comisión Mixta de Transferencias Admi-
nistración del Estado-Junta de Andalucía celebrado el 
día 25 de marzo de 2006 acordó apoderar al Presidente y 
Vicepresidente para que, sin necesidad de reunirse la 
citada Comisión Mixta, prestaran conformidad al corres-
pondiente acuerdo de ampliación de medios patrimonia-
les cuando quedasen resueltas determinadas cuestiones 
relativas a la titularidad de dos fincas concretas.

Resueltas las cuestiones que afectaban a la titulari-
dad de dichas fincas, el Presidente y Vicepresidente de la 
Comisión Mixta de Transferencias Administración del 
Estado-Junta de Andalucía han prestado conformidad al 
Acuerdo sobre ampliación de medios patrimoniales 
adscritos al mencionado Acuerdo de ampliación de las 
funciones y servicios de la Administración del Estado 
traspasados a la Comunidad Autónoma de Andalucía, en 
materia de conservación de la naturaleza (parques 
nacionales de Doñana y Sierra Nevada).

Asimismo, la disposición transitoria segunda del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía y el Real Decreto 3825/1982, 
de 15 de diciembre, regulan la forma y condiciones a que 
han de ajustarse los traspasos de funciones y servicios 
del Estado a la Comunidad Autónoma de Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el Real Decreto 
3825/1982, de 15 de diciembre ya citado, y habiéndose 
manifestado la conformidad por el Presidente y Vicepresi-
dente de la Comisión Mixta al acuerdo de ampliación, es 
precisa su aprobación por el Gobierno mediante real 
decreto.

En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto en la 
disposición transitoria segunda del Estatuto de Autono-
mía para Andalucía, a propuesta del Ministro de Adminis-
traciones Públicas y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 20 de abril de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo 1.

Se aprueba el acuerdo sobre ampliación de medios 
patrimoniales adscritos al acuerdo de ampliación de las 

funciones y servicios de la Administración del Estado 
traspasados a la Comunidad Autónoma de Andalucía, en 
materia de conservación de la naturaleza (parques nacio-
nales de Doñana y Sierra Nevada), aprobado por el Real 
Decreto 712/2006, de 9 de junio, y que se transcribe como 
anexo a este real decreto.

Artículo 2.

En consecuencia, quedan traspasados a la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía los medios patrimoniales 
correspondientes en los términos que resulta de aplica-
ción del propio acuerdo y de la relación anexa.

Artículo 3.

El traspaso a que se refiere este real decreto tendrá 
efectividad a partir del día señalado en el acuerdo anexo.

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 20 de abril de 2007.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Administraciones Públicas,

JORDI SEVILLA SEGURA

ANEXO

Doña Carmen Cuesta Gil y doña María de la Soledad 
Mateos Marcos, Secretarias de la Comisión Mixta de 
Transferencias prevista en la disposición transitoria 
segunda del Estatuto de Autonomía para Andalucía,

CERTIFICAN
Que el Pleno de la Comisión Mixta de Transferencias 

Administración del Estado-Junta de Andalucía celebrado 
el día 25 de marzo de 2006 acordó apoderar al Presidente 
y Vicepresidente para que, sin necesidad de reunirse la 
citada Comisión Mixta, prestaran conformidad al corres-
pondiente Acuerdo de ampliación de medios patrimonia-
les que incluyese dos fincas concretas, una vez quedasen 
resueltas determinadas cuestiones relativas a la titulari-
dad de las mismas, a los bienes traspasados por el Real 
Decreto 712/2006, de 9 de junio, que aprobó el Acuerdo de 
ampliación de las funciones y servicios de la Administra-
ción del Estado a la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
en materia de conservación de la naturaleza (parques 
nacionales de Doñana y Sierra Nevada).

Resueltas las cuestiones que afectaban a la titularidad 
de dichas fincas, el Presidente y Vicepresidente de la 
Comisión Mixta de Transferencias Administración del 
Estado-Junta de Andalucía han prestado conformidad al 
Acuerdo sobre ampliación de medios patrimoniales adscri-
tos al Acuerdo de ampliación de las funciones y servicios 
de la Administración del Estado traspasados a la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía, en materia de conservación 
de la naturaleza (parques nacionales de Doñana y Sierra 
Nevada) por el Real Decreto 712/2006, de 9 de junio, en los 
términos que a continuación se expresan:

A)  Referencia a las normas en las que se ampara la 
ampliación.

Por el Real Decreto 712/2006, de 9 de junio, se aprobó el 
Acuerdo de ampliación de las funciones y servicios de la 
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